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PRÓLOGO 

En este 2024 en que se cumplen 140 años de la promulgación de la 
Ley 1420 de Educación Común, resulta altamente significativo para la 
Dirección General de Cultura y Educación presentar a la comunidad 
educativa el primer tomo de la “Colección Biblioteca Pedagógica Bo-
naerense”, dirigida por Adriana Puiggrós, reconocida educadora y ex 
Directora General de nuestra casa.

Este primer volumen, denominado Legislación educativa, es un 
exhaustivo compendio comentado de las distintas leyes que se han 
sancionado, tanto en el ámbito provincial como nacional, a lo largo de 
nuestra historia. 

Este material llegará a los Institutos Superiores de Formación Docen-
te y Técnica, de gestión estatal y privada, a los Centros de Capacitación, 
Información e Investigación Educativa (CIIE) y a las universidades con 
sede en nuestra Provincia. Forma parte de una amplia biblioteca peda-
gógica bonaerense que se suma a los más de 11 millones de libros dis-
tribuidos en la gestión del gobernador Axel Kicillof en los últimos 5 años. 

El sistema educativo bonaerense es el más vasto de nuestra región 
junto con el del Estado de San Pablo, con más de 5 millones de estudian-
tes, 400 mil docentes y cerca de 80 mil auxiliares, y se desarrolla en 
una extensa y heterogénea geografía, con establecimientos educativos 
en contextos urbanos, rurales, insulares, de encierro, en el conurbano 
y en las grandes ciudades del interior. Para comprender esa compleji-
dad alcanza este dato: la provincia de Buenos Aires tiene 307 mil kiló-
metros cuadrados y alrededor de 18 millones de habitantes, el 70% de 
los cuales vive en el 5% de su territorio.
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Una gran provincia que es, a su vez, heredera de una tradición pe-
dagógica, de la cual los bonaerenses, argentinas y argentinos sentimos 
orgullo. Solo por citar algunas referencias, recordemos que Buenos 
Aires tuvo una ley de educación común, universal y obligatoria nueve 
años antes que la ley 1420.

Nos reconocemos en la incansable tarea y en el ideario educativo de 
una gran cantidad de hombres y mujeres que han construido nuestra 
tradición política y pedagógica.

Comenzamos, por supuesto, con Domingo Faustino Sarmiento, quien 
en 1856 fuera Jefe del Departamento de Escuelas y posteriormente 
Director General. 

En las educadoras Juana Manso y Herminia Brumana, mujeres 
pioneras, cada una en su tiempo, luchadoras por la igualdad de los 
derechos.

En el pensamiento de Julio Barcos, quien sostenía las ideas del anar-
quismo y, en 1912, impulsó la creación de la Liga Nacional de Maestros. 
Él se desempeñó como inspector de enseñanza y dirigió la Escuela Laica 
en Lanús.

En la reflexión disruptiva sobre la disciplina escolar de Carlos Ver-
gara, rector de la Escuela Normal de Mercedes, que en 1889 envió una 
conmovedora comunicación a las familias donde decía que “El Director 
y los profesores reconocen que no tienen derecho de tocar la dignidad 
del alumno, ni siquiera con una mirada”.

En el pensamiento original de Saúl Taborda, reformista de 1918, 
precursor de una pedagogía facúndica y propia, rector del Colegio de 
la Universidad Nacional de La Plata, sitio en el que generó instancias 
de participación y autonomía estudiantil, y fue crítico de las miradas 
impugnadoras hacia las y los jóvenes.

Nos reconocemos en las transformaciones de los últimos años, gra-
cias a las cuales nuestra Provincia tiene en su territorio 25 universida-
des nacionales, públicas y gratuitas, y 2 provinciales.

Sí, nos consideramos legítimos herederos de una profusa historia 
pedagógica y educativa, y a la vez corresponsables de la construcción 
del porvenir para las veinte mil escuelas bonaerenses.

El gobernador Axel Kicillof afirma que el mejor modo de defender 
la escuela pública es transformándola. Este es el compromiso con la 
comunidad educativa, con millones de familias y estudiantes, con las 
educadoras y educadores, auxiliares y con quienes creemos en el valor 
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del Estado y de la educación pública al alcance de todas y todos, pro-
curando los mejores aprendizajes.

Agradecemos a quienes han hecho posible que este libro se concre-
te: a Adriana Puiggrós, por su inalterable e incesante lucha en defensa 
de la educación pública en nuestro país y en toda América; a la Univer-
sidad Pedagógica Nacional en la figura de su rector Carlos Rodríguez; 
a Cintia Rogovsky y Julieta Elffman por el profesional y dedicado trabajo 
de corrección y edición.

Lo ofrecemos en agradecimiento a las educadoras y los educadores 
bonaerenses, quienes con su trabajo diario mantienen vivo el sueño de 
una provincia más justa y solidaria a través de su educación, herra-
mienta de emancipación e igualdad de los pueblos.

Alberto Sileoni
Director General de Cultura y Educación

Provincia de Buenos Aires
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INTRODUCCIÓN

Adriana Puiggrós, con la colaboración de Cintia Rogovsky

La decisión conjunta entre la Dirección General de Cultura y Educación 
de la provincia de Buenos Aires y la Universidad Pedagógica Nacional 
de presentar esta colección, Biblioteca Pedagógica Bonaerense, y den-
tro de ella, este primer título sobre legislación educativa, forma parte 
del conjunto de políticas destinadas a la difusión de la cultura nacional, 
la formación de la ciudadanía y la capacitación docente. El conocimien-
to de la historia y la política educativa de la Provincia, en el marco de 
las de la Nación, enriquece el análisis y la comprensión de los procesos 
presentes, y abre perspectivas hacia el futuro. 

El primer volumen de esta colección reúne las principales leyes y 
normativas que, en materia educativa, se han sancionado desde los orí-
genes de la educación hasta el siglo XXI, tanto en la provincia de Bue-
nos Aires como en el ámbito nacional, a fin de que estén a disposición 
de las y los docentes, trabajadoras y trabajadores de la educación, es-
tudiantes de institutos superiores de formación docente y estudiantes 
en general, directivas y directivos, inspectoras e inspectores, referen-
tes de organizaciones sindicales, sociales; responsables de la gestión 
pública, investigadoras e investigadores, entre otras y otros actores. 

El objetivo es que dispongan de materiales que son indispensables 
para un proceso de formación permanente, y cuya consulta es nece-
saria tanto para la práctica institucional y la aplicación de los dere-
chos consagrados como para conocer las responsabilidades relativas 
a las actividades educativas en un sentido amplio, dentro y fuera del 
sistema educativo. Más de 5 millones de alumnas y alumnos, y más de 
cuatrocientos mil docentes de los niveles y las modalidades desarrollan 
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sus actividades todos los días en las aulas de la educación obligatoria 
bonaerense al amparo de una serie de derechos consagrados por este 
cuerpo de leyes. 

Contextualizar los momentos en que las normas se sancionaron, en 
cuanto a los debates, el clima político pedagógico y las y los protagonis-
tas, no es solamente un ejercicio de memoria histórica, sino un piso, un 
punto de partida para entender el proceso, la complejidad del presente, 
pero también para habilitar sueños futuros, posibles transformacio-
nes, mejoras aplicables, realistas, que sean de utilidad para nuestras 
comunidades educativas, nuestra Provincia y nuestra Nación. 

—

El proceso iniciado con la Ley de Educación Nacional Nº 26.206 en 
2006 y con la Ley de Educación Provincial Nº 13.688 en 2007 ya ha tenido 
un recorrido de 16 y 17 años, casi la vida entera de una o un adolescente 
que está en los últimos años de la secundaria, obligatoria desde enton-
ces. Las complejidades y experiencias surgidas al implementar e ir dan-
do cumplimiento a los distintos objetivos de estas normas son diversas, y 
se inscriben en la trama de lo que le ha tocado atravesar a la región, a la 
Argentina y a la provincia de Buenos Aires en este tiempo transcurrido. 

Cuando las leyes se hacen carne, cuando sus objetivos político-pe-
dagógicos ingresan a las aulas, es cuando cobran dimensión experien-
cial su potencia, su finalidad, las dificultades y las adecuaciones con las 
que se van implementando en las prácticas pedagógicas, instituciona-
les, políticas. Desde ya, el financiamiento, las condiciones laborales y la 
conducción del sistema pueden funcionar como encuadre promotor del 
cumplimiento de lo estipulado, pero también como obstáculos. 

Transitando la tercera década del siglo XXI, seguramente habrá 
cuestiones que mejorar y actualizar en aquellas leyes, tales como 
revalorizar y jerarquizar la educación ambiental y la educación 
intercultural bilingüe. Consagradas ambas en la Ley Nº 13.688, la 
provincia de Buenos Aires anticipaba ya en 2007 la necesidad de 
formar a niñas, niños y adolescentes para afrontar los problemas de 
esta época. En este mismo sentido se sancionó la obligatoriedad de 
la Educación Sexual Integral en el ámbito nacional y en el provincial, 
entendiendo la importancia de introducir en la educación obligatoria 
la perspectiva de género como parte de los derechos humanos 
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fundamentales. Pistas y huellas que regularon otras etapas históricas, 
pero que, especialmente, brindaron una idea de futuro, de esperanza, 
de horizonte político-pedagógico.

Sin negar la complejidad de este tiempo, se reafirma nuestra voca-
ción, como docentes o como estudiantes, de defender una perspectiva 
fundada en la centralidad de la educación como estrategia de cohesión 
e integración, de promoción social, de construcción de una sociedad 
para la paz, para la erradicación de las violencias y para la reafirma-
ción de los valores democráticos, el respeto a los derechos humanos, 
a los derechos educativos y a una concepción del Estado como respon-
sable de garantizar estos derechos.

Encontrarán en este volumen un apartado que repone las leyes pro-
vinciales a partir de sus antecedentes históricos desde el siglo XIX; las 
leyes provinciales y las leyes nacionales vigentes, y, por último, uno que 
da cuenta del proceso de creación de numerosas universidades nacio-
nales y provinciales en el territorio bonaerense en los siglos XX y XXI.

ORDENAMIENTO LEGAL DE LA EDUCACIÓN ARGENTINA

La provincia de Buenos Aires ha sido pionera del ordenamiento legal 
de la educación argentina desde 1875, cuando Antonio E. Malaver, jefe 
del Departamento de Escuelas, presentó a la Legislatura el proyecto de 
Ley de Educación Provincial. Inspirada por quien luego sería director 
general de Escuelas, Domingo Faustino Sarmiento, fue la primera ley 
de educación estatal, obligatoria y gratuita. Esta norma constituyó el 
antecedente más relevante de la Ley nacional Nº 1420, dictada en 1884, 
durante el primer gobierno de Julio A. Roca. 

Durante los siguientes gobiernos, el sistema educativo provincial se 
siguió conformando como parte del sistema nacional. En el transcurso 
de la denominada “República conservadora” (1880-1916), la oligarquía 
gobernante en la Provincia siguió sosteniendo los principios de la Ley 
Nº 1420, aunque avanzó de manera insuficiente con respecto a las 
demandas de una creciente población y de las y los inmigrantes. Como 
contrapartida se multiplicaron sociedades populares de educación. 
La Unión Cívica Radical (1916-1930) ejecutó políticas de inversión y 
extensión del sistema educativo provincial creando escuelas primarias, 
secundarias y técnicas, e intensificando la formación docente. 
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Durante la gestión del radical Hipólito Yrigoyen (1916-1922), siendo 
ministro de Educación nacional José Salinas, se produjo el Movimien-
to Reformista iniciado en Córdoba, que repercutió en la Universidad 
Nacional de La Plata, pero no dio lugar a una nueva ley nacional de 
educación universitaria. 

Las gestiones educativas provinciales durante los gobiernos nacio-
nales de José Evaristo Uriburu, surgido del golpe de Estado (1930), y 
el fraudulento de Agustín P. Justo (1932-1938) fueron conservadoras, 
suprimieron los centros de estudiantes, exoneraron, además, a docen-
tes y censuraron experiencias innovadoras. Se estableció el régimen 
de incorporación de los establecimientos de enseñanza privada a la 
educación pública. Se amplió la enseñanza técnico-profesional y se 
cerraron escuelas normales regionales. Siendo gobernador Manuel 
Fresco (1936-1940) y ministro de Educación Rufino Bello, se decretó 
la enseñanza religiosa en las escuelas de todos los niveles del sistema 
educativo. Junto a una política conservadora, se siguió sosteniendo la 
principalidad del Estado, así como la pertenencia al sistema educativo 
nacional. Esa postura provincial continuó durante el gobierno surgido 
del golpe militar de 1943, que ya en ese año dictó un nuevo reglamento 
estableciendo dos categorías para las escuelas privadas: autorregu-
ladas e incorporadas, ambas bajo la Dirección General de Escuelas y 
el Ministerio de Educación de la Provincia. 

Luego de las elecciones que consagraron a Juan D. Perón como 
presidente de la Nación, en 1946 asumió la gobernación bonaerense 
Domingo Mercante (1946-1954), quien continuó la orientación católica 
de la educación. Desde 1949 convivieron el Ministerio de Educación, la 
Dirección General de Escuelas y el Consejo General de Educación. En 
1951, Mercante disuelve los dos últimos y crea el Ministerio de Edu-
cación (Ley de Educación Nº 5650/51 que reemplaza a la 988/1875). 
Tampoco en ese período se desligó la gestión provincial de la nacional, 
y se siguieron los principios de gratuidad y obligatoriedad de la Ley 
Nº 1420. Se hicieron importantes reformas, especialmente durante el 
período en que fue ministro de Educación provincial Julio César Avan-
za, quien se caracterizó por su adhesión a la tendencia de la “Escuela 
activa” junto con su postura católica. Durante el gobierno de Mercante 
se realizó un plan de fuerte crecimiento de la infraestructura escolar 
(“Escuelas Mercante”) y de creación de jardines de infantes, escuelas 
de artes y oficios y escuelas fábrica. Mercante fue sucedido por Carlos 
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Aloé (1952-1955), cuyo ministro de Educación fue Raymundo J. Salvat. 
Durante su gestión se construyó la Ciudad de los Niños, se trabajó en 
formación docente, en la capacitación de personal carcelario y se esta-
blecieron becas para hijas e hijos de suboficiales de las FF.AA. En 1954, 
se crea la Dirección e Inspección General de Enseñanza Religiosa (De-
creto Nº 20.564/54), que modificó la Ley Nº 5650/51 suspendiendo 
el Artículo 9º y reformando la redacción de aquellos artículos (Ley Nº 
5823) que se referían a la enseñanza de la religión.

Con la caída del gobierno de Juan D. Perón (1955), en el gobierno 
dictatorial autodenominado “Revolución Libertadora”, comienza una 
etapa de retroceso del sistema educativo provincial, primero -como 
interventor de facto de la provincia de Buenos Aires- del teniente 
general Arturo Ossorio Arana (9/55-11/55); luego, como gobernador 
dictatorial (9/55-11/55), del militar Emilio Bonnecarrere (11/55-5/58), 
sucedido brevemente por el estanciero Juan M. Mathet. Finalmente, fue 
director general de Escuelas el historiador Juan Canter.

En 1958, durante la presidencia nacional de Arturo Frondizi (1958-
1962), asumió la gobernación bonaerense por la Unión Cívica Radical 
Intransigente Oscar Alende (1958-1962). Su ministro de Educación fue 
Ataúlfo S. Pérez Aznar. Se reestructuró la cartera educativa de acuer-
do con la Ley de Ministerios Nº 5873/58. Se restableció la educación 
moral y cívica, basándose en la Constitución de la Provincia de Buenos 
Aires, reformada en 1934. 

Entre 1962 y 1963 la provincia de Buenos Aires tuvo nueve gober-
nadores, sin mayor repercusión en la política educativa. La educación 
experimentó una mejoría durante el gobierno nacional de Arturo Illia 
(1963-1966), siendo gobernador de la provincia de Buenos Aires Ansel-
mo Marini (1963-1966) y ministro de Educación René Pérez. Durante 
esta gestión se aprueba la Ley Orgánica de la Dirección General de Edu-
cación (Ley Nº 6749), que restaura el Consejo General de Educación. 
Se completa el segundo ciclo en numerosas escuelas secundarias, se 
crean escuelas técnicas, se avanza en el perfeccionamiento docente, 
se establece la copa de leche y pan, entre otras obras.

El gobierno dictatorial tomó el poder en 1966. Fueron sus presiden-
tes Juan Carlos Onganía (1966-1970), Roberto Marcelo Levingston 
(1970-1971) y Alejandro Agustín Lanusse (1971-1973). Esta dictadura 
impuso como gobernador de la provincia de Buenos Aires al general 
Francisco A. Imaz (1966-1969). Estuvieron a cargo de la cartera de 
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Educación de manera interina el coronel Ulises Muschetti y Jorge Darío 
Pittaluga, y posteriormente se designó como ministro de Educación al 
historiador Abel Calvo. En noviembre de 1966 se promulgó la Ley Nº 
7234 que derogó la Nº 6749 y su modificatoria Nº 6772. Dichas nor-
mas suprimen la Dirección General de Escuelas y el Consejo General 
de Educación, y conforman nuevamente el ministerio, del cual queda-
ron dependiendo todos los niveles y modalidades educativas. En 1967, 
asume como responsable de la educación Alfredo Tagliabúe, cuyo sub-
secretario de Educación fue Emilio Fermín Mignone. En 1970, accede a 
la máxima jefatura nacional Roberto Marcelo Levingston (1970-1971). 
En 1971, renuncia Tagliabúe por la oposición de las y los docentes a la 
reforma de la escuela secundaria propuesta por el gobierno. Tras la 
renuncia del ministro y su equipo, lo sucedieron Julio César González, 
quien sólo estuvo a cargo un mes, y luego Osvaldo Marcelino Zarini. 

En 1973, Héctor J. Cámpora asume la presidencia de la Nación y 
Oscar Raúl Bidegain, la gobernación de la provincia de Buenos Aires 
(1973-1974). El ministro de Educación de la Nación fue Jorge Taiana y 
el de la provincia de Buenos Aires, Alberto Baldrich. Durante su gestión, 
se repararon numerosas escuelas, se inició una política educativa y 
cultural popular y se hizo un convenio con la Universidad Nacional de 
La Plata para investigaciones sanitarias, en especial, de la fiebre he-
morrágica. Después de la renuncia de Bidegain (23 de enero de 1974), 
asumió la gobernación hasta el golpe militar de 1976 Victorio Calabró 
(1974-1976).

La dictadura de 1976 a 1983 tuvo como gobernadores de la provin-
cia de Buenos Aires a Adolfo Sigwald (marzo a abril de 1976), Ibérico 
Saint-Jean (1976-1981), Oscar Gallino (1981-1982) y Jorge Aguado 
(1982-1983). En la primera etapa del golpe se suceden como respon-
sables de la cartera educativa, de forma interina, primero el coronel 
Hernán Risso Patrón, luego el coronel médico Joseba Klemendi de Us-
tarán. Ya con la gobernación de Saint-Jean, asumió el general (retirado) 
Ovidio J. A. Solari. Luego, fue designado nuevamente Abel Calvo, suce-
dido por Julio Raúl Lascano.

El gobierno de facto provincial siguió las orientaciones de los mi-
nistros nacionales, que oscilaron entre un tecnicismo represivo y un 
conservadurismo nacionalista católico. El gobierno provincial reprimió 
a jóvenes y a estudiantes universitarios en acciones como “La noche de 
los lápices”, en la cual las fuerzas represivas atacaron al movimiento de 
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estudiantes secundarios que reclamaban el boleto estudiantil gratuito, 
en la ciudad de La Plata. Diez estudiantes fueron asesinadas y asesi-
nados o continúan desaparecidas y desaparecidos. Solo tres salvaron 
su vida. El operativo estuvo a cargo del general de Brigada Ramón J. A. 
Camps, jefe de la policía bonaerense.

El período democrático

Gobierno de Raúl Alfonsín (1983-1989)

La dictadura más sangrienta de nuestra historia cayó en 1983, luego 
de la Guerra de Malvinas (1982). Habiendo ganado la Unión Cívica 
Radical las elecciones nacionales y provinciales, asumió la presidencia 
de la Nación Raúl Alfonsín, y la gobernación Alejandro Armendáriz 
(1983-1987), en el marco de la restauración de la vida democrática. 
Fue ministra de Educación la segunda mujer en ocupar ese cargo, 
Ana Idiart de Rebón (1983-1984), sucedida por José Gabriel Dumón, 
y la gestión se caracterizó por la restauración de la normalidad en el 
sistema escolar y en la Universidad. 

Entre 1987 y 1991, gobernó la Provincia el peronismo, encabezado 
por Antonio Cafiero. Antonio Salviolo fue el director general de Cultura 
y Educación e Irma Parentella, la subsecretaria de Educación. La polí-
tica educativa se orientó a la reparación y creación de escuelas, inno-
vaciones destinadas a una mayor participación de los actores, como la 
creación de consejos de escuelas, y a la resolución del conflicto salarial 
docente, que había tomado dimensiones nacionales.

En 1994, se realizó una Convención Constituyente que aprobó una 
nueva Constitución Nacional, en cuyo artículo 75 se establecen las fun-
ciones del Congreso de la Nación, por ejemplo, en materia educativa 
nacional, en el inciso 19:

•	 Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso 
económico con justicia social, a la productividad de la eco-
nomía nacional, a la generación de empleo, a la formación 
profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la 
moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecno-
lógico, su difusión y aprovechamiento.
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•	 Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al pobla-
miento de su territorio; promover políticas diferenciadas 
que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de 
provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será 
la Cámara de origen.

•	 Sancionar leyes de organización y de base de la edu-
cación que consoliden la unidad nacional respetando las 
particularidades provinciales y locales; que aseguren la 
responsabilidad indelegable del Estado, la participación de 
la familia y la sociedad, la promoción de los valores demo-
cráticos y la igualdad de oportunidades y posibilidades sin 
discriminación alguna; y que garanticen los principios de 
gratuidad y equidad de la educación pública estatal y la au-
tonomía y autarquía de las universidades nacionales.

•	 Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, 
la libre creación y circulación de las obras del autor; el pa-
trimonio artístico y los espacios culturales y audiovisuales.

Cabe mencionar que en el inciso 17, que hace referencia a los pue-
blos indígenas argentinos, también se menciona una responsabilidad 
en materia educativa ya que establece:

•	 Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pue-
blos indígenas argentinos.

•	 Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una 
educación bilingüe e intercultural; reconocer la persone-
ría jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad 
comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y 
regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desa-
rrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisi-
ble ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su 
participación en la gestión referida a sus recursos natura-
les y a los demás intereses que los afecten. Las provincias 
pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones.
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Gobiernos de Carlos Saúl Menem (1989-1995; 1995-1999)

En los diez años que Carlos Menem estuvo al frente del Poder Ejecu-
tivo Nacional, la provincia de Buenos Aires tuvo dos gobernadores: el 
mencionado Antonio Cafiero (1987-1991) y Eduardo Duhalde, quien 
había sido electo como vicepresidente de la Nación en la fórmula con 
Carlos Menem en 1989 y renunció en 1991 para postularse como 
candidato a gobernador bonaerense, cargo que ocupó en dos perío-
dos: 1991-1995 y 1995-1999. 

Durante los gobiernos menemistas se produjeron a nivel nacional 
una serie de reformas educativas acordes a las demandas de los or-
ganismos multilaterales de crédito y los intereses de los modelos del 
mercado, tales como la transferencia de escuelas de la nación a las 
provincias y las modificaciones en la legislación que abrían el camino 
para futuras políticas de privatización. Durante la gestión de Jorge Al-
berto Rodríguez como ministro de Educación de la Nación (1992-1996), 
se dictó la Ley nacional Nº 24.195/93. Lo sucedió Susana Decibe (1996-
1999). Por primera vez desde la fundación del sistema educativo nacio-
nal, este fue fragmentado en sistemas provinciales y se transfirieron 
a las jurisdicciones todos los servicios educativos que hasta ese mo-
mento eran dependientes del gobierno nacional. Fue desfinanciada la 
educación y quedó una herida abierta sobre la posibilidad de un pro-
yecto federal que contemplara lo común pero también las diversidades 
regionales. Las provincias habían tenido que asumir las responsabili-
dades sobre el sistema educativo desde el nivel Inicial al Secundario, 
sin el respaldo de los fondos correspondientes. Se generaron resisten-
cias, debates, propuestas y la convivencia de más de cincuenta forma-
tos de organización escolar, regímenes de obligatoriedad, dispositivos 
de formación y actualización docentes, la introducción de sistemas de 
evaluación transnacionales estandarizados, el avance de la educación 
de gestión privada en sectores medios y sectores populares, y otras 
cuestiones que debilitaban, o directamente hacían imposible, la igual-
dad educativa e incluso las condiciones de ciudadanía entre las y los 
estudiantes y docentes de las 24 jurisdicciones. 

Siendo gobernador de la Provincia Eduardo Duhalde (1991-1999) 
y directora general de Cultura y Educación Graciela Giannettasio, se 
dicta una ley acorde a la política educativa del gobierno nacional (Ley Nº 
11.612/95). Se establece una nueva estructura del sistema escolar: el 
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Nivel Educación General Básica, obligatorio desde los 6 años y con una 
duración de 9 años, y el Nivel Polimodal, que reemplaza los tres últimos 
años de secundaria. Los sindicatos docentes y las comunidades edu-
cativas organizaron recurrentes formas de resistencia, en defensa de 
los derechos educativos de la población, de las condiciones laborales 
de las educadoras y los educadores y del incremento de la inversión 
educativa. Durante este gobierno se sustituyó la Dirección General de 
Escuelas por la Dirección General de Cultura y Educación, así normado 
en la nueva Constitución Provincial de 1994. Se destacó el Programa 
Bonaerense Infantil Solidario (Plan Pibes), por el cual las y los estudian-
tes secundarios recibieron educación sobre identidad bonaerense, 
medio ambiente, prevención de adicciones, nutrición y discriminación. 
Participaron los municipios, centros de educación física y escuelas.

Gobierno de Fernando De la Rúa (1999-2001)

Durante la presidencia de Fernando De la Rúa (quien ganó la elección 
como cabeza de una alianza conformada por la UCR y el FREPASO), 
la provincia de Buenos Aires estuvo gobernada por Carlos Ruckauf, 
cuyo vicegobernador era Felipe Solá. Cuando el gobernador renunció 
a su cargo (2002), fue reemplazado, hasta la finalización del período en 
2003, por Solá, quien luego resultaría electo para los siguientes cuatro 
años (2003-2007). Junto a Ruckauf, asumió como director general de 
Cultura y Educación José Octavio Bordón –quien había sido gobernador 
de Mendoza– y como subsecretario de Educación Mario Oporto. Con la 
renuncia de Bordón, Oporto asumió como director general de Cultura 
y Educación hasta el 2005. En ese período de enorme convulsión so-
cial, económica y educativa, las llamadas políticas “compensatorias”, 
implementadas luego de la transferencia de los sistemas educativos 
nacionales a las provincias, sufrieron las consecuencias del ajuste im-
puesto por el FMI y los demás organismos multilaterales de crédito.

Gobierno de Néstor Carlos Kirchner (2003-2007)

En 2004, se llevó adelante durante todo el año una ronda de consul-
tas por el futuro de la educación, en la que se realizaron encuentros, 
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jornadas institucionales, debates y elaboración de propuestas con los 
partidos políticos con representación parlamentaria, comunidades 
educativas, iglesias, gremios docentes y de auxiliares de la educación, 
universidades nacionales, especialistas, estudiantes, entre otros. Esos 
valiosos insumos formarían parte de las bases para las reformas edu-
cativas del siguiente período.

Entre 2005 y 2007, gestionó la educación provincial Adriana Puiggrós, 
hasta la finalización de la gobernación de Felipe Solá, y en esa etapa 
se produjeron importantes reformas legislativas en la materia. Entre 
otras normativas se pueden mencionar el Decreto Nº 1525/03 de 
Creación de la Agencia de Acreditación de Competencias Laborales, la 
Ley Nº 13.511/06 de creación de la Universidad Pedagógica Provincial, 
la 13.552/06 de Paritarias Docentes y la 13.688/07 de Educación 
Provincial, entre otras.

Como se ha mencionado, desde la recuperación de la democracia 
(1983) habían ocurrido sucesivas reformas, en particular, las de la dé-
cada de 1990 que modificaron el vínculo del sistema educativo entre la 
Nación y las provincias y la estructura del sistema. 

A partir del gobierno de Néstor Kirchner (2003-2007), con Daniel 
Filmus como ministro de Educación de la Nación, se instala en el país 
y en casi todas las provincias el debate para la elaboración de una 
nueva legislación educativa que no solo atendiera estas cuestiones, 
sino que incorporara también una agenda de derechos educativos 
para el siglo XXI, tales como la perspectiva ambiental, de género, la 
enseñanza de una Educación Sexual Integral, el respeto a la diver-
sidad cultural, la centralidad de la formación docente permanente, 
la participación política estudiantil en centros de estudiantes, entre 
otras cuestiones.

Esto dará lugar a un conjunto de leyes, como la Ley de Educación 
Técnico Profesional (26. 058/05), la Ley de Financiamiento Educativo 
(26.075/05) y la Ley de Educación Nacional (26. 206/06). La provincia 
de Buenos Aires realizó una amplia consulta para dictar su propia ley 
de educación y contribuir a la nueva ley nacional, sobre el anteceden-
te de la experiencia de 2004, como se menciona más arriba. Realizaron 
una enorme cantidad de jornadas institucionales y rondas de consulta 
con los distintos actores que protagonizan la educación: familias, co-
munidades, docentes, organizaciones sociales, partidos políticos con 
representación parlamentaria, iglesias, editoriales, bibliotecas, univer-
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sidades nacionales, especialistas, sindicatos docentes, sindicatos de 
trabajadoras y trabajadores, auxiliares de la educación, entre otras y 
otros agentes, que fueron alimentando los proyectos que, finalmente, 
dieron lugar a la Ley provincial Nº 13.688/2007, aún vigente.

A su vez, en esa línea, en el ámbito nacional se crearon el Institu-
to Nacional de Formación Docente (INFoD), que comenzó a funcionar 
en 2007, y el Instituto Nacional de Educación Tecnológica (INeT). En 
agosto de 2006, siendo gobernador Felipe Solá y directora general 
de Cultura y Educación Adriana Puiggrós, la Legislatura bonaerense 
sancionó la Ley provincial Nº 13.511/06, que creaba la Universidad 
Pedagógica Provincial, destinada a la formación permanente de las 
y los docentes en ejercicio de los distintos niveles y modalidades del 
sistema, que también se había reformado mediante la ya menciona-
da Ley provincial de Educación Nº 13. 688/06. Desde el comienzo, el 
proyecto se planteó “incidir fuertemente en una transformación de la 
cultura pedagógica del sistema educativo, a través de la renovación 
de la formación de sus agentes”. 

Gobierno de Cristina Fernández de Kirchner (2007-2011; 2011-2015) 

Siendo presidenta de la Nación Cristina Fernández de Kirchner, quien 
asumió por el llamado Frente para la Victoria (integrado por el Partido 
Justicialista, el Frente Grande, el partido de la Victoria, principalmente), 
fue electo gobernador bonaerense Daniel Scioli, en ambos períodos 
(2007-2011 y 2011-2015). Durante su gestión, nuevamente fue Mario 
Oporto quien ocupó el cargo de director general de Cultura y Educa-
ción. Su política educativa no se apartó de los lineamientos de la Ley 
de Educación de la Provincia, excepto por la modificación de algunos 
artículos. Se repararon y construyeron escuelas, se incentivó la capa-
citación docente y se dio continuidad a las reformas curriculares en los 
niveles que habían comenzado en la gestión anterior (como el caso del 
nivel Superior), incorporando así la perspectiva pedagógica de la nue-
va legislación nacional y provincial. En 2011, al comenzar el segundo 
mandato de Scioli, Oporto fue sucedido por Silvina Gvirtz (hasta 2012) 
y luego por Nora De Lucía, quien ocupó el cargo hasta 2015.

Durante la etapa que abarca entre 2003 y 2015, se construyeron 
más de 1800 escuelas y se realizaron, además, más de 6000 obras 
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de refacción y ampliación de edificios escolares en todo el territorio 
nacional, muchas de las cuales están en la provincia de Buenos Aires.

Daniel Filmus fue el ministro de Educación de Néstor Kirchner, y 
Juan Carlos Tedesco (2007-2009) y Alberto Sileoni (2009-2015), de 
Cristina Fernández de Kirchner. También durante el mandato de Cristina 
Fernández de Kirchner se incrementó la inversión educativa (pasando 
del 2 % del PBI en 2003 a más del 6 % en 2010), se creó el Ministerio 
de Ciencia, Tecnología e Innovación Educativa (2007) y se fundaron 17 
nuevas universidades nacionales.

Gobierno de Mauricio Macri (2015-2019)

Al conquistar la presidencia Mauricio Macri, que llegó al poder mediante 
una alianza entre su partido (el PRO) y la UCR, llamada Cambiemos, 
en 2019 ganó las elecciones provinciales María Eugenia Vidal. Hasta 
2023 fueron directores generales de Cultura y Educación Alejandro 
Finocchiaro y Gabriel Sánchez Zinny. Llevaron adelante una política 
neoliberal, en conflicto con las y los docentes y de estímulo al crecimiento 
de la educación privada.

Gobierno de Alberto Fernández (2019-2023)

Los dos primeros años de la presidencia de Alberto Fernández estu-
vieron condicionados por las medidas de cuidado que se tomaron en 
casi todos los países a partir de la pandemia de COVID-19, que afectó y 
transformó casi todos los órdenes de la vida humana en comunidad, 
y especialmente la educación, en múltiples sentidos que todavía las so-
ciedades contemporáneas no han terminado de elaborar. En el orden 
nacional, el ministro de Educación fue Nicolás Trotta, hasta su renuncia 
en septiembre de 2021, cuando fue reemplazado por Jaime Perczyk.

Axel Kicillof fue electo como gobernador para el período 2019-2023 
y reelecto para el 2023-2027, por el frente Unión por la Patria que lidera 
el peronismo. Al comienzo de su gestión, Agustina Vila condujo la carte-
ra educativa, hasta diciembre de 2021, cuando asumió como director 
general de Cultura y Educación Alberto Sileoni. Estas gestiones han 
reafirmado las políticas educativas nacional-populares, sostenido la 
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consulta y colaboración permanente con las organizaciones docentes 
y, pese al fuerte recorte de los fondos de coparticipación correspon-
dientes a la provincia de Buenos Aires, respondido a las necesidades y 
demandas básicas de la educación provincial, tanto durante la pande-
mia como en la actualidad. 

La reforma de la educación secundaria, anunciada en mayo de 2024 
y que se pondrá en marcha en el siguiente ciclo lectivo, constituye una 
de las medidas de mayor trascendencia para adecuar el sistema a la 
época actual. La supresión de la repitencia escolar de las materias 
aprobadas en la secundaria y la sustitución de la repetición por po-
sibilidades de recuperación de aprendizajes en varios formatos son 
cambios de fondo que se adecúan a las características y posibilidades 
actuales de las y los jóvenes y que estimulan a completar los estudios. 
Asimismo, la titularización de las directivas y directivos es un paso muy 
importante para fortalecer los equipos institucionales y mejorar sus 
condiciones de trabajo, lo cual redundará positivamente en la calidad 
de la enseñanza y el aprendizaje. 
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LAS DISTINTAS ETAPAS Y EL PROCESO DE CREACIÓN 
DE NUEVAS UNIVERSIDADES NACIONALES COMO 
POLÍTICAS DE INCLUSIÓN EDUCATIVA

Con una población de 17.569.053 habitantes (Censo Nacional 2022), 
204 años de historia desde su creación (11 de febrero de 1820) y una 
organización política territorial de 135 municipios, la provincia de Buenos 
Aires aloja en su territorio a 22 universidades nacionales que reciben a 
egresadas y egresados del Nivel Secundario –obligatorio desde 2006–, que 
tiene una duración de seis años y una población de 1.719.000 estudiantes, 
incluyendo las orientaciones Técnica y Agraria.
Del total de universidades, 15 están ubicadas en el Gran Buenos Aires 
(Burzaco, Florencio Varela, Avellaneda, San Martín, Los Polvorines, Villa 
Tesei, José C. Paz, San Justo, Lanús, Lomas de Zamora, Moreno, Quilmes, 
Sáenz Peña, San Antonio de Padua y San Isidro) y 7 tienen su sede 
central en el llamado interior: La Plata, Tandil, Bahía Blanca, Luján, Mar 
del Plata, San Antonio de Areco y Junín. También hay sedes bonaerenses 
de universidades nacionales que tienen su rectorado e instalaciones 
principales en otros distritos, tal es el caso de la Universidad Pedagógica 
Nacional (UNIPE), que cuenta con carreras que se cursan en Pilar y en 
Derqui, por ejemplo.

Las universidades creadas entre 2009 y 2015

La creación de universidades nacionales es un proceso complejo en el 
que intervienen distintos actores y niveles de gobierno. La Argentina 
ha tenido, y tiene, una concepción –una tradición podríamos decir– que 
nace en la Reforma del 18 y entiende a la universidad como institución 
al servicio del pueblo y del desarrollo regional y nacional.

Conforme a lo establecido en la Ley de Educación Superior vigente 
(24.521/95), la creación de una universidad nacional es atributo del 
Congreso de la Nación, y se hace por medio de una ley. A su vez, exis-
te un Consejo Interuniversitario Nacional (CIN) que debe realizar un 
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informe antes de la creación de una nueva universidad o un instituto 
universitario y, además, el Congreso debe asignarle un presupuesto 
para su funcionamiento.

En principio, en este proceso por lo general, los proyectos surgen a 
partir de legítimas demandas de las comunidades, de los municipios y 
de las instituciones educativas precedentes que procuran acercar 
y poner a disposición de las y los estudiantes instituciones de educa-
ción superior universitarias que garanticen los derechos educativos y 
favorezcan la alianza estratégica entre educación, ciencia, tecnología, 
innovación y desarrollo productivo de la región y del trabajo. Es decir, 
que cada universidad, al favorecer las posibilidades de continuidad de 
estudios superiores no solo mejora la calidad de vida de las personas, 
de las comunidades, de la provincia y de la nación, sino también la re-
lación de la Argentina con el Mercosur y la Patria Grande.

Durante el primer gobierno de Cristina Fernández de Kirchner 
(2007-2011), la Comisión de Educación de la Honorable Cámara de Di-
putados de la Nación (HCDN) junto con diferentes actores de las comu-
nidades implicadas –intendentas e intendentes, senadoras y senadores 
nacionales, legisladoras y legisladores provinciales, dirigentes estu-
diantiles, referentes del campo de la educación superior y la cultura, de 
la ciencia y la tecnología, todos los claustros del gobierno universitario 
incluidos los no docentes– impulsaron el tratamiento y la creación de 
un conjunto de nuevas universidades con asiento en el territorio bo-
naerense, que hoy forman parte de su identidad. 

Luego de atravesar distintas etapas, el 7 de octubre de 2015 se 
sancionó la Ley de Nacionalización de la UNIPE provincial, creándose 
de este modo la Universidad Pedagógica Nacional mediante la Ley 
27.194/15.

El contexto en el cual se impulsaron estas significativas reformas 
educativas incluye, por supuesto, una serie de cambios tanto a nivel 
nacional como provincial —mencionados en otros apartados de esta 
publicación— que regulan el conjunto del sistema educativo. Estas 
reformas amplían los años de escolaridad obligatoria, garantizan la 
educación como un bien social que debe ser asegurado por el Estado, 
e incorporan los acuerdos construidos, tomando como antecedente la 
ronda de consulta realizada en 2004 en la Provincia de Buenos Aires, 
ya mencionada. 
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Quienes deseen ampliar sobre aquella etapa, pueden hacerlo con-
sultando el Nº 7 de la Revista Anales de la Educación Común, dedicado 
a la legislación educativa nacional y provincial relevante, publicado en 
2007 por la Dirección General de Cultura y Educación. Esta revista 
forma parte de las publicaciones decanas de la educación argentina y 
bonaerense y, sin duda, del acervo patrimonial de la DGCyE. 

Educación superior terciaria, formación docente y formación 
docente y técnica

En la provincia de Buenos Aires, como en las otras jurisdicciones, 
además de la educación superior universitaria, las y los docentes se 
forman en instituciones de Nivel Superior. En la actualidad, existen 
178 institutos superiores bonaerenses de formación docente (ISFD) 
y de formación docente y técnica (ISFDyT), en los que se imparte una 
amplia variedad de carreras. Desde la conducción del Nivel Superior 
no solo se llevan adelante las políticas de formación docente inicial, 
sino también las de formación permanente.

Conforme a la serie Estadística Inicial de 2024, el nivel está integra-
do por 439 unidades educativas en las que cursan 196.714 estudian-
tes. De ellas, 201 son de gestión estatal con una matrícula de 147.292 
estudiantes, y 238 son de gestión privada con 49.422 cursantes. Ade-
más, en este nivel hay 23.426 docentes. 

Estas y estos docentes se están formando para ejercer su profesión 
en el sistema educativo más grande de la Argentina y uno de los más 
grandes del continente. Conformado en 2024 por más de 5 millones de 
alumnas y alumnos de todos los niveles y todas las modalidades, distri-
buidos en 20.639 unidades educativas en los 135 municipios de sierras, 
islas, costas, llanura, pequeñas ciudades y grandes conglomerados ur-
banos, como el AMBA, donde vive el 35 % de la población del país.

https://cendie.abc.gob.ar/revistas/index.php/revistaanales/issue/view/26
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Normativa y gobierno del sistema educativo

Período Ley Órganos del gobierno 
educativo bonaerense

1875-1949 Ley Nº 988 Dirección General de Escuelas 
y Consejo General de Cultura y Educación

1949-1956
En 1951 se 
implementa el 
voto femenino.

Constitución 
provincial

Ministerio de Educación

1956-1958 Ley Nº 7565 Restitución de la Constitución provincial 
de 1934, que restablece la Dirección 
General de Escuelas y el Consejo General 
de Educación. Convive con el Ministerio 
de Educación que había sido creado 
constitucionalmente.

1958-1964 Ley Orgánica 
de Ministerios 
Nº 5873

Conviven el Ministerio de Educación 
y la Dirección General de Escuelas.

1964-1966 Ley Nº 6749 Conviven el Ministerio de Educación, 
la Dirección General de Escuelas y el 
Consejo General de Educación.

1966-1980 Ley Nº 7234 Ministerio de Educación

1980-1983 Ley Nº 9559 Ministerio de Educación y Cultura

1983-1994
Restitución 
democrática

Ley Nº 10.236 Dirección General de Escuelas 
y Consejo General de Educación

1994- 
actualidad

Constitución 
provincial 
(1994)

Dirección General de Cultura y Educación 
y Consejo General de Cultura y Educación
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PRIMERA PARTE

Leyes provinciales 



34 •

ANTECEDENTES HISTÓRICOS

Se enumeran a continuación una serie de leyes, proyectos de leyes y 
normativas constitutivas del entramado legal que fue organizando en 
distintas etapas del siglo XIX y del siglo XX, los sistemas educativos 
argentino y bonaerense, que son de interés para la investigación edu-
cativa, histórica y pedagógica, y que puede ser material de referencia 
para docentes de todos los niveles y modalidades.

Muchas de estas normas han sido derogadas y/o modificadas por 
leyes vigentes, y cada caso refleja los consensos y horizontes políticos 
a los cuales la sociedad argentina fue llegando en diferentes contextos.

Hay que tener en cuenta que los archivos y memorias del pasado, 
también en materia legislativa, configuran testimonios muy valiosos 
que expresan el estado de los debates político-pedagógicos y, en tal 
sentido, conocerlos contribuye a fortalecer la democracia educativa y 
los derechos ciudadanos.

1854. Se dicta la Ley de Municipalidades que incluye la creación 
de una Comisión de Educación en el Capítulo 3º, artículo 33.

1855. Creación del Consejo de Instrucción Pública para la direc-
ción de educación primaria y superior, bajo la presidencia 
del rector de la Universidad Nacional de Buenos Aires.

1856. Creación del Departamento de Escuelas. Director D. F. Sar-
miento. Gobernador Pastor Obligado. Ministro de gobierno 
Dalmasio Vélez Sarsfield.

1858. Ley de Fondos Propios para el funcionamiento de escuelas.

1858. Primer número de la revista Anales de la Educación Común.

1873. Constitución de 1873. Establece la Dirección General de Es-
cuelas y los Consejos Escolares.



• 35

1875. Ley Nº 888. Primera Ley de Educación Común de la Provin-
cia de Buenos Aires. Se aprobó durante la presidencia de 
Nicolás Avellaneda, siendo Sarmiento director general de 
Escuelas. El proyecto fue el que presentó en 1872 Antonio 
E. Malaver, y fue sancionado por la Legislatura de Buenos 
Aires con el voto positivo de los legisladores José Manuel 
Estrada, Miguel Cané, Rafael Hernández, Miguel Navarro 
Viola y Luis Sáenz Peña. Fue modificada en 1877, 1889 (por 
la Constitución de ese año), 1905 y 1911.

1881. Acuerdo firmado el 12 de enero de 1881 mediante el cual la 
Provincia cede a la Nación las escuelas ubicadas en la juris-
dicción de la Ciudad de Buenos Aires. La conducción de las 
escuelas quedó de manera provisoria a cargo del gobierno 
provincial hasta que se dictara una ley especial para la Ciu-
dad de Buenos Aires, hecho que se alcanzó con el dictado 
de la Ley Nº 1420 en 1884.

1914. Ley Nº 3554 (derogada por la Ley N° 3923). Suprime el Con-
sejo General de Educación. Siguieron funcionando el Minis-
terio de Educación y la Dirección General de Escuelas.

1938. Ley Nº 4675. Escalafón y estabilidad del Magisterio.

1946. Ley Nº 5096. Establece la educación preescolar. Crea la Ins-
pección General de Jardines de Infantes y la Dirección de 
Psicología Educacional.

1951. Ley N° 5650, artículo 32. Deroga la Ley de Educación Co-
mún de 1875 y sus reformas de 1905 y de 1911, así como 
la Ley Nº 5056 y todas las que se opongan a las disposicio-
nes de esta. 
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1955. Se modifica la anterior por la Ley Nº 5823, el Decreto 
Nº 10.668 de 1955 por el Decreto Nº 423 de ese año (supri-
me la enunciación de los principios justicialistas) y por las 
Leyes Nº 7923 y Nº 7926.

1956. Se deroga la Ley Nº 5651/1951. Estatuto del Docente 
de la Provincia de Buenos Aires que reemplaza a la Ley 
Nº 4675/1938.

1957. Se deroga la Constitución de 1949 el 27 de abril de 1957 y 
vuelve a regir la Constitución de 1853 (con las reformas de 
1860, 1866 y 1898). 

1960. Ley Nº 6260, Primera Ley de Consejos Escolares. Deroga el 
Decreto Ley Nº 6769 (que incluye a los Consejos Escolares) 
y sus modificatorias.

1964. Ley Nº 6749. Restaura el Consejo General de Educación, otor-
gándole funciones referidas al Nivel Primario, en tanto los 
demás niveles quedan a cargo del Ministerio de Educación. 

1976. Resolución Nº 1267. Los Consejos Escolares se convierten 
en Unidades Administrativas Únicas (UAU).

1976. Decreto Ley Nº 8617. Suspende por ciento ochenta días la 
vigencia de los Artículos 6 Incisos a) y k), 18 primer párrafo, 
19, 20, 21, 89 y 137 del Decreto Ley Nº 19.885/1957 y sus 
modificatorias –Estatuto del Docente– y el Artículo 29 de la 
Ley Nº 5650, según Decreto Ley Nº 7926/1972 –Ley de Edu-
cación–, sobre estabilidad, categoría, jerarquía y ubicación; 
libre agremiación; situación de disponibilidad; medidas por 
racionalización referente al personal docente.
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Recuperación de la democracia

1984. Ley Nº 10.236. Restablece la Dirección General de Escuelas 
y Cultura y el Consejo General de Educación.

1987. Ley Nº 10.579. Estatuto del Docente de la Provincia de Bue-
nos Aires (vigente).

1987. Ley Nº 10.610. Ley de Educación Preescolar. Modificación 
de la Ley Nº 5650/1955.

1987. Ley Nº 10.589. Segunda Ley de Consejos Escolares. Deroga 
la Nº 6260.

1988. Decreto Nº 4182. Creación de los Consejos de Escuela. 

1994. Ley Nº 11.612/1994. Derogada por el Artículo 191 de la Ley 
Nº 13.688 /2007.

2007. Ley Nº 13.688 (vigente). 

2008/2021. Modificatorias de la Ley Nº 13.688/07: Leyes 
Nº 13.850, 14.044, 14.222, 14.362, 14.749, 14.803, 14.805, 
14.836, 15.164 y 15.315 (referidas en su mayoría a conse-
jos escolares).

2012. Ley Nº 14.525. Deroga la Ley Nº 14.362 y sigue vigente la Ley 
Nº 13.688/07, con sus otras modificaciones.
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LEYES PROVINCIALES VIGENTES

Tal como ocurrió en el ámbito nacional, durante las presi-
dencias de Néstor Kirchner (2003-2007) y de Cristina Fer-
nández de Kirchner (2007-2011; 2011-2015), en la provincia 
de Buenos Aires hubo una serie de debates y reformas legis-
lativas en una amplia gama de campos de los cuales, el de la 
educación tuvo una gran centralidad.

La salida de la crisis que había comenzado a gestarse 
en los años noventa, en la etapa neoliberal que condujo el 
gobierno de Carlos Menem (1989-1995; 1996-1999), fue 
traumática y atravesó a todos los sectores sociales. Las 
reformas educativas de esa etapa produjeron no solo la 
transferencia de todos los establecimientos educativos de la 
educación obligatoria a las provincias sino que generaron un 
escenario de fragmentación del sistema, con convivencia de 
múltiples formatos de organización escolar, diseños curri-
culares y regulación del trabajo docente, desfinanciamiento, 
problemas de infraestructura y mantenimiento, pérdida de 
derechos educativos y laborales, entre otras cuestiones.1

1   Quienes deseen ampliar pueden recorrer el editorial “Una revista para el tercer milenio”, 

de Adriana Puiggrós, en la revista Anales de la Educación Común, publicación de la DGCyE, 

año 2005. Disponible en: https://cendie.abc.gob.ar/revistas/index.php/revistaanales/article/

view/106/224. 

https://cendie.abc.gob.ar/revistas/index.php/revistaanales/article/view/106/224
https://cendie.abc.gob.ar/revistas/index.php/revistaanales/article/view/106/224
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Autoridades provinciales del siglo XXI

Gobernador/a
Director/a General de Cultura y 
Educación

Carlos Ruckauf (10 de diciembre 
de 1999 - 3 de enero de 2002), 
renunció a su cargo durante la 
crisis de 2001.

José Octavio Bordón (1999-2001), 
renunció a su cargo.

Felipe Solá (2001-2005), vicego-
bernador, completó la gestión de 
Ruckauf.

Mario Oporto (2001-2004), subsecreta-
rio de Educación de Bordón.

Felipe Solá (2005-2007). Adriana Puiggrós (10 de diciembre de 
2005 - 10 de diciembre de 2007).

Daniel Scioli (10 de diciembre de 
2007 - 10 de diciembre de 2011).

Mario Oporto (10 de diciembre de 
2007 - 10 de diciembre de 2011).

Daniel Scioli (10 de diciembre de 
2011 - 10 de diciembre de 2015).

Silvina Gvirtz (10 de diciembre de 
2011 - 8 de agosto de 2012).
Nora de Lucía (16 de agosto de 2012 - 
10 de diciembre de 2015).

María Eugenia Vidal (10 de di-
ciembre de 2015 - 10 de diciem-
bre de 2019).

Alejandro Finocchiaro (10 de diciembre 
de 2015 - 17 de julio de 2017).
Gabriel Sánchez Zinny (17 de julio de 
2017 - 10 de diciembre de 2019).

Axel Kicillof (10 de diciembre de 
2019 - 10 de diciembre de 2023).

Agustina Vila (10 de diciembre de 
2019 - 10 de diciembre de 2021).
Alberto Sileoni (10 de diciembre de 
2021 - 10 de diciembre de 2023).

Axel Kicillof (10 de diciembre de 
2023 - actualidad).

Alberto Sileoni (10 de diciembre de 
2023 - actualidad).
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Ley de Educación Provincial Nº 13.688/07

Esta ley consagró a la educación y al conocimiento como bie-
nes públicos y como derechos personales y sociales, garanti-
zados por el Estado. Reafirmó la responsabilidad principal del 
Estado en la educación pública estatal y privada; la gratuidad 
de todos los niveles y modalidades, extendió la obligatoriedad 
de la educación común desde la sala de 4 años del Nivel Inicial 
hasta el Nivel Secundario, de 6 años inclusive, y separó la edu-
cación primaria de la secundaria, ambas de 6 años de obli-
gatoriedad, como dos unidades pedagógicas y organizativas 
distintas. Incorporó modalidades destinadas a incluir a los 
sectores desplazados o excluidos, la educación ambiental y 
la educación intercultural bilingüe. Del debate para construir 
los consensos que se plasmaron en esta norma, participaron 
más de tres millones y medio de bonaerenses. 

Tal como se expresa en la carta “No bajemos los brazos”2, “La Ley Provin-
cial de Educación se refiere a la democracia pedagógica, oponiéndose 
a la concentración del conocimiento-poder y estableciendo principios 
y estrategias que permitan la democratización de la transmisión de la 
cultura y la valoración de los saberes socialmente productivos de todos 
los sectores”.

Es importante recordar que, al calor de los debates federales sobre 
las reformas educativas y teniendo en cuenta que muchos de ellos se 
plasmaron en el conjunto de normas que integran otros apartados de 
este trabajo, ya en 2004, se impulsaron rondas de debate acerca del 
futuro de la educación en la provincia de Buenos Aires. Más adelante, 
en 2006, en el marco de la discusión de la Ley de Educación Nacional, 

2   Cfr. “No bajemos los brazos. Carta de Adriana Puiggrós, Directora General de Cultura 

y Educación de la provincia de Buenos Aires, a los docentes ante la nueva Ley Provincial de 

Educación” (Puiggrós, 2007). 
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se llevaron adelante impulsadas desde la Dirección General de Cultu-
ra y Educación (DGCyE), diversas jornadas institucionales en todos los 
establecimientos educativos, con amplia participación de estudiantes, 
docentes, comunidad, sindicatos, iglesias, partidos políticos con repre-
sentación parlamentaria y otras y otros actores sociales relevantes, en 
las cuales se discutió la norma nacional y se dio inicio a un participativo 
y democrático proceso que culminó en la sanción de la Ley de Educa-
ción Provincial Nº 13.688/07, entre otras.

Transcurridos casi dieciséis años, algunos de los objetivos de esa 
ambiciosa norma se han ido cumpliendo, otros se fueron adecuando al 
andar y otros, en función de los cambios político-pedagógicos de estos 
años, han sufrido retrocesos.

Estas reformas, además, no solo ampliaron los años de obligatoriedad 
escolar en la provincia de Buenos Aires sino que, por primera vez en 
nuestra historia, consagraron como derecho la escuela secundaria 
obligatoria para todas y todos. Con la Ley de Educación Nacional (LEN), 
en Buenos Aires se consagraron también derechos que posibilitaron 
la creación de la Educación Ambiental y la Educación Intercultural 
Bilingüe, además de las otras modalidades previstas en la LEN, y se dio 
lugar a la actualización y reforma de los diseños curriculares de todos 
los niveles y modalidades.

En estos últimos años, algunos de estos diseños se han puesto en re-
visión debido a las transformaciones sociales, culturales y pedagógicas.
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 13.688/073

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I 
PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley regula el ejercicio del de-
recho de enseñar y aprender en el territorio de la Provincia 
de Buenos Aires, conforme a los principios establecidos en 
la Constitución Nacional y los tratados internacionales 
incorporados a ella, en la Constitución Provincial y en la 
Ley de Educación Nacional. 

ARTÍCULO 2º.- La educación y el conocimiento son bienes 
públicos y constituyen derechos personales y sociales, ga-
rantizados por el Estado. 

ARTÍCULO 3º.- La educación es una prioridad provincial 
y constituye una política de Estado para construir una so-
ciedad justa, reafirmar la soberanía e identidad nacional, 
profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática y 
republicana, respetar los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y fortalecer el desarrollo económico-social 
sustentable de la Provincia en la Nación. 

3   Texto actualizado con las modificaciones introducidas por las leyes Nº 13.850, 14.044, 

14.222, 14.362, 14.749, 14.803, 14.805, 14.836, 15.164 y 15.315. 

NOTA: La Ley Nº 14.525 derogó la Ley Nº 14.362, modificatoria de la presente.

La Ley Nº 15.165 crea el Programa Especial de Emergencias Educativas (PEEDD).
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ARTÍCULO 4º.- La educación debe brindar las oportuni-
dades para el desarrollo y fortalecimiento de la forma-
ción integral de las personas a lo largo de toda la vida y 
la promoción de la capacidad de cada alumno de definir su 
proyecto de vida, basado en los valores de libertad, paz, 
solidaridad, igualdad, respeto a la diversidad natural y 
cultural, justicia, responsabilidad y bien común.

ARTÍCULO 5º.- La Provincia, a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, tiene la responsabilidad 
principal e indelegable de proveer, garantizar y supervisar 
una educación integral, inclusiva, permanente y de calidad 
para todos sus habitantes, garantizando la igualdad, gra-
tuidad y la justicia social en el ejercicio de este derecho, 
con la participación del conjunto de la comunidad educativa.

ARTÍCULO 6º.- La Provincia garantiza el derecho social a 
la educación. Son responsables de las acciones educativas 
el Estado Nacional y el Estado Provincial en los términos 
fijados en el artículo 4º de la Ley de Educación Nacional. 
Podrán ejecutar acciones educativas bajo supervisión de la 
Provincia, de manera complementaria y no supletoria de la 
educación pública, los municipios, las confesiones reli-
giosas reconocidas oficialmente y las organizaciones de la 
sociedad civil. 

ARTÍCULO 7º.- La Provincia, a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, regula el conjunto de los 
procesos formativos que se desarrollan en todos los ámbitos 
sociales de la Provincia de Buenos Aires, en el Sistema 
Educativo, en los movimientos e instituciones de la sociedad 
civil, en el trabajo, en las demás actividades productivas y 
culturales, en los medios de comunicación y en el conjunto 
de actividades desde las cuales se transmite, intercambia 
y adquiere cultura. 

ARTÍCULO 8º.- La Provincia, a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, garantiza el acceso de to-
dos los habitantes a la información y al conocimiento como 
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instrumentos centrales de la participación en un proceso 
de desarrollo con crecimiento económico y justicia social.

ARTÍCULO 9º.- La Provincia garantiza el financiamiento del 
Sistema Educativo Provincial conforme a las previsiones de 
la presente Ley y a las metas establecidas en la Ley nacio-
nal 26.075. A estos efectos destinará al sostenimiento de 
la educación, los recursos prescriptos en el presupuesto 
consolidado de la Provincia, otros ingresos que se recau-
den por vía impositiva, la normativa vigente en materia de 
herencias vacantes y demás fondos provenientes del Estado 
Nacional, las agencias de cooperación internacional y de 
otras fuentes.

ARTÍCULO 10º.- La Provincia, a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, propicia la integración 
del Sistema Educativo Provincial con el del conjunto de la 
Nación y de las otras jurisdicciones, como parte integran-
te de un único sistema educativo basado en los principios 
del federalismo educativo, y dispondrá la articulación de 
las leyes vinculadas de manera concertada con las otras 
jurisdicciones para asegurar la integración normativa, la 
movilidad de alumnos y docentes, la equivalencia de certi-
ficaciones y la continuidad de los estudios sin requisitos 
suplementarios.

ARTÍCULO 11.- La Provincia, a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, dicta su política educativa 
en concordancia con la política educativa nacional y con-
trola su cumplimiento en todos sus aspectos con la finalidad 
de consolidar la unidad nacional y provincial, respetando 
las particularidades de cada región y distrito educativo. 

ARTÍCULO 12.- La Provincia no suscribirá tratados ni 
acuerdos de cualquier índole que impliquen concebir la 
educación como un servicio lucrativo o un bien transable 
o alienten cualquier forma de mercantilización de la edu-
cación pública e impedirá la constitución de circuitos 
educativos supletorios de la educación común que puedan 
constituir procesos de focalización o municipalización. 
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ARTÍCULO 13.- La Provincia propiciará el establecimiento 
de acuerdos, convenios e intercambios con otros países, 
especialmente los latinoamericanos, de manera coordinada 
con los tratados internacionales vigentes en el ámbito na-
cional y provincial, referidos a derechos educativos y los 
intercambios lingüísticos, culturales y productivos. 

ARTÍCULO 14.- Las modificaciones que devengan de la apli-
cación de la presente Ley no afectarán los derechos la-
borales de los trabajadores de la educación –docentes, 
profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares– es-
tablecidos en la legislación vigente.

ARTÍCULO 15.- Los alumnos que hayan cursado, o estén 
cursando, con planes de estudio, dependencias estructura-
les y/o normativas diferentes a la que resulta de la apli-
cación de la presente Ley no verán afectado su derecho a 
la acreditación correspondiente según aquellos, pudiendo 
optar por la actualización. Para asegurar tanto el derecho 
a la acreditación con la normativa de ingreso como el de la 
actualización y pasaje entre planes y normativas vigentes 
a partir de la aplicación de esta Ley, la Dirección General 
de Cultura y Educación, a través de las autoridades corres-
pondientes, dispondrá las equivalencias y articulaciones 
pertinentes.

CAPÍTULO II
FINES Y OBJETIVOS DE LA POLÍTICA EDUCATIVA

ARTÍCULO 16.- Los fines y objetivos de la política edu-
cativa provincial son:

a. Brindar una educación de calidad, entendida en términos 
de justicia social conforme a los principios doctrinarios 
de la presente Ley, con igualdad de oportunidades y 
posibilidades, y regionalmente equilibrada en toda 



46 •

la Provincia, asignando recursos a las instituciones 
de cualquier Ámbito, Nivel y Modalidad para que le 
otorguen prioridad a los sectores más desfavorecidos 
de la sociedad, a través de políticas universales y 
estrategias pedagógicas, fortaleciendo el principio 
de inclusión plena de todos los alumnos sin que esto 
implique ninguna forma de discriminación.

b. Asegurar la obligatoriedad escolar desde la sala 
de cuatro (4) años de la Educación Inicial, de todo 
el Nivel Primario y hasta la finalización del Nivel 
Secundario proveyendo, garantizando y supervisando 
instancias y condiciones institucionales, pedagógi-
cas y de promoción de derechos, que se ajusten a los 
requerimientos de todos los ámbitos de desarrollo de 
la educación.

c. Garantizar una educación integral que forme ciuda-
danos desarrollando todas las dimensiones de la per-
sona incluyendo las abarcadas por el artículo 14 de la 
Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño, de jerarquía constitucional.

d. Establecer una formación ciudadana comprometida con 
los valores éticos y democráticos de participación, 
libertad, solidaridad, resolución pacífica de conflic-
tos, respeto a los derechos humanos, responsabilidad, 
veracidad, honestidad, valoración y preservación del 
patrimonio natural y cultural que habilite a todas 
las personas para el desempeño social y laboral y la 
continuidad de estudios entre todos los niveles y 
modalidades.

e. Fortalecer la identidad provincial como parte de 
la identidad nacional, basada en el conocimiento de 
la historia, la cultura, las tradiciones argentinas 
y de las culturas de los Pueblos Originarios, en el 
respeto a las particularidades locales, abierta a 
los valores universales y a la integración regional y 
latinoamericana.
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f. Articular los procesos de formación específicos con 
aquellas instancias de cualquier espacio y nivel del 
Estado y de la sociedad civil que atiendan con po-
líticas adecuadas y compatibles los derechos de los 
niños, adolescentes, jóvenes y adultos. En particular 
promover políticas e instrumentos de cooperación in-
terinstitucional que favorezcan la articulación con el 
sistema de educación superior universitaria.

g. Asegurar condiciones de igualdad, respetando las 
diferencias entre las personas sin admitir discrimi-
nación de ningún tipo, por condición u origen social, 
de género o étnica, ni por nacionalidad ni orientación 
cultural, sexual, religiosa o contexto de hábitat, 
condición física, intelectual o lingüística.

h. Garantizar, en el ámbito educativo, la salvaguarda 
de los derechos de los niños y adolescentes estable-
cidos en las leyes nacionales 23.849 y 26.061 y las 
leyes provinciales 13.298 y 13.634.

i. Garantizar el acceso y las condiciones para la 
permanencia y el egreso de los diferentes Niveles y 
Modalidades del sistema educativo, asegurando la gra-
tuidad de toda la Educación pública de Gestión Estatal.

j. Propiciar la participación democrática de docentes, 
familias, personal técnico y profesional de apoyo, 
estudiantes y comunidad en las instituciones educa-
tivas de todos los Niveles y Modalidades, promoviendo 
y respetando las formas asociativas de los alumnos.

k. Concebir y fortalecer, como principio fundamental 
de todos los procesos de formación, la educación con-
tinua y a lo largo de toda la vida de los alumnos y 
de todos los trabajadores de la educación, la cultura 
del trabajo y de los saberes socialmente productivos, 
reconociéndolos y garantizando su evaluación, acre-
ditación y certificación, tanto en la labor individual 
como en las colectivas y cooperativas.
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l. Asegurar las condiciones y las prácticas de lectura 
y escritura y el desarrollo de los conocimientos nece-
sarios para el manejo de las plataformas y los lengua-
jes producidos por las tecnologías de la información 
y la comunicación, en todos los Ámbitos, Niveles y 
Modalidades del Sistema Educativo Provincial.

m. Formar y capacitar a los alumnos y docentes como 
lectores y usuarios críticos y autónomos, capaces de 
localizar, seleccionar, procesar, evaluar y utilizar 
la información disponible, propiciando las bibliotecas 
escolares y especializadas en las instituciones educa-
tivas, en tanto espacios pedagógicos que contribuyen 
a una formación integral.

n. Incorporar a todos los procesos de enseñanza sabe-
res científicos actualizados como parte del acceso a 
la producción de conocimiento social y culturalmente 
valorado.

o. Establecer prescripciones pedagógicas que les ase-
guren, a las personas con discapacidades temporales o 
permanentes, el desarrollo de sus posibilidades, la in-
tegración social y el pleno ejercicio de sus derechos.

p. Promover la valoración de la interculturalidad en 
la formación de todos los alumnos, asegurando a los 
Pueblos Originarios y las comunidades migrantes el 
respeto a su lengua y a su identidad cultural.

q. Disponer el acceso libre y gratuito a la informa-
ción pública de los datos y estadísticas educativos.

r. Realizar acciones permanentes junto con los medios 
masivos de comunicación que inciden en las institu-
ciones educativas y la formación de las personas para 
la producción y transmisión de contenidos con rangos 
elevados de responsabilidad ética y social.

s. Asegurar una educación para todos los alumnos que 
favorezca la construcción de un pensamiento crítico 



• 49

para la interpelación de la realidad, su comprensión y 
la construcción de herramientas para incidir y trans-
formarla, así como con los distintos discursos, espe-
cialmente los generados por los medios de comunicación.

t. Asegurar una formación intelectual, corporal y 
motriz que favorezca el desarrollo integral de todos 
los alumnos, la asunción de hábitos de vida saluda-
ble, el logro de una salud integral, la prevención de 
las adicciones, la formación integral de una sexuali-
dad responsable y la integración reflexiva, activa, y 
transformadora, en los contextos socioculturales que 
habitan.

u. Garantizar el derecho a una educación artística in-
tegral de calidad desarrollando capacidades específicas 
interpretativas y creativas vinculadas a los distintos 
lenguajes y disciplinas contemporáneas en todos los 
Ámbitos, Niveles y Modalidades de la educación co-
mún, en pos de la concreción de su doble objetivo: la 
construcción de ciudadanía y la formación artística y 
docente profesional.

v. Desarrollar una educación que posibilite la auto-
determinación y el compromiso con la defensa de la 
calidad de vida, el aprovechamiento sustentable de los 
ecosistemas y la concientización de los procesos de 
degradación socioambiental.

w. Incorporar los principios y valores del cooperati-
vismo, del mutualismo y el asociativismo en todos los 
procesos de formación, en concordancia con los prin-
cipios y valores establecidos en la Ley 16.583/64, sus 
reglamentaciones y la normativa vigente.

x. Desarrollar, promover, supervisar, evaluar, forta-
lecer e incorporar experiencias educativas transforma-
doras, complementarias y/o innovadoras de la educación 
común, en particular el régimen de Alternancia entre 
la institución escolar y el medio, que completen la 
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responsabilidad indelegable del Estado que está esta-
blecida por la Ley nacional 26.206 y esta Ley provin-
cial, desestimando aquellos procesos que tiendan a la 
constitución de circuitos antagónicos o paralelos del 
Sistema Educativo Provincial.

y. Capacitar en forma permanente, en servicio, fue-
ra del horario escolar y laboral con puntaje y gra-
tuitamente a los docentes y no docentes del Sistema 
Educativo Provincial.

z. Integrar todos los procesos educativos a aquellos 
que componen las estructuras materiales y conceptua-
les del Sistema de Ciencia, Tecnología, Desarrollo e 
Innovación Productiva nacional y provincial, propen-
diendo a su articulación normativa y orgánica tanto a 
nivel de los contenidos curriculares como de los planes 
y programas educativos.

TÍTULO II
ESTRUCTURA DEL SISTEMA EDUCATIVO PROVINCIAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 17.- El Estado Provincial financia y, a través 
de la Dirección General de Cultura y Educación, planifica, 
organiza y supervisa el Sistema Educativo, garantizando 
el acceso a la educación en todos sus Ámbitos, Niveles y 
Modalidades, mediante la creación, regulación, financiamien-
to y administración de los establecimientos educativos de 
gestión estatal, y la regulación, supervisión y contralor 
de los establecimientos educativos de gestión privada con 
o sin aporte estatal.
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ARTÍCULO 18.- El Sistema Educativo Provincial es el 
conjunto organizado de instituciones y acciones educati-
vas reguladas por el Estado que posibilitan la educación. 
Lo integran los establecimientos educativos de todos los 
Ámbitos, Niveles y Modalidades de Gestión Estatal, los de 
Gestión Privada, las instituciones regionales y distritales 
encargadas de la administración y los servicios de apoyo a 
la formación, investigación e información de los alumnos y 
trabajadores de la educación, los Institutos de Formación 
Superior y las Universidades provinciales.

ARTÍCULO 19.- El Sistema Educativo Provincial tendrá una 
estructura unificada en todo el territorio de la Provincia 
considerando las especificidades del mismo, que asegure su 
ordenamiento y cohesión, la organización y articulación 
de los Niveles y Modalidades de la educación y la validez 
nacional de los títulos y certificados que se expidan. Las 
actividades pedagógicas realizadas en los establecimientos 
de todos los Niveles y Modalidades estarán a cargo de per-
sonal docente titulado, conforme lo establece la normativa 
vigente.

ARTÍCULO 20.- La educación es obligatoria en todo el 
territorio provincial desde la edad de cuatro (4) años 
del Nivel de Educación Inicial, todo el Nivel de Educación 
Primaria y hasta la finalización del Nivel de Educación 
Secundaria inclusive. La Provincia garantiza el cumpli-
miento de la obligatoriedad escolar a través de instancias 
y condiciones institucionales, materiales, pedagógicas y 
de promoción de derechos, en todos los Ámbitos definidos en 
el artículo 21 de esta Ley, mediante acciones que asegu-
ren educación de igual calidad y en todas las situaciones 
sociales.

ARTÍCULO 21.- La estructura del Sistema Educativo 
Provincial comprende cuatro (4) Niveles –la Educación 
Inicial, la Educación Primaria, la Educación Secundaria y la 
Educación Superior– dentro de los términos fijados por la Ley 
de Educación Nacional, en los Ámbitos Rurales continentales 
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y de islas, Urbanos, de Contextos de Encierro, Virtuales, 
Domiciliarios y Hospitalarios. De acuerdo con los términos 
del artículo 17 de la Ley 26.206 de Educación Nacional, la 
Provincia define como Modalidades a: la Educación Técnico-
Profesional; la Educación Artística; la Educación Especial; 
la Educación Permanente de Jóvenes, Adultos, Adultos Mayores 
y Formación Profesional; la Educación Intercultural, la 
Educación Física; la Educación Ambiental y la Psicología 
Comunitaria y Pedagogía Social. Los responsables de los 
Niveles y Modalidades conformarán un equipo pedagógico 
coordinado por la Subsecretaría de Educación. 

ARTÍCULO 22.- Son Modalidades del Sistema Educativo aque-
llos enfoques educativos, organizativos y/o curriculares, 
constitutivos o complementarios de la Educación común, de 
carácter permanente o temporal, que dan respuesta a re-
querimientos específicos de formación articulando con cada 
Nivel, con el propósito de garantizar los derechos educa-
tivos de igualdad, inclusión, calidad y justicia social de 
todos los niños, adolescentes, jóvenes, adultos y adultos 
mayores de la Provincia. 

ARTÍCULO 23.- La Dirección General de Cultura y Educación 
reconoce a las instituciones existentes en el Sistema 
Educativo Provincial que responden a formas particulares de 
organización diferenciadas de la propuesta curricular acre-
ditable de cada Nivel y responden jerárquicamente al Nivel o 
la Modalidad correspondiente, como los Centros de Educación 
Complementaria, los Centros de Educación Física, Centros 
de Atención Temprana del Desarrollo Infantil, Centros de 
Formación Laboral, Centros Educativos para la Producción 
Total, Escuelas de Arte, Escuelas de Estética, Escuelas 
de Danzas Clásicas y Danzas Tradicionales, Escuelas de 
Bellas Artes, Centros de Producción y Educación Artística-
Cultural, Escuelas de Artes Visuales, entre otros.



• 53

CAPÍTULO II
NIVELES DEL SISTEMA EDUCATIVO

ARTÍCULO 24.- Son Niveles del Sistema Educativo Provincial: 

a. Educación Inicial: Organizado como unidad pedagógica 
y constituido por Jardines Maternales, para niños desde 
los cuarenta y cinco (45) días a dos (2) años de edad 
inclusive; y Jardines de Infantes, para niños de tres 
(3) a cinco (5) años de edad inclusive, siendo los dos 
últimos años obligatorios.

b. Educación Primaria: Obligatorio, de seis años de 
duración, para niños a partir de los seis (6) años 
de edad, organizado como una unidad pedagógica.

c. Educación Secundaria: Obligatorio, de seis años 
de duración, organizado como una unidad pedagógica. 
Podrán ingresar quienes hubieren cumplido el Nivel 
de Educación Primaria. En el caso del Nivel Secundario de 
la Educación Permanente para Jóvenes, Adultos, Adultos 
Mayores y Formación Profesional, tendrá una duración y 
un desarrollo curricular equivalente a todo el Nivel.

d. Educación Superior: Podrán ingresar quienes hu-
bieren cumplido con el Nivel Secundario o demues-
tren poseer aptitudes y conocimientos equivalentes 
bajo la normativa que esta misma Ley dispone. Se 
cumple en institutos superiores, en la Universidad 
Pedagógica, la Universidad Provincial del Sudoeste 
y las Universidades que se creen a tal efecto. Está 
prioritariamente orientado a la formación de docentes 
y profesionales necesarios para el sistema educativo 
y de otras áreas del saber, otorga títulos profesio-
nales y está articulado con el Sistema Universitario 
Nacional y todas las demás instancias nacionales y 
jurisdiccionales que refieran a los fines y objetivos 
de este Nivel.



54 •

CAPÍTULO III
EDUCACIÓN INICIAL

ARTÍCULO 25.- El Nivel de Educación Inicial constituye 
una unidad pedagógica que brinda educación a los niños desde 
los cuarenta y cinco (45) días hasta los cinco (5) años de 
edad inclusive, siendo obligatorios los dos últimos años. El 
Nivel de Educación Inicial define sus diseños curriculares, 
en articulación con los diferentes Niveles y Modalidades 
conforme lo establece la presente Ley. 

ARTÍCULO 26.- El Estado provincial garantiza la uni-
versalización del Nivel, en el sentido de entender esta 
universalización como la obligación por parte del Estado 
de asegurar su provisión en tanto su responsabilidad inde-
legable y regula el funcionamiento de todas aquellas ins-
tituciones educativas que atienden a la Primera Infancia en 
territorio bonaerense, garantizando la igualdad de oportu-
nidades para los niños que allí concurran.

Los objetivos y funciones del Nivel, sumados a los esta-
blecidos en el artículo 15 de esta Ley, son:

a. Afirmar la universalización del Nivel, garantizan-
do, promoviendo y supervisando el aprendizaje de los 
niños desde los 45 días hasta los 5 años inclusive, 
ajustándose a los requerimientos de todos los Ámbitos 
y Modalidades mediante acciones que permitan alcanzar 
objetivos de igual calidad en todas las situaciones 
sociales.

b. Garantizar, proveer y supervisar la obligatoriedad 
del aprendizaje de los niños desde la sala de 4 años 
hasta la de 5 años inclusive, asegurando su gratuidad 
en la gestión estatal, ajustándose a los requerimientos 
de todos los Ámbitos y Modalidades mediante acciones 
que permitan alcanzar objetivos de igual calidad en 
todas las situaciones sociales.
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c. Implementar prescripciones curriculares que in-
corporen al juego como actividad ineludible para el 
desarrollo cognitivo, afectivo, ético, estético, cor-
poral y social.

d. Asegurar el respeto de los derechos de todos los 
niños en el período del Nivel, establecidos en la Ley 
nacional 26.061 y en las leyes provinciales 13.298 y 
13.634.

e. Garantizar el acceso a todos los niños del Nivel a 
una Educación Física y Artística de calidad.

f. Disponer las condiciones para el proceso de adqui-
sición de la lengua oral y escrita y de los conoci-
mientos necesarios para el manejo de las plataformas 
y los lenguajes producidos por las tecnologías de la 
información y la comunicación.

g. Establecer condiciones y propuestas pedagógicas que 
les aseguren, a los niños con discapacidades tempora-
les o permanentes, el desarrollo de sus capacidades, 
la integración escolar y el pleno ejercicio de sus 
derechos.

h. Garantizar la temprana concientización acerca de 
los procesos de degradación socioambiental en el marco 
de una educación que se base en la autodeterminación 
y el compromiso con la defensa de la calidad de vida 
y el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas.

i. Propiciar que los niños cuyas madres se encuen-
tren privadas de la libertad concurran a jardines 
maternales, jardines de infantes y otras actividades 
recreativas, fuera del ámbito de encierro con el fin 
de asegurar su contacto con otras realidades y perso-
nas que los preparen para su vida fuera del ámbito de 
encierro. Disponer y articular, con los organismos e 
instituciones responsables, los medios para acompañar 
a las madres en este proceso.
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CAPÍTULO IV
EDUCACIÓN PRIMARIA

ARTÍCULO 27.- El Nivel de Educación Primaria es obli-
gatorio, de seis años de duración y constituye una unidad 
pedagógica y organizativa para los niños a partir de los seis 
(6) años de edad. El Nivel de Educación Primaria define sus 
diseños curriculares, en articulación con los diferentes 
Niveles y Modalidades conforme lo establece la presente Ley.

Los objetivos y funciones del Nivel, sumados a los esta-
blecidos en el artículo 15 de esta Ley, son: 

a. Garantizar el aprendizaje de los niños desde los 
seis (6) años, posibilitando la educación integral en 
el desarrollo de todas las dimensiones de su persona y 
potenciando el derecho a la educación mediante acciones 
que permitan alcanzar objetivos de igual calidad en 
todos los ámbitos y las situaciones sociales.

b. Disponer las condiciones para el desarrollo integral 
de las prácticas de lectura y escritura y de los cono-
cimientos necesarios para el manejo de las plataformas 
y los lenguajes producidos por las tecnologías de la 
información y la comunicación, así como para la produc-
ción y recepción crítica de los discursos mediáticos.

c. Implementar prescripciones curriculares que incor-
poren al juego y al conocimiento científico como ac-
tividades y contenidos para el desarrollo cognitivo, 
afectivo, ético, estético, corporal y social.

d. Establecer condiciones y propuestas pedagógicas que 
les aseguren a los niños, adolescentes, jóvenes, adul-
tos y adultos mayores con discapacidades temporales o 
permanentes el desarrollo de sus capacidades, la inte-
gración escolar y el pleno ejercicio de sus derechos.
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e. Concebir y fortalecer la cultura del trabajo y de 
los saberes socialmente productivos, tanto indivi-
duales como colectivos y cooperativos, así como una 
vinculación efectiva con los procesos científicos, tec-
nológicos, de desarrollo e innovación productiva, como 
parte constitutiva del proceso de formación de todos 
los niños, adolescentes, jóvenes, adultos y adultos 
mayores del Nivel, promoviendo y respetando sus formas 
asociativas.

f. Desarrollar, promover, supervisar, evaluar, forta-
lecer e incorporar proyectos especiales, experiencias 
complementarias y/o innovadoras, garantizando los con-
tenidos propios del Nivel y el acceso a los siguientes 
Niveles.

g. Promover y fortalecer los contenidos, saberes y 
prácticas que definen a cada una de las Modalidades 
en todos los Ámbitos educativos, asegurando recursos 
que, como aquellos que forman parte de las escuelas 
de jornada extendida y jornada completa, contribuyan 
a garantizar el derecho a la educación de todos los 
alumnos de la Provincia.

CAPÍTULO V
EDUCACIÓN SECUNDARIA

ARTÍCULO 28.- El Nivel de Educación Secundaria es obli-
gatorio, de seis años de duración y constituye una unidad 
pedagógica y organizativa comprendida por una formación 
de carácter común y otra orientada, de carácter diversi-
ficado, que responde a diferentes áreas del conocimiento, 
del mundo social y del trabajo. Este Nivel está destinado 
a los adolescentes, jóvenes, adultos y adultos mayores que 
hayan cumplido con el Nivel de Educación Primaria. El Nivel 
de Educación Secundaria define sus diseños curriculares 
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en articulación con los diferentes Niveles y Modalidades 
conforme lo establece la presente Ley. En el caso del 
Nivel Secundario de la modalidad Educación Permanente para 
Jóvenes, Adultos, Adultos Mayores y Formación Profesional, 
tendrá una duración y un desarrollo curricular equivalente 
a todo el Nivel.

Los objetivos y funciones del Nivel, sumados a los esta-
blecidos en el artículo 15 de esta Ley, son: 

•	Garantizar la producción y adquisición de conoci-
mientos propiciando la continuación de los estudios y 
asegurando la inclusión, permanencia y continuidad de 
los alumnos en el sistema educativo público mediante 
una propuesta de enseñanza específica, universal y obli-
gatoria para todas las Modalidades y orientaciones, en 
todos los Ámbitos de desarrollo, que promueva el cono-
cimiento, y la articulación del patrimonio cultural, 
científico, tecnológico, de desarrollo e innovación 
productiva de la provincia, el país y el mundo.

•	Reconocer a los adolescentes y jóvenes como sujetos 
de derecho y a sus prácticas culturales como parte 
constitutiva de las experiencias pedagógicas de la es-
colaridad para fortalecer la identidad, la ciudadanía 
y la preparación para el mundo adulto.

•	Reconocer y consolidar en cada alumno las capacida-
des de estudio, de trabajo individual y en equipo, de 
esfuerzo, iniciativa y responsabilidad, como condi-
ciones necesarias para el acceso al mundo laboral, su 
conformación como ciudadanos, los estudios superiores 
y la educación a lo largo de toda la vida.

•	Promover en los adolescentes, jóvenes, adultos y 
adultos mayores el respeto a la interculturalidad y a 
las semejanzas y diferencias identitarias, garanti-
zando una educación integral en el desarrollo de todas 
las dimensiones de su persona, sosteniendo el derecho 
a la igualdad de educación.
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•	Garantizar prácticas de enseñanza que permitan el ac-
ceso al conocimiento, a través de las distintas áreas, 
campos y disciplinas que lo integran y a sus princi-
pales problemas, contenidos y métodos, incorporando 
a todos los procesos de enseñanza saberes científicos 
actualizados como parte del acceso a la producción de 
conocimiento social y culturalmente valorado, para 
comprender y participar reflexivamente en la sociedad 
contemporánea.

•	Concebir y fortalecer la cultura del trabajo y de 
los saberes socialmente productivos, tanto indivi-
duales como colectivos y cooperativos, en las escue-
las, vinculándolos a través de una inclusión crítica 
y transformadora de los adolescentes, jóvenes, adul-
tos y adultos mayores en los espacios productivos, 
brindando conocimientos generales y específicos para 
su formación a través de propuestas específicas que 
surjan de las modalidades, orientaciones y/o ámbitos 
de desarrollo educativo.

•	Garantizar los mecanismos de participación de los 
alumnos en el gobierno escolar para favorecer y for-
talecer el ejercicio de la ciudadanía y la gestión 
democrática de las instituciones del Nivel.

•	Formar lectores críticos y usuarios de la cultura 
escrita, capaces de leer, interpretar y argumentar 
una posición frente a la literatura y la información; 
y propiciando formar escritores con profundos cono-
cimientos de la lengua española capaces de producir 
diversos textos tanto orales como escritos para mani-
festar ideas, organizar información, producir conoci-
mientos y comunicarse con otros.

Promover y fortalecer los contenidos, saberes y 
prácticas que definen a cada una de las Modalidades 
en todos los Ámbitos educativos, asegurando recursos 
que, como aquellos que forman parte de las escuelas de 
jornada extendida y jornada completa, contribuyan a 



60 •

garantizar el derecho a la educación y la continuidad 
de los estudios de todos los alumnos de la Provincia.

•	Desarrollar procesos de orientación vocacional con 
el fin de permitir una adecuada elección profesional y 
ocupacional de los adolescentes, jóvenes y adultos.

Crear espacios extracurriculares, fuera de los días 
y horarios de actividad escolar, para el conjunto de 
los adolescentes, jóvenes, adultos y adultos mayores 
de la comunidad, orientados al desarrollo de activi-
dades artísticas, de educación física y deportiva, de 
recreación, acción solidaria y la apropiación crítica 
de las distintas manifestaciones de la ciencia y la 
cultura, en cualquier ámbito de desarrollo, en forma 
articulada con las prescripciones curriculares de la 
Educación Secundaria. 

ARTÍCULO 29.- Las prácticas educativas se podrán realizar 
en las escuelas, en empresas de la economía formal, informal 
y social, en organismos estatales y en organizaciones de la 
sociedad civil, con el objetivo de permitir a los alumnos 
el manejo de plataformas y lenguajes tecnológicos que le 
brinden una experiencia adecuada a su formación y orienta-
ción vocacional. En todos los casos estas prácticas tendrán 
carácter educativo y no podrán generar ni reemplazar nin-
gún vínculo contractual o relación laboral, conforme a los 
principios doctrinarios de esta Ley, de la Ley de Educación 
Técnico-Profesional 26.058 y las leyes provinciales 13.298 
y 13.634. Podrán participar de dichas actividades todos los 
alumnos de la Educación Secundaria, mayores de dieciséis 
(16) años de edad o a cumplirlos durante el año de refe-
rencia, con el acompañamiento de docentes y/o autoridades 
pedagógicas designadas a tal fin.
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CAPÍTULO VI
EDUCACIÓN SUPERIOR

ARTÍCULO 30.- El Nivel de Educación Superior tiene por 
finalidad proporcionar formación ─de grado y continua─ do-
cente y técnica, con un abordaje humanístico, artístico, 
científico, técnico y tecnológico, contribuir a la preser-
vación de la cultura nacional y provincial y al desarrollo 
socioproductivo regional, promover la producción y socia-
lización del conocimiento, y desarrollar las actitudes y 
valores que requiere la formación de personas responsables, 
con conciencia ética y solidaria, reflexivas, críticas, ca-
paces de mejorar la calidad de vida y consolidar el respeto 
al ambiente. El Nivel contará con un Consejo Provincial 
de Educación Superior, integrado en forma ad honorem por 
representantes de los Directores de Institutos Superiores 
y Unidades Académicas, representantes de los docentes, los 
no docentes y de los estudiantes, responsable de orientar 
y asesorar para la definición de sus políticas integrales 
de formación de grado, formación continua, investigación y 
extensión en las Instituciones del Nivel, participar en el 
planeamiento estratégico y propiciar la articulación del 
Nivel con otros niveles y jurisdicciones. También contará 
con Consejos Regionales de Educación Superior integrados en 
forma ad honorem por Directores de los Institutos Superiores 
y de las Unidades Académicas y representantes de los do-
centes, los no docentes y de los estudiantes. Asimismo, el 
Nivel contará con un organismo encargado de la articulación 
con el Sistema Universitario a través de la promoción de 
políticas que favorezcan la producción de conocimientos y 
de transformación de la calidad institucional. 

ARTÍCULO 31.- El Nivel de Educación Superior está inte-
grado por: 

a. Los Institutos de Educación Superior, de Formación 
Docente y de Formación Técnica, los que se ajustarán 
en su denominación a las normas nacionales sobre el 
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particular, y las Unidades Académicas. Cada Instituto 
Superior y/o Unidad Académica contará con un Consejo 
Académico Institucional, integrado en forma ad honorem 
por representantes de los diferentes claustros y ten-
drá como funciones orientar la elaboración, evaluación 
permanente y aprobación del Proyecto Institucional, 
formular la propuesta de apertura o cierre de carre-
ras, analizar y aprobar proyectos de los docentes y 
alumnos tendientes a establecer vinculaciones con la 
comunidad educativa y asesorar al Director en todas 
las cuestiones de interés institucional. La Formación 
Técnica Superior es la responsable de brindar formación 
técnico-profesional de grado y continua en las áreas 
específicas, teniendo en cuenta en la definición de sus 
propuestas formativas las necesidades del mundo del 
trabajo, la producción y la planificación provincial y 
regional para el desarrollo humano. Para lograr este 
fin, contará con el asesoramiento de un organismo con-
sultivo específico de Formación Técnica Superior que 
tendrá la finalidad de asesorar en la definición de las 
políticas específicas integrales.

b. La Universidad Pedagógica de la Provincia de Buenos 
Aires, que se define y regula por lo dispuesto por la 
Ley provincial 13.511, la Universidad Provincial del 
Sudoeste y las que en el futuro se creen. 

ARTÍCULO 32.- El Nivel de Educación Superior tiene compe-
tencia en la planificación de la oferta de carreras, postí-
tulos y certificaciones, el diseño de sus planes de estudio 
y el desarrollo de los programas de investigación y exten-
sión, como parte de la finalidad docente de los Institutos 
Superiores de Formación Docente, de Formación Técnica y 
las Unidades Académicas y la aplicación de las normati-
vas específicas relativas a todos sus establecimientos e 
instituciones. 

ARTÍCULO 33.- La articulación entre las distintas ins-
tituciones que conforman el Nivel de Educación Superior, 
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que tienen por fin facilitar el cambio de modalidad, orien-
tación o carrera, la continuación de los estudios de grado 
o posgrado en otros establecimientos, universitarios o no, 
atenderá entre otros aspectos, a los acuerdos dados en los 
Consejos Regionales de Educación Superior conforme a las 
siguientes responsabilidades y mecanismos: 

a. La articulación entre las instituciones del Nivel 
de Educación Superior que de la Provincia dependan se 
regula en sus respectivos ámbitos de competencia;

b. La articulación entre instituciones de Educación 
Superior pertenecientes a otras jurisdicciones y a la 
Provincia de Buenos Aires se regula por los mecanismos 
que aquellas acuerden con la Provincia y los criterios 
definidos a tal fin en el seno del Consejo Federal de 
Cultura y Educación; y

c. El reconocimiento de títulos, de estudios parciales 
o asignaturas de las carreras de grado aprobadas, a los 
fines de la articulación con diferentes instituciones 
universitarias, se hace en el marco de convenios con 
la Dirección General de Cultura y Educación.

ARTÍCULO 34.- Los aspirantes al ingreso como alumno a 
los Institutos de Educación Superior y a las Universidades 
provinciales deben haber aprobado el Nivel de Educación 
Secundaria. Los ciudadanos mayores de 25 años que no reúnan 
esa condición, pueden ingresar siempre que demuestren, a 
través de las evaluaciones que la Provincia determine, que 
tienen preparación y/o experiencia laboral acorde con los 
estudios que se proponen iniciar, así como aptitudes y co-
nocimientos suficientes para cursarlos satisfactoriamente. 

ARTÍCULO 35.- Los objetivos y funciones del Nivel, suma-
dos a los establecidos en el artículo 15 de esta Ley, son: 

a. Jerarquizar y revalorizar la formación docente, 
como factor central y estratégico del mejoramiento de 
la calidad de la educación.



64 •

b. Desarrollar las capacidades y los conocimientos 
necesarios para el trabajo docente en los diferentes 
Niveles y Modalidades de acuerdo a lo establecido en 
esta Ley y la diversidad del sistema educativo bonae-
rense, promoviendo la educación técnico-profesional.

c. Estimular la investigación y la innovación educati-
va vinculadas con las tareas y procesos de enseñanza, 
la experimentación, evaluación y sistematización de 
propuestas que aporten a la reflexión sobre la práctica 
y a la renovación de las experiencias escolares.

d. Articular la continuidad de estudios en las insti-
tuciones universitarias propias y con las ubicadas en 
la Provincia promoviendo acuerdos de cooperación que 
tengan como fin intercambiar prácticas y experiencias 
educativas.

e. Coordinar y articular acciones de cooperación y vin-
culación académica e institucional entre todos los es-
tablecimientos e instituciones que conforman el Nivel, 
así como con los procesos científicos, tecnológicos, de 
desarrollo e innovación productiva de la provincia, 
del país y de la región.

f. Otorgar los títulos para el ejercicio de la docencia 
en los diferentes niveles y modalidades del sistema 
y las certificaciones correspondientes de conformidad 
con la reglamentación que se dicte al efecto.

g. Formar científicos, profesionales, artistas y téc-
nicos, que se caractericen por la solidez de su for-
mación, la actualización de sus conocimientos y por 
su compromiso con la sociedad de la que forman parte.

h. Brindar una adecuada diversificación de las propues-
tas de Educación Superior, que atienda tanto a las 
expectativas y necesidades de la población como a los 
requerimientos del campo educativo sobre la base de 
la actualización académica, con criterio permanente, 
a docentes en actividad, y promoviendo una formación 
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de grado y continua que permita, a partir de una com-
prensión crítica de los nuevos escenarios sociales, 
económicos, políticos y culturales y de los cambios 
operados en los sujetos sociales, desarrollar una 
práctica docente transformadora.

i. Garantizar la implementación, en las Instituciones 
de Educación Superior, de organismos colegiados que 
integren la participación de los docentes y de los jó-
venes, adultos y adultos mayores en el gobierno de la 
institución y mayores grados de decisión en el diseño 
e implementación de su proyecto institucional, contri-
buyendo a la distribución equitativa del conocimiento 
y asegurando la igualdad de oportunidades.

j. Sostener en el Nivel, la participación de espacios 
interinstitucionales para la articulación e integra-
ción pedagógica entre las instituciones del mismo 
nivel educativo y de distintos niveles educativos de 
una misma zona.

k. Propender a una formación de calidad en distintas 
carreras técnicas y profesionales que tengan vincula-
ción directa con las necesidades de desarrollo cultural 
y socioeconómico, provincial y local.

l. Promover la educación técnico-profesional en las 
áreas sociohumanísticas, agropecuarias, minera, in-
dustrial y de producción de servicios en los ámbitos 
de desarrollo de la educación superior. 

CAPÍTULO VII
EDUCACIÓN TÉCNICO-PROFESIONAL

ARTÍCULO 36.- La Educación Técnico-Profesional es la 
modalidad que comprende la formación de técnicos medios y 
superiores en áreas ocupacionales específicas, cuya comple-
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jidad requiera la disposición de competencias profesionales 
que se desarrollan a través de procesos sistemáticos y pro-
longados de educación para generar en las personas capacida-
des profesionales que son la base de esas competencias. La 
Educación Técnico-Profesional se rige por los principios, 
fines y objetivos de la presente Ley en concordancia con las 
disposiciones de la Ley nacional 26.058.

Son sus objetivos y funciones:

a. Aportar propuestas curriculares para la forma-
ción de Técnicos medios y superiores y de cursos 
de Formación Profesional en las áreas Agropecuaria, 
Minera, Industrial y de Servicios de acuerdo con las 
necesidades y potencialidades del contexto socioeconó-
mico regional, provincial y nacional, articulando con 
los procesos científicos, tecnológicos, de desarrollo 
e innovación productiva en vigencia en la Provincia, 
en el país y en la región.

b. Formular proyectos de mejoramiento y fortaleci-
miento de las instituciones y los programas de los 
niveles de Educación Secundaria y Educación Superior 
y de la modalidad Formación Profesional articulándolos 
organizativamente con las respectivas Direcciones de 
Nivel y Modalidades, en el marco de políticas provin-
ciales y estrategias que integren las particularidades 
y diversidades de la Provincia, sus habitantes y sus 
culturas.

c. Proponer instancias que apunten a garantizar los 
derechos de igualdad, inclusión, calidad y justicia 
social de todos los jóvenes, adolescentes, adultos y 
adultos mayores que componen la comunidad educativa de 
la Provincia de Buenos Aires como elemento clave de las 
estrategias de desarrollo y crecimiento socioeconómico 
de la Provincia y sus regiones.

d. Plantear articulaciones de las instituciones y los 
programas de Educación Secundaria, Educación Superior 
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y de Formación Profesional, con aquellos ámbitos de la 
ciencia, la tecnología, la producción y el trabajo que 
puedan aportar recursos materiales y simbólicos para 
el completo desarrollo de la educación agropecuaria, 
minera, industrial y de servicios a través de mecanis-
mos que garanticen el carácter pedagógico y formador 
de toda práctica.

e. Recuperar y desarrollar propuestas pedagógicas y 
organizativas que forman técnicos con capacidades para 
promover el desarrollo rural y emprendimientos aso-
ciativos y/o cooperativos, sobre la base de las pro-
ducciones familiares, el cuidado del ambiente y la 
diversificación en términos de producción y consumo, 
así como propiciar la soberanía alimentaria.

 CAPÍTULO VIII
EDUCACIÓN ARTÍSTICA

ARTÍCULO 37.- La Educación Artística es la modalidad que 
comprende la formación en los distintos lenguajes y disci-
plinas del Arte, entre ellos danza, artes visuales, tea-
tro, música, multimedia, audiovisual y otras que pudieran 
conformarse, admitiendo en cada caso, distintas especia-
lizaciones. Es la modalidad responsable de articular las 
condiciones específicas de la conducción técnico-pedagógica 
y de organización en cada ámbito de desarrollo, de acuerdo 
con lo dispuesto por las respectivas Direcciones de Nivel, 
así como de disponer de prescripciones pedagógicas comple-
mentarias a la educación común para los establecimientos 
educativos que desarrollen actividades específicas relativas 
a esta modalidad. 

Son sus objetivos y funciones: 
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a. Aportar propuestas curriculares y formular proyec-
tos de fortalecimiento institucional para una edu-
cación artística integral de calidad articulada con 
todos los Niveles de Enseñanza para todos los alumnos 
del sistema educativo.

b. Garantizar, en el transcurso de la escolaridad 
obligatoria, la oportunidad de desarrollar al menos 
cuatro disciplinas artísticas y la continuidad de al 
menos dos de ellas.

c. Propiciar articulaciones de los proyectos edu-
cativo-institucionales y los programas de formación 
específica y técnico-profesional en Arte de todos los 
Niveles educativos con ámbitos de la ciencia, la cul-
tura y la tecnología a fin de favorecer la producción 
de bienes materiales y simbólicos, garantizando el 
carácter pedagógico y formador de las prácticas vin-
culadas al mundo del trabajo.

d. Brindar herramientas prácticas y conceptuales, dis-
ciplinares, artísticas y pedagógicas, favoreciendo la 
participación activa democrática, el sentido respon-
sable del ejercicio docente y la continuidad de estu-
dios, valorando la formación docente artística para el 
mejoramiento de la calidad de la educación.

e. Favorecer la difusión de las producciones artísticas 
y culturales, enfatizar la importancia de los bienes 
histórico-culturales y contemporáneos en tanto pro-
ducción de sentido social y estimular su reelaboración 
y transformación.

f. Recuperar y desarrollar propuestas pedagógicas y 
organizativas que atiendan las particularidades de la 
Educación Artística ofreciendo una formación específica, 
para aquellos alumnos y estudiantes que opten por 
desarrollarla, tanto en el campo de la producción 
como de la enseñanza, garantizando la continuidad de 
estos estudios, para el completo cumplimiento de los 
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objetivos de la Educación Inicial, Primaria, Secundaria 
y Superior. 

ARTÍCULO 38.- La Educación Artística debe estar a cargo 
de docentes egresados de Instituciones de Arte de Nivel 
Superior y comprende: 

a. La formación artística para todos los niños, adoles-
centes, jóvenes, adultos y adultos mayores que cursen 
la Educación común obligatoria.

b. La formación artística orientada en el Nivel de 
Educación Secundaria para los alumnos que opten por 
ella desarrollada en Establecimientos específicos, ta-
les como las Escuelas Secundarias de Arte.

c. La formación artística brindada en otras Escuelas 
especializadas de Arte, tales como las Escuelas de 
Educación Estética, Centros de Producción y Educación 
Artístico-Cultural y similares que pudieran crearse.

d. La formación artística superior, que abarca la 
formación básica específica en Arte, los Profesorados 
especializados en los distintos lenguajes artísticos 
para los diferentes Niveles y las carreras de Arte 
específicas para la formación técnico-profesional. 

CAPÍTULO IX
EDUCACIÓN ESPECIAL

ARTÍCULO 39.- La Educación Especial es la modalidad 
responsable de garantizar la integración de los alumnos 
con discapacidades, temporales o permanentes, en todos los 
Niveles según las posibilidades de cada persona, asegu-
rándoles el derecho a la educación, así como de brindarles 
atención educativa en todas aquellas problemáticas especí-
ficas que no puedan ser abordadas solamente por la educación 
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común, y disponiendo propuestas pedagógicas complementa-
rias. La Educación Especial se rige por el principio de 
inclusión educativa, de acuerdo con lo establecido por 
esta Ley, para lo cual dispone de recursos educativos para 
participar de la formación de los niños y desde el mismo 
momento del nacimiento. La Dirección General de Cultura 
y Educación garantizará la integración de los alumnos y 
alumnas con discapacidades, temporales o permanentes, en 
todos los Niveles según las posibilidades de cada persona.

Son sus objetivos y funciones: 

a. Aportar propuestas curriculares para una Educación 
Especial que garantice los derechos de igualdad, in-
clusión, calidad y justicia social de todos los niños, 
adolescentes, jóvenes, adultos y adultos mayores con 
discapacidades, temporales o permanentes, que compo-
nen la comunidad educativa como elemento clave de las 
estrategias de desarrollo y crecimiento socioeconómico 
de la Provincia y sus regiones.

b. Formular proyectos de mejoramiento y fortalecimien-
to de las instituciones y los programas, articulándolos 
organizativamente con las respectivas Direcciones de 
Nivel, en el marco de políticas provinciales y estrate-
gias que integren las particularidades y diversidades 
de la Provincia, sus habitantes y sus culturas.

c. Desarrollar la atención educativa de las personas 
jóvenes, adultas y adultas mayores con necesidades 
educativas especiales de manera conjunta con el resto 
de las modalidades.

d. Plantear articulaciones de las instituciones y los 
programas de formación específica de todos los Niveles 
educativos con aquellos ámbitos de la ciencia, la tec-
nología, la producción y el trabajo que puedan aportar 
recursos materiales y simbólicos para el completo desa-
rrollo de la Educación Especial a través de mecanismos 
que garanticen el carácter pedagógico y formador de 
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toda práctica, asegurando que todas las actividades 
estén a cargo de docentes egresados de instituciones de 
Formación con titulaciones específicas de la Modalidad.

ARTÍCULO 40.- La Dirección General de Cultura y Educación, 
en el marco de las leyes nacional 26.061 y provincial 13.298, 
establece los procedimientos y recursos correspondientes 
para asegurar el derecho a la educación y la integración 
escolar, favorecer la inserción social de las personas 
con discapacidades, temporales o permanentes e identificar 
tempranamente las necesidades educativas derivadas de la 
discapacidad o de trastornos en el desarrollo, con el ob-
jeto de darles la atención transdisciplinaria y educativa 
para lograr su inclusión en el Nivel Inicial desde el mismo 
momento del nacimiento. 

Con este propósito dispondrá las medidas necesarias para 
garantizar:

a. La atención temprana de los niños que están con sus 
madres en contextos de encierro.

b. Una trayectoria educativa integral que permita el 
acceso a los saberes tecnológicos, culturales, de edu-
cación física y artística.

c. El personal especializado suficiente que trabaje en 
equipo con los docentes de la escuela común y equipos 
de orientación escolar.

d. La cobertura de las instituciones educativas espe-
ciales (Centros de atención temprana del desarrollo 
infantil, escuelas especiales para todas las discapa-
cidades y Niveles de la educación obligatoria y Centros 
y escuelas de formación laboral), el transporte, los 
recursos técnicos y materiales necesarios para el de-
sarrollo del currículum escolar.

e. Alternativas de continuidad para su formación a lo 
largo de toda la vida.



72 •

f. La accesibilidad física de todos los edificios 
escolares.

CAPÍTULO X
EDUCACIÓN PERMANENTE DE JÓVENES, ADULTOS, 
ADULTOS MAYORES Y FORMACIÓN PROFESIONAL

ARTÍCULO 41.- La Educación de Jóvenes, Adultos, Adultos 
Mayores y Formación Profesional es la modalidad que garan-
tiza el derecho de la educación a lo largo de toda la vida, 
posibilitando cumplir la obligatoriedad escolar estipu-
lada por la presente Ley y la continuidad de la formación 
integral.

Son objetivos y funciones de la Educación Permanente de 
Jóvenes, Adultos, Adultos Mayores y Formación Profesional:

a. Aportar propuestas curriculares acordes con las 
aspiraciones, las características y las necesidades 
de la población destinataria, en relación con el de-
sarrollo local y regional.

b. Desarrollar propuestas de alfabetización, de edu-
cación de Nivel Primario y Secundario, Formación 
Profesional, otras no escolares, programas a dis-
tancia que permitan la certificación de los Niveles 
educativos y mecanismos de acreditación de saberes en 
acciones conjuntas con la Agencia de Acreditación de 
Competencias Laborales y en concordancia con las ne-
cesidades locales, regionales y provinciales.

c. Contribuir al desarrollo integral de las personas 
por medio de la Formación Profesional continua, en y 
para el trabajo, dirigida a la formación permanente 
de los trabajadores.
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d. Desarrollar acciones conjuntas interministeriales, 
con asociaciones y organizaciones representativas de 
la producción, el trabajo, la ciencia y la tecnología, 
sosteniendo la prioridad pedagógica y formativa de to-
das las acciones en el marco de políticas integrales.

e. Desarrollar la atención educativa de las personas 
jóvenes, adultas y adultas mayores con necesidades 
educativas especiales de manera conjunta con las moda-
lidades de Educación Especial, Educación Intercultural 
y Psicología Comunitaria y Pedagogía Social.

f. Promover proyectos de mejoramiento y fortalecimien-
to de las instituciones de jóvenes, adultos y adultos 
mayores procurando la conformación de redes integra-
das e integrales de atención a las necesidades edu-
cativas en su radio de influencia. En todos los casos, 
promover la participación de estudiantes y docentes 
en el gobierno institucional, así como en programas 
y proyectos.

g. Promover la formación específica de los docentes 
para la Modalidad.

CAPÍTULO XI
EDUCACIÓN FÍSICA

ARTÍCULO 42.- La Educación Física es la modalidad que 
aporta al desarrollo integral y armónico de todos los alumnos 
según sus posibilidades incidiendo en la constitución de su 
identidad al impactar en su corporeidad, entendiendo a esta 
como espacio propio y al mismo tiempo social que involucra 
el conjunto de sus capacidades cognitivas, emocionales, 
motrices, expresivas y relacionales. Es responsable de 
articular las condiciones específicas de la conducción 
técnico-pedagógica y de organización en cada ámbito de 
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desarrollo, de acuerdo con lo dispuesto por las respectivas 
Direcciones de Nivel y Modalidad, así como de disponer 
de propuestas pedagógicas complementarias a la educación 
común para los establecimientos educativos que desarrollen 
actividades específicas relativas a esta modalidad, tales 
como los Centros de Educación Física (CEF), y otros que 
pudieran crearse en el futuro.

Son sus objetivos y funciones:

a. Aportar propuestas curriculares para una Educación 
Física de calidad para todos los alumnos del sistema 
educativo, que favorezcan el desarrollo integral y 
armónico de todos los alumnos según sus posibilida-
des, la asunción de hábitos de vida saludables y la 
integración reflexiva, activa y transformadora en los 
ámbitos que habitan.

b. Plantear articulaciones de las instituciones y los 
programas de formación específica de todos los Niveles 
y Modalidades educativos con aquellos ámbitos de la 
ciencia, la tecnología, la producción y el trabajo, la 
salud y el deporte que puedan aportar recursos mate-
riales y simbólicos para el completo desarrollo de la 
Educación Física a través de mecanismos que garanticen 
el carácter pedagógico y formador de toda práctica, 
asegurando que todas las actividades estén a cargo 
de docentes egresados de instituciones de Educación 
Física del Nivel de Educación Superior.

c. Recuperar y desarrollar propuestas pedagógicas y 
organizativas que atiendan las particularidades de la 
Educación Física ofreciendo una formación específica, 
para aquellos alumnos que opten por desarrollarla, 
tanto en el campo de las prácticas como de la ense-
ñanza, garantizando la continuidad de estos estudios, 
para el completo cumplimiento de los objetivos de la 
Educación Inicial, Primaria, Secundaria y Superior.
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d. Brindar a niños, adolescentes, jóvenes y adul-
tos, una propuesta pedagógica disciplinar, opcional, 
sistemática, promoviendo modos de organización que 
garanticen dinámicas democráticas de convocatoria, 
inclusión y participación comunitaria, en los Centros 
de Educación Física (CEF).

CAPÍTULO XII
PSICOLOGÍA COMUNITARIA Y PEDAGOGÍA SOCIAL

ARTÍCULO 43.- Psicología Comunitaria y Pedagogía Social 
es la modalidad con un abordaje especializado de operacio-
nes comunitarias dentro del espacio escolar, fortalecedoras 
de los vínculos que humanizan la enseñanza y el aprendi-
zaje; promueven y protegen el desarrollo de lo educativo 
como capacidad estructurante del sujeto y de la comunidad 
educativa en su conjunto, respetando la identidad de ambas 
dimensiones desde el principio de igualdad de oportunidades 
que articulen con la Educación común y que la complementen, 
enriqueciéndose.

Son sus objetivos y funciones:

a. Proponer la integración, a los fundamentos y pro-
cedimientos institucionales del Sistema Educativo 
Provincial, de los valores, saberes y prácticas propios 
del campo significante que construyen los desarrollos 
en Psicología Comunitaria y Pedagogía Social.

b. Propiciar las producciones y las acciones peda-
gógico-sociales y psicológico-educacionales que en 
contextos comunitarios promueven y desarrollan las 
capacidades y condiciones de educación de niños, jó-
venes, adolescentes y adultos.
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c. Dinamizar el carácter transversal de esta Modalidad, 
respecto de los Niveles educativos y de las demás 
Modalidades educativas.

d. Orientar y acompañar a los docentes que conforman 
los equipos de trabajo en las instituciones educativas, 
reconociendo la complejidad y competencia de sus ta-
reas y las necesidades que, en términos de orientación 
profesional, tienen como compromiso pedagógico, y que 
se manifiestan cotidianamente en el hacer educativo.

e. Valorar y fortalecer la orientación educativa a 
través de estrategias de concientización, reflexión y 
producción docente especializada que permitan perfec-
cionar y jerarquizar la tarea de todos los recursos y 
establecimientos específicos de esta Modalidad.

f. Prevenir y acompañar desde lo psicopedagógico so-
cial las dificultades y/o situaciones que afecten el 
aprendizaje y la adaptación escolar.

g. Conformar Equipos de Orientación Escolar en todos 
los establecimientos educativos a los efectos de in-
tervenir en la atención de problemáticas sociales, 
institucionales y pedagógico-didácticas que involu-
cren alumnos y grupos de alumnos de todos los Niveles 
y Modalidades del Sistema Educativo Provincial.

h. Establecer propuestas referidas a los contenidos 
educativos pertenecientes a la estructura curricu-
lar de cada uno de los ciclos que sistematizan la 
educación en los Centros Educativos Complementarios; 
a los contenidos educativos correspondientes a los 
Proyectos Curriculares específicos de la Orientación 
Educacional, la Orientación Social, la Orientación 
de Aprendizaje, la Orientación Fonoaudiológica y la 
Orientación Médica; y a los contenidos educativos co-
rrespondientes a los Proyectos Curriculares específicos 
de cada Equipo Interdisciplinario Distrital.
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CAPÍTULO XIII
EDUCACIÓN INTERCULTURAL

ARTÍCULO 44.- La Educación Intercultural es la modalidad 
responsable de impulsar una perspectiva pedagógica inter-
cultural en articulación con la Educación común, complemen-
tándola, enriqueciéndola, resaltando y destacando aquellos 
derechos, contenidos y prácticas que distinguen los proce-
sos interculturales, las diferentes situaciones sociales y 
repertorios culturales como atributos positivos de nuestra 
sociedad, así como las relaciones que se establecen entre 
ellos, tanto temporal como permanentemente.

Son sus objetivos y funciones:

a. Aportar propuestas curriculares para una perspec-
tiva intercultural democrática impulsando relaciones 
igualitarias entre personas y grupos que participan 
de universos culturales diferentes, teniendo en vista 
la construcción de una sociedad inclusiva.

b. Formular proyectos de mejoramiento y fortalecimien-
to de las instituciones y los programas de todos los 
Niveles Educativos, articulándolos organizativamente 
con las respectivas Direcciones de Nivel, en el marco 
de políticas provinciales y estrategias que integren 
las particularidades y diversidades de la Provincia, 
sus habitantes y sus culturas, propiciando el respeto 
a la diversidad cultural y promoviendo la comunicación 
y el diálogo entre grupos culturales diversos.

c. Plantear articulaciones de las instituciones y 
los programas de formación específica constituyendo a 
las escuelas como espacios de socialización donde se 
debatan las diferencias en sus dimensiones sociales, 
culturales e históricas, alcanzando a todos los alum-
nos y las alumnas.
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d. Diseñar y desarrollar propuestas pedagógicas y 
organizativas que atiendan a preparar a todos los in-
tegrantes del Sistema Educativo de la Provincia para 
una vida responsable en una sociedad democrática ba-
sada en los Derechos Humanos, la comprensión, la paz, 
el respeto, el reconocimiento mutuo y la igualdad en 
un marco de aceptación de las diferencias culturales, 
étnicas, de origen, religiosas, de sexos, géneros, 
generacionales, lingüísticas, físicas, entre otras, 
para el completo cumplimiento de los objetivos de la 
Educación Inicial, Primaria, Secundaria y Superior.

e. Impulsar la construcción de orientaciones peda-
gógicas y curriculares interculturales así como la 
inclusión de la perspectiva intercultural en la for-
mación y actualización docente para todos los niveles 
del sistema educativo.

f. Contribuir a asegurar el derecho de los Pueblos 
Originarios y comunidades migrantes a recibir una 
educación intercultural y/o bilingüe que ayude a pre-
servar, fortalecer y recrear sus pautas culturales, 
sus lenguas, sus cosmovisiones, sus tradiciones e 
identidades étnicas.

g. Incentivar la formación de espacios de investigación 
(o centros de estudio) en Educación Intercultural, con 
la participación de las Universidades Nacionales y 
Provinciales, los Centros de Investigación Educativa, 
los Institutos de Formación Docente y otros organismos 
y organizaciones interesadas, para el diseño de pres-
cripciones curriculares, materiales educativos perti-
nentes e instrumentos de gestión pedagógica.
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CAPÍTULO XIV
EDUCACIÓN AMBIENTAL

ARTÍCULO 45.- La Educación Ambiental es la modalidad 
de todos los Niveles educativos responsable de aportar 
propuestas curriculares específicas que articulen con la 
Educación común y que la complementen, enriqueciéndola, 
resaltando y destacando aquellos derechos, contenidos y 
prácticas acerca y en el ambiente, entendido como la resul-
tante de interacciones entre sistemas ecológicos, socioe-
conómicos y culturales, es decir, el conjunto de procesos 
e interrelaciones de la relación entre la sociedad y la 
naturaleza, los conflictos y problemas socioambientales, 
solo resolubles mediante enfoques complejos y métodos de 
análisis multidisciplinarios, privilegiando el carácter 
transversal que el conocimiento debe construir.

Son sus objetivos y funciones:

a. Aportar propuestas curriculares y extracurricula-
res para la incorporación de la perspectiva ambien-
tal a partir de una pedagogía basada en el diálogo de 
saberes, el pensamiento crítico, la aceptación de la 
complejidad del mundo, su incertidumbre y vulnerabi-
lidad, y en la construcción de valores, actitudes y 
habilidades que permitan a todos los habitantes for-
mar criterios propios, asumiendo responsabilidades 
y desempeñando un papel activo en la construcción de 
prácticas sustentables.

b. Formular proyectos de mejoramiento y fortalecimien-
to de las instituciones y los programas de todos los 
Niveles Educativos, articulándolos organizativamente 
con las respectivas Direcciones de Nivel, en el marco 
de políticas provinciales y estrategias que consideren 
e incluyan las particularidades y diversidades de la 
Provincia, sus habitantes y sus culturas, propician-
do el respeto a la diversidad natural y cultural, el 



80 •

acceso igualitario y el aprovechamiento productivo y 
recreativo sustentable del patrimonio ambiental.

c. Plantear articulaciones de las instituciones y sus 
equipos docentes con los programas de formación es-
pecífica de la modalidad, favoreciendo en las escuelas 
la constitución de espacios de socialización donde se 
debata, desde las diferentes perspectivas culturales, 
sociales, etarias, filosóficas, económicas, la proble-
mática ambiental.

d. Proponer nuevas categorías que permitan analizar 
e interpretar la información y la incorporación de 
conceptos estructurantes fundamentales que favorezcan 
una comprensión global de los problemas de la relación 
sociedad/naturaleza y su transposición a ámbitos co-
tidianos de la vida.

e. Proponer y desarrollar estrategias de Educación 
Ambiental, formación y capacitación para los docentes 
del sistema educativo y para la comunidad en general.

f. Proponer acciones de supervisión, normatización y 
resguardo de la calidad ambiental requerida para los 
espacios educativos y su entorno inmediato.

g. Establecer una vinculación permanente con fines pe-
dagógicos entre las áreas naturales protegidas de la 
Provincia y el sistema educativo.

h. Promover la incorporación de prácticas permanentes 
de gestión ambiental en los establecimientos educati-
vos para el uso racional y eficiente de sus recursos.

i. Trabajar la interacción territorial del estable-
cimiento educativo con su entorno inmediato, con-
textualizando el accionar ambiental educativo a las 
realidades específicas de cada localidad y región.

j. Estimular la participación del establecimiento edu-
cativo como un actor proactivo de redes de cooperación 
para la intervención territorial local, promotor de 
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agendas ambientales escolares y locales y participante 
relevante de acciones concretas por una mejor calidad 
de vida.

CAPÍTULO XV
ÁMBITOS DE DESARROLLO DE LA EDUCACIÓN

ARTÍCULO 46.- Los ámbitos de desarrollo de la educación 
son las tramas del espacio público de base física o virtual 
en las que se articulan trayectorias educativas de todos los 
Niveles y Modalidades a través de diferentes vinculaciones 
entre sujetos situados, dispositivos institucionales, re-
cursos culturales y ambientes. Los ámbitos de desarrollo 
de la educación combinan simultáneamente la atención y el 
reconocimiento particular a los niños, adolescentes, jóve-
nes, adultos y adultos mayores en sus contextos ambientales 
de pertenencia junto con el cumplimiento de la escolaridad 
obligatoria o formación específica.

Son ámbitos de desarrollo de la Educación los Urbanos, los 
Rurales continentales y de Islas, los Contextos de Encierro, 
los Domiciliarios, los Hospitalarios y los Virtuales.

CAPÍTULO XVI
EDUCACIÓN EN ÁMBITOS URBANOS

ARTÍCULO 47.- La Educación que se desarrolla en ámbitos 
urbanos es aquella que, en los términos definidos en el ar-
tículo 46 de la presente Ley, atiende a la centralidad de 
la experiencia urbana de los sujetos en formación.
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CAPÍTULO XVII
EDUCACIÓN EN ÁMBITOS RURALES CONTINENTALES 

Y DE ISLAS

ARTÍCULO 48.- La Educación que se desarrolla en ámbitos 
rurales continentales y de islas es aquella que, en los 
términos definidos en el artículo 46 de la presente Ley, dis-
pone de una vinculación próxima y accesible a las escuelas, 
garantiza el cumplimiento de la obligatoriedad escolar, 
articula los proyectos institucionales con el desarrollo 
socioproductivo, la familia rural y la comunidad, favorece 
el arraigo, el trabajo local y el fortalecimiento de las 
identidades regionales. 

ARTÍCULO 49.- Para garantizar el cumplimiento de la 
obligatoriedad escolar y la continuidad de los estudios en 
los diferentes Niveles y Modalidades se podrán incorporar 
modelos de organización escolar adecuados a la diversidad 
de los ámbitos rurales continentales y de islas a través de 
propuestas pedagógicas flexibles que fortalezcan el vínculo 
con las identidades culturales y las actividades producti-
vas promoviendo el desarrollo de la comunidad.

CAPÍTULO XVIII
EDUCACIÓN EN CONTEXTOS DE ENCIERRO

ARTÍCULO 50.- La Educación que se desarrolla en contextos 
de encierro es aquella que, en los términos definidos en el 
artículo 46 de la presente Ley, está destinada a garanti-
zar el cumplimiento de la escolaridad obligatoria a través 
de formas adecuadas a las necesidades y particularidades 
de las personas que se encuentren en instituciones de ré-
gimen cerrado, así como los hijos que convivan con ellas, 
para promover su formación integral y desarrollo pleno. 
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El ejercicio de este derecho no admite limitación ni dis-
criminación alguna y será puesto en conocimiento de todas 
las personas, en forma fehaciente, desde el momento de su 
ingreso a la institución. 

ARTÍCULO 51.- La Dirección General de Cultura y Educación 
tiene la responsabilidad indelegable de garantizar, orga-
nizar e implementar la educación obligatoria y la formación 
profesional de todas las personas que viven en institu-
ciones de régimen cerrado. Para ello acordará y coordina-
rá acciones, estrategias y mecanismos necesarios con las 
demás autoridades provinciales y/o nacionales, que serán 
responsables de disponer de espacios físicos y condiciones 
institucionales adecuadas para realizarla. Del mismo modo 
acordará y coordinará para garantizar el derecho a la edu-
cación en el nivel Superior y en otras Modalidades a través 
de sus propios organismos o con universidades. 

Artículo 52.- En las condiciones específicas de este ámbi-
to, todos los niños adolescentes, jóvenes, adultos y adultos 
mayores tendrán derecho al acceso, permanencia y tránsito 
en todos los Niveles y Modalidades del sistema educativo 
permitiendo su continuidad en forma posterior a la medida 
restrictiva, de acuerdo a lo establecido por el artículo 
19 de la Ley 26.206 de Educación Nacional y las leyes pro-
vinciales 13.298 y 13.634. Las formas de implementación de 
este derecho responderán a criterios de flexibilidad que 
permitan el desarrollo completo de todos los objetivos de 
la educación común.

CAPÍTULO XIX
EDUCACIÓN EN ÁMBITOS DOMICILIARIOS Y HOSPITALARIOS

ARTÍCULO 53.- La Educación que se desarrolla en ámbi-
tos domiciliarios y hospitalarios es aquella que, en los 
términos definidos en el artículo 46 de la presente Ley, 
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garantiza el derecho a la educación de los alumnos que, por 
razones de salud, se ven imposibilitados de asistir con 
regularidad a una institución educativa en los Niveles de 
la educación obligatoria por períodos de quince (15) días 
corridos o más. El objetivo es garantizar la igualdad de 
oportunidades a los alumnos, permitiendo la continuidad 
de sus estudios y su reinserción en el sistema regular 
cuando ello sea posible.

CAPÍTULO XX
EDUCACIÓN EN ÁMBITOS VIRTUALES

ARTÍCULO 54.- La Educación que se desarrolla en ámbitos 
virtuales es aquella donde, en los términos definidos en 
el artículo 46 de la presente Ley, la relación entre el 
docente y el alumno se encuentra separada en el tiempo y/o 
en el espacio durante todo o parte del proceso educativo, en 
el marco de una estrategia pedagógica integral que utili-
za plataformas, lenguajes, soportes materiales y recursos 
tecnológicos diseñados especialmente para que los niños, 
adolescentes, jóvenes, adultos y adultos mayores alcancen 
los objetivos de la propuesta educativa. Comprende también 
los procesos denominados como de Educación a Distancia, de 
Educación Semipresencial, Educación Asistida, Educación 
Abierta y cualquiera otra que reúna las características 
indicadas precedentemente. 

ARTÍCULO 55.- La Dirección General de Cultura y Educación 
diseñará estrategias de educación en ámbitos virtuales 
orientadas a favorecer su desarrollo con los máximos niveles 
de calidad y pertinencia y definirá los mecanismos de regulación 
correspondientes. Para la obtención de la validez nacional 
de estos estudios, las instituciones educativas deberán 
adecuarse a la normativa del Consejo Federal de Educación 
y a los circuitos de aprobación, control, supervisión y 
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evaluación específicos que a tal fin establezca la Dirección 
General de Cultura y Educación.

TÍTULO III
ADMINISTRACIÓN DEL SISTEMA Y GOBIERNO ESCOLAR

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 56.- El Gobierno y Administración del Sistema 
Educativo Provincial es una responsabilidad del Poder 
Ejecutivo Provincial que la ejerce a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, y que conforme a las dis-
posiciones de la presente Ley, tiene idéntico rango al es-
tablecido en el artículo 147 de la Constitución Provincial 
y goza de autarquía administrativa, técnica y financiera, 
con capacidad para actuar en el ámbito del Derecho Público 
y Privado. 

ARTÍCULO 57.- La Dirección General de Cultura y Educación 
implementa la Organización, Administración y Ejecución de 
la Política Educativa garantizando la utilización eficiente 
y transparente de los recursos presupuestarios y financie-
ros, edilicios, humanos y didácticos como modo de asegurar 
el efectivo cumplimiento de lo establecido en esta Ley, 
conforme a lo estipulado en las Constituciones Nacional y 
Provincial. 

ARTÍCULO 58.- El Sistema Educativo Provincial se organiza 
sobre la base de Regiones educativas, concebidas como la 
instancia de conducción, planeamiento y administración de 
la política educativa. Cada Región Educativa comprende a uno 
o más de un distrito conforme a los componentes comunes que 
los agrupen y que son determinados por la propia Dirección 
General de Cultura y Educación. Por la vía reglamentaria la 
Dirección General de Cultura y Educación instrumentará una 
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instancia organizativa a nivel distrital de participación 
comunitaria. 

ARTÍCULO 59.- La Dirección General de Cultura y Educación 
dispondrá de órganos centrales y descentralizados como 
Tribunales de Clasificación.

Los Tribunales centrales para cada Nivel o Modalidad 
funcionarán concentrados en una sola dependencia de la 
Administración Central.

Son funciones de estos órganos centrales:

a. Velar por la correcta aplicación de la normativa 
pertinente.

b. Fiscalizar la correcta valoración de los datos que 
figuren en la foja de servicios de cada miembro del 
personal docente o en el legajo de los aspirantes, 
a efectos de su debida ubicación en la clasificación 
general.

c. Verificar anualmente la clasificación del personal 
titular en ejercicio.

d. Fiscalizar los listados por orden de méritos de los 
aspirantes a ingreso en la docencia, provisionalidades 
y suplencias.

e. Dictaminar en los pedidos de ascensos, reincorpora-
ciones, traslados, permutas, permanencia en actividad 
y en todo movimiento del personal que reviste carácter 
definitivo.

f. Dictaminar en los pedidos de servicios provisorios 
interregionales.

g. Analizar y dictaminar en materia de plantas orgá-
nico-funcionales de los establecimientos educativos.

h. Intervenir cuando medie recurso jerárquico en sub-
sidio en los reclamos sobre calificación y servicios 
provisorios cuando la decisión provenga del pertinente 
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órgano descentralizado, teniendo su decisión carácter 
final.

i. Verificar que los aspirantes a participar en con-
cursos reúnan los requisitos establecidos a tal fin y 
confeccionar las nóminas correspondientes.

j. Dictaminar en las licencias motivadas por estudios 
especiales, trabajos de investigación en el país o en 
el extranjero, por obtención de becas para perfeccio-
namiento cultural y profesional.

k. Dictaminar en los servicios provisorios y permutas 
interjurisdiccionales, de acuerdo con la legislación 
vigente.

l. Intervenir en el cambio de funciones por disminución 
de aptitudes psicofísicas.

m. Elaborar los anteproyectos de actos administrativos 
propios de su competencia.

ARTÍCULO 60.- Los Tribunales de Clasificación descen-
tralizados en cada Región Educativa tendrán las si-
guientes funciones:

a. Dictaminar en los pedidos de servicios provisorios 
regionales.

b. Dictaminar en reubicaciones transitorias.

c. Intervenir en carácter de informantes en todo asunto 
que deba ser resuelto por los órganos centrales.

d. Intervenir como órgano de control en los listados 
por orden de méritos de aspirantes a provisionalidades 
y suplencias.

e. Realizar la valoración de títulos y antecedentes 
en caso de concurso y confeccionar los respectivos 
listados cuando se los soliciten.

f. Efectuar el control de las razones invocadas para 
solicitar traslado.
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CAPÍTULO II
DIRECCIÓN GENERAL DE CULTURA Y EDUCACIÓN

ARTÍCULO 61.- Corresponde a la Dirección General de 
Cultura y Educación en materia educativa:

a. La creación, financiamiento, administración, contra-
lor, supervisión y la dirección técnica de todas las 
dependencias y establecimientos educativos de gestión 
estatal.

b. La supervisión, el contralor y la dirección técnica 
de la tarea educativa que prestan las instituciones 
de gestión privada.

c. La celebración de convenios con todas aquellas ins-
tituciones públicas o privadas, de cualquier ámbito 
o nivel jurisdiccional o geográfico, disciplina o cam-
po del saber o del quehacer productivo, laboral o de 
cualquier otro tipo, que aseguren la concreción de los 
fines y objetivos de la política educativa provincial 
estipulados por esta Ley. 

ARTÍCULO 62.- Corresponde a la Dirección General de 
Cultura y Educación en materia cultural:

a. Difundir, en forma articulada con otros organismos 
del Gobierno, a través del Sistema Educativo Provincial, 
todas las expresiones culturales de nuestro pueblo, 
enfatizando los valores nacionales y el conocimiento 
e importancia de los bienes culturales e históricos 
reafirmando la identidad bonaerense.

b. Propiciar el diálogo intercultural entre las iden-
tidades locales, regionales y nacionales, a través de 
los programas de enseñanza.

c. Difundir la investigación educativa científica y 
tecnológica.
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CAPÍTULO III
LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA

ARTÍCULO 63.- La institución educativa es la unidad peda-
gógica del sistema, responsable de los procesos de enseñanza 
y de aprendizaje destinados al logro de los objetivos esta-
blecidos por esta Ley. Para ello, articula la participación 
de las distintas personas que constituyen la comunidad edu-
cativa: directivos, docentes, padres, madres y/o tutores, 
niños, adolescentes, jóvenes y adultos, ex alumnos, personal 
administrativo y auxiliar de la docencia, profesionales de 
los equipos de apoyo que garantizan el carácter integral de 
la educación, miembros integrantes de las cooperadoras es-
colares y otras organizaciones vinculadas a la institución. 

ARTÍCULO 64.- La Provincia de Buenos Aires reconoce un 
único sistema de educación pública, existiendo en su inte-
rior dos modos de gestión de las instituciones educativas 
que lo componen: educación de gestión estatal y educación 
de gestión privada. 

Artículo 65.- La organización de las instituciones edu-
cativas se rige de acuerdo a los siguientes criterios ge-
nerales que se adecuarán a los Niveles y Modalidades:

a. Definir, como comunidad de trabajo, su proyecto edu-
cativo con la participación de todos sus integrantes, 
respetando los principios y objetivos enunciados en 
esta Ley y en la legislación vigente.

b. Promover modos de organización institucional que 
garanticen dinámicas democráticas de convocatoria y 
participación de los niños, adolescentes, jóvenes, 
adultos y adultos mayores en la experiencia escolar.

c. Adoptar el principio de no discriminación en el 
acceso y trayectoria educativa de los niños, adoles-
centes, jóvenes y adultos y adultos mayores.
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d. Brindar a los equipos de la escuela la posibilidad 
de contar con espacios institucionales destinados a 
elaborar sus proyectos educativos comunes.

e. Promover la creación de espacios de articulación, 
cooperación y asociatividad entre las instituciones 
educativas de gestión estatal y de gestión privada.

f. Promover la vinculación intersectorial e interins-
titucional con las áreas que se consideren pertinentes, 
a fin de asegurar la provisión de servicios sociales, 
psicológicos, legales, psicopedagógicos y médicos que 
garanticen condiciones adecuadas para el aprendizaje.

g. Desarrollar procesos de autoevaluación institu-
cional con el propósito de revisar las prácticas pe-
dagógicas y de gestión y acompañar el progreso de los 
resultados académicos.

h. Realizar propuestas de contextualización y espe-
cificación curricular en el marco de los lineamientos 
curriculares provinciales, para responder a las parti-
cularidades y necesidades de los alumnos y su contexto.

i. Definir su código de convivencia.

j. Promover iniciativas respecto de la experimentación 
y de la investigación pedagógica.

k. Mantener vínculos regulares y sistemáticos con el 
contexto social, desarrollar actividades de extensión 
y promover la creación de redes que fortalezcan la co-
hesión comunitaria e intervengan frente a la diversidad 
de situaciones que presenten los niños, adolescentes, 
jóvenes, adultos, adultos mayores y sus familias.

l. Promover la participación de la comunidad a través 
de la cooperación escolar y de otras formas comple-
mentarias en todos los establecimientos educativos.

m. Favorecer el uso de las instalaciones escolares para 
actividades recreativas, expresivas y comunitarias.
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n. Promover experiencias educativas fuera del ámbito 
escolar, con el fin de permitir a los niños, adoles-
centes, jóvenes, adultos y adultos mayores conocer la 
geografía nacional y provincial, experimentar acti-
vidades físicas y deportivas en ambientes urbanos y 
naturales y tener acceso a las actividades culturales 
de su localidad y otras.

CAPÍTULO IV
EL DIRECTOR GENERAL DE CULTURA Y EDUCACIÓN

ARTÍCULO 66.- El Director General de Cultura y Educación 
debe reunir los requisitos exigidos para ser Senador. Es 
designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, dura 
cuatro (4) años en su mandato, puede ser reelecto y debe 
ser idóneo para la gestión educativa. El ejercicio del 
cargo es incompatible con el de toda otra función pública, 
con excepción del desempeño en la docencia universitaria y 
gozará de un sueldo igual al fijado por el presupuesto para 
el cargo de Ministro Secretario del Poder Ejecutivo. El 
Director General de Cultura y Educación es personalmente 
responsable del manejo de los bienes que administra. 

ARTÍCULO 67.- El Director General de Cultura y Educación 
podrá ser removido por el procedimiento establecido en el 
artículo 146 de la Constitución de la Provincia. 

ARTÍCULO 68.- (Texto según Ley 15.164) El Director 
General de Cultura y Educación designará y será asistido 
por una/un (1) Subsecretaria/o de Educación, una/un (1) 
Subsecretaria/o de Planeamiento, una/un (1) Subsecretaria/o 
de Administración y Recursos Humanos, un (1) Subsecretario 
de Infraestructura Escolar y un (1) Auditor General con 
nivel de Subsecretario.
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Estos funcionarios serán equiparados a los efectos sa-
lariales al sueldo fijado por el presupuesto para el cargo 
de Subsecretario de los Ministerios del Poder Ejecutivo.

En caso de que dichos funcionarios fueran docentes, 
podrán optar por percibir la antigüedad conforme a los 
porcentajes del Estatuto del Docente, y su desempeño será 
computado como ejercicio de la docencia a todos sus efectos. 

ARTÍCULO 69.- Al Director General de Cultura y Educación 
le corresponden las siguientes competencias de las cuales 
no podrá delegar las mencionadas en los incisos a., b., c., 
e., g., h., k., l., m. y q.

a. Nombrar, promover y remover a todo el personal de 
la Dirección General de Cultura y Educación, cualquie-
ra fuere el régimen estatutario en que se encontrare 
comprendido; aprobar las plantas, estructuras orgá-
nico-funcionales de su dependencia y las previsiones 
presupuestarias por proyectos internos del ente; prio-
rizar el control de la calidad en la prestación de las 
tareas educativas.

b. Presidir el Consejo General de Cultura y Educación, el 
Consejo Provincial de Educación y Trabajo, el Directorio 
de la Agencia de Acreditación de Competencias Laborales 
conforme a lo establecido en el Decreto 1.525/03 del 
Poder Ejecutivo Provincial y el Consejo Consultivo de 
los establecimientos educativos de Gestión Privada, 
interviniendo en sus deliberaciones, con voz y voto.

c. Proyectar el presupuesto de la Dirección General 
de Cultura y Educación y elevarlo anualmente al Poder 
Ejecutivo para su cumplimiento constitucional, esta-
bleciendo en él un fondo destinado exclusivamente a 
la producción y distribución de textos escolares en 
soporte papel y/o digital u otros formatos disponibles, 
garantizando el derecho de acceso al libro a todos 
los niños, adolescentes, jóvenes, adultos y adultos 
mayores del sistema educativo.
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d. Disponer la publicación –impresa en papel, en ver-
sión digital y en los medios tecnológicos que pudieran 
surgir–, financiamiento y distribución de la revista 
Anales de la Educación Común de circulación obliga-
toria en todos los establecimientos educacionales de 
la Provincia, en la que se difundirán las diferentes 
perspectivas pedagógicas y culturales en torno a los 
temas educativos, así como de la política institucional 
de la Provincia en materia educativa, con el objeto de 
enriquecer los saberes docentes y de la comunidad edu-
cativa en general. Así como establecer mecanismos de 
intercambio editorial entre las producciones propias de 
la Dirección General de Cultura y Educación con otras 
publicaciones académicas; con universidades naciona-
les y privadas, centros de investigación, bibliotecas 
escolares y populares, instituciones educativas na-
cionales, de otras jurisdicciones e internacionales y 
organizaciones sociales y comunitarias.

e. Autorizar con su firma y la del Subsecretario del 
área respectiva o la del Vicepresidente 1º del Consejo 
General de Cultura y Educación, las resoluciones de la 
Dirección General de Cultura y Educación.

f. Autorizar el movimiento de fondos y suscribir órdenes 
de pago, firmar contratos y escrituras. Podrá asimismo 
celebrar contratos de locación de servicios u obra a los 
efectos de cubrir la realización de tareas profesionales 
o técnicas que por su complejidad o especialización no 
puedan ser cumplidas por el personal permanente.

g. Presentar a ambas Cámaras de la Legislatura, anual-
mente, un informe completo del Estado del Sistema 
Educativo, con un resumen de los datos estadísticos y 
una reseña de las mejoras y adelantos introducidos en 
el año precedente.

h. Concurrir a las Cámaras de la Legislatura, cuando sea 
citado de acuerdo a lo establecido en la Constitución 
de la Provincia.
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i. Publicar, informar y difundir, por medios gráficos 
y/o digitales, acerca de las resoluciones que dicte 
el Director General de Cultura y Educación y las dis-
posiciones y comunicaciones de los Subsecretarios, el 
Auditor General y funcionarios con rango de director 
provincial, director de repartición técnica docente y 
director de repartición administrativa, atinente a la 
organización y administración de organismos desconcen-
trados, las instituciones educativas y sus agentes. Las 
normas referidas en el párrafo precedente deberán ser 
publicadas además en el portal educativo de Internet.

j. Promover relaciones con Entidades u Organismos 
análogos del país o del exterior, con el objeto de 
estimular el intercambio de ideas e información, re-
lacionadas con problemas educacionales.

k. Ejercer en el ámbito de su competencia las facul-
tades conferidas al Poder Ejecutivo por las Leyes 
vigentes.

l. Autorizar la creación y funcionamiento de las 
instituciones educativas que constituyen el Sistema 
Educativo de la Provincia.

m. Aceptar toda cesión, legado o donación o institu-
ción hereditaria que se efectúe para ser aplicada a 
cualquier sector del área de su competencia.

n. Ejecutar las acciones de apoyo psicocomunitario y 
pedagógico destinadas a contrarrestar las causas de 
deserción, repitencia y sobreedad escolar, así como 
proveer lo necesario para la atención de la salud es-
colar en concertación con los demás organismos de la 
Provincia.

o. Fortalecer las bibliotecas escolares y especiali-
zadas existentes y propiciar la creación y adecuado 
funcionamiento en aquellos establecimientos que ca-
rezcan de las mismas.
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p. Establecer el sistema de evaluación, calificación y 
promoción para los distintos Niveles educativos de la 
Provincia, expedir títulos y certificados de estudio.

q. Celebrar convenios con el Estado nacional, los 
Estados provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, así como con cualquier institución de la so-
ciedad civil, a los efectos que estime convenientes, 
ad referendum del Poder Ejecutivo, quien los deberá 
remitir a la Legislatura, para su ratificación; disponer 
sobre el régimen de otorgamiento de becas, premios, 
subsidios, ayudas y seguros para alumnos y para capa-
citación y/o perfeccionamiento del personal docente.

r. Promover, resolver y fiscalizar lo referente a la 
adquisición y/o edición y distribución de textos es-
colares, recursos audiovisuales y demás material di-
dáctico, mobiliario y útiles.

s. Ordenar la realización de censos escolares espe-
ciales e inventarios generales.

t. Disponer la venta de los inmuebles del dominio 
privado de la Provincia de Buenos Aires, afectados a 
la Dirección General de Cultura y Educación, con la 
correspondiente intervención de Fiscalía de Estado. 
El producido de la venta ingresará directamente a la 
partida y cuenta especial de la Dirección General de 
Cultura y Educación.

u. Sustanciar los sumarios administrativos discipli-
narios al personal docente.

v. Auspiciar y declarar de Interés Educativo eventos, 
congresos, seminarios, cursos y toda otra actividad 
educativa que así lo requiera en el marco de la polí-
tica provincial para el área.

w. Establecer el período lectivo y escolar.

x. Programar congresos y seminarios pedagógicos a nivel 
distrital, provincial, nacional e internacional para 
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promover el intercambio de experiencias que hacen a 
su competencia.

y. Resolver, ejecutar y evaluar todas las acciones 
tendientes al cumplimiento de la presente Ley y de la 
Ley de Educación Nacional.

CAPÍTULO V
LOS SUBSECRETARIOS

ARTÍCULO 70.- Son requisitos para ejercer el cargo de 
Subsecretario ser idóneo en el área de su competencia y 
ajustarse a los principios doctrinarios de la presente Ley. 

ARTÍCULO 71.- (Texto según Ley 15.164) La/El Subsecretaria/o 
de Educación diseña las estrategias de aplicación de la 
política educativa en las regiones educativas, define los 
aspectos pedagógicos y didácticos con las Direcciones de 
Nivel y Modalidad y colabora en su difusión para su aplica-
ción en las instituciones y los establecimientos escolares 
a través de los diferentes niveles de supervisión. 

ARTÍCULO 71 bis.- (Artículo incorporado por Ley 15.164) 
La/El Subsecretaria/o de Planeamiento interviene en todos 
los procesos de planeamiento de las políticas educativas 
y procesos de investigación y evaluación de manera que las 
mismas se orienten al fortalecimiento del sistema educativo 
provincial. 

ARTÍCULO 72.- (Texto según Ley 15.164) La/El Subsecretaria/o 
de Administración y Recursos Humanos asiste al Director 
General de Cultura y Educación en los aspectos del gobierno, 
administración general y del personal del Sistema Educativo 
Provincial, conforme a los principios de esta Ley, sus 
modificatorias y las disposiciones que a tal efecto se es-
tablezcan, los Estatutos del Personal del Organismo y las 
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leyes Nº 13.453 y Nº 13.552, garantizando su administración 
eficiente y transparente. 

ARTÍCULO 72 bis.- (Artículo incorporado por Ley 
14.803) (Texto según Ley 15.164) La/El Subsecretaria/o 
de Infraestructura Escolar desarrolla las políticas y ac-
ciones necesarias para la planificación operativa, diseño, 
control técnico y ejecución de las obras destinadas a la 
construcción, mantenimiento, ampliación y refacción de la 
infraestructura del sistema educativo bonaerense.

CAPÍTULO VI
EL AUDITOR GENERAL

ARTÍCULO 73.- El Auditor General tiene a su cargo auditar 
y evaluar acerca de la utilización eficiente y eficaz de los 
recursos humanos y materiales y el seguimiento y perfeccio-
namiento de los sistemas de control interno, tendiente a la 
optimización de las herramientas de gestión de la Dirección 
General de Cultura y Educación, tanto en el Nivel Central 
como en los organismos descentralizados de la administra-
ción territorial y las instituciones educativas.

CAPÍTULO VII
LA INSPECCIÓN GENERAL

ARTÍCULO 74.- La inspección es la función de supervisión 
del sistema educativo que se desarrolla a través del tra-
bajo de los inspectores Jefes Regionales de Gestión Estatal 
y de Gestión Privada, Distritales, de Infraestructura, 
los Presumariantes, los Inspectores de Enseñanza y los 
Secretarios de Asuntos Docentes distritales. Dicha función 
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constituye un factor fundamental para asegurar el derecho a 
la educación, teniendo como fin la atención de los aspectos 
pedagógicos y administrativos que inciden en la calidad de 
los procesos escolares. 

ARTÍCULO 75.- El objetivo de la inspección consiste en 
garantizar las adecuadas intervenciones en el marco del 
planeamiento estratégico, para asegurar la educación y el 
mejoramiento continuo de las actividades que se desarro-
llan en los Establecimientos Educativos. Los principios 
de acción del rol de inspección se basan en la detección 
de logros y dificultades, resolución reflexiva de problemas 
y orientación hacia apoyos especializados para lograr la 
concreción de las metas de la Política Educativa en todas 
las escuelas de la Provincia. 

ARTÍCULO 76.- La inspección de los establecimientos edu-
cativos de todos los Niveles y Modalidades, tanto de Gestión 
Estatal como de Gestión Privada, está a cargo de un orga-
nismo de inspección general. 

ARTÍCULO 77.- (Texto según Ley 14.362) (La Ley 14.525 
derogó la Ley 14.362) La Subsecretaría de Gestión Educativa, 
a través del organismo mencionado en el artículo inmediato 
precedente, tiene a su cargo la coordinación, conducción 
y articulación de las regiones educativas, sobre la base 
de los objetivos formulados en esta Ley, a través de los 
Inspectores Jefes Regionales, de quienes dependerán, a su 
vez, los Inspectores Jefes Distritales y de Enseñanza. 

ARTÍCULO 78.- Los inspectores tienen la obligación de 
capacitarse y actualizarse en forma continua para el ejer-
cicio de sus funciones, para lo cual la Dirección General 
de Cultura y Educación deberá garantizar la capacitación 
específica para el rol.
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CAPÍTULO VIII
EL INSPECTOR JEFE REGIONAL

ARTÍCULO 79.- Los Inspectores Jefes Regionales son los 
responsables de articular y planificar las estrategias y lí-
neas de intervención en función del desarrollo regional de 
la política educativa de la Provincia. Esta responsabilidad 
la cumplen en referencia con las definiciones técnico-peda-
gógicas emanadas de las Direcciones de Nivel y/o Modalidad 
y de los demás organismos de la Gestión Central. Dependen 
técnica y funcionalmente del órgano general de Inspección 
definido en el artículo 76 y son designados por el Director 
General de Cultura y Educación.

ARTÍCULO 80.- Los Inspectores Jefes Regionales son res-
ponsables, a nivel regional, de la consolidación de un 
equipo de trabajo, la planificación de estrategias y coor-
dinación de acciones que permitan potenciar el trabajo de 
los inspectores, teniendo en cuenta los lineamientos de 
la política educativa, los modelos institucionales y las 
propuestas de conducción. 

ARTÍCULO 81.- En el ámbito de la región educativa los 
Inspectores Jefes Regionales tienen a su cargo el diseño, 
la planificación y el desarrollo del Planeamiento Educativo 
Regional sobre la articulación con el Planeamiento Educa-
tivo de la Provincia. 

ARTÍCULO 82.- En el ámbito de las instituciones los 
Inspectores Jefes Regionales son responsables del acom-
pañamiento en la orientación y asesoramiento, a través 
de los Inspectores Jefes Distritales, en la elaboración y 
evaluación de proyectos institucionales, la detección de 
necesidades y problemas. 

ARTÍCULO 83.- Son funciones exclusivas de los Inspectores 
Jefes Regionales:
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a. Representar regionalmente, en el caso del Inspector 
Jefe Regional de Educación Pública de Gestión Estatal, 
a la Dirección General de Cultura y Educación de la 
Provincia de Buenos Aires.

b. Constituir un equipo de trabajo con el Inspector 
Jefe Regional de Educación de Gestión Privada, los 
Inspectores Jefes Distritales, los Inspectores de 
Enseñanza, los Consejos Escolares, las Secretarías de 
Asuntos Docentes Distritales, los gremios docentes y 
otros actores, organismos e instituciones de la región 
para planificar estrategias en el marco del Planeamiento 
Educativo Regional.

c. Propiciar la integración y coordinación de necesi-
dades educativas regionales.

d. Disponer de los recursos humanos, materiales, didác-
ticos, de equipamiento, infraestructura y asistencia 
técnica a través de un uso eficiente.

e. Supervisar el sistema educativo a través del trabajo 
de los inspectores Jefes Distritales, en el caso de 
la Educación de Gestión Estatal, y de los Inspectores 
de Enseñanza.

f. Intervenir en la detección de logros y dificultades, 
la resolución reflexiva de problemas y la orientación 
hacia apoyos especializados para dar cumplimiento a las 
metas de la política educativa en todos los estableci-
mientos educativos en los Distritos y en las Regiones.

g. Concretar los objetivos generales del Planeamiento 
Educativo Regional.

h. Difundir el marco normativo y legal, los lineamien-
tos de la Política Educativa Provincial y los consensos 
logrados en los diferentes Niveles y Modalidades para 
la Región.
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CAPÍTULO IX
EL INSPECTOR JEFE DISTRITAL

ARTÍCULO 84.- El Inspector Jefe Distrital es designado 
por el Director General de Cultura y Educación, y depende 
técnica y funcionalmente del órgano general de Inspección 
definido en el artículo 76, siendo su superior jerárquico 
inmediato el Inspector Jefe Regional.

Son funciones del Inspector Jefe Distrital:

a. Representar distritalmente a la Dirección General 
de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires.

b. Constituir un equipo de trabajo con los Inspectores 
de Enseñanza, los Consejos Escolares, las Secretarías 
de Asuntos Docentes distritales y otros actores, or-
ganismos e instituciones del Distrito para planificar 
estrategias en el marco del Planeamiento Estratégico 
Distrital.

c. Propiciar la integración y coordinación de necesi-
dades educativas distritales.

d. Disponer de los recursos humanos, materiales, didác-
ticos, de equipamiento, infraestructura y asistencia 
técnica a través de un uso eficiente.

e. Supervisar el sistema educativo a través del trabajo 
de los Inspectores de Enseñanza.

f. Intervenir en la detección de logros y dificultades, 
la resolución reflexiva de problemas y la orientación 
hacia apoyos especializados para dar cumplimiento a 
las metas de la política educativa en todos los esta-
blecimientos educativos del Distrito.

g. Concretar los objetivos generales del Plan Estratégico 
Distrital.
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h. Relevar, identificar y comunicar situaciones pro-
blemáticas del Distrito y diseñar con el equipo de 
inspectores de enseñanza la solución de las mismas.

i. Difundir el marco normativo y legal, los lineamien-
tos de la Política Educativa Provincial y los consensos 
logrados en los diferentes Niveles y Modalidades para 
el Distrito.

 CAPÍTULO X
EL INSPECTOR DE ENSEÑANZA

ARTÍCULO 85.- Los inspectores de enseñanza dependen ad-
ministrativa y funcionalmente del organismo general de 
Inspección descrito en el artículo 76 de esta Ley y, en lo 
técnico-pedagógico, de las Direcciones de Nivel o Modalidad, 
siendo su superior jerárquico inmediato el Inspector Jefe 
Distrital. 

ARTÍCULO 86.- La tarea del inspector de enseñanza se de-
sarrolla en el marco de la estructura Distrital y Regional 
determinada por la normativa específica, sobre la base del 
trabajo colegiado, las decisiones por consenso, la organi-
zación por redes temáticas y la construcción de una agenda 
de trabajo precisa y en el marco de los principios emanados 
de esta Ley.

CAPÍTULO XI
LAS SECRETARÍAS DE ASUNTOS DOCENTES

ARTÍCULO 87.- (Texto según Ley 14.362) (La Ley 14.525 
derogó la Ley 14.362) La conducción técnico-administrativa 
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de los asuntos docentes estará a cargo de las Secretarías 
de Asuntos Docentes distritales como órganos desconcentra-
dos de funcionamiento en cada distrito, dependientes de la 
Subsecretaría de Gestión Educativa. La misma estará a cargo 
del Secretario de Asuntos Docentes Distrital, quien será 
designado por el Director General de Cultura y Educación 
y accederá al cargo por concurso, mediante los mecanismos 
que a tal fin disponga la Dirección General de Cultura y 
Educación.

Son sus funciones: 

a. Recepcionar la inscripción de los aspirantes de 
Ingreso a la Docencia y de los aspirantes para provi-
sionalidades y suplencias. Listados 108 a) y b). 

b. Inscribir a los aspirantes y conformar el Listado 
108 a) y b) in fine, de emergencia y difícil cobertura, 
así como para la implementación de programas especiales 
a solicitud del Nivel Central. 

c. Difundir las pautas y cronogramas que regulan cada 
una de las inscripciones de los listados mencionados, 
concursos de títulos, antecedentes y oposición para 
cargos jerárquicos con carácter de titular y pruebas 
de selección para asignación de funciones. 

d. Convocar a actos públicos de designación de personal 
docente en carácter de titulares interinos, provisio-
nales y suplentes, para todos los Niveles y Modalidades 
del Sistema Educativo Provincial. 

e. Recepcionar, intervenir y diligenciar los recur-
sos de calificación docente, de órdenes de mérito, de 
Listados de aspirantes de Ingreso a la Docencia, a pro-
visionalidades y suplencias, de Puntaje Anual Docente. 

f. Notificar a los docentes los actos administrati-
vos, nóminas de aspirantes de los Listados, Concursos 
y Pruebas de selección convocados, Movimiento Anual 
Docente, Acrecentamiento, órdenes de mérito, así como 
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el Puntaje Anual Docente, recepción y diligenciamiento 
de los reclamos interpuestos. 

g. Verificar el cumplimiento de la normativa vigen-
te y de los procedimientos pautados, en el diligen-
ciamiento de asuntos docentes, relativos a acciones 
estatutarias. 

h. Realizar actos administrativos de asignación, li-
mitación y reconocimiento de funciones transitorias a 
partir de la solicitud ─debidamente fundada─ de auto-
ridad competente. 

i. Intervenir en todo lo referente a trámite de asun-
tos docentes vinculados a: servicios provisorios in-
ternos e interjurisdiccionales, permutas, cambio de 
funciones transitorias y definitivas, reubicaciones, 
reincorporaciones. 

j. Convocar, organizar y coordinar la Comisión Distrital 
para el tratamiento de Plantas Orgánico Funcionales de 
los establecimientos educativos de todos los Niveles 
y Modalidades del distrito y el diligenciamiento de 
las propuestas. 

k. Convocar a Comisiones Distritales, organización 
y clasificación de solicitudes de Movimiento Anual 
Docente y Acrecentamiento, presidiéndolas a los efec-
tos del análisis y la admisibilidad de las solicitudes. 

l. Realizar los movimientos que suponen traslados de 
docentes dentro del distrito y elevar las propuestas. 

m. Derivar las solicitudes que suponen traslados de 
docentes a otros distritos y cambios de escalafón. 

n. Relevar información estadística conforme las pautas 
dispuestas por el Nivel Central. 

o. Mantener el funcionamiento del casillero de entradas 
y salidas como medio de comunicación y distribución de 
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información a los establecimientos educativos y por 
su intermedio a los docentes.

p. Participar en el planeamiento distrital junto con 
los otros órganos descentrados en el territorio.

TÍTULO IV
DE LOS DERECHOS, RESPONSABILIDADES Y OBLIGACIONES 

DE LOS MIEMBROS DE LA COMUNIDAD EDUCATIVA

CAPÍTULO I
DE LOS ALUMNOS

ARTÍCULO 88.- Todos los alumnos tienen los mismos dere-
chos, obligaciones y/o responsabilidades, con las distin-
ciones derivadas de su edad, del Nivel educativo o Modalidad 
que estén cursando y/o de las que se establezcan por leyes 
especiales.

Son sus derechos:

a. Una educación integral e igualitaria, que contri-
buya al desarrollo de su personalidad, posibilite la 
adquisición de conocimientos, habilidades y sentido de 
responsabilidad y solidaridad sociales y que garantice 
igualdad de oportunidades y posibilidades.

b. Ingresar, permanecer y egresar de todas las pro-
puestas educativas públicas.

c. Ser protegidos contra toda agresión o abuso físico, 
psicológico o moral.

d. Ser evaluados en su desempeño y logros, conforme a 
criterios rigurosa y científicamente fundados, en todos 
los Niveles, Modalidades, ámbitos y orientaciones del 
sistema, e informados al respecto.
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e. Recibir el apoyo social, cultural y pedagógico ne-
cesario para garantizar la igualdad de oportunidades 
y posibilidades que le permitan completar la educa-
ción obligatoria. Asimismo, podrán solicitar el apoyo 
económico necesario para garantizar su derecho a la 
educación.

f. Tener acceso a la información pública de modo libre 
y gratuito.

g. Recibir orientación vocacional, académica y pro-
fesional-ocupacional que posibilite su inserción en 
el mundo laboral y la prosecución de otros estudios.

h. Integrar asociaciones, cooperativas, clubes infan-
tiles y centros de estudiantes u otras organizaciones 
comunitarias para participar en el funcionamiento de 
las instituciones educativas.

i. Participar en la formulación de proyectos y en la 
elección de espacios curriculares complementarios que 
propendan a desarrollar mayores grados de responsabi-
lidad y autonomía en su proceso de aprendizaje.

j. Desarrollar sus aprendizajes en edificios, insta-
laciones y con equipamiento que respondan a normas 
legales de seguridad y salubridad.

k. Ser incluidos en el mismo turno horario que sus 
padres y/o hijos, sea cual sea el Nivel que cada uno 
se encuentre transitando, cuando se trate de hijos es-
tudiantes de madres y padres estudiantes o viceversa. 

ARTÍCULO 89.- Son sus obligaciones y/o responsabilidades:

a. Concurrir a la escuela hasta completar la educación 
obligatoria.

b. Estudiar y esforzarse por conseguir el máximo de-
sarrollo según sus capacidades y posibilidades.

c. Asistir a clase regularmente y con puntualidad.
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d. Participar en todas las actividades formativas y 
complementarias.

e. Respetar la libertad de conciencia, las conviccio-
nes y la dignidad, la autoridad legítima, la integri-
dad e intimidad de todos los miembros de la comunidad 
educativa.

f. Participar y colaborar en la mejora de la conviven-
cia escolar y en la consecución de un adecuado clima 
de estudio en la institución.

g. Respetar el proyecto institucional de la Escuela 
y cumplir las normas de organización, convivencia y 
disciplina del establecimiento escolar.

h. Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones, 
equipamiento y materiales didácticos del estableci-
miento educativo.

CAPÍTULO II
DE LOS PADRES, MADRES Y TUTORES

ARTÍCULO 90.- Los padres, madres o tutores de los alumnos 
tienen derecho a:

a. Ser reconocidos como agentes naturales y primarios 
de la educación.

b. Elegir, para sus hijos o representados, la insti-
tución que responda a sus convicciones educativas, 
pedagógicas, filosóficas, éticas o religiosas.

c. Participar en las actividades de los estableci-
mientos educativos en forma individual o a través de 
las cooperadoras escolares, los consejos de escuelas 
y los demás órganos colegiados representativos, en el 
marco del proyecto institucional.
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d. Ser informados periódicamente acerca de la evolu-
ción y evaluación del proceso educativo de sus hijos 
o representados.

e. Acceder a la información pública de modo libre y 
gratuito.

f. Tener conocimiento y participar de la formulación 
de las pautas y normas que rigen la organización de la 
convivencia escolar.

ARTÍCULO 91.- Los padres, madres o tutores de los 
alumnos tienen las siguientes obligaciones:

a. Hacer cumplir a sus hijos o representados la edu-
cación obligatoria.

b. Asegurar la concurrencia de sus hijos o representados 
a los establecimientos escolares para el cumplimiento 
de la escolaridad obligatoria, salvo excepciones de 
salud o de orden legal que les impidan su asistencia 
periódica a la escuela.

c. Seguir y apoyar la evolución del proceso educativo 
de sus hijos o representados.

d. Respetar y hacer respetar a sus hijos o representa-
dos la autoridad pedagógica del docente y las normas 
de convivencia de la escuela.

e. Respetar y hacer respetar a sus hijos o represen-
tados la libertad de conciencia, las convicciones, la 
autoridad legítima, la integridad e intimidad de todos 
los miembros de la comunidad educativa.

f. Respetar el proyecto institucional de la Escuela 
y cumplir las normas de organización, convivencia y 
disciplina del establecimiento escolar.

g. Contribuir al buen uso de las instalaciones, equi-
pamiento y materiales didácticos del establecimiento 
educativo. 
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CAPÍTULO III
DEL PERSONAL TÉCNICO-ADMINISTRATIVO, PROFESIONAL, 

AUXILIAR Y DE SERVICIO

ARTÍCULO 92.- El personal técnico-administrativo, pro-
fesional, auxiliar y de servicio tiene como misión prin-
cipal contribuir a asegurar el funcionamiento del Sistema 
Educativo y de las instituciones educativas, conforme al 
régimen de derechos y obligaciones que establece la norma-
tiva específica, incluyendo:

a. El derecho a participar en el gobierno de las ins-
tituciones educativas, de acuerdo a las normas legales 
pertinentes.

b. El derecho a la capacitación estatal gratuita, 
permanente e integral a lo largo de toda la carrera y 
en servicio.

c. El acceso a la información pública de modo libre y 
gratuito.

d. La estabilidad en el cargo titular en tanto su 
desempeño sea satisfactorio, de conformidad con la 
normativa vigente para la relación de empleo público 
y privado y la presente Ley.

e. La libre asociación y el respeto integral de todos 
sus derechos como ciudadanos.

f. Participar en la actividad gremial.

g. La negociación colectiva paritaria.

h. Los beneficios de la seguridad social, jubilación, 
seguros y obra social.

i. Un salario digno.

j. El acceso a programas de salud laboral y prevención 
de las enfermedades profesionales.
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k. El desarrollo de sus tareas en condiciones adecua-
das de seguridad e higiene de acuerdo a la normativa 
provincial y nacional vigente.

CAPÍTULO IV
DE LOS DOCENTES

ARTÍCULO 93.- Los docentes de todo el sistema educativo 
tienen los siguientes derechos, sin perjuicio de los esta-
blecidos en la Ley provincial 10.579 (T.O.):

a. Al desarrollo de sus carreras profesionales y al 
ejercicio de la docencia sobre la base de la libertad de 
cátedra y la libertad de enseñanza, en el marco de los 
principios establecidos por la Constitución Nacional, 
la Constitución Provincial, lo establecido para la re-
lación de empleo estatal y privado y la presente Ley.

b. A la capacitación estatal gratuita, permanente a lo 
largo de toda la carrera, en servicio y con puntaje.

c. Al acceso a los cargos por concurso de antecedentes y 
oposición, conforme a lo establecido en la legislación 
vigente para la educación pública de gestión estatal.

d. A la participación en la elaboración e implementa-
ción de los proyectos institucionales.

e. A acceder a la información pública de modo libre y 
gratuito.

f. A la estabilidad en el cargo titular en tanto su 
desempeño sea satisfactorio, de conformidad con la 
normativa vigente para la relación de empleo público 
y privado y la presente Ley.

g. A la libre asociación y al respeto integral de todos 
sus derechos como ciudadanos.
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h. A participar en la actividad gremial.

i. A la negociación colectiva paritaria.

j. A los beneficios de la seguridad social, jubilación, 
seguros y obra social.

k. A un salario digno.

l. A participar en el gobierno de la educación.

m. A participar en el gobierno de la institución a 
la que pertenecen, de acuerdo a las normas legales 
pertinentes;

n. Al acceso a programas de salud laboral y prevención 
de las enfermedades profesionales.

o. Al desarrollo de sus tareas en condiciones adecua-
das de seguridad e higiene de acuerdo a la normativa 
provincial y nacional vigente.

p. A la participación en los procesos de diseño 
curricular. 

ARTÍCULO 94.- Los docentes de todo el sistema educativo 
tienen las siguientes obligaciones, sin perjuicio de las 
establecidas en la Ley provincial 10.579 (T.O.):

a. A respetar y hacer respetar los principios consti-
tucionales, la libertad de conciencia, la dignidad, 
la integridad e intimidad, entre otros; los de la pre-
sente Ley, la normativa institucional y la que regula 
la tarea docente.

b. A enseñar saberes y promover valores que aseguren 
la totalidad de los derechos educativos de los niños, 
adolescentes, jóvenes, adultos y adultos mayores re-
afirmando los preceptos constitucionales.

c. A cumplir con los lineamientos de la política edu-
cativa provincial.

d. A capacitarse y actualizarse en forma permanente.
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e. A ejercer su trabajo de manera idónea y responsable.

f. A proteger, promover y reconocer el conocimiento y 
ejercicio de los derechos de los niños, adolescentes, 
jóvenes, adultos y adultos mayores que se encuentren 
bajo su responsabilidad, en concordancia con lo dis-
puesto en las leyes vigentes en la materia.

CAPÍTULO V
FORMACIÓN, CAPACITACIÓN Y ACTUALIZACIÓN 

DE LOS DOCENTES

ARTÍCULO 95.- La formación docente se realiza en los 
Institutos Superiores de Formación Docente que dependen del 
Nivel de Educación Superior y se integra con una formación 
básica común y una formación especializada, con una duración 
de cuatro (4) años. El desarrollo de prácticas docentes de 
estudios a distancia debe realizarse de manera presencial.

No podrá incorporarse a, ni ejercer, la carrera docente 
quien haya sido condenado o procesado por delito de lesa 
humanidad, o haya incurrido en actos de fuerza contra el 
orden institucional y el sistema democrático, conforme a 
lo previsto en el artículo 36 de la Constitución Nacional y 
el Título X del Libro Segundo del Código Penal, aun cuando 
se hubieren beneficiado por el indulto o la conmutación de 
la pena. 

ARTÍCULO 96.- La Dirección General de Cultura y Educación, 
conforme los acuerdos que se establezcan en los organismos 
federales con competencia en la materia, define los crite-
rios básicos concernientes a la capacitación docente en 
el ámbito de su incumbencia, en concordancia con lo dis-
puesto en la presente Ley. Con tal objetivo, garantiza el 
funcionamiento de los Institutos Superiores de Formación 
Docente, los planes y programas de capacitación gratuita, 
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con reconocimiento y con puntaje, en servicio, a lo largo de 
toda la carrera, y los Centros de Capacitación, Información 
e Investigación Educativa (CIIE), que son los organismos 
descentralizados distritales destinados al desarrollo de 
ofertas de formación docente continua, que articulen la 
administración de la biblioteca pedagógica distrital, el 
relevamiento de documentación y la sistematización de ex-
periencias educativas e investigación con las dependencias 
de la Administración Central con responsabilidades espe-
cíficas al respecto. Asimismo, propiciará la vinculación de 
estas instituciones con las universidades de la Provincia 
de Buenos Aires, dispone la capacitación estatal y regula 
la oferta de capacitación privada.

A tal fin dispondrá de un área específica para:

a. Elaborar e implementar planes y programas de for-
mación docente continua ofreciendo una diversidad de 
propuestas y dispositivos que fortalezcan el desarro-
llo profesional de los docentes en todos los niveles 
y modalidades del sistema para poder responder a las 
exigencias de una realidad educativa multidimensional 
y compleja.

b. Optimizar la articulación entre los Centros de 
Capacitación, Información e Investigación Educativa, 
los Institutos Superiores de Formación Docente y 
Técnica, las Unidades Académicas y las Universidades, 
en lo relativo a la formación docente continua.

c. Articular acciones de capacitación con los dife-
rentes niveles educativos y modalidades del sistema 
educativo provincial.

d. Coordinar y administrar el funcionamiento de la Red 
Federal de Formación Docente Continua (Jurisdicción 
Provincia de Buenos Aires).

e. Evaluar y monitorear las instituciones registra-
das en la Red Federal de Formación Docente Continua 
(Jurisdicción Provincia de Buenos Aires) y los planes, 



114 •

programas y proyectos de capacitación que las mismas 
presenten.

TÍTULO V
ÓRGANOS Y POLÍTICAS DE LA EDUCACIÓN

CAPÍTULO I
EL CONSEJO GENERAL DE CULTURA Y EDUCACIÓN

ARTÍCULO 97.- El Consejo General de Cultura y Educación se 
integra con el Director General de Cultura y Educación en su 
carácter de Presidente nato del mismo y diez (10) Consejeros 
designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Cámara 
de Diputados, con las incompatibilidades expresadas en la 
normativa vigente y las condiciones requeridas para ser 
Diputado. La composición de los diez (10) es la siguiente:

a. Seis (6) de ellos representarán a diferentes es-
pacios e instituciones de la Cultura y la Educación y 
serán propuestos por el Poder Ejecutivo.

b. Cuatro (4) Consejeros deberán pertenecer a la do-
cencia estatal y ser propuestos por el Poder Ejecutivo 
de una lista de candidatos elegidos en un número igual 
al doble de los Consejeros a asignarse.

ARTÍCULO 98.- Los Consejeros pueden ser removidos de sus 
cargos por el procedimiento establecido por el artículo 146 
de la Constitución de la Provincia.

ARTÍCULO 99.- El Director General de Cultura y Educación 
convocará por intermedio del Boletín Oficial y otros órganos 
de difusión a la docencia en ejercicio de los estableci-
mientos Educacionales estatales, para que elija por voto 
secreto, directo y obligatorio (8) ocho candidatos para ser 
presentados ante el Poder Ejecutivo. La elección seguirá 
la norma que deberá dictarse al respecto.
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Para poder resultar electo, el docente deberá tener una 
antigüedad no menor a cinco (5) años en la docencia esta-
tal en la Provincia y contar con título habilitante en los 
términos del artículo 61 de la Ley 10.579 y modificatorias 
o la norma que la reemplace.

Podrá ser electo el personal docente titular, provisional 
y/o suplente. En estos últimos dos casos, se deberá contar 
con cinco (5) años de desempeño en el cargo, módulos u horas 
cátedra por los que se realiza la postulación.

El Consejo General de Cultura y Educación actuará como 
Tribunal Electoral. 

ARTÍCULO 100.- Los Consejeros durarán un año en su función 
y podrán ser reelectos. Los Consejeros serán retribuidos 
con un sueldo igual al fijado para la categoría de Director 
Provincial. En todos los casos conservarán todas las bonifi-
caciones que le correspondieren por su cargo, de acuerdo al 
régimen de empleo público provincial del que provinieren 
o en el que tuvieren cargos de base. En caso de que dichos 
funcionarios fueren docentes tendrán derecho a licencia 
especial sin goce de haberes y su desempeño será computado 
como ejercicio activo de la docencia a todos sus efectos. 

Artículo 101.- En caso de vacancia de un consejero pro-
veniente de la docencia estatal, se propondrá al Poder 
Ejecutivo la cobertura del cargo con alguno de los docentes 
que hubiese resultado electo y que no hubiera sido designado 
como consejero general, hasta cubrir el lapso que restare 
del mandato del consejero general que hubiere provocado la 
vacante. 

ARTÍCULO 102.- El Consejo General de Cultura y Educación 
en primera sesión procederá a designar, dentro de sus miem-
bros, a los vicepresidentes Primero y Segundo del Cuerpo. 
El período de sesiones ordinarias del Consejo General de 
Cultura y Educación comprenderá desde el 1º de febrero 
hasta el 31 de diciembre de cada año. El Consejo General 
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de Cultura y Educación puede sesionar con la mitad más uno 
del total de sus miembros. 

ARTÍCULO 103.- El Consejo General de Cultura y Educación 
cumple funciones de asesoramiento. Su consulta es obligato-
ria en los siguientes temas: planes y programas de estudio, 
diseños curriculares de todos los Niveles, Modalidades y 
establecimientos educativos experimentales, anteproyectos 
de leyes, estatutos y reglamentos relacionados con el orde-
namiento educativo, la administración escolar y la carrera 
docente, y en cuestiones de interpretación de la normativa 
educativa o casos no previstos.

Puede asesorar también en materia de:

a. Material didáctico y libros de textos a utilizarse 
en Escuelas Públicas y Privadas.

b. La categoría a otorgar a los establecimientos 
Educativos.

c. Acciones de apoyo social y pedagógico destinadas 
a la eliminación de la deserción, el ausentismo y el 
analfabetismo.

d. Programación de congresos, encuentros y semi-
narios pedagógicos, a nivel Provincial, Nacional 
e Internacional, para promover el intercambio de 
experiencias.

e. Proyecto Educativo Provincial.

f. Funcionamiento de los establecimientos Educativos, 
pudiendo realizar al efecto las inspecciones necesarias.

g. Procedimientos, relevamientos e instancias de eva-
luación de la calidad educativa de cualquier tipo y 
nivel.

h. En toda otra cuestión que le requiera el Director 
General de Cultura y Educación.
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A los efectos de emitir dictamen, el Consejo General 
de Cultura y Educación podrá requerir de los Organismos 
Estatales y Privados los informes que considere necesarios. 

CAPÍTULO II
EL PLANEAMIENTO EDUCATIVO

ARTÍCULO 104.- La Dirección General de Cultura y Educación 
dispondrá de un organismo específico de Información y 
Planeamiento Educativo que tiene como responsabilidad fun-
damental la planificación, el relevamiento y el análisis de 
la información estadística, bibliográfica y normativa, el 
planeamiento estratégico y prospectivo, la producción de 
contenidos y materiales educativos, la investigación y la 
evaluación educativa, el análisis y la construcción de pro-
puestas de implementación de las políticas estructurales re-
feridas a la información, la comunicación, las alternativas 
de innovación y experimentación pedagógicas y los planes de 
desarrollo educativos provincial y nacional, en el corto, 
mediano y largo plazo, así como articular las propuestas de 
transformación curricular con los organismos específicos de 
su determinación. 

ARTÍCULO 105.- Este organismo debe disponer de medios 
de comunicación, información, producción y divulgación de 
conocimiento propios que cumplirán con los objetivos de dar 
publicidad a sus actos de Gobierno, garantizar el acceso a 
la información educativa pública, publicar las prácticas y 
saberes derivados de la actividad escolar y educativa coti-
diana, brindar alternativas tecnológicas para la formación 
en todos sus aspectos y cubrir, de forma complementaria, 
la función de servicio público que implica la difusión de 
noticias y hechos educativos en su más amplio sentido. 

Son sus objetivos:
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a. Diseñar, desarrollar y difundir líneas de planea-
miento educativo y formular prospectivas, proyectos, 
planes y programas educativos.

b. Coordinar e integrar el desarrollo y la adminis-
tración de un Sistema de Información para la ges-
tión educativa a través del Centro de Documentación e 
Información Educativa (CENDIE).

c. Diseñar, coordinar y ejecutar tareas de censos, 
relevamiento, procesamiento y análisis de información 
necesaria para la gestión y la toma de decisiones sobre 
los establecimientos educativos, los recursos huma-
nos y materiales disponibles y necesarios y expedirse 
sobre la creación de los nuevos, su ubicación o la 
eventual ampliación de los existentes, estableciendo 
prioridades de acuerdo a los planes de gobierno y los 
recursos disponibles.

d. Coordinar el armado y organización de los conteni-
dos de la información que se presente para su gestión 
conceptual y estética, y los criterios de publicación 
en soporte digital a través de la página web oficial de 
la Dirección General de Cultura y Educación (Portal 
abc.gov.ar) y/u otros medios de difusión impresa o 
digitalizada existentes o a crearse.

e. Dirigir operativamente la Editorial de la Dirección 
General de Cultura y Educación generando los conte-
nidos, organizando las colecciones y definiendo las 
publicaciones que tengan como origen y/o destino los 
distintos Niveles, Modalidades, dependencias y/o 
áreas; registrándolas, analizándolas y procesándolas 
para su inclusión en el archivo único.

f. Proyectar contenidos educativos, realizando las 
acciones que garanticen la provisión de textos esco-
lares y otros recursos materiales y tecnológicos, en 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 80 de 
la Ley de Educación Nacional, diseñando materiales 
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para directivos y docentes de acuerdo a los objetivos 
y metas que se desprendan de los planes, programas y 
proyectos que los originen.

g. Articular y coordinar acciones con otros organismos 
e instituciones del Estado y de la sociedad civil a 
través de convenios, planes, programas y proyectos, a 
efectos de definir y ejecutar estrategias que contri-
buyan al planeamiento educativo.

h. Implementar operativos de evaluación generales así 
como específicos de programas educativos nacionales y 
provinciales, de experiencias innovadoras y de insti-
tuciones educativas según los parámetros curricula-
res establecidos por los Niveles y Modalidades, cuyos 
resultados globales constituyen insumos para las ac-
ciones de mejoramiento de la calidad de la educación.

i. Coordinar y administrar los planes, proyectos y 
programas generales de investigación, información, 
comunicación, producción, relevamiento, análisis, 
evaluación, asistencia técnica y suministro de infor-
mación bibliográfica y normativa legal de la Dirección 
General de Cultura y Educación, así como los que 
deriven de nuevos procesos tecnológicos, simbólicos 
o culturales, en función de soportes tradicionales, 
digitales o virtuales, y que establezcan articula-
ciones con todos los Niveles y Modalidades educativas 
y pedagógicas para el cumplimiento de sus objetivos 
generales y particulares.

j. Coordinar y administrar los planes, proyectos y 
programas que aporten propuestas de habilitación de 
experiencias educativas y pedagógicas innovadoras, 
alternativas, creadoras y creativas que articulen con la 
educación común y que la complementen enriqueciéndola, 
resaltando y destacando aquellos derechos, contenidos 
y prácticas que distinguen las diferentes situaciones 
sociales y los repertorios culturales, así como las 
relaciones que se establecen entre ellos, tanto 
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temporal como permanentemente, que se desarrollen como 
actividades propias. 

ARTÍCULO 106.- La Dirección General de Cultura y Educación 
prescribirá la enseñanza de contenidos educativos, social y 
científicamente pertinentes, mediante Diseños Curriculares y 
documentos de desarrollo curricular para cada Nivel y para 
las Modalidades que corresponda. Los Diseños Curriculares 
serán revisados periódicamente. A tales efectos la Dirección 
General de Cultura y Educación contará con una dependencia 
específica encargada del planeamiento curricular. 

ARTÍCULO 107.- La Dirección General de Cultura y Educación 
considerará en los Diseños Curriculares los contenidos co-
munes establecidos por la Ley de Educación Nacional, los 
acuerdos establecidos por el Consejo Federal de Educación 
en el marco de la legislación vigente, así como los que 
emanen de la presente Ley.

En forma particular, deberán formar parte de los con-
tenidos curriculares en todas las escuelas del Sistema 
Educativo Provincial:

a. El fortalecimiento de la perspectiva regional lati-
noamericana, particularmente de la región del Mercosur, 
en el marco de la construcción de una identidad nacio-
nal abierta, respetuosa de la diversidad.

b. (Texto según Ley 14.222) La recuperación del ejer-
cicio pleno de la soberanía argentina sobre las Islas 
Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y los 
espacios marítimos circundantes, de acuerdo con lo 
prescripto en la Cláusula Transitoria Primera de la 
Constitución Nacional y el afianzamiento de la soberanía 
argentina sobre el Sector Antártico Argentino.

c. El ejercicio y construcción de la memoria colectiva 
sobre los procesos históricos y políticos que quebra-
ron el orden constitucional y terminaron instaurando 
el terrorismo de Estado, con el objeto de generar en 
los niños, adolescentes, jóvenes, adultos y adultos 
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mayores reflexiones y sentimientos democráticos y de 
defensa del Estado de Derecho y la plena vigencia de 
los Derechos Humanos, en concordancia con lo dispuesto 
por la Ley 25.633.

d. El conocimiento de los derechos de los niños y ado-
lescentes establecidos en la Convención de Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Niño, Ley nacional 26.061 
y la Ley provincial 13.298.

e. El acceso y dominio de los saberes de la informa-
ción y la comunicación y de sus técnicas y tecnologías 
formarán parte de los contenidos curriculares de todos 
los Niveles educativos, siendo indispensables para la 
inclusión en la sociedad del conocimiento y la confor-
mación de una ciudadanía plena de derechos. Los medios 
de comunicación no constituyen un elemento anexo, más 
o ajeno al sistema escolar, sino que se conforman como 
sujetos educadores de máxima importancia, que deben 
articular con las instituciones educativas a través 
de las respectivas prescripciones curriculares y del 
desarrollo de un diálogo preciso, continuo y progresivo 
que atienda y apunte a la plena integración comunica-
cional y educativa de sus saberes y prácticas.

f. La recuperación plena de las identidades culturales 
de las naciones y pueblos originarios, basados en los 
derechos establecidos como memoria histórica en las 
leyes nacionales 23.302, 24.071, en el convenio inter-
nacional de la OIT 169/89 y en el artículo 75 inciso 
17 de la Constitución Nacional.

g. La integración conceptual y operativa de las prácti-
cas y saberes de los procesos científicos, tecnológicos, 
de desarrollo e innovación productiva, atendiendo a 
las características de las concepciones de indepen-
dencia económica, soberanía territorial y cultural y 
autonomía política de la Nación.
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h. (Inciso incorporado por Ley 14.749) El conocimiento 
de las Técnicas de Reanimación Cardiopulmonar (RCP) y 
su aplicación práctica y, cuando correspondiera, los 
protocolos de actuación ante situaciones de emergencia 
y catástrofe.

CAPÍTULO III
LAS POLÍTICAS SOCIOEDUCATIVAS

ARTÍCULO 108.- La Dirección General de Cultura y Educación 
en articulación con otros organismos provinciales espe-
cíficos, como el Ministerio de Desarrollo Humano, Salud, 
Trabajo, Justicia y la Secretaría de Derechos Humanos y 
otros, diseñará y desarrollará políticas de inclusión y 
promoción de la igualdad educativa, destinadas a modifi-
car situaciones de desigualdad, exclusión, estigmatización 
educativa y social y otras formas de discriminación que 
vulneran el derecho a la educación de niños, adolescentes, 
jóvenes y adultos. 

ARTÍCULO 109.- Las políticas de promoción de la igual-
dad educativa deberán asegurar las condiciones necesarias 
para la inclusión, el reconocimiento, la integración y la 
acreditación del tránsito educativo de todos los niños, 
jóvenes, adultos y adultos mayores en todos los Niveles y 
Modalidades, principalmente los obligatorios. A tal efec-
to, la Dirección General de Cultura y Educación impulsará 
políticas concurrentes al logro de estos objetivos, las 
que comprenderán la provisión de textos escolares, recur-
sos pedagógicos, culturales, materiales, tecnológicos y 
de apoyo económico a los niños, adolescentes, jóvenes y 
adultos, familias y escuelas que se encuentren en situación 
socioeconómica desfavorable. 

Artículo 110.- La Dirección General de Cultura y Educación, 
en conjunto con otros organismos provinciales específicos, 
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adoptarán las medidas necesarias para garantizar el acceso 
y la permanencia en la escuela de las alumnas en estado de 
gravidez. Asimismo debe asegurar la continuidad de estos 
estudios luego de la maternidad mediante condiciones de 
facilitación de las prescripciones organizativas y curri-
culares, evitando cualquier forma de discriminación que las 
afecte, en concordancia con el artículo 17 de la Ley 26.061 
y la Ley provincial 13.298. 

ARTÍCULO 111.- Las autoridades educativas competentes 
participarán del desarrollo de sistemas locales de protec-
ción integral de derechos establecidos por la Ley 26.061 
y la Ley provincial 13.298, junto con la colaboración de 
organismos gubernamentales y no gubernamentales y otras 
organizaciones sociales. 

ARTÍCULO 112.- Las autoridades educativas competentes 
garantizarán la inclusión de aquellos niños que estén en 
espacios educativos no formales, a través de la aplicación 
de dispositivos pedagógicos que faciliten este tránsito 
educativo. 

ARTÍCULO 113.- La Dirección General de Cultura y Educación 
aplicará las políticas que mejor respondan a las situaciones 
descriptas y a la idiosincrasia y realidades de contexto 
del territorio bonaerense, disponiendo para esto de los 
recursos provenientes de fondos provinciales y de las par-
tidas de programas nacionales. Estos recursos se orientarán 
a garantizar el otorgamiento de becas y a la generación de 
espacios y propuestas pedagógicas que posibiliten el ac-
ceso, permanencia y terminalidad educativas de todos los 
niños, jóvenes, adultos y adultos mayores que contemplen 
las nuevas configuraciones sociales y educativas. 

ARTÍCULO 114.- La Dirección General de Cultura y Educación 
dispondrá de un área específica para la atención de la polí-
tica socioducativa a los efectos de dar cumplimiento a los 
principios de esta Ley, que tendrá como objetivos:
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a. Elaborar y proponer nuevas articulaciones pedagó-
gicas, políticas y técnicas, desde la concepción de 
que los niños y jóvenes son sujetos de derecho y que 
la educación es un bien social.

b. Transformar las acciones asistencialistas en acción 
social educativa orientada a garantizar los procesos 
de inclusión educativa y social.

c. Propiciar el abordaje de contenidos vinculados a 
la formación ciudadana y al respeto de los derechos 
humanos en todos los espacios generados para impulsar 
estrategias de inclusión.

d. Realizar las articulaciones necesarias entre po-
líticas y programas para su aplicación de manera in-
tegral en cada región geográfica y educativa, y entre 
las distintas Modalidades y Niveles.

e. Promover la aplicación de políticas públicas orien-
tadas a la niñez, a los procesos de apropiación de 
bienes simbólicos y culturales, al ejercicio del juego 
como potencial educativo y de formación, propiciando 
la instrumentación de propuestas y programas que po-
sibiliten el desarrollo de las infancias.

f. Promover la aplicación de políticas públicas orien-
tadas a los jóvenes, impulsando propuestas y programas 
que generen espacios de participación, formación ciu-
dadana, respeto y valoración de las culturas juveniles.

g. Promover el asociativismo y cooperativismo escolar 
y social.

h. Colaborar con la implementación de políticas de 
atención primaria de la Salud en coordinación con los 
organismos correspondientes del Gobierno Nacional y 
Provincial. 
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CAPÍTULO IV
LA INFRAESTRUCTURA ESCOLAR

ARTÍCULO 115.- La Dirección General de Cultura y Educación 
tendrá a su cargo la Administración de la infraestructura 
escolar a través de un organismo técnico administrativo 
específico a fin de garantizar la construcción y habitabi-
lidad de los espacios necesarios para el desarrollo de la 
enseñanza. Para el cumplimiento de sus incumbencias, este 
organismo implementará un sistema de supervisión de la 
infraestructura escolar en el territorio, designando para 
ello inspectores de infraestructura regionales, los que 
aseguran la colaboración, participación y articulación con 
las funciones específicas que tienen los Consejos Escolares 
en cada Distrito. 

ARTÍCULO 116.- Es función de la Dirección General de 
Cultura y Educación garantizar un hábitat adecuado en los 
espacios destinados a la enseñanza teniendo en cuenta nece-
sidades y características socioculturales y ambientales de 
la comunidad. En este sentido es competencia del organismo 
desarrollar y/o coordinar los aspectos concernientes a la 
planificación, la elaboración de normativa técnica y a la 
proyección, ejecución y fiscalización de obras de infraes-
tructura escolar sean estas efectuadas por administración 
o por terceros. Coordinando también acciones para proveer 
el equipamiento escolar adecuado, garantizando el respeto 
a la normativa vigente respecto a seguridad e higiene. 

ARTÍCULO 117.- La Dirección General de Cultura y Educación, 
a través del organismo mencionado, tendrá a cargo la coor-
dinación de las políticas edilicias en función de planifi-
cación y control del mantenimiento preventivo y correctivo 
de la infraestructura escolar y velará junto al resto de 
las áreas por una utilización óptima y sustentable de la 
misma. A estos efectos, se considerarán las propuestas de 
los organismos sociales, sindicales, profesionales como 
de otras instituciones locales. Deberá tener en cuenta la 
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incorporación, al diseño y la gestión del espacio físico 
educativo, las limitantes climáticas, los requerimientos 
energéticos y las condiciones resultantes de situaciones 
ambientales globales y locales emergentes del cambio cli-
mático y la transformación del patrón energético. Deberán 
incorporarse conceptos tales como: entorno saludable, en 
la dimensión mediata, inmediata y social, diseño ambiental 
y bioclimático, tecnologías de conservación y de sistemas 
pasivos de acondicionamiento, usos sustentables de la ener-
gía, materiales y equipamiento sin impacto en la salud de 
la comunidad educativa.

CAPÍTULO V
LA EDUCACIÓN, EL TRABAJO Y LA PRODUCCIÓN

ARTÍCULO 118.- El sistema educativo de la Provincia de 
Buenos Aires reconoce y propicia el valor del trabajo so-
cialmente productivo en articulación con la cultura esco-
lar, las prácticas educativas, los procesos de enseñanza y 
de aprendizaje y la integración social, en todos los Niveles 
y Modalidades. La incorporación del trabajo a las propues-
tas educativas tenderá a la formación de los alumnos como 
sujetos activos capaces de generar proyectos productivos, 
así como emprendimientos individuales y comunitarios que 
habiliten su autonomía económica y su participación como 
ciudadanos en el desarrollo provincial y nacional. 

ARTÍCULO 119.- La Ley Nacional de Educación Técnico 
Profesional 26.058/05 y las disposiciones provinciales 
específicas, configuran el marco normativo que regula la 
materia y orienta el conjunto de las decisiones políticas 
que aseguren la vinculación de la educación con el trabajo 
y la producción. Asimismo propiciará la formalización de 
convenios de cooperación e integración con entidades sin-
dicales, empresarias y sociales. 
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ARTÍCULO 120.- La Dirección General de Cultura y Educación, 
a través de sus áreas específicas, asegurará que las propues-
tas curriculares preparen efectivamente para el trabajo y 
para la formación de ciudadanía. La adquisición de saberes 
socialmente productivos otorgará a los alumnos las condi-
ciones para continuar aprendiendo a lo largo de su vida, 
adaptándose a las cambiantes condiciones tecnológicas y 
productivas, en el marco de una concepción de protección y 
preservación del ambiente. 

ARTÍCULO 121.- A los efectos del cumplimiento de estos 
objetivos y propósitos, la Dirección General de Cultura 
y Educación contará, además del Consejo Provincial de 
Educación y Trabajo (COPRET) y la Agencia de Acreditación 
de Competencias Laborales, con un organismo técnico-peda-
gógico específico que tendrá a su cargo:

a. Promover y planificar en forma articulada con los 
Niveles y Modalidades los fondos previstos por la Ley 
26.058/05 para la mejora continua de la Educación 
Técnico-Profesional en todos los Niveles y Modalidades 
involucrados.

b. Favorecer la inclusión de los contenidos de la 
formación para el mundo del trabajo en todos los 
Niveles y Modalidades, articulando con ellos estrate-
gias conjuntas.

c. Desarrollar acciones que faciliten el diálogo, el 
abordaje coordinado y la formalización de acuerdos de 
cooperación entre los diferentes actores del ámbito 
de la educación, del trabajo y la producción.

d. Promover la obtención de fuentes alternativas de 
financiamiento, generando dispositivos que aseguren una 
administración transparente.

e. Diseñar y ejecutar programas de capacitación y 
formación para el trabajo que faciliten la integra-
ción laboral de los jóvenes a través del desarrollo 
de prácticas educativas.
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f. Promover y difundir la asociatividad, el coopera-
tivismo, en concordancia con los principios y valores 
establecidos en la Ley 16.583/64, sus reglamentacio-
nes y la normativa vigente, y la importancia de las 
acciones de vinculación entre las instituciones de 
Educación Técnico-Profesional y las del ámbito del 
trabajo y la producción.

g. Desarrollar un Observatorio de Educación, Trabajo 
y Producción, en coordinación con el Centro de 
Investigación y Prospectiva Educativa, que contribu-
ya a la construcción, sistematización y difusión de 
información relevante respecto de las de las condi-
ciones económicas, socioproductivas y laborales de la 
Provincia, a fin de orientar la planificación y la toma 
de decisiones en el ámbito educativo aportando a los 
procesos de inclusión educativa y para el trabajo y a 
la promoción en un sentido prospectivo del desarrollo 
socioeconómico local, regional y provincial.

CAPÍTULO VI
EL CONSEJO PROVINCIAL 

DE EDUCACIÓN Y TRABAJO (COPRET)

ARTÍCULO 122.- El COPRET es el Consejo Asesor de la 
Dirección General de Cultura y Educación cuya finalidad es 
articular el desarrollo de estrategias, programas y acuer-
dos entre el sistema educativo provincial, en sus distin-
tos Niveles y Modalidades, y los sectores vinculados al 
desarrollo de la producción y el trabajo, tanto públicos 
como privados.

Son sus objetivos:

a. Proponer políticas públicas que articulen la edu-
cación, el trabajo y la producción en el contexto del 
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desarrollo estratégico nacional, provincial, regional 
y local.

b. Favorecer acciones destinadas a la promoción de 
la formación técnico-profesional integrando las pro-
puestas del empresariado y de los trabajadores, en 
coordinación con los Niveles y Modalidades.

c. Promover la formación permanente de jóvenes, adul-
tos y adultos mayores en las diferentes plataformas 
y lenguajes de las nuevas tecnologías, en formas de 
producción, de asociatividad y cooperación que faci-
liten su incorporación al sistema productivo laboral.

d. Asesorar respecto de capacitación con organismos 
públicos y privados de acuerdo a las necesidades plan-
teadas por una realidad en transformación.

e. Contribuir a la vinculación del sistema educati-
vo provincial con los sectores de la producción y el 
trabajo.

f. Administrar el Crédito Fiscal Nacional y Provincial 
de acuerdo a la normativa vigente con el objeto de 
favorecer la capacitación y actualización de los tra-
bajadores y el equipamiento de las instituciones de 
educación técnico-profesional. 

ARTÍCULO 123.- El COPRET estará integrado por una 
Secretaría Ejecutiva a cargo de un funcionario designa-
do por el Presidente; el equipo técnico administrativo 
dependiente de la Secretaría Ejecutiva; y los miembros 
del Consejo Consultivo, que es ad honorem y estará in-
tegrado por el Director General de Cultura y Educación 
quien se desempeñará como Presidente; el Subsecretario 
de Educación, quien reemplazará al Presidente en caso de 
ausencia; el Secretario Ejecutivo del COPRET; y repre-
sentantes del organismo técnico-pedagógico específico de 
la Educación, el Trabajo y la Producción y la Agencia 
de Acreditación de Competencias Laborales, representantes de 
los Ministerios de Asuntos Agrarios, Producción, Desarrollo 
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Humano y Trabajo, de Universidades Públicas y Privadas, de 
la Comisión de Investigaciones Científicas (CIC), de orga-
nizaciones sociales y de entidades colegiadas, sindicales 
y empresarias, todos con asiento en la Provincia de Buenos 
Aires, los que son designados por el Director General de 
Cultura y Educación. El Consejo Consultivo asesorará a 
la Dirección General de Cultura y Educación en materia de 
educación, trabajo y producción, promoviendo acciones de 
integración y complementariedad entre el sistema educativo 
y los organismos participantes, como órgano de consulta y 
representación permanente.

CAPÍTULO VII
LA AGENCIA DE ACREDITACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES

ARTÍCULO 124.- La Agencia de Acreditación de Competencias 
Laborales es el organismo responsable de llevar adelante 
y coordinar las políticas de certificación y acreditación 
de saberes adquiridos por los trabajadores en circuitos 
formales o no formales de sus trayectorias laborales y 
educativas, definidas en la presente Ley y conforme a lo 
establecido por el Decreto 1.525/03 del Poder Ejecutivo 
Provincial.

Son sus objetivos:

a. Certificar las competencias y saberes socialmente 
productivos de los trabajadores que lo soliciten, in-
dependientemente de la forma como fueron adquiridos.

b. Acordar el diseño de indicadores y el desarrollo de 
procedimientos válidos y confiables para la evaluación.

c. Establecer conjuntamente con los Niveles y Modalidades 
que correspondan itinerarios formativos para quienes 
no alcancen la certificación.
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d. Recolectar información de la población a acreditar, 
para evaluarla en función de los referenciales previa-
mente realizados y acordados con el sistema productivo 
y laboral, y con los niveles y modalidades del sistema 
educativo.

e. Aportar insumos para el diseño de la oferta de 
formación técnico-profesional del sistema educativo 
provincial.

f. Construir los referenciales de cada oficio u ocupa-
ción tomando como base el estudio de los procesos de 
trabajo; el marco económico, productivo y de relaciones 
laborales en el que se inscribe la tarea; el análisis 
exhaustivo de la actividad; los contenidos implícitos 
en la misma así como las certificaciones y contenidos 
que el sistema educativo otorga en sus diversos nive-
les y modalidades.

g. Definir situaciones específicas que permitan la certi-
ficación de los saberes construidos en y para la acción 
de trabajo, de todos los trabajadores y trabajadoras 
que lo soliciten.

h. Generar condiciones que faciliten la inscripción 
de postulantes que aspiren a certificar sus saberes, 
tomando como base a las distintas organizaciones edu-
cativas distribuidas en el territorio provincial, en 
sus distintos niveles y modalidades.

i. Establecer conjuntamente con los Niveles y Modalidades 
que correspondan itinerarios formativos para quienes 
no alcancen la acreditación propuesta, así como para 
complementar la formación de quienes habiendo sido 
certificados y acreditados lo soliciten.

j. Analizar la oferta de educación formal y no formal 
existente con el objeto de su articulación con las 
actividades específicas de la Agencia.
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k. Contribuir con el producto de los estudios y refe-
renciales de oficios y ocupaciones desarrollados por 
la Agencia, a la definición de los contenidos de la 
oferta de formación técnico-profesional, que se en-
cuentra bajo la responsabilidad de la conducción del 
nivel correspondiente. 

ARTÍCULO 125.- Las Certificaciones emitidas por la Agencia 
constituirán un documento de acreditación fehaciente de los 
saberes construidos por las personas en situación de tra-
bajo, cuya referencia serán las certificaciones existentes 
en el sistema educativo provincial, en sus diversos niveles 
y modalidades. 

ARTÍCULO 126.- La Agencia estará integrada por un 
Directorio presidido por el Director General de Cultura 
y Educación, quien designará a dos funcionarios de su 
Dirección, pudiendo convocar a un representante por cada 
uno de los siguientes Ministerios: de Asuntos Agrarios, de 
la Producción, de Trabajo y de Desarrollo Humano.

También podrá citar a representantes de la Comisión de 
Investigaciones Científicas de la Provincia de Buenos Aires 
(CIC), del Consejo Interuniversitario Nacional (CIN), del 
Consejo de Rectores de Universidades Privadas (CRUP), de 
las organizaciones empresariales, del movimiento obrero y 
de los movimientos sociales y comunitarios. 

ARTÍCULO 127.- El Director General designará a un funcio-
nario a cargo de la Coordinación Ejecutiva, pudiendo contar 
con un equipo técnico y administrativo para el cumplimiento 
de las funciones específicas.
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CAPÍTULO VIII
LA EDUCACIÓN DE GESTIÓN PRIVADA

ARTÍCULO 128.- Los establecimientos educativos de Gestión 
Privada que perciben algún tipo de aporte estatal y los es-
tablecimientos educativos de gestión privada que no cuentan 
con dicho aporte, pero deben su funcionamiento a la nor-
mativa vigente, integran el Sistema Educativo Provincial 
conforme a los principios, garantías, fines y objetivos de 
la presente Ley. 

ARTÍCULO 129.- Los establecimientos educativos de ges-
tión privada estarán sujetos a reconocimiento, la habi-
litación y a la supervisión de las autoridades educativas 
provinciales.

Tendrán derecho a brindar educación: la Iglesia católica 
y demás confesiones religiosas inscriptas en el Registro 
Nacional de Cultos; las sociedades, asociaciones, funda-
ciones, cooperativas y empresas con personería jurídica, 
sindicatos, organizaciones de la sociedad civil, y las 
personas de existencia visible.

Estos agentes, con sujeción a las normas reglamentarias, 
tendrán los siguientes derechos y obligaciones:

a. Derechos: crear y solicitar su reconocimiento, 
organizar, administrar y sostener escuelas; nombrar 
y promover a su personal directivo, docente, adminis-
trativo y auxiliar; disponer sobre la utilización del 
edificio escolar; formular planes y programas de estu-
dios con arreglo a los contenidos de los programas y 
planes de estudios de los establecimientos de gestión 
estatal; otorgar certificados y títulos reconocidos y 
aprobar el proyecto institucional.

b. Obligaciones: responder a los lineamientos de la 
política educativa provincial; ofrecer una educación que 
satisfaga necesidades de la comunidad, con posibilidad 
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de abrirse solidariamente a cualquier otro tipo de 
instituciones; proveer toda la información necesaria 
para el control pedagógico, contable y laboral que 
solicite la autoridad de aplicación. 

ARTÍCULO 130.- Para obtener el reconocimiento de la crea-
ción y la autorización de los Establecimientos educativos 
de Gestión Privada deberán acreditar:

a. La existencia de local e instalaciones adecuadas.

b. Personal idóneo, los que deberán poseer títulos 
reconocidos por la normativa vigente para ser titular 
en cargos docentes en establecimientos educativos de 
gestión estatal.

c. Un Proyecto Institucional Educativo que, conser-
vando su identidad, pueda contextualizarse en el marco 
del Sistema Educativo Provincial.

d. Responsabilidad ética, social y pedagógica. 

ARTÍCULO 131.- La Dirección General de Cultura y Educación 
tiene la facultad de clausura ante aquellos establecimien-
tos que, sin reconocimiento legal, realicen actos educa-
tivos regulares. 

ARTÍCULO 132.- Los Establecimientos educativos creados 
o que se creen conforme a las disposiciones de la presen-
te, podrán formular, como propuesta, planes y programas 
de estudio, siempre que los mismos sean fieles a los fines 
y objetivos generales y del Nivel educativo e incorporen 
los contenidos mínimos citados para los Establecimientos 
educativos de Gestión Estatal de igual nivel y modalidad. 
Estos deberán ser tramitados para su evaluación y posterior 
aprobación ante las Direcciones de Nivel correspondientes, 
con dictamen del Consejo General de Cultura y Educación. 
En el cumplimiento de estas condiciones la Provincia reco-
nocerá la validez de los estudios que en ellos se realicen 
y los títulos que expidan. 
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ARTÍCULO 133.- (Texto según Ley 14.362) (La Ley 14.525 
derogó la Ley 14.362) La Dirección General de Cultura y 
Educación cuenta con una Dirección Provincial de Educación de 
Gestión Privada (DIPREGEP) dependiente de la Subsecretaría 
de Gestión Educativa, que atiende la supervisión y el con-
tralor de las instituciones de gestión privada para el cum-
plimiento de la educación, que es asesorada por un Consejo 
Consultivo.

Este es presidido por el Director General de Cultura y 
Educación e integrado por un (1) Secretario Ejecutivo, de-
signado por el Director General de Cultura y Educación, el 
Director Provincial de la DIPREGEP; representantes de las 
entidades sindicales docentes con personería gremial en el 
ámbito de la Educación de Gestión Privada en la Provincia de 
Buenos Aires, representantes de las entidades reconocidas 
que agrupen a los establecimientos educativos de gestión 
privada, representantes de los establecimientos educativos 
dependientes de la Iglesia católica, de establecimientos 
educativos de confesiones religiosas reconocidas por el 
Registro Nacional de Cultos y representantes de los padres 
de alumnos de estos establecimientos.

La participación en este Consejo tiene carácter ad 
honorem y sus funciones son de asesoramiento, de acuerdo 
a la reglamentación que a tal fin establezca la Dirección 
General de Cultura y Educación. 

ARTÍCULO 134.- (Texto según Ley 14.362) (La Ley 14.525 
derogó la Ley 14.362) La Dirección General de Cultura y 
Educación, a través de la Subsecretaría Administrativa 
y de la Subsecretaría de Recursos Humanos y Relaciones 
Laborales, respectivamente, verifica el cumplimiento de 
todos los aspectos administrativos, contables y laborales. 
Así como cumple con la misión de supervisión general a tra-
vés del órgano establecido en el artículo 76 de esta Ley. 

ARTÍCULO 135.- Los docentes de Establecimientos edu-
cativos de gestión privada tendrán las mismas obliga-
ciones, se ajustarán a las mismas incompatibilidades y 
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gozarán de los derechos establecidos para el personal de 
los Establecimientos educativos de Gestión Estatal, sin 
perjuicio de las disposiciones de la presente Ley, y en 
la medida en que sean compatibles con la naturaleza de la 
relación de empleo privado, obligaciones y derechos na-
cidos de la legislación laboral vigente y la negociación 
colectiva del sector. 

ARTÍCULO 136.- Los docentes de los establecimientos edu-
cativos de gestión privada percibirán como mínimo salarios 
equiparados a las remuneraciones básicas, bonificaciones, 
compensaciones, asignaciones y beneficios previsionales y 
sociales con los del personal docente de igual función, 
cargo, categoría y responsabilidad docente del orden es-
tatal en todos sus Niveles. En materia previsional estarán 
sujetos al mismo régimen que sus pares estatales.

ARTÍCULO 137.- Los establecimientos educativos de Gestión 
Privada que demuestren la imposibilidad de cumplir con los 
salarios y demás cargas establecidas en el artículo prece-
dente y que hubieren sido oportunamente reconocidos podrán 
solicitar el otorgamiento del aporte estatal necesario con 
ese destino, el que puede alcanzar hasta el ciento por ciento 
de dichos pagos. Quedan comprendidos en la contribución del 
Estado, en proporción al porcentaje de aporte estatal asig-
nado, todos los depósitos patronales que deban efectuarse 
en razón del sistema previsional y asistencial vigente, las 
licencias y las suplencias establecidas en el régimen pre-
visto en el Estatuto del Docente y leyes complementarias. 
No se podrá trabar embargo sobre el aporte estatal en la 
medida que afecte la disponibilidad de los fondos necesa-
rios para cumplir con la obligación del Establecimiento 
Educativo de abonar los salarios, beneficios previsionales 
y asistenciales a sus docentes.

Para obtener dicho beneficio y mantenerlo, los estable-
cimientos educativos de Gestión Privada deberán cumplir 
con las obligaciones impuestas por la presente Ley y la 
reglamentación que se dicte en consecuencia. La asignación 
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del aporte se basará en criterios objetivos de acuerdo al 
principio de justicia distributiva en el marco de la jus-
ticia social y teniendo en cuenta entre otros aspectos: la 
función comunitaria que cumple en su zona de influencia, el 
tipo de establecimiento y la cuota que se percibe. Para ello 
se elaborará la reglamentación correspondiente.

ARTÍCULO 138.- La imposibilidad de abonar los sueldos 
debidamente equiparados se justificará mediante:

a. La presentación de una declaración jurada.

b. Los balances de estados patrimoniales certificados 
por contador público nacional y por el respectivo 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas conforme a 
las reglamentaciones propias de dicha colegiación. El 
detalle de los precedentes elementos de justificación 
es meramente enunciativo, y no excluye las inspeccio-
nes y verificaciones que de oficio realice la Dirección 
General de Cultura y Educación.

Los titulares del establecimiento educativo de gestión 
privada tienen la obligación de presentar toda la do-
cumentación que se exija. 

ARTÍCULO 139.- Los establecimientos educativos que per-
ciban el aporte establecido por esta Ley no podrán recibir 
ningún otro aporte estatal con el mismo destino y por la 
misma actividad educativa.

ARTÍCULO 140.- Los establecimientos educativos deberán 
cumplir con las obligaciones salariales, asistenciales y 
previsionales en los plazos y modalidades que la legislación 
vigente prevé, posean o no aporte estatal. 

ARTÍCULO 141.- Los establecimientos educativos que so-
liciten los beneficios del aporte y no satisfagan las con-
diciones para percibir el mismo, se harán pasibles de la 
cancelación de la autorización, incorporación o reconoci-
miento acordado, previa actuación sumarial. Tales sumarios 
los sustanciará la Auditoría General. 
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ARTÍCULO 142.- La ampliación del aporte al crecimiento 
vegetativo anual estará condicionada específicamente al 
mantenimiento de las condiciones del proyecto institucio-
nal y administrativo legal que originaron la autorización, 
incorporación o el reconocimiento y el aporte estatal. 

ARTÍCULO 143.- Las transgresiones a esta Ley que signifi-
quen perjuicio económico al Fisco harán responsable previa 
actuación sumarial al propietario o representante legal a 
quienes se aplicarán multas por el triple del monto en que 
resulte afectado el erario provincial, conjuntamente con 
la inhabilitación por el término de uno a tres años para 
actuar en tal carácter en establecimientos educativos de 
gestión privada.

Como accesorios de estas sanciones podrá ser dispuesta 
la cancelación de la autorización, incorporación o reco-
nocimiento acordado al establecimiento educativo, la que 
se hará efectiva cuando la gravedad del caso lo justifique, 
en el momento en que finalizadas las actuaciones sumariales 
la Dirección General de Cultura y Educación compruebe las 
irregularidades que las ocasionaron.

Al efecto de la aplicación de este artículo se mantendrá 
el registro de inhabilitados.

El importe de las multas ingresará al Fondo Provincial 
de Educación constituido. 

ARTÍCULO 144.- Por otras transgresiones que no provoquen 
perjuicio económico al Fisco, podrán suspenderse o privarse 
de los aportes por el término de hasta tres (3) meses. En 
caso de reincidencia la sanción podrá aumentarse a seis (6) 
meses y ante la reiteración podrá disponerse la supresión 
del aporte y/o la cancelación de la autorización, incor-
poración o el reconocimiento acordado al establecimiento 
educativo.

Procede la suspensión del aporte cuando no se presentare 
en tiempo y forma la documentación requerida o no se sumi-
nistrare la información que fuera solicitada.



• 139

Procede la privación del aporte cuando se dificulten las 
inspecciones contables o verificaciones que se dispongan o 
se compruebe el uso indebido de los aportes.

ARTÍCULO 145.- Los docentes de los establecimientos edu-
cativos de gestión privada gozarán de estabilidad en el 
cargo en tanto su desempeño sea satisfactorio de conformidad 
con la normativa vigente para la relación de empleo privado 
y la presente Ley.

La pérdida de estabilidad estará condicionada a las mis-
mas causales que se establezcan para los docentes estatales. 
En caso de despido por otras causales, se aplicarán las 
normas vigentes correspondientes a la relación de empleo 
privado. 

ARTÍCULO 146.- Los servicios prestados en los estable-
cimientos educativos de gestión privada de jurisdicción 
provincial serán computables para optar aquellos cargos y 
categorías de la enseñanza estatal que requieran antigüedad 
en la docencia. De igual modo los cargos que se desempeñan 
en los establecimientos educativos de gestión privada en 
forma simultánea con los de gestión estatal serán computa-
bles a los efectos de las incompatibilidades previstas por 
el Estatuto del Docente, en la medida en que sean compati-
bles con la naturaleza de la relación de empleo privado, 
obligaciones y derechos nacidos de la legislación laboral 
vigente.

CAPÍTULO XIX
LOS CONSEJOS ESCOLARES

ARTÍCULO 147.- La administración de los establecimien-
tos educativos, en el ámbito de competencia territorial 
distrital, con exclusión de los aspectos técnico-peda-
gógicos, estará a cargo de órganos desconcentrados de 
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la Dirección General de Cultura y Educación denominados 
Consejos Escolares, de acuerdo a lo estipulado por el ar-
tículo 203 de la Constitución de la Provincia de Buenos 
Aires. Estarán integrados por ciudadanos mayores de edad y 
vecinos del distrito con no menos de dos años de domicilio 
inmediato anterior a la elección, que serán elegidos por 
el voto popular. 

ARTÍCULO 148.- (Texto según Ley 15.315) Los Consejeros 
Escolares duran cuatro (4) años en sus funciones renovándose 
por mitades cada dos (2) años y podrán ser reelectos por un 
nuevo período. Si han sido reelectos no podrán ser elegidos 
en el mismo cargo, sino con intervalo de un período. Quedan 
comprendidos en la prohibición todos aquellos que hayan 
asumido su cargo por un segundo período sin importar que el 
mismo haya sido ejercido total o parcialmente. Habrá además 
un número de Consejeros Escolares Suplentes igual al de 
Titulares. El número de Consejeros Escolares por Distrito 
varía de cuatro (4) a diez (10), de acuerdo a la cantidad de 
Establecimientos Educativos Públicos existentes de acuerdo 
a la siguiente escala:

a) Hasta 60 Establecimientos Educativos: cuatro (4) 
Consejeros.

b) Desde 61 hasta 200 Establecimientos Educativos: 
seis (6) Consejeros.

c) Desde 201 hasta 350 Establecimientos Educativos: 
ocho (8) Consejeros.

d) Desde 351 Establecimientos Educativos: diez (10) 
Consejeros.

ARTÍCULO 149.- El desempeño del cargo de Consejero Escolar 
está sujeto a las siguientes disposiciones:

a. Por su desempeño percibirá una dieta sujeta a los 
aportes y contribuciones previsionales y asistenciales 
que el Poder Ejecutivo Provincial determine.
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b. El personal docente o de la Administración Pública 
tiene derecho a una licencia con o sin goce de habe-
res, en todos sus cargos por desempeño de cargo pú-
blico electivo. En el primer caso se deberá entender 
como renuncia expresa a la dieta, y en el segundo como 
opción a favor de la misma. La opción por la licencia 
con goce de sueldo comprende la percepción de haberes 
por el período completo para el que fuere electo en 
la forma que establezca la respectiva reglamentación, 
rigiendo el derecho salarial desde la toma de posesión 
del cargo para todos los mandatos, aun los vigentes.

c. En el caso de personal docente en actividad, el 
desempeño del cargo es considerado ejercicio activo de 
la docencia a todos sus efectos. Este personal puede 
participar de todas las acciones que impliquen con-
tinuidad en su carrera docente, sin toma de posesión 
efectiva hasta el fin de su mandato y en el marco del 
régimen de incompatibilidades vigentes.

d. La administración hará reserva del cargo y/o cargos 
y/o módulos y/u horas cátedras a los que el Consejero 
Escolar en ejercicio hubiera accedido. La reserva que-
dará sin efecto cuando el Consejero Escolar finalice su 
mandato y tome posesión efectiva, cuando haga renuncia 
de la misma, cuando se produjese su fallecimiento, o 
por aplicación de otras normas estatutarias. En el 
caso de los docentes que hubiesen accedido a una ti-
tularidad interina, la reserva implicará el derecho 
a elección del destino definitivo, transcurridos los 
tiempos correspondientes.

e. Los cargos o funciones reservados no generarán de-
recho a percepción salarial o retribución de ninguna 
naturaleza durante el ejercicio de las funciones de 
Consejero Escolar.

f. El Consejero Escolar que sea reelecto no podrá 
modificar su situación sino hasta el fin de su último 
mandato consecutivo.



142 •

g. La aplicación de los artículos 109 y 110 de la Ley 
10.579 o los artículos análogos de la que en su caso la 
reemplace, no afectará la percepción salarial de los 
docentes que se desempeñan como Consejeros Escolares.

No podrán ser Consejeros Escolares:

a. Los que no reúnan los requisitos para ser electos.

b. Los que directa o indirectamente estén interesados 
en algún contrato en que el Consejo Escolar sea parte, 
quedando comprendidos los miembros de las Sociedades 
Civiles y Comerciales, Directores, Administradores, 
Gerentes, Factores o Habilitados que se desempeñen 
en actividades referentes a dichos contratos; no se 
encuentran comprendidos en esta prohibición aquellos 
que revisten en la simple calidad de Asociados de 
Sociedades Cooperadoras, Cooperativas y Mutualistas.

c. Los fiadores o garantes de personas que tengan con-
traídas obligaciones con el Consejo Escolar.

d. Los que hayan sido condenados por delito doloso, que 
requiera para su configuración la condición de agente 
de la Administración Pública y los contraventores a 
las Leyes de Juego.

e. Los inhabilitados para el desempeño de cargos 
públicos.

f. Las personas declaradas responsables por el 
Tribunal de Cuentas, mientras no den cumplimiento a 
sus Resoluciones. 

ARTÍCULO 150.- El cargo de Consejero Escolar será incom-
patible con el de toda otra función pública a excepción de 
la docencia universitaria y lo que esta misma Ley disponga. 

ARTÍCULO 151.- Todo Consejero Escolar que se encuentre 
posteriormente a la aprobación de su elección en cualquiera 
de los casos previstos por los artículos respectivos deberá 
comunicarlo al Cuerpo en la primera sesión que se realice, 
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para que se proceda a su reemplazo si así correspondiera. 
Cualquiera de los Consejeros, a falta de comunicación del 
afectado, deberá comunicar la incompatibilidad o inhabili-
dad o ambas por la vía respectiva, cuando tome conocimiento 
de la misma. 

ARTÍCULO 152.- Los Consejeros Escolares electos tomarán 
posesión de su cargo, en la fecha que establezca la normativa 
electoral aplicable. Los candidatos que no resulten electos 
serán los Suplentes natos en primer término de quienes lo 
hayan sido en su misma lista, y el reemplazo por cualquier 
circunstancia de un Consejero Escolar se hará automática-
mente y siguiendo el orden de colocación en la respectiva 
lista de candidatos, debiendo ser llamados los Suplentes, 
una vez agotada la nómina de Titulares. 

ARTÍCULO 153.- En la fecha fijada por la Junta Electoral, 
se reunirá el Consejo Escolar en sesiones preparatorias, 
integrado por los nuevos electos diplomados por aquella 
y los Consejeros que no cesen en su mandato, y procederán 
a establecer si los primeros reúnen las condiciones exi-
gidas por la Constitución Provincial y por esta Ley. En 
estas sesiones preparatorias se elegirán las Autoridades 
del Cuerpo: Presidente, Vicepresidente/s, Secretario y 
Tesorero. Estas durarán dos (2) años en sus funciones y po-
drán ser reelectas. La elección será individual por función 
y por simple mayoría de votos de los presentes. Se dejará 
constancia además de los Consejeros Vocales que lo inte-
grarán, a los que el Cuerpo asignará orden de preeminencia. 
Habiendo paridad de votos en esta elección para una función, 
prevalecerá el candidato que haya obtenido mayor cantidad 
de votos, tomándose en cuenta al efecto la elección por la 
que accedió al cargo. Si los candidatos accedieron al cargo 
integrando la misma lista, prevalecerá el mejor lugar que 
hayan ocupado en la misma. Cualquier cuestión no prevista 
será resuelta discrecionalmente por el Director General de 
Cultura y Educación. 
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ARTÍCULO 154.- De todo lo realizado en las sesiones pre-
paratorias se redactará acta, la que será suscripta por el 
Consejero Escolar que hubiere presidido y por todos los pre-
sentes, comunicándose al Órgano de aplicación que se esta-
blezca al efecto dentro de la Subsecretaría Administrativa. 

ARTÍCULO 155.- La presencia de la mayoría absoluta de los 
miembros del Consejo Escolar a constituirse formará quó-
rum para deliberar. Las decisiones se adoptarán por simple 
mayoría. En estas sesiones preparatorias el Cuerpo y el 
Órgano Jerárquico correspondiente tendrán las facultades 
disciplinarias y de compulsión en la forma que se establece 
en la presente Ley. 

ARTÍCULO 156.- Cada Consejo Escolar será asistido por 
un Secretario Administrativo, que será designado por el 
Cuerpo de Consejeros Escolares, por simple mayoría de vo-
tos, careciendo de estabilidad en la función y pudiendo ser 
removido por el mismo sistema. El cargo será considerado en 
el Presupuesto General de la Dirección General de Cultura 
y Educación, y la remuneración será fijada de conformidad 
con la normativa vigente. 

ARTÍCULO 157.- (Texto según Ley 14.362) (La Ley 14.525 
derogó la Ley 14.362) En cada Consejo Escolar la Dirección 
General de Cultura y Educación designará un (1) Secretario 
Técnico, mediante concurso público y abierto de oposición 
y antecedentes. El Concurso será convocado y realizado me-
diante el procedimiento que reglamente el Director General 
de Cultura y Educación atendiendo a los siguientes prin-
cipios: publicidad, igualdad de tratamiento y oportuni-
dades, y preeminencia de la idoneidad en la selección. La 
evaluación estará a cargo de un (1) jurado integrado por 
los Directores y/o representantes de la Subsecretaría de 
Recursos Humanos y Relaciones Laborales y la Subsecretaría 
Administrativa, según la materia, que se designen a tal 
efecto, el Presidente del Consejo Escolar respectivo y un 
(1) Secretario Técnico en ejercicio del cargo.
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El Secretario Técnico dura en sus funciones cinco (5) 
años, transcurridos los cuales deberá celebrarse un nuevo 
concurso a los efectos de cubrir el cargo. A los efectos de 
resguardar la idoneidad de la función, la Subsecretaría de 
Recursos Humanos y Relaciones Laborales y la Subsecretaría 
Administrativa, según la materia, podrá solicitar informes 
y realizar las evaluaciones que considere necesarias ya 
sea en forma general, en toda la Provincia, o distrital. 
Por la vía de la reglamentación se establecerá la forma de 
remuneración básica de cada Secretario Técnico. 

ARTÍCULO 158.- Los Agentes del Consejo Escolar serán 
designados por la Dirección General de Cultura y Educación 
conforme al procedimiento previsto por la Ley 10.430 y/o la 
que en su caso la reemplace. Estarán comprendidos dentro de 
dicho Régimen General para el Personal de la Administración 
Pública Provincial.

ARTÍCULO 159.- El Consejo Escolar funcionará en las 
dependencias que establezca para cada caso la Dirección 
General de Cultura y Educación y realizará sesiones:

a. Preparatorias a los efectos de cumplir con la pre-
sente Ley.

b. Ordinarias desde el 1º de febrero hasta el 31 de di-
ciembre, cuya frecuencia, día y hora serán establecidas 
por el Cuerpo en la primera que celebre, sin perjuicio 
de todas las demás que fueran necesarias convocadas 
por el presidente o su reemplazante.

c. Extraordinarias durante el mes de enero convocadas 
por el Presidente o su reemplazante o por la Dirección 
General de Cultura y Educación cuando un asunto de 
interés lo exija.

d. Especiales cuando lo requiera un mínimo de un ter-
cio de los Consejeros. En este caso la Sesión tratará 
solamente el asunto que motivó la Convocatoria. 
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ARTÍCULO 160.- La mayoría absoluta del total de Consejeros 
Titulares formará quórum para deliberar y resolver. Las 
sesiones serán públicas. En caso de que en una sesión, 
cualquiera sea el carácter de la misma, el Cuerpo no logre 
quórum necesario para sesionar, el o los asistentes a la 
sesión podrán compeler mediante el auxilio de la Fuerza 
Pública a que asistan el o los ausentes que no hayan justifi-
cado su inasistencia. Por cada inasistencia injustificada a 
una sesión, cualquiera sea el carácter de la misma, podrán 
aplicarse las sanciones previstas en la presente Ley. A los 
efectos de la evaluación de la justificación de la inasis-
tencia se aplicará el régimen que a tal efecto se determine 
en el reglamento interno de los Consejos Escolares y/o el 
régimen de las licencias de la Ley 10.430 o la que en su caso 
la reemplace. Se llevará un registro de asistencia a las 
sesiones que estará a cargo del Secretario Administrativo, 
quien será responsable con el Presidente del Cuerpo de in-
formar mensualmente las novedades. 

ARTÍCULO 161.- El Consejo Escolar dictará su reglamento 
interno en el que se establecerán el orden de las sesiones, 
el trabajo a realizarse y la organización y funcionamiento 
del Cuerpo. La Dirección General de Cultura y Educación 
dictará un modelo de Reglamento que se aplicará hasta tanto 
el Cuerpo dicte el propio.

ARTÍCULO 162.- En cuanto al procedimiento y actos admi-
nistrativos del Consejo Escolar en la materia y grado que 
sea de su competencia, que se manifestará por disposiciones, 
se aplicarán las previsiones del Decreto Ley 7.647/70 de 
Procedimientos Administrativos. 

ARTÍCULO 163.- El Consejo Escolar labrará Acta de las 
sesiones realizadas en un libro especial habilitado al efec-
to, rubricado por la Autoridad Competente que determine la 
Dirección General de Cultura y Educación. En caso de pér-
dida o sustracción del libro, hasta tanto se recupere dicho 
libro o se habilite uno nuevo por Disposición del Cuerpo, 
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las actas se labrarán por separado y serán refrendadas por 
el Secretario Administrativo.

ARTÍCULO 164.- Si por cualquier causa, el Presidente 
del Consejo dejara de ejercer las atribuciones y debe-
res que le son propios, lo reemplazará automáticamente el 
Vicepresidente. En su defecto, lo hará el Secretario; y en 
el de este último, el Tesorero. En caso de quedar vacante 
la Presidencia se realizará una nueva elección. Si el cese 
de funciones del Presidente saliente fuera acompañado por 
el del cargo de Consejero Escolar, la elección se realiza-
rá luego de incorporado el Consejero Escolar Suplente que 
complete el número de miembros del Cuerpo.

Son atribuciones y deberes del Presidente:

a. Convocar a los miembros del Cuerpo a las sesiones 
que debe celebrar el mismo fijando el Orden del Día, 
sin perjuicio de los que en casos especiales resuelva 
el Consejo.

b. Presidir las sesiones en las que tendrá voz y voto. 
En caso de empate su voto valdrá doble.

c. Firmar las Disposiciones que apruebe el Consejo, y 
las Actas, siendo refrendadas en todos los casos por 
el Secretario o Consejero Escolar que lo reemplace; 
juntamente con el Tesorero todo lo referente a la ad-
ministración contable del Consejo.

d. En caso de necesidad y urgencia, el Presidente podrá 
disponer lo que corresponda, debiendo ser tratado por 
el Cuerpo en la primera sesión que celebre. 

ARTÍCULO 165.- Son funciones y deberes del Secretario:

a. Refrendar la firma del Presidente.

b. Reemplazar al Vicepresidente.

c. Supervisar y custodiar el archivo y la documenta-
ción del Consejo, la que no podrá ser retirada de la 
sede del mismo.
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d. Llevar y refrendar el Libro de Actas.

e. Computar, verificar y anunciar el resultado de las 
votaciones.

f. Coordinar con el Secretario Técnico la plena eje-
cución de las Resoluciones del Cuerpo.

Si por cualquier causa, el Secretario del Cuerpo dejara 
de ejercer las atribuciones y deberes que le son propios, 
lo reemplazará automáticamente el 1º Vocal. En su defecto 
lo hará el Tesorero. En cualquier cuestión no prevista que 
se suscite con motivo de lo expresado, se abocará y resol-
verá de oficio el Director General de Cultura y Educación.

ARTÍCULO 166.- Son atribuciones y deberes del Tesorero:

a. Administrar los bienes de la Dirección General de 
Cultura y Educación colocados bajo responsabilidad 
del Consejo Escolar, conjuntamente con el Presidente.

b. Firmar conjuntamente con el Presidente o quién lo 
reemplace los cheques del Consejo Escolar.

c. Llevar los libros y/o registros de contabilidad del 
Consejo de acuerdo con las reglamentaciones vigentes.

d. Coordinar con el Secretario Técnico el pago de sueldos 
y remuneraciones del Personal Docente, Administrativo, 
Profesional y Auxiliar de los Establecimientos 
Educativos del Distrito y Personal Administrativo de 
las demás Reparticiones Distritales de la Dirección 
General de Cultura y Educación y del Consejo Escolar 
local, conforme a las indicaciones que se impartan 
desde la Subsecretaría Administrativa.

e. Rendir cuentas documentadas de las inversiones que 
se realicen por intermedio del Consejo Escolar.

f. Elaborar y elevar al Cuerpo y a la Subsecretaría 
Administrativa, conjuntamente con el Secretario 
Técnico, informes mensuales del estado de cuentas y 
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balances trimestrales del movimiento ordinario de los 
fondos que administre el Consejo Escolar.

ARTÍCULO 167.- Son atribuciones y deberes del Secretario 
Técnico, sin perjuicio de las expresadas particularmente 
en otros artículos:

a. Instrumentar las disposiciones del Cuerpo ejecu-
tando lo necesario a tal efecto.

b. Organizar y conducir la Mesa de Entradas resguar-
dando la integridad de los registros.

c. Atender y cumplir el pleno despacho de los asuntos 
del Consejo Escolar comprendiendo en dicho concep-
to la Administración del Personal, la Administración 
Contable (incluyendo los procesos de compras y contra-
taciones) y la Administración de Servicios Generales 
e informáticos que correspondan al Distrito.

d. Dar a publicidad la totalidad de los actos adminis-
trativos, relacionados con el inciso c. del presente 
artículo, en el marco, de una política de transparen-
cia administrativa, de la Ley provincial 13.295, de 
adhesión a la Ley nacional 25.917 de Régimen Federal 
de Responsabilidad Fiscal, con alcance a los Consejos 
Escolares. 

ARTÍCULO 168.- Las inhabilitaciones e incompatibilidades 
previstas en la presente Ley regirán para los Consejeros 
Escolares durante todo su mandato, debiendo ser comunicadas 
al Presidente del Cuerpo dentro de un día de producidas. 
Ningún Consejero Escolar podrá ser parte en contrato algu-
no que resulte de una Disposición adoptada por el Cuerpo, 
durante el período legal de su mandato y hasta un año des-
pués de concluido el mismo. Los Consejeros Escolares no 
podrán abandonar sus cargos hasta recibir la notificación 
de la aceptación de la renuncia. La aceptación deberá ser 
resuelta por el Consejo Escolar dentro de los 30 días de la 
fecha de presentación. Vencido el término se considerará 
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tácitamente aceptada la dimisión y el relevo de continuar 
en el desempeño de la función.

ARTÍCULO 169.- Los Consejeros Escolares Suplentes se 
incorporarán inmediatamente de producido el cese, licencia 
o suspensión de un titular. El Consejero Suplente que se 
incorpore al Cuerpo en forma temporaria, al término del 
reemplazo retornará al lugar que ocupaba en la respectiva 
lista. Si la sustitución fuere definitiva se colocará en 
el lugar correspondiente al último puesto de la lista de 
Titulares. Si durante la sustitución temporaria se produ-
jera una vacante definitiva, el Suplente interino lo ocupará 
en carácter de Titular, siendo reemplazado en la suplencia 
por el Consejero Suplente siguiente en la lista.

ARTÍCULO 170.- (Texto según Ley 14.362) (La Ley 14.525 
derogó la Ley 14.362) Los Consejos Escolares poseen las 
siguientes facultades, en el ámbito de su Distrito:

a. Gestionar la provisión de muebles, útiles y demás 
elementos de equipamiento escolar y proceder a su 
distribución.

b. Implementar en sus respectivos Distritos la eje-
cución de los actos de administración emanados de la 
Dirección General de Cultura y Educación. 

c. Administrar los recursos que por cualquier concepto 
le asigne bajo su responsabilidad la Dirección General 
de Cultura y Educación. 

d. Realizar el censo de bienes de Estado. 

e. Conformar las facturas por prestación de servicios 
públicos siendo de su exclusiva responsabilidad la rea-
lización de las auditorías correspondientes tendientes 
a un uso racional y eficiente de dichos servicios. 

f. Intervenir y fiscalizar todo trámite administrativo 
vinculado a: 1) Toma de posesión; 2) Tareas Pasivas; 
3) Juntas Médicas; 4) Licencias; 5) Salario Familiar; 
6) Reconocimientos Médicos, conforme a las indicaciones 



• 151

que se impartan desde la Subsecretaría de Recursos 
Humanos y Relaciones Laborales. 

g. Intervenir y fiscalizar todo trámite administra-
tivo vinculado a: 1) Seguro colectivo y escolar; 
2) El pago de sueldos y remuneraciones del Personal 
Docente, Administrativo, Obrero y de Servicio de los 
Establecimientos del Distrito y Personal Administrativo 
de las demás reparticiones Distritales de la Dirección 
General de Cultura y Educación y del Consejo Escolar 
local, conforme a las indicaciones que se impartan 
desde la Subsecretaría Administrativa. 

h. Las actividades que le encomiende la Dirección 
General de Cultura y Educación. 

i. Proponer alternativas de acción intersectorial en 
los casos de inasistencias reiteradas, injustificadas 
o por deserción de los niños en edad escolar, a los 
fines de asegurar los principios y fines de la educación, 
previstos en la presente Ley.

j. Auspiciar la formación y colaboración con las 
Asociaciones Cooperadoras de los Establecimientos 
Educativos de sus Distritos.

ARTÍCULO 171.- Los actos de los Consejos Escolares no 
constituidos según la forma y contenido determinados en la 
presente Ley y en las de aplicación complementaria serán 
nulos. 

ARTÍCULO 172.- Le son de aplicación a los actos del 
Consejo como Órgano Desconcentrado Colegiado y a los actos 
de sus Miembros, las previsiones de: a) La Responsabilidad 
Patrimonial dispuesta en el Decreto Ley 7.764/71 de 
Contabilidad y/o el que en su caso lo reemplace y sus res-
pectivos Decretos Reglamentarios; b) La Responsabilidad 
Civil prevista en el Código Civil y Leyes Complementarias; 
c) La Responsabilidad Penal dispuesta en el Código Penal y 
Leyes Complementarias. Sin perjuicio de lo expresado, y en 
cuanto a la Responsabilidad Disciplinaria Administrativa, 
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el Consejo Escolar podrá aplicar a sus miembros con causa 
las sanciones de Amonestación; Suspensión de hasta 90 días 
y Destitución. Serán causas de sanción: no cumplir con sus 
deberes y obligaciones en forma regular y continua con 
toda la diligencia y contracción que es necesario para sus 
funciones; no cuidar debidamente los bienes del Estado; 
no mantener dentro y fuera de las funciones una conducta 
decorosa y digna. Lo precedente es meramente enunciativo y 
no taxativo, y no excluye otras conductas que puedan jus-
tificar la aplicación de una sanción. En los casos en que la 
naturaleza y gravedad del hecho que diere inicio al proce-
dimiento sancionatorio tornare inconveniente la permanencia 
del Consejero en el Cuerpo, el Consejo fundadamente podrá 
suspenderlo preventivamente por un lapso no mayor de 90 
días. En caso de que el motivo fuere una causa penal en que 
exista requisitoria fiscal de elevación a juicio en contra 
del Consejero Escolar, la suspensión será obligatoria y 
durará hasta que se dicte sentencia firme. A los efectos de 
la aplicación de la suspensión preventiva o de las sancio-
nes, se respetará el derecho de defensa con ajuste a las 
siguientes previsiones generales:

a. Se convocará a una Sesión Especial con cinco (5) 
días hábiles de anticipación. La convocatoria incluirá 
al o los Consejeros involucrados y se notificará por 
medio fehaciente de los previstos en el Decreto Ley 
7.647/70 de Procedimientos Administrativos y/o en la 
ley que lo reemplace.

b. En la sesión, el o los Consejeros involucrados, 
podrán ser asistidos por letrados particulares.

c. Primeramente el Presidente informará al o los invo-
lucrados y al resto del Cuerpo la causa que dio origen 
al procedimiento y las pruebas en las que se basaren 
las acusaciones.

d. Los Consejeros no involucrados podrán agregar en 
forma inmediata las consideraciones que creyeren 
conveniente.
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e. Luego de lo expresado él o los involucrados reali-
zarán su descargo ejercitando su derecho de defensa.

f. Agotado el descargo el Cuerpo resolverá en con-
secuencia sobre la procedencia o no de la suspensión 
preventiva o sanción. Salvo causa excepcional justi-
ficada en interés del propio procedimiento, el mismo 
comenzará y concluirá en la misma sesión. 

ARTÍCULO 173.- El Consejo Escolar podrá conceder licencia 
a los Consejeros Escolares que las requieran, incorporando 
inmediatamente al Consejero Escolar Suplente que corres-
ponda, para no dificultar la normalidad del funcionamiento 
del Consejo Escolar. Sin perjuicio de la licencia general 
prevista en el párrafo anterior, las Consejeras Escolares 
podrán gozar, previa presentación del certificado médico 
correspondiente, de una licencia total de noventa (90) días 
por maternidad. Dicha licencia deberá comenzar entre los 
cuarenta y cinco (45) días y los treinta (30) días anterio-
res a la fecha probable de parto, acumulando el resto del 
período total de licencia al período de descanso posterior 
al parto.

ARTÍCULO 174.- La acción por transgresiones disciplina-
rias de los Consejeros Escolares prescribe a los tres (3) 
años de producida la falta. Si fuere una falta de ejercicio 
continuo, el plazo se contará a partir de que se dejare de 
realizar la falta. El ejercicio de la acción interrumpe la 
prescripción. 

ARTÍCULO 175.- Contra las Resoluciones de suspensión 
preventiva o sancionatorias de los Consejos Escolares 
podrán interponerse los Recursos Previstos en el capítulo 
correspondiente del Decreto Ley 7.647/70 de Procedimientos 
Administrativos y/o el que en su caso lo reemplace. A 
los efectos del artículo 101 de dicho Decreto Ley y del 
artículo 1 del Código Contencioso Administrativo, el recurso 
jerárquico será resuelto por el Director General de Cultura 
y Educación. 
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ARTÍCULO 176.- Los conflictos internos de los Consejos 
Escolares o los conflictos con otros Consejos Escolares serán 
resueltos por el Director General de Cultura y Educación. 

ARTÍCULO 177.- El Director General de Cultura y Educación, 
conforme al artículo 59 del Decreto Ley 7.647/70, prin-
cipios generales de la materia y el carácter de Órgano 
Desconcentrado del Consejo Escolar, podrá de oficio avocarse 
al conocimiento, resolución o investigación de cualquier 
tema o asunto en particular y/o asumir en forma directa la 
competencia del Consejo Escolar mediante el funcionario 
que designe al efecto si se dieren razones de servicios que 
evalúe justificadas.

TÍTULO VI
EL FINANCIAMIENTO Y PATRIMONIO DE LA EDUCACIÓN

CAPÍTULO I
EL FINANCIAMIENTO Y PATRIMONIO DE LA EDUCACIÓN

ARTÍCULO 178.- El Sistema Educativo es financiado por la 
Provincia de acuerdo a los lineamientos y metas estable-
cidos en la Ley Nacional de Financiamiento Educativo y sus 
reglamentaciones, destinando a Educación aquellos aportes 
provenientes de la recaudación impositiva, las herencias y 
legados, los Fondos provenientes del Estado Nacional y todo 
otro recurso que contribuya a la responsabilidad principal e 
indelegable del Estado de proveer, garantizar y supervisar 
la educación, en los términos establecidos en el artículo 
9º con los límites precisos dispuestos por el artículo 12, 
ambos de esta Ley. 

ARTÍCULO 179.- Las modificaciones efectuadas por esta 
Ley no implicarán la desafectación de ningún recurso 
presupuestario, financiero o patrimonial de los ya dispuestos 
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por la normativa provincial y nacional, vigente en esa 
materia. 

ARTÍCULO 180.- Los recursos y gastos serán determinados 
por la Ley de presupuesto anual y las Leyes especiales que 
en adelante se incorporan a tales efectos. 

ARTÍCULO 181.- Tal como lo establece el artículo 204 de 
la Constitución Provincial, el presupuesto de gastos dis-
pondrá los recursos necesarios para la prestación adecuada 
de los servicios educativos, constituyendo además en forma 
simultánea y específica un Fondo Provincial de Educación.

Este Fondo se constituirá con las siguientes fuentes de 
recursos:

a. Las donaciones que tengan como destino específico el 
cumplimiento de los objetivos de la Dirección General 
de Cultura y Educación;

b. Los ingresos provenientes de los nuevos juegos de 
azar que se implementen en el ámbito de la Provincia 
de Buenos Aires, de los cuales la Dirección General de 
Cultura y Educación participará en el porcentaje que 
la normativa respectiva establezca;

c. Los fondos que establece, para la Dirección General 
de Cultura y Educación, la Ley provincial 13.365 en 
lo relativo a la distribución del beneficio bruto del 
juego de los casinos; y

d. Cualquier otro recurso que eventualmente se asigne 
a dicho Fondo.

Los actos de disposición del Fondo Provincial de 
Educación deberán contar en todos los casos con la in-
tervención de los órganos constitucionales de control. 

ARTÍCULO 182.- (Texto según Ley 13.850) (Ver artículo 119 
de la Ley 15.226 – establece porcentaje – contribución espe-
cial) Establecer una Contribución Especial que se recaudará 
con los impuestos a los Automotores, a las Embarcaciones 
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Deportivas o de Recreación e Inmobiliario, de acuerdo a un 
porcentaje que fijará anualmente la Ley Impositiva a partir 
del año 2009, el cual se aplicará sobre el monto a abonar 
en concepto de capital, intereses y recargos, de cada li-
quidación emitida para el pago de cuotas, anticipos o deuda 
atrasada, de los impuestos mencionados.

La totalidad de lo recaudado por dicha Contribución inte-
grará el Fondo Provincial de Educación, el que no será copar-
ticipable ni susceptible de ningún otro tipo de afectación. 

ARTÍCULO 183.- (Texto según Ley 14.044) Establecer un 
impuesto a la transmisión gratuita de bienes cuyo objeti-
vo sea gravar todo aumento de riqueza a título gratuito, 
incluyendo: herencias, legados, donaciones, renuncias de 
derechos, enajenaciones directas o por interpósita persona 
en favor de descendientes del transmitente o de su cónyuge, 
los aportes o transferencias a sociedades. Una ley espe-
cial determinará el tratamiento integral de este gravamen 
y el porcentaje de su recaudación, no inferior al ochenta 
por ciento (80 %) de la misma, que constituirá fuente de 
recursos del Fondo Provincial de Educación.

TÍTULO VII
CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS DE LA LEY

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 184.- La enseñanza de al menos un idioma ex-
tranjero será obligatoria en todas las escuelas de nivel 
primario y secundario de la Provincia. Las estrategias y los 
plazos de implementación de esta disposición serán fijados 
por las autoridades de la Dirección General de Cultura y 
Educación. 
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ARTÍCULO 185.- La Provincia, a través de la Dirección 
General de Cultura y Educación, en su carácter de autoridad 
de aplicación de esta Ley y a todos sus efectos, establecerá:

a. El calendario de implantación de la nueva estructura 
del Sistema Educativo Provincial.

b. La planificación de los programas, actividades y 
acciones que serán desarrollados en cumplimiento de 
los objetivos de esta Ley. Dicha planificación asegu-
rará la convergencia, complementación, integración, 
seguimiento y evaluación de los objetivos de esta Ley 
con los fijados en el artículo 2º de la Ley 26.075, que 
rigen hasta el año 2010, previendo un plazo de 10 años 
para las adecuaciones de las previsiones edilicias.

c. La definición e implementación de procedimientos de 
auditoría eficientes que garanticen la utilización de los 
recursos destinados a educación en la forma prevista. 

ARTÍCULO 186.- La Dirección General de Cultura y Educación 
definirá y acordará los criterios organizativos, los mode-
los pedagógicos y demás disposiciones necesarias para el 
proceso de implementación de la jornada extendida o comple-
ta, establecida por el artículo 28 de la Ley de Educación 
Nacional. En tal sentido, la extensión de jornada podrá 
cumplimentarse en la misma Escuela primaria o en otras 
instituciones del Sistema Educativo, tales como Centros 
Educativos Complementarios, Centros de Educación Física, 
Escuelas de Educación Artística y/u otros que pudieran 
crearse en el futuro, que coordinarán entre sí la atención 
educativa de los niños a su cargo. 

ARTÍCULO 187.- La contribución del artículo 182 durante 
el año en curso, se abonará según el siguiente detalle: a) 
por cada liquidación del impuesto a los automotores PESOS 
UNO ($1) para los vehículos cuya valuación fiscal no exceda de 
pesos doce mil ($12.000); PESOS UNO CON CINCUENTA CENTAVOS 
($1,50) para los vehículos con valuación fiscal superior a 
pesos doce mil ($12.000); b) por cada liquidación del im-
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puesto inmobiliario PESOS UNO ($1) para los inmuebles cuya 
valuación fiscal no exceda de pesos cincuenta mil ($50.000) 
y PESOS UNO CON CINCUENTA CENTAVOS ($1,50) para los inmue-
bles con valuación fiscal superior a pesos cincuenta mil 
($50.000). 

ARTÍCULO 188.- La Provincia reconoce las instituciones 
educativas de la educación obligatoria creadas por los mu-
nicipios a la fecha de la sanción de la presente Ley como 
parte del Sistema Educativo Provincial, otorgándoles ca-
rácter complementario.

CAPÍTULO II
DISPOSICIONES ESPECÍFICAS

ARTÍCULO 189.- La Dirección General de Cultura y Educación 
supervisará la correspondencia y veracidad de la informa-
ción pública difundida desde las instituciones, la estricta 
coincidencia entre dicha información y la propuesta au-
torizada e implementada y el cumplimiento de la normativa 
federal y provincial correspondiente. 

ARTÍCULO 190.- La Dirección General de Cultura y Educación 
implementará las estrategias y dispondrá de los recursos que 
permitan lograr gradualmente la conectividad tecnológica 
y de comunicación digital para todos los establecimientos 
e instituciones escolares de la Provincia, propiciando las 
políticas, procedimientos y normativas que aseguran la ac-
cesibilidad libre al equipamiento y a las aplicaciones de 
programación informática. 

ARTÍCULO 191.- Derógase la Ley 11.612 y sus modificato-
rias, así como toda ley en materia educativa que se oponga 
a la presente. 

ARTÍCULO 192.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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Ley provincial de Educación Sexual Integral (ESI) 
Nº 14.744/15

Sancionada en junio de 2015. Tal como ocurrió con la norma 
nacional, la promulgación de la ESI en el ámbito provincial 
no estuvo exenta de debates y resistencias por parte de los 
sectores más conservadores de la sociedad. En el año 2023, 
la Dirección General de Cultura y Educación inició una políti-
ca de capacitación docente en ESI destinada a docentes de 
las regiones bonaerenses. 

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 14.744/15 
DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL (ESI) 

LEY 14.744

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY

ARTÍCULO 1º.- Todos los educandos y educandas tienen 
derecho a recibir educación sexual integral en los esta-
blecimientos públicos, de gestión estatal y privada depen-
dientes de la Dirección General de Cultura y Educación de 
la Provincia, en virtud de lo establecido en la Ley nacional 
Nº 26.150 y en el marco de la Ley provincial Nº 13.688. 

ARTÍCULO 2º.- El Organismo de Aplicación será el encar-
gado del diseño de las actividades, tareas y programas que 
considere necesarias a los efectos de dar cumplimiento en 
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todos los establecimientos educativos de la Provincia de 
Buenos Aires a lo dispuesto en el Artículo 1º de la presente. 

ARTÍCULO 3º.- A los fines de la presente Ley, se entiende 
como Educación Sexual Integral al conjunto de actividades 
pedagógicas que articulan aspectos biológicos, psicológi-
cos, sociales, afectivos y éticos, destinados a brindar 
contenidos tendientes a satisfacer las necesidades de de-
sarrollo integral de las personas y la difusión y cumpli-
miento de los derechos sexuales y reproductivos definidos 
como inalienables, inviolables e insustituibles de la con-
dición humana. 

ARTÍCULO 4º.- La Educación Sexual Integral será de carác-
ter obligatorio y estará destinada a estudiantes de todos 
los niveles, modalidades y servicios del Sistema Educativo 
de la Provincia, desde el nivel inicial hasta el nivel 
superior de formación docente de educación técnica no uni-
versitaria, tomando en consideración la edad del educando 
con sentido de gradualidad y especificidad. 

ARTÍCULO 5º.- Son funciones del Organismo de Aplicación:

a. Garantizar la efectiva enseñanza y aprendizaje de 
la Educación Sexual Integral a través de conocimientos 
científicos pertinentes, precisos, confiables y actua-
lizados desde la perspectiva de género, promoviendo el 
respeto a la diversidad y la no discriminación. 

b. Asegurar el efectivo cumplimiento del derecho a la 
libertad sexual; el derecho a la autonomía, integridad 
y seguridad sexual; el derecho a la privacidad sexual; 
el derecho a la equidad sexual; el derecho al placer 
sexual; el derecho a la expresión sexual emocional; 
el derecho a la libre asociación sexual; el derecho 
a la toma de decisiones reproductivas libres y res-
ponsables; el derecho a la información basada en el 
conocimiento científico; y el derecho a la atención de 
la salud sexual. 
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c. Promover conocimientos para la adopción de decisio-
nes y comportamientos responsables ante la sexualidad, 
entre ellos la procreación responsable, la maternidad, 
la paternidad, la prevención del embarazo adolescente 
no deseado, los métodos anticonceptivos, la morbi-
mortalidad materna y las enfermedades de transmisión 
sexual.

d. Informar y sensibilizar para la prevención de la 
violencia, abuso sexual, trata de personas y delitos 
contra la integridad sexual. 

e. Fomentar la responsabilidad individual, familiar 
y social en el ejercicio de los derechos sexuales, 
reproductivos y el respeto mutuo e igualdad de trato 
entre géneros. 

f. Difundir los objetivos de la presente Ley en los 
distintos niveles del sistema educativo. 

g. Diseñar las propuestas de enseñanza, con secuencias 
y pautas de abordaje pedagógicos, en función de la 
diversidad sociocultural local y de las necesidades 
de los grupos etarios. 

h. Diseñar, producir o seleccionar los materia-
les didácticos que se recomienden utilizar a nivel 
institucional. 

i. Supervisar y evaluar el desarrollo de las activi-
dades obligatorias realizadas. 

j. Desarrollar programas de capacitación permanente 
y gratuita de las y los educadores en el marco de la 
formación docente continua y la inclusión de conte-
nidos y didáctica de la Educación Sexual Integral en 
los programas de formación de educadores. 

ARTÍCULO 6º.- El Organismo de Aplicación, en vinculación 
con otros efectores del estado provincial podrán brindar 
asesoramiento sobre los siguientes asuntos: a) Aspectos 
biológicos, fisiológicos, genéticos, psicológicos, 
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éticos, jurídicos y pedagógicos en relación con la 
sexualidad de los niños, niñas y adolescentes; b) 
Comprensión y acompañamiento en la maduración afectiva 
del niño, niña y adolescente, ayudándolos a formar su 
sexualidad a partir de su libre elección, y preparándolos 
para entablar relaciones interpersonales positivas; c) 
Vinculación de la escuela, la familia y los espacios 
representativos del alumnado para el logro de los 
objetivos de la presente Ley. 

ARTÍCULO 7º.- La Dirección General de Cultura y 
Educación deberá brindar al Consejo Provincial de 
Educación, un informe de evaluación anual que contenga 
una medición del impacto alcanzado con la aplicación 
de la presente Ley. 

ARTÍCULO 8º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA HONORABLE LEGISLATURA 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, EN LA CIUDAD DE LA PLATA, 
A LOS CUATRO DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL QUINCE.
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Ley provincial de Bibliotecas Nº 14.777

Esta Ley derogó el Decreto Ley Nº 9.319/1979 sanciona-
do por un gobierno de facto, y actualizó el sistema biblio-
tecario a la realidad del siglo XXI. En los fundamentos del 
proyecto sancionada en 2015, se enuncia su objetivo: “El 
establecimiento de las bases y estructuras fundamentales 
necesarias para la planificación, creación, organización, 
funcionamiento y coordinación del Sistema Provincial de Bi-
bliotecas”. También se destaca el valor educativo de dicha 
norma: “El sistema bibliotecario representa otra vía distin-
ta para que el libro circule, diferente al circuito comercial, 
donde más allá de su valor literario, educativo, científico o 
recreativo, tiene un valor monetario excluyente”. 

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY PROVINCIAL 
DE BIBLIOTECAS Nº 14.777/15

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

CAPÍTULO I
SISTEMA PROVINCIAL DE BIBLIOTECAS

ARTÍCULO 1º.- Créase el Sistema Provincial de Bibliotecas 
de la Provincia de Buenos Aires con la finalidad de fomentar 
la creación, desarrollo y funcionamiento de las bibliotecas 
en todo el territorio de la provincia, a fin de garantizar 
a todos sus habitantes el derecho a la lectura y al acceso 
a la información, formación y recreación. 
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ARTÍCULO 2º.- A los efectos de la presente Ley se enten-
derá por biblioteca al conjunto organizado de libros, publi-
caciones periódicas, grabados, mapas, grabaciones sonoras, 
documentos y otros materiales bibliográficos, manuscritos, 
impresos y/o reproducidos en cualquier soporte, reunidos y 
organizados para facilitar su conservación y acceso público 
para la información, la investigación, la educación y/o la 
recreación, sin discriminación de ningún tipo, mediante los 
medios técnicos y personales adecuados. 

ARTÍCULO 3º.- El Sistema Provincial de Bibliotecas estará 
integrado por la Biblioteca Pública Central de la Provincia 
de Buenos Aires y los servicios bibliotecarios existentes 
en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires que volun-
tariamente se incorporen al mismo y que serán clasificados 
de la siguiente manera: 

a. Bibliotecas Públicas; 

b. Bibliotecas Escolares; 

c. Bibliotecas Especiales; 

d. Bibliotecas Especializadas; 

e. Bibliotecas Populares; 

f. Bibliotecas Populares Piloto.

ARTÍCULO 4º.- A los efectos de la aplicación de la pre-
sente Ley se entiende por: 

a. Bibliotecas Públicas: aquellas bibliotecas que de-
penden de cualquiera de los poderes del Estado nacional, 
provincial o municipal, de organismos descentraliza-
dos o entidades con participación de capital estatal, 
radicadas en el territorio de la Provincia, que se 
encuentren habilitadas al público en general y que 
tengan como fin principal brindar acceso público a la 
información, educación, recreación y promoción socio-
cultural a usuarios heterogéneos, de todas las edades 
e inquietudes culturales. 
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b. Bibliotecas Escolares: aquéllas que dependen de 
establecimientos educativos y que actúan contribuyendo 
a la formación, información y recreación de la comuni-
dad educativa. Su incorporación a la Red se efectuará 
por medio de una acción conjunta y coordinada entre 
la Autoridad de Aplicación y la Dirección General de 
Cultura y Educación. 

c. Bibliotecas Especiales: aquellas bibliotecas que 
tienden a satisfacer necesidades específicas de secto-
res determinados de la sociedad, y funcionen en esta-
blecimientos oficiales o privados. 

d. Bibliotecas Especializadas: aquellas bibliotecas 
cuyos acervos pertenecen en su mayoría a una rama par-
ticular, diferenciándose por el material que poseen.

e. Bibliotecas Populares: aquellas bibliotecas consti-
tuidas en asociaciones civiles de bien público con per-
sonería jurídica creada con el fin principal de brindar 
acceso público a la información, educación, recreación 
y promoción sociocultural a usuarios heterogéneos, de 
todas las edades e inquietudes culturales. 

f. Biblioteca Popular Piloto: aquellas bibliotecas 
cuya instalación y funcionamiento sean fomentados por 
la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, a par-
tir del resultado y evaluación de la distribución te-
rritorial de las bibliotecas, promoviendo servicios 
bibliotecarios en aquellos lugares donde aún no los 
haya. Hasta el momento de cumplir con los requeri-
mientos exigidos para ingresar al Sistema Provincial 
de Bibliotecas, estarán apadrinadas ante el Sistema y 
obtendrán los beneficios establecidos en la presente 
Ley a través de Bibliotecas Populares reconocidas. 

ARTÍCULO 5º.- Las Bibliotecas serán clasificadas en 
Primera, Segunda y Tercera categoría de acuerdo con las 
siguientes pautas: 
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1) La cantidad de títulos de obras y movimiento diario 
de los mismos; 

2) La cantidad de socios y usuarios activos; 

3) La cantidad de personal capacitado en funciones; 

4) La calidad de las instalaciones y el equipamiento 
técnico; 

5) Las actividades culturales desarrolladas en pos de 
promocionar la lectura; 

6) El radio de influencia; 

7) Los años de actividad efectiva, desde su creación. 

ARTÍCULO 6º.- La reglamentación de la presente determina-
rá la cuantía de los criterios establecidos en el artículo 
anterior.

CAPÍTULO II
OBJETIVOS DEL SISTEMA

ARTÍCULO 7º.- Serán objetivos del Sistema Provincial de 
Bibliotecas: 

1) Integrar y ordenar la información bibliográfica dis-
ponible en las bibliotecas que conforman el Sistema 
Provincial de Bibliotecas. Para ello deberá: 

a. Elaborar un registro de todas las bibliotecas en 
el ámbito de la Provincia de Buenos Aires de actua-
lización semestral. 

b. Organizar el sistema de catalogación y clasifi-
cación que mejor se adecúe al Sistema Provincial de 
Bibliotecas y distribuirlo entre las bibliotecas 
que lo integren.
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c. Conformar un catálogo general del Sistema de 
acuerdo a las reglas de catalogación y clasificación 
vigentes.

d. Diseñar el portal informático del Sistema 
Provincial de Bibliotecas y proveer a su actuali-
zación permanente.

e. Facilitar los medios técnicos que posibiliten la 
informatización de cada una de las bibliotecas del 
Sistema Provincial de Bibliotecas.

f. Disponer de los requerimientos técnicos nece-
sarios para que el catálogo general se encuentre 
disponible vía Internet.

g. Proyectar e implementar la Biblioteca Virtual de 
la Provincia.

h. Desarrollar la Red Informática de Bibliotecas 
Bonaerenses integrada por todas las bibliotecas del 
Sistema Provincial de Bibliotecas.

i. Facilitar el préstamo bibliográfico entre las 
bibliotecas que integren el Sistema Provincial de 
Bibliotecas.

j. Alentar el intercambio interbibliotecario, ten-
diente a hacer eficiente el uso de los mismos.

2) Promover la relación con entidades mayores, fede-
raciones, centros o asociaciones de bibliotecas, de 
bibliotecarios o de lectores, como así también con 
otros sistemas provinciales, nacionales o interna-
cionales afines, a través de cualquiera de los medios 
existentes o que se creasen en el futuro.

3) Difundir y promover las actividades de las biblio-
tecas del Sistema Provincial de Bibliotecas, mediante: 

a. Una adecuada señalización de las bibliotecas que 
forman parte del Sistema Provincial de Bibliotecas, 
conforme una imagen que las caracterice.
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b. Editar y distribuir un boletín informativo con-
teniendo las actividades que se llevan a cabo en las 
bibliotecas del Sistema Provincial de Bibliotecas con 
la regularidad que defina el decreto reglamentario.

c. Promover y apoyar programas de capacitación téc-
nica para el personal que tenga a su cargo servicios 
bibliotecarios y administrativos.

CAPÍTULO III
BENEFICIOS DE LAS BIBLIOTECAS

ARTÍCULO 8º.- Las Bibliotecas que hayan sido incorporadas 
al Sistema Provincial gozarán de los siguientes beneficios, 
en función de la clasificación prevista en el artículo 5º, de 
acuerdo a las condiciones exigidas por la reglamentación: 

a. Subvención mensual y permanente destinada a sol-
ventar los gastos corrientes de funcionamiento y or-
ganización. El monto será equivalente al triple del 
sueldo básico inicial actualizado de un maestro de 
grado de la Dirección General de Cultura y Educación 
de la Provincia de Buenos Aires. 

b. Subvención mensual para el pago de gastos de ad-
quisición de material bibliográfico, cuyo monto será 
equivalente al sueldo básico inicial actualizado de un 
maestro de grado de la Dirección General de Cultura y 
Educación de la Provincia de Buenos Aires. 

c. Subsidios para proyectos edilicios, equipamiento 
técnico y desenvolvimiento de los servicios de las 
bibliotecas. 

d. Subsidios especiales para el desarrollo de proyec-
tos y actividades de procesamiento de materiales, de 
animación a la lectura y recreación sociocultural. 
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e. Becas y pasantías para estudios y/o capacitación 
profesional bibliotecaria o perfeccionamiento de per-
sonal para bibliotecarios y personal idóneo que cumpla 
tareas en la biblioteca. 

f. Asistencia técnica bibliotecnológica, de organi-
zación y gestión bibliotecaria y de promoción de la 
lectura.

CAPÍTULO IV
REQUISITOS DE LAS BIBLIOTECAS

ARTÍCULO 9º.- Para acceder a los beneficios previstos en 
el capítulo III de la presente Ley, las Bibliotecas deberán: 

a. Contar con personería jurídica como asociaciones 
civiles sin fines de lucro. 

b. Pertenecer al Sistema Provincial de Bibliotecas. 

c. Organizar un servicio de préstamos de material bi-
bliográfico y poseer un servicio de lectura en sala. 

d. Estar habilitada al público no menos de treinta 
(30) horas semanales en horario a determinar según 
intereses zonales. 

e. Enviar los datos bibliográficos y estadísticos que 
el Sistema Provincial de Bibliotecas le solicite. 

f. Estar a cargo de un bibliotecario profesional. En 
su defecto, y comprobada la imposibilidad de cumplir 
tal requisito, podrá desempeñarse personal idóneo, 
que tendrá un plazo de tres (3) años para realizar sus 
estudios de capacitación.
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CAPÍTULO V
SANCIONES

ARTÍCULO 10º.- En caso de incumplimiento de las obliga-
ciones a cargo de las bibliotecas que integran el Sistema 
Provincial se aplicarán las siguientes sanciones: 

1) Suspensión total o parcial de los beneficios, en caso 
de incumplimiento parcial de los requisitos estable-
cidos en el capítulo IV. 

2) Pérdida total de los beneficios en los casos de 
incumplimiento de los requisitos establecidos en el 
capítulo IV en reiteradas oportunidades.

CAPÍTULO VI
FONDO ESPECIAL PARA BIBLIOTECAS

ARTÍCULO 11.- Créase el Fondo Especial para Bibliotecas 
que estará compuesto por:

a. El cero coma cinco por ciento (0.5%) de lo recau-
dado por todo concepto por el Instituto Provincial de 
Lotería y Casinos de la Provincia de Buenos Aires. 

b. Las herencias, legados, donaciones y liberalidades 
que se reciban de personas o instituciones privadas.

c. Cualquier otro aporte que establezca la respectiva 
reglamentación.
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CAPÍTULO VII
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 12.- El organismo que el Poder Ejecutivo deter-
mine como Autoridad de Aplicación, procederá a encuadrar 
a las bibliotecas que actualmente se encuentran acogidas 
en el Decreto Ley Nº 9.319/1979 y su Decreto Reglamentario 
Nº 2.446, dentro de lo dispuesto por la presente Ley. Hasta 
tanto ello se concrete, las mismas continuarán percibiendo 
mensualmente los beneficios que establece el artículo 15 y 
concordantes, del referido Decreto Ley. 

ARTÍCULO 13.- Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar 
las adecuaciones presupuestarias dentro del Presupuesto de 
Gastos y Cálculo de Recursos del ejercicio correspondiente 
para el cumplimiento de la presente Ley. 

ARTÍCULO 14: Derógase el Decreto Ley Nº 9.319/1979. 

ARTÍCULO 15: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA HONORABLE LEGISLATURA 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, EN LA CIUDAD DE LA PLATA, 
A LOS VEINTISÉIS DÍAS DEL MES DE AGOSTO DE DOS MIL QUINCE.
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 13.298 
DE LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS 
DERECHOS DE LOS NIÑOS

Debatida y sancionada en el contexto de transformación del 
conjunto de normativas que reconocieron a las niñeces y ado-
lescencias como sujetos de derechos, esta ley se inscribe en 
el proceso iniciado en 1990, cuando la Argentina ratificó la 
Convención sobre los Derechos de Niños, Niñas y Adolescen-
tes de Naciones Unidas (mediante la Ley 23.849), adoptada 
por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviem-
bre de 1989. En 1994, en medio de la reforma constitucional, 
este tratado adquiere rango constitucional conforme a lo es-
tablecido en el Art. 75, inc. 22 de la carta magna. 

El carácter educativo de este marco legal es indudable, ya 
que promueve un nuevo estatuto para las destinatarias y los 
destinatarios principales de las políticas educativas: niñas, 
niños, adolescentes. En tal sentido, en diciembre de 2004, en 
la provincia de Buenos Aires se sancionó dicha ley, que des-
plazó al decreto 10.067 vigente desde finales de la dictatura 
cívico militar en 1983. De este modo, la Provincia se anticipó a 
la Nación, sancionando la Ley 26.061 en septiembre del 2005. 
Antes de la vigencia de la ley nacional, la norma provincial 
atravesó varios cuestionamientos, y llegó incluso a ser sus-
pendida por la Suprema Corte de Justicia provincial. 
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LA PLATA, 29 de diciembre de 2004
Boletín Oficial, 27 de enero de 2005

Vigente, de alcance general

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

TÍTULO I
PRINCIPIOS GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO
OBJETO Y FINALIDAD

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley tiene por objeto la pro-
moción y protección integral de los derechos de los ni-
ños, garantizando el ejercicio y disfrute pleno, efectivo 
y permanente de los derechos y garantías reconocidos en el 
ordenamiento legal vigente, y demás Leyes que en su conse-
cuencia se dicten.

ARTÍCULO 2º.- Quedan comprendidas en esta Ley las perso-
nas desde su concepción hasta alcanzar los 18 años de edad, 
conforme lo determina la Convención sobre los Derechos del 
Niño. Cuando se menciona a los niños, quedan comprendi-
dos, en todos los casos, las niñas, las adolescentes y los 
adolescentes.

ARTÍCULO 3º.- La política respecto de todos los niños 
tendrá como objetivo principal su contención en el núcleo 
familiar, a través de la implementación de planes y progra-
mas de prevención, asistencia e inserción social.

ARTÍCULO 4º.- Se entiende por interés superior del niño 
la máxima satisfacción integral y simultánea de sus derechos 
en un marco de libertad, respeto y dignidad, para lograr el 
desenvolvimiento de sus potencialidades, y el despliegue 
integral y armónico de su personalidad.
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Para determinar el interés superior del niño, en una 
situación concreta, se debe apreciar:

a. La condición específica de los niños como sujetos 
de derecho.

b. La opinión de los niños de acuerdo a su desarrollo 
psicofísico.

c. La necesidad de equilibrio entre los derechos y 
garantías de los niños, y sus deberes.

d. La necesidad de equilibrio entre los derechos y ga-
rantías de los niños, y las exigencias de una sociedad 
justa y democrática.

En aplicación del principio del interés superior del niño, 
cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de 
todos los niños, frente a otros derechos e intereses igual-
mente legítimos, prevalecerán los primeros.

ARTÍCULO 5º.- La Provincia promueve la remoción de los 
obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la 
igualdad y la libertad, impidan o entorpezcan el pleno 
desarrollo de los niños y su efectiva participación en la 
comunidad.

ARTÍCULO 6º.- Es deber del Estado para con los niños, 
asegurar con absoluta prioridad la realización de sus de-
rechos sin discriminación alguna.

ARTÍCULO 7º.- La garantía de prioridad a cargo del Estado 
comprende:

Protección y auxilio a la familia y comunidad de origen 
en el ejercicio de los deberes y derechos con relación a 
los niños.

Asignación privilegiada de recursos públicos en las áreas 
relacionadas con la promoción y protección de la niñez.

Preferencia en la formulación y ejecución de las polí-
ticas sociales públicas.



• 175

Preferencia de atención en los servicios esenciales.

Promoción de la formación de redes sociales que contri-
buyan a optimizar los recursos existentes.

Prevalencia en la exigibilidad de su protección jurídica, 
cuando sus derechos colisionen con intereses de los mayores 
de edad, o de las personas públicas o privadas.

ARTÍCULO 8º.- El Estado garantiza los medios para faci-
litar la búsqueda e identificación de niños a quienes les 
hubiera sido suprimida o alterada su identidad, asegurando 
el funcionamiento de los organismos estatales que realicen 
pruebas para determinar la filiación, y de los organismos 
encargados de resguardar dicha información.

ARTÍCULO 9º.- La ausencia o carencia de recursos mate-
riales del padre, madre, tutor o guardador, sea circuns-
tancial, transitoria o permanente, no constituye causa 
para la exclusión del niño de su grupo familiar, o su 
institucionalización.

ARTÍCULO 10º.- Se consideran principios interpretativos 
de la presente Ley, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para la Administración de Justicia de Menores (Reglas de 
Beijing) Resolución Nº 40/33 de la Asamblea General; las 
Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los 
menores privados de libertad, Resolución Nº 45/113 de la 
Asamblea General, y las Directrices de Naciones Unidas para 
la prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices del 
RIAD), Resolución Nº 45/112.

ARTÍCULO 11.- Los derechos y garantías de todos los niños 
consagrados en esta Ley son de carácter enunciativo. Se les 
reconocen, por lo tanto, todos los derechos y garantías 
inherentes a la persona humana, aun cuando no se establezcan 
expresamente en esta Ley.

ARTÍCULO 12.- Los derechos y garantías de todos los niños 
reconocidos y consagrados en esta Ley son inherentes a la 
persona humana, en consecuencia son:
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a. De orden público;

b. Irrenunciables;

c. Interdependientes entre sí;

d. Indivisibles.

ARTÍCULO 13.- Los derechos y garantías de todos los niños, 
reconocidos y consagrados en esta Ley sólo podrán ser limi-
tados o restringidos mediante Ley, de forma compatible con 
su naturaleza, los principios de una sociedad democrática, 
y para la protección de los derechos de las demás personas.

TÍTULO II

CAPÍTULO I
DEL SISTEMA DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN INTEGRAL 

DE DERECHOS

ARTÍCULO 14.- El Sistema de Promoción y Protección 
Integral de los Derechos de los Niños es un conjunto de 
organismos, entidades y servicios que formulan, coordinan, 
orientan, supervisan, ejecutan y controlan las políticas, 
programas y acciones, en el ámbito provincial y municipal, 
destinados a promover, prevenir, asistir, proteger, res-
guardar y restablecer los derechos de los niños, así como 
establecer los medios a través de los cuales se asegure el 
efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la 
Constitución Nacional, la Constitución de la Provincia de 
Buenos Aires, la Convención sobre los Derechos del Niño, y 
demás tratados de Derechos Humanos ratificados por el Estado 
Argentino.

El Sistema funciona a través de acciones intersectoriales 
desarrolladas por entes del sector público, de carácter 
central o desconcentrado, y por entes del sector privado.
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Para el logro de sus objetivos el sistema de promoción 
y protección integral de los derechos de los niños debe 
contar con los siguientes medios:

a. Políticas y programas de promoción y protección de 
derechos.

a. Organismos administrativos y judiciales.

b. Recursos económicos.

c. Procedimiento.

d. Medidas de protección de derechos.

ARTÍCULO 15.- Las políticas de promoción y protección 
integral de derechos de todos los niños son el conjunto de 
orientaciones y directrices de carácter público dictadas 
por los órganos competentes, a fin de guiar las acciones 
dirigidas a asegurar los derechos y garantías de los niños.

Las políticas de promoción y protección integral de de-
rechos de todos los niños se implementarán mediante una 
concertación de acciones de la Provincia, los municipios 
y las organizaciones de atención a la niñez, tendientes a 
lograr la vigencia y el disfrute pleno de los derechos y 
garantías de los niños.

A tal fin se invita a los municipios a promover la des-
concentración de las acciones de promoción, protección y 
restablecimiento de derechos en el ámbito municipal, con 
participación activa de las organizaciones no gubernamen-
tales de atención a la niñez.

CAPÍTULO II
DE LOS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS

ARTÍCULO 16.- El Poder Ejecutivo designará a la Autoridad 
de Aplicación del Sistema de Promoción y Protección de los 
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derechos del niño, que tendrá a su cargo el diseño, ins-
trumentación, ejecución y control de políticas dirigidas 
a la niñez.

La Autoridad de Aplicación deberá:

1) Diseñar los programas y servicios requeridos para 
implementar la política de promoción y protección de 
derechos del niño.

2) Ejecutar y/o desconcentrar la ejecución de los pro-
gramas, planes y servicios de protección de los dere-
chos en los municipios que adhieran mediante convenio.

3) Implementar estudios e investigaciones que permi-
tan contar con información actualizada acerca de la 
problemática de la niñez y familia de la Provincia de 
Buenos Aires. Con ese fin estará autorizado a suscribir 
convenios y ejecutar actividades con otros organismos 
e instituciones públicas y privadas en el orden muni-
cipal, provincial, nacional e internacional, para el 
conocimiento de los indicadores sociales de los que 
surjan urgencias y prioridades para la concreción de 
soluciones adecuadas. En particular, podrá coordinar 
con Universidades e instituciones académicas accio-
nes de investigación, planificación y capacitación, y 
centralizará la información acerca de la niñez y su 
familia de la Provincia de Buenos Aires.

4) Diseñar y aplicar un sistema de evaluación de la 
gestión de los programas y acciones que se ejecuten.

5) Implementar un Registro Unificado de todos los desti-
natarios que sean atendidos por el Estado Provincial, 
los municipios y las organizaciones no gubernamentales 
en el territorio provincial. Dicho Registro contendrá 
todas las acciones realizadas con cada niño y su fami-
lia, y servirá de base de datos para la planificación y 
seguimiento de las intervenciones que sean requeridas 
de cada instancia gubernamental y comunitaria.
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6) Crear el Registro Único de Entidades no gubernamen-
tales dedicadas a la prevención, asistencia, atención, 
protección y restablecimiento de los derechos de los 
niños.

7) Promover la formación de organizaciones comunita-
rias que favorezcan la integración social, la soli-
daridad y el compromiso social en la protección de la 
familia, así como en el respeto y protección de los 
derechos de los niños, orientándolas y asesorándolas 
por sí o a través de las municipalidades.

8) Desarrollar tareas de capacitación y formación 
permanente dirigidas a profesionales, técnicos y em-
pleados del Estado Provincial y de los municipios, de 
las áreas relacionadas con la niñez, como así también 
del personal y directivos de organizaciones no guber-
namentales inscriptas en el Registro a que se refiere 
el artículo 25 de la presente.

9) Fijar las pautas de funcionamiento y de supervisión 
de los establecimientos y/o instituciones públicos y/o 
privados y/o personas físicas que realicen acciones de 
prevención, asistencia, protección y restablecimiento 
de los derechos de los niños.

10) Atender y controlar el estado y condiciones de 
detención del niño en conflicto con la Ley penal en 
territorio provincial que se encontraran alojados en 
establecimientos de su dependencia.

11) Implementar programas de conocimiento y difusión 
de derechos.

12) Crear, establecer y sostener delegaciones u otros 
mecanismos de desconcentración apropiados para el cum-
plimiento de sus fines.

13) Queda autorizada, en las condiciones que establezca 
la reglamentación, a efectuar préstamos o comodatos de 
inmuebles y entrega de materiales, insumos, semovientes 
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o máquinas para el desarrollo de emprendimientos 
productivos o de servicios a niños en el marco de 
los objetivos de la presente Ley, a través de sus 
representantes legales.

El producto de los emprendimientos se imputará a la 
implementación del peculio de los niños.

ARTÍCULO 17.- Para atender los fines de la presente Ley, 
la Autoridad de Aplicación tendrá a su cargo la ejecución de 
una partida específica, representada por un porcentaje del 
Presupuesto General de la Provincia de carácter intangible.

SERVICIOS LOCALES DE PROTECCIÓN DE DERECHOS

ARTÍCULO 18.- En cada municipio la Autoridad de Aplicación 
debe establecer órganos desconcentrados denominados 
Servicios Locales de Protección de Derechos. Serán unida-
des técnico-operativas con una o más sedes, desempeñando 
las funciones de facilitar que el niño que tenga amenazados 
o violados sus derechos pueda acceder a los programas y 
planes disponibles en su comunidad.

En los casos en que la problemática presentada admita una 
solución rápida, y que se pueda efectivizar con recursos 
propios, la ayuda se podrá efectuar en forma directa.

Les corresponderá a estos servicios buscar la alterna-
tiva que evite la separación del niño de su familia o de 
las personas encargadas de su cuidado personal, aportando 
directamente las soluciones apropiadas para superar la si-
tuación que amenaza con provocar la separación.

ARTÍCULO 19.- Los Servicios Locales de Protección de los 
derechos del niño tendrán las siguientes funciones:
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a. Ejecutar los programas, planes, servicios y toda 
otra acción que tienda a prevenir, asistir, proteger, 
y/o restablecer los derechos del niño.

b. Recibir denuncias e intervenir de oficio ante el 
conocimiento de la posible existencia de violación o 
amenaza en el ejercicio de los derechos del niño.

c. Propiciar y ejecutar alternativas tendientes a evi-
tar la separación del niño de su familia y/o guardado-
res y/o de quien tenga a su cargo su cuidado o atención 
teniendo como mira el interés superior del niño.

d. Participar activamente en los procesos de declara-
ción de la situación de adoptabilidad y de adopción, y 
colaborar en el trámite de guarda con fines de adopción, 
con los alcances establecidos en la ley respectiva.

ARTÍCULO 20.- Los Servicios Locales de Protección de 
derechos contarán con un equipo técnico-profesional con 
especialización en la temática, integrado como mínimo por:

1) Un (1) psicólogo. 

2) Un (1) abogado.

3) Un (1) trabajador social.

4) Un (1) médico.

La selección de los aspirantes debe realizarse mediante 
concurso de antecedentes y oposición. Los aspirantes debe-
rán acreditar como mínimo tres años de ejercicio profesio-
nal, y experiencia en tareas relacionadas con la familia 
y los niños.

Se deberá garantizar la atención durante las 24 horas.

ARTÍCULO 21.- La Autoridad de Aplicación debe proceder 
al dictado de la reglamentación para el funcionamiento de 
los Servicios de Protección de Derechos en el ámbito de la 
Provincia.
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ARTÍCULO 22.- La Autoridad de Aplicación podrá dispo-
ner la desconcentración de sus funciones en los munici-
pios, mediante la celebración de convenio suscripto con 
el Intendente Municipal, que entrará en vigencia una vez 
ratificado por Ordenanza.

COMISIÓN DE COORDINACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE RECURSOS

ARTÍCULO 23.- Créase una Comisión Interministerial para 
la Promoción y Protección de los Derechos del Niño, la 
que tendrá como misión la coordinación de las políticas y 
optimización de los recursos del Estado provincial, para 
asegurar el goce pleno de los derechos del niño, que fun-
cionará a convocatoria del Presidente.

La Comisión Interministerial para la Promoción y Protección 
de los Derechos del Niño estará presidida por la Autoridad 
de Aplicación, e integrada por los Ministerios de Desarrollo 
Humano, Gobierno, Justicia, Seguridad, Producción, Salud, 
Trabajo, Dirección General de Cultura y Educación, así como 
las Secretarías de Derechos Humanos y de Deportes y Turismo.

Los titulares de las jurisdicciones que se mencionan 
precedentemente, podrán delegar su participación en los 
funcionarios de las respectivas áreas del niño, o de las 
que se correspondan por su temática, con rango no inferior 
a Subsecretario.

OBSERVATORIO SOCIAL

ARTÍCULO 24.- La Autoridad de Aplicación convocará a la 
formación de un cuerpo integrado por representantes de la 
sociedad civil, la Iglesia católica y otras iglesias que 
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cuenten con instituciones de promoción y protección de la 
niñez y la familia. Sus miembros se desempeñarán ad honorem.

El Observatorio Social tiene como función el monitoreo 
y evaluación de los programas y acciones de la promoción y 
protección de los derechos del niño, y especialmente:

a. Con relación a la evaluación de los indicadores para 
garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos 
reconocidos en la presente Ley.

b. Con relación a los programas que asignen financia-
miento para servicios de atención directa a los niños, 
respecto de su implementación y resultados.

c. Mediante la propuesta de modificaciones y nuevas 
medidas para una mejor efectivización de las políticas 
públicas de la niñez.

d. El Observatorio Social presentará un informe tri-
mestral sobre el seguimiento y control de las políticas 
públicas.

DEL REGISTRO DE ORGANIZACIONES

ARTÍCULO 25.- Créase el Registro de Organizaciones de la 
Sociedad Civil con personería jurídica que tengan como ob-
jeto el trabajo o desarrollo de actividades sobre temáticas 
y cuestiones de cualquier naturaleza vinculadas directa o 
indirectamente a los derechos de los niños.

ARTÍCULO 26.- La inscripción en el Registro es condición 
ineludible para la celebración de convenios con la Autoridad 
de Aplicación, o municipios en los cuales se hubieran des-
concentrado funciones.

ARTÍCULO 27.- Las organizaciones al momento de su ins-
cripción deberán acompañar copia de los estatutos, nómina 
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de los directivos que la integran, detalle de la infraes-
tructura que poseen, y antecedentes de capacitación de los 
recursos humanos que la integran. La reglamentación de-
terminará la periodicidad de las actualizaciones de estos 
datos.

ARTÍCULO 28.- En caso de inobservancia de la presente Ley, 
o cuando se incurra en amenaza o violación de los derechos 
de los niños, la Autoridad de Aplicación podrá aplicar las 
siguientes sanciones:

a. Advertencia.

b. Suspensión total o parcial de las transferencias 
de los fondos públicos. 

c. Suspensión del programa. 

d. Nota de redacción: observado por dec. 66/2005. 
Posteriormente derogado.

e. Cancelación de la inscripción en el Registro.

CAPÍTULO III
DE LOS PROGRAMAS DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE DERECHOS

ARTÍCULO 29.- La Autoridad de Aplicación debe diseñar, 
subsidiar y ejecutar programas de promoción y protección 
de los derechos de los niños.

ARTÍCULO 30.- Los Servicios Locales de Promoción y 
Protección de Derechos deben disponer, entre otros, de los 
siguientes programas de promoción:

a. Programas de identificación.

b. Programas de defensa de derechos.

c. Programas de formación y capacitación.
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d. Programas recreativos y culturales.

e. Programas de becas y subsidios.

ARTÍCULO 31.- Los Servicios Locales de Promoción y 
Protección de Derechos deben disponer, entre otros, de los 
siguientes programas de protección:

a. Programas de asistencia técnico-jurídica.

b. Programas de localización.

c. Programas de orientación y apoyo.

d. Programas socio-educativos para la ejecución de las 
sanciones no privativas de la libertad.

e. Programas de becas.

f. Programas de asistencia directa, cuidado y 
rehabilitación.

CAPÍTULO IV
MEDIDAS DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE DERECHOS

ARTÍCULO 32.- Las medidas de protección son aquellas que 
disponen los Servicios Locales de Promoción y Protección 
de Derechos cuando se produce, en perjuicio de uno o varios 
niños, la amenaza o violación de sus derechos o garantías, 
con el objeto de preservarlos o restituirlos. La amenaza o 
violación a que se refiere este artículo, puede provenir de 
la acción u omisión de personas físicas o jurídicas.

ARTÍCULO 33.- Las medidas de protección de dere-
chos son limitadas en el tiempo, se mantienen mientras 
persistan las causas que dieron origen a la amenaza 
o violación de derechos o garantías, y deben ser re-
visadas periódicamente de acuerdo a su naturaleza. 
En ningún caso una medida de protección de derechos ha de 



186 •

significar la privación de libertad ambulatoria del niño. 
El cese de la medida proteccional por decisión unilateral 
del niño no podrá ser sancionada bajo ningún criterio o 
concepto. En consecuencia, queda expresamente prohibido 
disponer medidas de coerción contra el niño por razón del 
abandono del programa.

ARTÍCULO 34.- Se aplicarán prioritariamente aquellas me-
didas de protección de derechos que tengan por finalidad la 
preservación y fortalecimiento de los vínculos familiares 
con relación a todos los niños.

Cuando la amenaza o violación de derechos sea consecuen-
cia de necesidades básicas insatisfechas, carencias o di-
ficultades materiales, laborales o de vivienda, las medidas 
de protección son los programas dirigidos a brindar ayuda 
y apoyo incluso económico, con miras al mantenimiento y 
fortalecimiento de los vínculos familiares.

ARTÍCULO 35.- Comprobada la amenaza o violación de dere-
chos podrán adoptarse, entre otras, las siguientes medidas:

a. Apoyo para que los niños permanezcan conviviendo 
con su grupo familiar.

b. Solicitud de becas de estudio o para guardería 
y/o inclusión en programas de alfabetización o apoyo 
escolar.

c. Asistencia integral a la embarazada.

d. Inclusión del niño y la familia en programas de 
asistencia familiar.

e. Cuidado del niño en el propio hogar, orientando y 
apoyando a los padres, representantes o responsables 
en el cumplimiento de sus obligaciones, conjuntamente 
con el seguimiento temporal de la familia y del niño 
a través de un programa.



• 187

f. Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico 
del niño o de alguno de sus padres, responsables o 
representantes.

g. Asistencia económica.

h. Con carácter excepcional y provisional, la perma-
nencia temporal en ámbitos familiares alternativos o 
entidades de atención social y/o de salud, con comu-
nicación de lo resuelto, dentro de las veinticuatro 
(24) horas, al Asesor de Incapaces y al Juez de Familia 
competente. El Juez de Familia deberá resolver la le-
galidad de la medida.

La observancia de la notificación es considerada deber 
del funcionario público a cargo. Su incumplimiento 
traerá aparejadas las sanciones disciplinarias y pe-
nales correspondientes.

ARTÍCULO 36.- El incumplimiento de las medidas de pro-
tección por parte del niño no podrá irrogar consecuencia 
perjudicial alguna.

CAPÍTULO V
DEL PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 37.- Cuando un niño sufra amenaza o violación 
de sus derechos y/o sea víctima de delito, sus familiares, 
responsables, allegados, o terceros que tengan conocimiento 
de tal situación, solicitarán ante los Servicios Locales 
de Promoción y Protección de Derechos el resguardo o res-
tablecimiento de los derechos afectados.

En el supuesto que se formule denuncia por ante la au-
toridad policial, esta deberá ponerla de inmediato en co-
nocimiento del Servicio de Promoción y Protección Local.
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ARTÍCULO 38.- Una vez que el Servicio de Promoción y 
Protección de Derechos tome conocimiento de la petición, 
debe citar al niño y familiares, responsables y/o allega-
dos involucrados a una audiencia con el equipo técnico del 
Servicio.

En dicha audiencia se debe poner en conocimiento de los 
mismos la petición efectuada, la forma de funcionamiento 
del Sistema de Protección y Promoción de Derechos, los pro-
gramas existentes para solucionar la petición y su forma 
de ejecución, las consecuencias esperadas, los derechos de 
los que goza el niño, el plan de seguimiento y el carácter 
consensuado de la decisión que se adopte.

ARTÍCULO 39.- Una vez concluidas las deliberaciones y 
propuesta la solución, debe confeccionarse un acta que 
contenga lugar y fecha, motivo de la petición, datos iden-
tificatorios de las personas intervinientes, un resumen de 
lo tratado en la audiencia, la solución propuesta, el plan 
a aplicar y la forma de seguimiento del caso particular.

El acta debe ser firmada por todos los intervinientes y 
se les entregará copia de la misma.

PARTE SEGUNDA
ÓRGANOS Y COMPETENCIAS JUDICIALES

CAPÍTULO I
DEL FUERO DEL NIÑO

*ARTÍCULO 40.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 41.- Nota de redacción: observado por Decreto 
66/2005. Artículo derogado por art. 101 Ley 13.634.
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CAPÍTULO II
PRINCIPIOS GENERALES DEL PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 42.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 43.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 44.- Nota de redacción artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 45.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 46.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

CAPÍTULO III
COMPETENCIA CIVIL

*ARTÍCULO 47.- Nota de redacción: modifica artículo 827 
del Decreto-Ley 7.425/68 Código Procesal Civil y Comercial 
de la Provincia de Buenos Aires, derogado por art. 101 Ley 
13.634.

ARTÍCULO 48.- Nota de redacción: modifica artículo 50 de 
la Ley 5.827 (T.O. Dec. 3.702/92), derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 49.- Nota de redacción: observado por dec. 
66/2005, posteriormente derogado por art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 50.- Nota de redacción: artículo observado por 
dec. de promulgación, posteriormente derogado por art. 101 
Ley 13.634.
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*ARTÍCULO 51.- Nota de redacción: modifica inciso 4º del 
artículo 23 de la Ley 12.061, posteriormente derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 52.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO PENAL

*ARTÍCULO 53.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 54.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 55.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 56.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13634.

*ARTÍCULO 57.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 58.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 59.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 60.- Nota de redacción: artículo derogado por 
art. 101 Ley 13.634.

*ARTÍCULO 61.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 62.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.



• 191

*ARTÍCULO 63.- Nota de redacción: artículo observado por 
decreto de promulgación, posteriormente derogado por art. 
101 Ley 13.634.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS

ARTÍCULO 64.- Las disposiciones relacionadas con la cons-
titución y funcionamiento de los Servicios de Protección de 
Derechos entrarán en vigencia, en forma gradual, conforme 
a la determinación de prioridades que establezca el Poder 
Ejecutivo.

*ARTÍCULO 65.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

*ARTÍCULO 66.- Nota de redacción: derogado por art. 101 
Ley 13.634.

ARTÍCULO 67.- Deróganse el Decreto-Ley 10.067/83 y la Ley 
12.607, así como toda norma que se oponga a la presente.

ARTÍCULO 68.- El Poder Ejecutivo proveerá los recursos 
que demande el cumplimiento de la presente.

ARTÍCULO 69.- Autorízase al Poder Ejecutivo, la Suprema 
Corte de Justicia y la Procuración de la Suprema Corte a 
efectuar las adecuaciones, reasignaciones presupuestarias 
y transferencias que resulten necesarias a los fines de la 
implementación de la presente Ley.

ARTÍCULO 70.- El Poder Ejecutivo procederá a la regla-
mentación de la presente dentro de los sesenta (60) días 
contados a partir de su promulgación.

ARTÍCULO 71.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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SEGUNDA PARTE

Leyes nacionales 
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LEYES NACIONALES VIGENTES

El contexto en el que se sancionaron las principales leyes 
nacionales vigentes estuvo marcado por profundas trans-
formaciones sociales, económicas y políticas. Estas leyes 
expresaron el nuevo proyecto político-pedagógico de la 
democracia del siglo XXI y, al mismo tiempo, establecieron 
límites a la fragmentación y desorganización del sistema edu-
cativo, así como a los avances mercantilizadores que había 
permitido la legislación modificada en las últimas décadas 
del siglo XX. La educación estaba también en el centro de las 
disputas entre los distintos proyectos político-pedagógico 
que pugnaban por imponerse en Argentina. Desde la recu-
peración de la democracia (1983) habían ocurrido sucesivas 
reformas, en particular, las de la década de 1990, que habían 
tenido como consecuencias la fragmentación, desorganiza-
ción y el desfinanciamiento del sistema educativo nacional; y 
una herida abierta sobre la posibilidad de un proyecto federal 
que contemplara lo común pero también las diversidades re-
gionales. Asimismo, se había debilitado o bien imposibilitado 
sostener el derecho a la educación y la igualdad educativa 
(expresadas en la Constitución de 1994) entre las y los estu-
diantes y docentes de las veinticuatro jurisdicciones.

Los sindicatos docentes y las comunidades educativas 
habían organizado recurrentes formas de resistencia, en 
defensa de los derechos educativos de la población, de las 
condiciones laborales de las educadoras y los educadores 
y del incremento de la inversión educativa. 

A partir del gobierno de Néstor Kirchner (2003-2007), se 
instala en el país, y en casi todas las provincias, el debate 
para elaborar una nueva legislación educativa que no solo 
atendiera estas cuestiones, sino que incorporara una agen-
da de derechos educativos para el siglo XXI, que incluyera 
la perspectiva ambiental, la de género, la enseñanza de una 
educación sexual integral, el respeto a la diversidad cultural 
y la centralidad de la formación docente permanente, entre 
otras cuestiones. 
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Estas iniciativas dieron lugar a un conjunto de leyes, como 
la Ley de Educación Técnico-Profesional (26.058/05), la Ley 
de Financiamiento Educativo (26.075/05) y la Ley de Edu-
cación Nacional (26.206/06). Esta última es el resultado de 
una serie de jornadas institucionales y rondas de consulta a 
los distintos actores que protagonizan lo educativo: familias, 
comunidades, docentes, organizaciones sociales, partidos 
políticos con representación parlamentaria, iglesias, edito-
riales, bibliotecas, universidades nacionales, especialistas, 
sindicatos docentes, sindicatos de trabajadores auxiliares 
de la educación, entre otros, que fueron alimentando los pro-
yectos que, finalmente, se trataron en el Congreso Nacional. 
Esta nueva ley de educación creó el Instituto Nacional de For-
mación Docente (INFoD) y el Instituto Nacional de Educación 
Tecnológica (INeT).
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA 
LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL Nº 26.206/06

Sancionada: Diciembre 14 de 2006
Promulgada: Diciembre 27 de 2006

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley regula el ejercicio del 
derecho de enseñar y aprender consagrado por el artículo 14 
de la Constitución Nacional y los tratados internacionales 
incorporados a ella, conforme con las atribuciones con-
feridas al Honorable Congreso de la Nación en el artículo 
75, incisos 17, 18 y 19, y de acuerdo con los principios 
que allí se establecen y los que en esta Ley se determinan.

ARTÍCULO 2º.- La educación y el conocimiento son un bien 
público y un derecho personal y social, garantizados por 
el Estado. 

ARTÍCULO 3º.- La educación es una prioridad nacional y 
se constituye en política de Estado para construir una so-
ciedad justa, reafirmar la soberanía e identidad nacional, 
profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática, 
respetar los derechos humanos y libertades fundamentales 
y fortalecer el desarrollo económico-social de la Nación.

ARTÍCULO 4º.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la responsabilidad 
principal e indelegable de proveer una educación integral, 
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permanente y de calidad para todos/as los/as habitantes de 
la Nación, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad 
en el ejercicio de este derecho, con la participación de 
las organizaciones sociales y las familias.

ARTÍCULO 5º.- El Estado nacional fija la política educa-
tiva y controla su cumplimiento con la finalidad de conso-
lidar la unidad nacional, respetando las particularidades 
provinciales y locales.

ARTÍCULO 6º.- El Estado garantiza el ejercicio del dere-
cho constitucional de enseñar y aprender. Son responsables 
de las acciones educativas el Estado nacional, las provin-
cias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en los términos 
fijados por el artículo 4º de esta Ley; los municipios, 
las confesiones religiosas reconocidas oficialmente y las 
organizaciones de la sociedad; y la familia, como agente 
natural y primario.

ARTÍCULO 7º.- El Estado garantiza el acceso de todos/as 
los/as ciudadanos/as a la información y al conocimiento como 
instrumentos centrales de la participación en un proceso 
de desarrollo con crecimiento económico y justicia social. 

ARTÍCULO 8º.- La educación brindará las oportunidades 
necesarias para desarrollar y fortalecer la formación inte-
gral de las personas a lo largo de toda la vida y promover 
en cada educando/a la capacidad de definir su proyecto de 
vida, basado en los valores de libertad, paz, solidaridad, 
igualdad, respeto a la diversidad, justicia, responsabi-
lidad y bien común.

ARTÍCULO 9º.- El Estado garantiza el financiamiento del 
Sistema Educativo Nacional conforme a las previsiones de 
la presente Ley. Cumplidas las metas de financiamiento es-
tablecidas en la Ley Nº 26.075, el presupuesto consolidado 
del Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires destinado exclusivamente a educación no 
será inferior al seis por ciento (6 %) del Producto Interno 
Bruto (PIB).
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ARTÍCULO 10º.- El Estado nacional no suscribirá tra-
tados bilaterales o multilaterales de libre comercio que 
impliquen concebir la educación como un servicio lucrativo 
o alienten cualquier forma de mercantilización de la edu-
cación pública.

CAPÍTULO II
FINES Y OBJETIVOS DE LA POLÍTICA EDUCATIVA NACIONAL

ARTÍCULO 11.- Los fines y objetivos de la política edu-
cativa nacional son:

a. Asegurar una educación de calidad con igualdad de 
oportunidades y posibilidades, sin desequilibrios re-
gionales ni inequidades sociales.

b. Garantizar una educación integral que desarrolle 
todas las dimensiones de la persona y habilite tanto 
para el desempeño social y laboral como para el acceso 
a estudios superiores.

c. Brindar una formación ciudadana comprometida con 
los valores éticos y democráticos de participación, 
libertad, solidaridad, resolución pacífica de conflic-
tos, respeto a los derechos humanos, responsabilidad, 
honestidad, valoración y preservación del patrimonio 
natural y cultural.

d. Fortalecer la identidad nacional, basada en el 
respeto a la diversidad cultural y a las particulari-
dades locales, abierta a los valores universales y a 
la integración regional y latinoamericana.

e. Garantizar la inclusión educativa a través de po-
líticas universales y de estrategias pedagógicas y de 
asignación de recursos que otorguen prioridad a los 
sectores más desfavorecidos de la sociedad.
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f. Asegurar condiciones de igualdad, respetando las 
diferencias entre las personas sin admitir discrimi-
nación de género ni de ningún otro tipo. 

g. Garantizar, en el ámbito educativo, el respeto a 
los derechos de los/as niños/as y adolescentes esta-
blecidos en la Ley Nº 26.061.

h. Garantizar a todos/as el acceso y las condiciones 
para la permanencia y el egreso de los diferentes ni-
veles del sistema educativo, asegurando la gratuidad 
de los servicios de gestión estatal, en todos los ni-
veles y modalidades.

i. Asegurar la participación democrática de docentes, 
familias y estudiantes en las instituciones educativas 
de todos los niveles.

j. Concebir la cultura del trabajo y del esfuerzo in-
dividual y cooperativo como principio fundamental de 
los procesos de enseñanza-aprendizaje.

k. Desarrollar las capacidades y ofrecer oportunidades 
de estudio y aprendizaje necesarias para la educación 
a lo largo de toda la vida.

l. Fortalecer la centralidad de la lectura y la es-
critura, como condiciones básicas para la educación 
a lo largo de toda la vida, la construcción de una 
ciudadanía responsable y la libre circulación del 
conocimiento.

m. Desarrollar las competencias necesarias para el 
manejo de los nuevos lenguajes producidos por las tec-
nologías de la información y la comunicación.

n. Brindar a las personas con discapacidades, tempo-
rales o permanentes, una propuesta pedagógica que les 
permita el máximo desarrollo de sus posibilidades, la 
integración y el pleno ejercicio de sus derechos.
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ñ. Asegurar a los pueblos indígenas el respeto a su 
lengua y a su identidad cultural, promoviendo la va-
loración de la multiculturalidad en la formación de 
todos/as los/as educandos/as.

o. Comprometer a los medios masivos de comunicación a 
asumir mayores grados de responsabilidad ética y social 
por los contenidos y valores que transmiten.

p. Brindar conocimientos y promover valores que for-
talezcan la formación integral de una sexualidad 
responsable.

q. Promover valores y actitudes que fortalezcan las 
capacidades de las personas para prevenir las adic-
ciones y el uso indebido de drogas.

r. Brindar una formación corporal, motriz y deportiva 
que favorezca el desarrollo armónico de todos/as los/
as educandos/as y su inserción activa en la sociedad.

s. Promover el aprendizaje de saberes científicos fun-
damentales para comprender y participar reflexivamente 
en la sociedad contemporánea.

t. Brindar una formación que estimule la creatividad, 
el gusto y la comprensión de las distintas manifesta-
ciones del arte y la cultura.

u. Coordinar las políticas de educación, ciencia y 
tecnología con las de cultura, salud, trabajo, desa-
rrollo social, deportes y comunicaciones, para atender 
integralmente las necesidades de la población, apro-
vechando al máximo los recursos estatales, sociales 
y comunitarios.

v. Promover en todos los niveles educativos y modali-
dades la comprensión del concepto de eliminación de 
todas las formas de discriminación.
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TÍTULO II
EL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 12.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de manera concertada y 
concurrente, son los responsables de la planificación, or-
ganización, supervisión y financiación del Sistema Educativo 
Nacional. Garantizan el acceso a la educación en todos los 
niveles y modalidades, mediante la creación y administra-
ción de los establecimientos educativos de gestión esta-
tal. El Estado nacional crea y financia las Universidades 
Nacionales.

ARTÍCULO 13.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires reconocen, autorizan y 
supervisan el funcionamiento de instituciones educativas 
de gestión privada, confesionales o no confesionales, de 
gestión cooperativa y de gestión social.

ARTÍCULO 14.- El Sistema Educativo Nacional es el conjun-
to organizado de servicios y acciones educativas reguladas 
por el Estado que posibilitan el ejercicio del derecho a la 
educación. Lo integran los servicios educativos de gestión 
estatal y privada, gestión cooperativa y gestión social, de 
todas las jurisdicciones del país, que abarcan los distintos 
niveles, ciclos y modalidades de la educación.

ARTÍCULO 15.- El Sistema Educativo Nacional tendrá una 
estructura unificada en todo el país que asegure su ordena-
miento y cohesión, la organización y articulación de los 
niveles y modalidades de la educación y la validez nacional 
de los títulos y certificados que se expidan.

ARTÍCULO 16.- La obligatoriedad escolar en todo el país 
se extiende desde la edad de cinco (5) años hasta la fina-
lización del nivel de la Educación Secundaria.
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El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y las 
autoridades jurisdiccionales competentes asegurarán el 
cumplimiento de la obligatoriedad escolar a través de al-
ternativas institucionales, pedagógicas y de promoción 
de derechos, que se ajusten a los requerimientos locales 
y comunitarios, urbanos y rurales, mediante acciones que 
permitan alcanzar resultados de calidad equivalente en todo 
el país y en todas las situaciones sociales.

ARTÍCULO 17.- La estructura del Sistema Educativo Nacional 
comprende cuatro (4) niveles –la Educación Inicial, la 
Educación Primaria, la Educación Secundaria y la Educación 
Superior–, y ocho (8) modalidades.

A los efectos de la presente Ley, constituyen modalidades 
del Sistema Educativo Nacional aquellas opciones organi-
zativas y/o curriculares de la educación común, dentro de 
uno o más niveles educativos, que procuran dar respuesta 
a requerimientos específicos de formación y atender par-
ticularidades de carácter permanente o temporal, persona-
les y/o contextuales, con el propósito de garantizar la 
igualdad en el derecho a la educación y cumplir con las 
exigencias legales, técnicas y pedagógicas de los dife-
rentes niveles educativos. Son modalidades: la Educación 
Técnico-Profesional, la Educación Artística, la Educación 
Especial, la Educación Permanente de Jóvenes y Adultos, 
la Educación Rural, la Educación Intercultural Bilingüe, 
la Educación en Contextos de Privación de Libertad y la 
Educación Domiciliaria y Hospitalaria.

Las jurisdicciones podrán definir, con carácter excepcio-
nal, otras modalidades de la educación común, cuando reque-
rimientos específicos de carácter permanente y contextual 
así lo justifiquen.
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CAPÍTULO II
EDUCACIÓN INICIAL

ARTÍCULO 18.- La Educación Inicial constituye una unidad 
pedagógica y comprende a los/as niños/as desde los cuarenta 
y cinco (45) días hasta los cinco (5) años de edad inclu-
sive, siendo obligatorio el último año.

ARTÍCULO 19.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la obligación de 
universalizar los servicios educativos para los/as niños/as 
de cuatro (4) años de edad.

ARTÍCULO 20.- Son objetivos de la Educación Inicial: 

a. Promover el aprendizaje y desarrollo de los/as ni-
ños/as de cuarenta y cinco (45) días a cinco (5) años 
de edad inclusive, como sujetos de derechos y partí-
cipes activos/as de un proceso de formación integral, 
miembros de una familia y de una comunidad.

b. Promover en los/as niños/as la solidaridad, confian-
za, cuidado, amistad y respeto a sí mismo y a los/as 
otros/as.

c. Desarrollar su capacidad creativa y el placer por 
el conocimiento en las experiencias de aprendizaje.

d. Promover el juego como contenido de alto valor cul-
tural para el desarrollo cognitivo, afectivo, ético, 
estético, motor y social.

e. Desarrollar la capacidad de expresión y comunica-
ción a través de los distintos lenguajes, verbales y 
no verbales: el movimiento, la música, la expresión 
plástica y la literatura.

f. Favorecer la formación corporal y motriz a través 
de la educación física.
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g. Propiciar la participación de las familias en el 
cuidado y la tarea educativa promoviendo la comunica-
ción y el respeto mutuo.

h. Atender a las desigualdades educativas de origen 
social y familiar para favorecer una integración plena 
de todos/as los/as niños/as en el sistema educativo.

i. Prevenir y atender necesidades especiales y difi-
cultades de aprendizaje.

ARTÍCULO 21.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la responsabilidad de:

a. Expandir los servicios de Educación Inicial.

b. Promover y facilitar la participación de las fami-
lias en el desarrollo de las acciones destinadas al 
cuidado y educación de sus hijos/as.

c. Asegurar el acceso y la permanencia con igualdad de 
oportunidades, atendiendo especialmente a los sectores 
menos favorecidos de la población.

d. Regular, controlar y supervisar el funcionamiento 
de las instituciones con el objetivo de asegurar la 
atención, el cuidado y la educación integral de los/as 
niños/as.

ARTÍCULO 22.- Se crearán en los ámbitos nacional, provin-
ciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mecanismos 
para la articulación y/o gestión asociada entre los organis-
mos gubernamentales, especialmente con el área responsable 
de la niñez y familia del Ministerio de Desarrollo Social 
y con el Ministerio de Salud, a fin de garantizar el cumpli-
miento de los derechos de los/as niños/as establecidos en 
la Ley Nº 26.061. Tras el mismo objetivo y en función de las 
particularidades locales o comunitarias, se implementarán 
otras estrategias de desarrollo infantil, con la articula-
ción y/o gestión asociada de las áreas gubernamentales de 
desarrollo social, salud y educación, en el ámbito de la 
educación no formal, para atender integralmente a los/as 
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niños/as entre los cuarenta y cinco (45) días y los dos (2) 
años de edad, con participación de las familias y otros 
actores sociales.

ARTÍCULO 23.- Están comprendidas en la presente Ley las 
instituciones que brinden Educación Inicial:

a. de gestión estatal, pertenecientes tanto a los ór-
ganos de gobierno de la educación como a otros orga-
nismos gubernamentales.

b. de gestión privada y/o pertenecientes a organiza-
ciones sin fines de lucro, sociedades civiles, gremios, 
sindicatos, cooperativas, organizaciones no guberna-
mentales, organizaciones barriales, comunitarias y 
otros.

ARTÍCULO 24.- La organización de la Educación Inicial 
tendrá las siguientes características:

a. Los Jardines Maternales atenderán a los/as niños/
as desde los cuarenta y cinco (45) días a los dos (2) 
años de edad inclusive y los Jardines de Infantes a 
los/as niños/as desde los tres (3) a los cinco (5) años 
de edad inclusive.

b. En función de las características del contexto se 
reconocen otras formas organizativas del nivel para 
la atención educativa de los/as niños/as entre los 
cuarenta y cinco (45) días y los cinco (5) años, como 
salas multiedades o plurisalas en contextos rurales o 
urbanos, salas de juego y otras modalidades que pudie-
ran conformarse, según lo establezca la reglamentación 
de la presente Ley.

c. La cantidad de secciones, cobertura de edades, 
extensión de la jornada y servicios complementarios 
de salud y alimentación serán determinados por las 
disposiciones reglamentarias que respondan a las ne-
cesidades de los/as niños/as y sus familias.



206 •

d. Las certificaciones de cumplimiento de la Educación 
Inicial obligatoria en cualesquiera de las formas 
organizativas reconocidas y supervisadas por las au-
toridades educativas tendrán plena validez para la 
inscripción en la Educación Primaria.

ARTÍCULO 25.- Las actividades pedagógicas realizadas en 
el nivel de Educación Inicial estarán a cargo de personal 
docente titulado, conforme lo establezca la normativa vi-
gente en cada jurisdicción. Dichas actividades pedagógicas 
serán supervisadas por las autoridades educativas de las 
provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

CAPÍTULO III
EDUCACIÓN PRIMARIA

ARTÍCULO 26.- La Educación Primaria es obligatoria y 
constituye una unidad pedagógica y organizativa destinada 
a la formación de los/as niños/as a partir de los seis (6) 
años de edad.

ARTÍCULO 27.- La Educación Primaria tiene por finalidad 
proporcionar una formación integral, básica y común y sus 
objetivos son: 

a. Garantizar a todos/as los/as niños/as el acceso a 
un conjunto de saberes comunes que les permitan par-
ticipar de manera plena y acorde a su edad en la vida 
familiar, escolar y comunitaria.

b. Ofrecer las condiciones necesarias para un desarro-
llo integral de la infancia en todas sus dimensiones.

c. Brindar oportunidades equitativas a todos/as los/as 
niños/as para el aprendizaje de saberes significativos 
en los diversos campos del conocimiento, en especial 
la lengua y la comunicación, las ciencias sociales, 
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la matemática, las ciencias naturales y el medio am-
biente, las lenguas extranjeras, el arte y la cultura 
y la capacidad de aplicarlos en situaciones de la vida 
cotidiana.

d. Generar las condiciones pedagógicas para el manejo 
de las nuevas tecnologías de la información y la co-
municación, así como para la producción y recepción 
crítica de los discursos mediáticos.

e. Promover el desarrollo de una actitud de esfuerzo, 
trabajo y responsabilidad en el estudio y de curiosidad 
e interés por el aprendizaje, fortaleciendo la confianza 
en las propias posibilidades de aprender.

f. Desarrollar la iniciativa individual y el tra-
bajo en equipo y hábitos de convivencia solidaria y 
cooperación.

g. Fomentar el desarrollo de la creatividad y la ex-
presión, el placer estético y la comprensión, conoci-
miento y valoración de las distintas manifestaciones 
del arte y la cultura.

h. Brindar una formación ética que habilite para el 
ejercicio de una ciudadanía responsable y permita 
asumir los valores de libertad, paz, solidaridad, 
igualdad, respeto a la diversidad, justicia, respon-
sabilidad y bien común.

i. Ofrecer los conocimientos y las estrategias cog-
nitivas necesarias para continuar los estudios en la 
Educación Secundaria.

j. Brindar oportunidades para una educación física que 
promueva la formación corporal y motriz y consolide 
el desarrollo armónico de todos/as los/as niños/as.

k. Promover el juego como actividad necesaria para 
el desarrollo cognitivo, afectivo, ético, estético, 
motor y social.
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l. Promover el conocimiento y los valores que permitan 
el desarrollo de actitudes de protección y cuidado del 
patrimonio cultural y el medio ambiente.

ARTÍCULO 28.- Las escuelas primarias serán de jornada 
extendida o completa con la finalidad de asegurar el logro 
de los objetivos fijados para este nivel por la presente Ley.

CAPÍTULO IV
EDUCACIÓN SECUNDARIA

ARTÍCULO 29.- La Educación Secundaria es obligatoria y 
constituye una unidad pedagógica y organizativa destinada 
a los/as adolescentes y jóvenes que hayan cumplido con el 
nivel de Educación Primaria.

ARTÍCULO 30.- La Educación Secundaria en todas sus mo-
dalidades y orientaciones tiene la finalidad de habilitar a 
los/las adolescentes y jóvenes para el ejercicio pleno de 
la ciudadanía, para el trabajo y para la continuación de 
estudios. Son sus objetivos:

a. Brindar una formación ética que permita a los/as es-
tudiantes desempeñarse como sujetos conscientes de sus 
derechos y obligaciones, que practican el pluralismo, 
la cooperación y la solidaridad, que respetan los de-
rechos humanos, rechazan todo tipo de discriminación, 
se preparan para el ejercicio de la ciudadanía demo-
crática y preservan el patrimonio natural y cultural.

b. Formar sujetos responsables, que sean capaces de 
utilizar el conocimiento como herramienta para com-
prender y transformar constructivamente su entorno 
social, económico, ambiental y cultural, y de situarse 
como participantes activos/as en un mundo en perma-
nente cambio.
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c. Desarrollar y consolidar en cada estudiante las ca-
pacidades de estudio, aprendizaje e investigación, de 
trabajo individual y en equipo, de esfuerzo, iniciativa 
y responsabilidad, como condiciones necesarias para 
el acceso al mundo laboral, los estudios superiores y 
la educación a lo largo de toda la vida.

d. Desarrollar las competencias lingüísticas, orales 
y escritas de la lengua española y comprender y expre-
sarse en una lengua extranjera. 

e. Promover el acceso al conocimiento como saber in-
tegrado, a través de las distintas áreas y discipli-
nas que lo constituyen y a sus principales problemas, 
contenidos y métodos.

f. Desarrollar las capacidades necesarias para la com-
prensión y utilización inteligente y crítica de los 
nuevos lenguajes producidos en el campo de las tecno-
logías de la información y la comunicación.

g. Vincular a los/as estudiantes con el mundo del tra-
bajo, la producción, la ciencia y la tecnología.

h. Desarrollar procesos de orientación vocacional a 
fin de permitir una adecuada elección profesional y 
ocupacional de los/as estudiantes.

i. Estimular la creación artística, la libre expresión, 
el placer estético y la comprensión de las distintas 
manifestaciones de la cultura.

j. Promover la formación corporal y motriz a través de 
una educación física acorde con los requerimientos del 
proceso de desarrollo integral de los adolescentes.

ARTÍCULO 31.- La Educación Secundaria se divide en dos 
(2) ciclos: un (1) Ciclo Básico, de carácter común a todas 
las orientaciones y un (1) Ciclo Orientado, de carácter 
diversificado según distintas áreas del conocimiento, del 
mundo social y del trabajo.
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ARTÍCULO 32.- El Consejo Federal de Educación fijará las 
disposiciones necesarias para que las distintas jurisdic-
ciones garanticen:

a. La revisión de la estructura curricular de la 
Educación Secundaria, con el objeto de actualizarla 
y establecer criterios organizativos y pedagógicos 
comunes y núcleos de aprendizaje prioritarios a nivel 
nacional.

b. Las alternativas de acompañamiento de la trayecto-
ria escolar de los/as jóvenes, tales como tutores/as 
y coordinadores/as de curso, fortaleciendo el proceso 
educativo individual y/o grupal de los/as alumnos/as.

c. Un mínimo de veinticinco (25) horas reloj de clase 
semanales.

d. La discusión en convenciones colectivas de trabajo 
de mecanismos de concentración de horas cátedra o car-
gos de los/as profesores/as, con el objeto de consti-
tuir equipos docentes más estables en cada institución.

e. La creación de espacios extracurriculares, fuera 
de los días y horarios de actividad escolar, para el 
conjunto de los/as estudiantes y jóvenes de la comuni-
dad, orientados al desarrollo de actividades ligadas al 
arte, la educación física y deportiva, la recreación, 
la vida en la naturaleza, la acción solidaria y la 
apropiación crítica de las distintas manifestaciones 
de la ciencia y la cultura.

f. La inclusión de adolescentes y jóvenes no escolari-
zados en espacios escolares no formales como tránsito 
hacia procesos de reinserción escolar plena.

g. El intercambio de estudiantes de diferentes ámbitos 
y contextos, así como la organización de actividades 
de voluntariado juvenil y proyectos educativos soli-
darios, para cooperar en el desarrollo comunitario, en 
el marco del proyecto educativo institucional.
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h. La atención psicológica, psicopedagógica y médica 
de aquellos adolescentes y jóvenes que la necesiten, a 
través de la conformación de gabinetes interdiscipli-
narios en las escuelas y la articulación intersectorial 
con las distintas áreas gubernamentales de políticas 
sociales y otras que se consideren pertinentes.

ARTÍCULO 33.- Las autoridades jurisdiccionales propi-
ciarán la vinculación de las escuelas secundarias con el 
mundo de la producción y el trabajo. En este marco, podrán 
realizar prácticas educativas en las escuelas, empresas, 
organismos estatales, organizaciones culturales y organi-
zaciones de la sociedad civil, que permitan a los/as alum-
nos/as el manejo de tecnologías o brinden una experiencia 
adecuada a su formación y orientación vocacional. En todos 
los casos estas prácticas tendrán carácter educativo y no 
podrán generar ni reemplazar ningún vínculo contractual o 
relación laboral. Podrán participar de dichas actividades 
los/as alumnos/as de todas las modalidades y orientacio-
nes de la Educación Secundaria, mayores de dieciséis (16) 
años de edad, durante el período lectivo, por un período no 
mayor a seis (6) meses, con el acompañamiento de docentes 
y/o autoridades pedagógicas designadas a tal fin. En el caso 
de las escuelas técnicas y agrotécnicas, la vinculación de 
estas instituciones con el sector productivo se realizará 
en conformidad con lo dispuesto por los artículos 15 y 16 
de la Ley Nº 26.058.
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CAPÍTULO V
EDUCACIÓN SUPERIOR

ARTÍCULO 34.- La Educación Superior comprende:

a. Universidades e Institutos Universitarios, esta-
tales o privados autorizados, en concordancia con la 
denominación establecida en la Ley Nº 24.521.

b. Institutos de Educación Superior de jurisdicción 
nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, de gestión estatal o privada. 

ARTÍCULO 35.- La Educación Superior será regulada por la 
Ley de Educación Superior Nº 24.521, la Ley de Educación 
Técnico-Profesional Nº 26.058 y por las disposiciones de 
la presente Ley en lo que respecta a los Institutos de 
Educación Superior.

ARTÍCULO 36.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
establecerá las políticas, los mecanismos de regulación y 
los criterios de evaluación y de articulación relativos 
a los Institutos de Educación Superior dependientes del 
Estado nacional, de las provincias y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires.

ARTÍCULO 37.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen competencia en la 
planificación de la oferta de carreras y de postítulos, el 
diseño de planes de estudio, la gestión y asignación de 
recursos y la aplicación de las regulaciones específicas, 
relativas a los Institutos de Educación Superior bajo su 
dependencia.



• 213

CAPÍTULO VI
EDUCACIÓN TÉCNICO-PROFESIONAL

ARTÍCULO 38.- La Educación Técnico-Profesional es la mo-
dalidad de la Educación Secundaria y la Educación Superior 
responsable de la formación de técnicos medios y técnicos 
superiores en áreas ocupacionales específicas y de la forma-
ción profesional. La Educación Técnico-Profesional se rige 
por las disposiciones de la Ley Nº 26.058, en concordancia 
con los principios, fines y objetivos de la presente Ley.

Esta modalidad se implementa en las instituciones de 
gestión estatal o privada que cumplen con las disposiciones 
de la Ley Nº 26.058.

CAPÍTULO VII
EDUCACIÓN ARTÍSTICA

ARTÍCULO 39.- La Educación Artística comprende:

a. La formación en distintos lenguajes artísticos 
para niños/as y adolescentes, en todos los niveles y 
modalidades.

b. La modalidad artística orientada a la formación es-
pecífica de Nivel Secundario para aquellos/as alumnos/as 
que opten por seguirla.

c. La formación artística impartida en los Institutos 
de Educación Superior, que comprende los profesorados 
en los diversos lenguajes artísticos para los distin-
tos niveles de enseñanza y las carreras artísticas 
específicas.

ARTÍCULO 40.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
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Aires garantizarán una educación artística de calidad para 
todos/as los/as alumnos/as del Sistema Educativo, que fo-
mente y desarrolle la sensibilidad y la capacidad creativa 
de cada persona, en un marco de valoración y protección del 
patrimonio natural y cultural, material y simbólico de las 
diversas comunidades que integran la Nación.

ARTÍCULO 41.- Todos/as los/as alumnos/as, en el trans-
curso de su escolaridad obligatoria, tendrán oportunidad 
de desarrollar su sensibilidad y su capacidad creativa en, 
al menos, DOS (2) disciplinas artísticas.

En la Educación Secundaria, la modalidad artística 
ofrecerá una formación específica en Música, Danza, Artes 
Visuales, Plástica, Teatro y otras que pudieran conformar-
se, admitiendo en cada caso diferentes especializaciones. 
La formación específica brindada en las escuelas especiali-
zadas en artes, podrá continuarse en establecimientos de 
nivel superior de la misma modalidad.

CAPÍTULO VIII
EDUCACIÓN ESPECIAL

ARTÍCULO 42.- La Educación Especial es la modalidad 
del sistema educativo destinada a asegurar el derecho a 
la educación de las personas con discapacidades, tempora-
les o permanentes, en todos los niveles y modalidades del 
Sistema Educativo. La Educación Especial se rige por el 
principio de inclusión educativa, de acuerdo con el inci-
so n) del artículo 11 de esta Ley. La Educación Especial 
brinda atención educativa en todas aquellas problemáticas 
específicas que no puedan ser abordadas por la educación 
común. El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 
en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, garantizará 
la integración de los/as alumnos/as con discapacidades en 
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todos los niveles y modalidades según las posibilidades de 
cada persona.

ARTÍCULO 43.- Las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, en el marco de la articulación de niveles 
de gestión y funciones de los organismos competentes para 
la aplicación de la Ley Nº 26.061, establecerán los pro-
cedimientos y recursos correspondientes para identificar 
tempranamente las necesidades educativas derivadas de la 
discapacidad o de trastornos en el desarrollo, con el objeto 
de darles la atención interdisciplinaria y educativa para 
lograr su inclusión desde el Nivel Inicial.

ARTÍCULO 44.- Con el propósito de asegurar el derecho a 
la educación, la integración escolar y favorecer la inser-
ción social de las personas con discapacidades, temporales 
o permanentes, las autoridades jurisdiccionales dispondrán 
las medidas necesarias para:

a. Posibilitar una trayectoria educativa integral que 
permita el acceso a los saberes tecnológicos, artís-
ticos y culturales.

b. Contar con el personal especializado suficiente que 
trabaje en equipo con los/as docentes de la escuela 
común.

c. Asegurar la cobertura de los servicios educativos 
especiales, el transporte, los recursos técnicos y 
materiales necesarios para el desarrollo del currículo 
escolar.

d. Propiciar alternativas de continuidad para su for-
mación a lo largo de toda la vida.

e. Garantizar la accesibilidad física de todos los 
edificios escolares.

ARTÍCULO 45.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación 
creará las instancias institucionales y técnicas necesarias 
para la orientación de la trayectoria escolar más adecuada 
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de los/as alumnos/as con discapacidades, temporales o per-
manentes, en todos los niveles de la enseñanza obligatoria, 
así como también las normas que regirán los procesos de 
evaluación y certificación escolar. Asimismo, participarán 
en mecanismos de articulación entre ministerios y otros 
organismos del Estado que atienden a personas con disca-
pacidades, temporales o permanentes, para garantizar un 
servicio eficiente y de mayor calidad.

CAPÍTULO IX
EDUCACIÓN PERMANENTE DE JÓVENES Y ADULTOS

ARTÍCULO 46.- La Educación Permanente de Jóvenes y Adultos 
es la modalidad educativa destinada a garantizar la alfa-
betización y el cumplimiento de la obligatoriedad escolar 
prevista por la presente Ley, a quienes no la hayan comple-
tado en la edad establecida reglamentariamente, y a brindar 
posibilidades de educación a lo largo de toda la vida.

ARTÍCULO 47.- Los programas y acciones de educación para 
jóvenes y adultos del Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología y de las distintas jurisdicciones se articularán 
con acciones de otros Ministerios, particularmente los de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social, de Desarrollo Social, 
de Justicia y Derechos Humanos y de Salud, y se vincularán 
con el mundo de la producción y el trabajo. A tal fin, en 
el marco del Consejo Federal de Educación se acordarán los 
mecanismos de participación de los sectores involucrados, 
a nivel nacional, regional y local.

Asimismo, el Estado garantiza el acceso a la información 
y a la orientación sobre las ofertas de educación permanente 
y las posibilidades de acceso a las mismas.
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ARTÍCULO 48.- La organización curricular e institucional 
de la Educación Permanente de Jóvenes y Adultos responderá 
a los siguientes objetivos y criterios:

a. Brindar una formación básica que permita adquirir 
conocimientos y desarrollar las capacidades de ex-
presión, comunicación, relación interpersonal y de 
construcción del conocimiento, atendiendo las parti-
cularidades socioculturales, laborales, contextuales 
y personales de la población destinataria.

b. Desarrollar la capacidad de participación en la 
vida social, cultural, política y económica y hacer 
efectivo su derecho a la ciudadanía democrática.

c. Mejorar su formación profesional y/o adquirir una 
preparación que facilite su inserción laboral.

d. Incorporar en sus enfoques y contenidos básicos la 
equidad de género y la diversidad cultural.

e. Promover la inclusión de los/as adultos/as mayores 
y de las personas con discapacidades, temporales o 
permanentes.

f. Diseñar una estructura curricular modular basada 
en criterios de flexibilidad y apertura.

g. Otorgar certificaciones parciales y acreditar los 
saberes adquiridos a través de la experiencia laboral.

h. Implementar sistemas de créditos y equivalen-
cias que permitan y acompañen la movilidad de los/as 
participantes.

i. Desarrollar acciones educativas presenciales y/o 
a distancia, particularmente en zonas rurales o ais-
ladas, asegurando la calidad y la igualdad de sus 
resultados.

j. Promover la participación de los/as docentes y es-
tudiantes en el desarrollo del proyecto educativo, así 
como la vinculación con la comunidad local y con los 
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sectores laborales o sociales de pertenencia de los/as 
estudiantes.

k. Promover el acceso al conocimiento y manejo de nue-
vas tecnologías.

CAPÍTULO X
EDUCACIÓN RURAL

ARTÍCULO 49.- La Educación Rural es la modalidad del sis-
tema educativo de los niveles de Educación Inicial, Primaria 
y Secundaria destinada a garantizar el cumplimiento de la 
escolaridad obligatoria a través de formas adecuadas a las 
necesidades y particularidades de la población que habita 
en zonas rurales. Se implementa en las escuelas que son 
definidas como rurales según criterios consensuados entre 
el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y las 
Provincias, en el marco del Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 50.- Son objetivos de la Educación Rural:

a. Garantizar el acceso a los saberes postulados para 
el conjunto del sistema a través de propuestas peda-
gógicas flexibles que fortalezcan el vínculo con las 
identidades culturales y las actividades productivas 
locales.

b. Promover diseños institucionales que permitan a 
los/as alumnos/as mantener los vínculos con su núcleo 
familiar y su medio local de pertenencia, durante el 
proceso educativo, garantizando la necesaria coordi-
nación y articulación del sistema dentro de cada pro-
vincia y entre las diferentes jurisdicciones.

c. Permitir modelos de organización escolar adecuados 
a cada contexto, tales como agrupamientos de 
instituciones, salas plurigrados y grupos multiedad, 
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instituciones que abarquen varios niveles en una misma 
unidad educativa, escuelas de alternancia, escuelas 
itinerantes u otras, que garanticen el cumplimiento de la 
obligatoriedad escolar y la continuidad de los estudios 
en los diferentes ciclos, niveles y modalidades del 
sistema educativo, atendiendo asimismo las necesidades 
educativas de la población rural migrante.

d. Promover la igualdad de oportunidades y posibili-
dades asegurando la equidad de género.

ARTÍCULO 51.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
es responsable de definir las medidas necesarias para que los 
servicios educativos brindados en zonas rurales alcancen 
niveles de calidad equivalente a los urbanos. Los criterios 
generales que deben orientar dichas medidas son:

a. Instrumentar programas especiales de becas para 
garantizar la igualdad de posibilidades.

b. Asegurar el funcionamiento de comedores escolares y 
otros servicios asistenciales que resulten necesarios 
a la comunidad.

c. Integrar redes intersectoriales de organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales y agencias de 
extensión a fin de coordinar la cooperación y el apoyo 
de los diferentes sectores para expandir y garantizar 
las oportunidades y posibilidades educativas de los 
alumnos.

d. Organizar servicios de educación no formal que 
contribuyan a la capacitación laboral y la promoción 
cultural de la población rural, atendiendo especial-
mente la condición de las mujeres.

e. Proveer los recursos pedagógicos y materiales 
necesarios para la escolarización de los/as alumnos/as 
y estudiantes del medio rural tales como textos, 
equipamiento informático, televisión educativa, 
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instalaciones y equipamiento para la educación física y 
la práctica deportiva, comedores escolares, residencias 
y transporte, entre otros.

CAPÍTULO XI
EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE

ARTÍCULO 52.- La Educación Intercultural Bilingüe es la 
modalidad del sistema educativo de los niveles de Educación 
Inicial, Primaria y Secundaria que garantiza el derecho 
constitucional de los pueblos indígenas, conforme al ar-
tículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional, a recibir 
una educación que contribuya a preservar y fortalecer sus 
pautas culturales, su lengua, su cosmovisión e identidad 
étnica; a desempeñarse activamente en un mundo multicultu-
ral y a mejorar su calidad de vida. Asimismo, la Educación 
Intercultural Bilingüe promueve un diálogo mutuamente en-
riquecedor de conocimientos y valores entre los pueblos 
indígenas y poblaciones étnica, lingüística y culturalmente 
diferentes, y propicia el reconocimiento y el respeto hacia 
tales diferencias.

ARTÍCULO 53.- Para favorecer el desarrollo de la Educación 
Intercultural Bilingüe, el Estado será responsable de:

a. Crear mecanismos de participación permanente de 
los/as representantes de los pueblos indígenas en los 
órganos responsables de definir y evaluar las estrate-
gias de Educación Intercultural Bilingüe.

b. Garantizar la formación docente específica, inicial 
y continua, correspondiente a los distintos niveles 
del sistema.

c. Impulsar la investigación sobre la realidad 
sociocultural y lingüística de los pueblos indígenas, 
que permita el diseño de propuestas curriculares, 
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materiales educativos pertinentes e instrumentos de 
gestión pedagógica.

d. Promover la generación de instancias institucio-
nales de participación de los pueblos indígenas en la 
planificación y gestión de los procesos de enseñanza y 
aprendizaje.

e. Propiciar la construcción de modelos y prácticas 
educativas propias de los pueblos indígenas que inclu-
yan sus valores, conocimientos, lengua y otros rasgos 
sociales y culturales.

ARTÍCULO 54.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
definirá contenidos curriculares comunes que promuevan el 
respeto por la multiculturalidad y el conocimiento de las 
culturas originarias en todas las escuelas del país, per-
mitiendo a los/as alumnos/as valorar y comprender la diver-
sidad cultural como atributo positivo de nuestra sociedad.

CAPÍTULO XII
EDUCACIÓN EN CONTEXTOS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD

ARTÍCULO 55.- La Educación en Contextos de Privación de 
Libertad es la modalidad del sistema educativo destinada a 
garantizar el derecho a la educación de todas las personas 
privadas de libertad, para promover su formación integral 
y desarrollo pleno. El ejercicio de este derecho no admite 
limitación ni discriminación alguna vinculada a la situa-
ción de encierro, y será puesto en conocimiento de todas las 
personas privadas de libertad, en forma fehaciente, desde 
el momento de su ingreso a la institución.

ARTÍCULO 56.- Son objetivos de esta modalidad:
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a. Garantizar el cumplimiento de la escolaridad obli-
gatoria a todas las personas privadas de libertad den-
tro de las instituciones de encierro o fuera de ellas 
cuando las condiciones de detención lo permitieran.

b. Ofrecer formación técnico-profesional, en todos 
los niveles y modalidades, a las personas privadas de 
libertad.

c. Favorecer el acceso y permanencia en la Educación 
Superior y un sistema gratuito de educación a distancia.

d. Asegurar alternativas de educación no formal y 
apoyar las iniciativas educativas que formulen las 
personas privadas de libertad.

e. Desarrollar propuestas destinadas a estimular la 
creación artística y la participación en diferentes 
manifestaciones culturales, así como en actividades 
de educación física y deportiva.

f. Brindar información permanente sobre las ofertas 
educativas y culturales existentes.

g. Contribuir a la inclusión social de las personas 
privadas de libertad a través del acceso al sistema 
educativo y a la vida cultural.

ARTÍCULO 57.- Para asegurar la educación de todas las 
personas privadas de libertad el Ministerio de Educación, 
Ciencia y Tecnología acordará y coordinará acciones, estra-
tegias y mecanismos necesarios con las autoridades naciona-
les y provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
con institutos de educación superior y con universidades. 
Corresponde al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
y sus equivalentes provinciales y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, así como a los organismos responsables 
de las instituciones en que se encuentran niños/as y ado-
lescentes privados de libertad, adoptar las disposiciones 
necesarias para el cumplimiento de lo establecido en el 
presente capítulo.
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ARTÍCULO 58.- Los sistemas educativos jurisdiccionales 
ofrecerán atención educativa de nivel inicial destinada a 
los/as niños/as de cuarenta y cinco (45) días a cuatro (4) 
años de edad, nacidos/as y/o criados/as en estos contextos, 
a través de jardines maternales o de infantes, así como 
otras actividades educativas y recreativas dentro y fuera 
de las unidades penitenciarias.

ARTÍCULO 59.- Todos/as los/as niños/as y adolescentes 
que se encuentren privados de libertad en instituciones de 
régimen cerrado según lo establecido por el artículo 19 de 
la Ley Nº 26.061, tendrán derecho al acceso, permanencia 
y tránsito en todos los niveles y modalidades del sistema 
educativo. Las formas de implementación de este derecho 
responderán a criterios de flexibilidad y calidad que ase-
guren resultados equivalentes a los de la educación común.

CAPÍTULO XIII
EDUCACIÓN DOMICILIARIA Y HOSPITALARIA

ARTÍCULO 60.- La educación domiciliaria y hospitalaria 
es la modalidad del sistema educativo en los niveles de 
Educación Inicial, Primaria y Secundaria, destinada a ga-
rantizar el derecho a la educación de los/as alumnos/as que, 
por razones de salud, se ven imposibilitados/as de asistir 
con regularidad a una institución educativa en los niveles 
de la educación obligatoria por períodos de treinta (30) 
días corridos o más.

ARTÍCULO 61.- El objetivo de esta modalidad es garantizar 
la igualdad de oportunidades a los/as alumnos/as, permi-
tiendo la continuidad de sus estudios y su reinserción en 
el sistema común, cuando ello sea posible.
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TÍTULO III
EDUCACIÓN DE GESTIÓN PRIVADA

ARTÍCULO 62.- Los servicios educativos de gestión pri-
vada estarán sujetos a la autorización, reconocimiento y 
supervisión de las autoridades educativas jurisdiccionales 
correspondientes.

ARTÍCULO 63.- Tendrán derecho a prestar estos servicios 
la Iglesia Católica, las confesiones religiosas inscriptas 
en el Registro Nacional de Cultos; las sociedades, coopera-
tivas, organizaciones sociales, sindicatos, asociaciones, 
fundaciones y empresas con personería jurídica y las perso-
nas físicas. Estos agentes tendrán los siguientes derechos 
y obligaciones:

a. Derechos: crear, administrar y sostener estable-
cimientos educativos; matricular, evaluar y emitir 
certificados y títulos con validez nacional; nombrar y 
promover a su personal directivo, docente, adminis-
trativo y auxiliar; formular planes y programas de 
estudio; aprobar el proyecto educativo institucional 
de acuerdo con su ideario y participar del planeamiento 
educativo.

b. Obligaciones: Cumplir con la normativa y los li-
neamientos de la política educativa nacional y juris-
diccional; ofrecer servicios educativos que respondan 
a necesidades de la comunidad; brindar toda la infor-
mación necesaria para la supervisión pedagógica y el 
control contable y laboral por parte del Estado.

ARTÍCULO 64.- Los/las docentes de las instituciones de 
educación de gestión privada reconocidas tendrán derecho 
a una remuneración mínima igual a la de los/las docentes 
de instituciones de gestión estatal, conforme al régimen de 
equiparación fijado por la legislación vigente, y deberán 
poseer títulos reconocidos oficialmente.
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ARTÍCULO 65.- La asignación de aportes financieros por 
parte del Estado destinados a los salarios docentes de los 
establecimientos de gestión privada reconocidos y autori-
zados por las autoridades jurisdiccionales competentes, 
estará basada en criterios objetivos de justicia social, 
teniendo en cuenta la función social que cumple en su zona de 
influencia, el tipo de establecimiento, el proyecto educati-
vo o propuesta experimental y el arancel que se establezca.

ARTÍCULO 66.- Las entidades representativas de las ins-
tituciones educativas de gestión privada participarán del 
Consejo de Políticas Educativas del Consejo Federal de 
Educación, de acuerdo con el artículo 119, inciso a) de la 
presente Ley.

TÍTULO IV
LOS/AS DOCENTES Y SU FORMACIÓN

CAPÍTULO I
DERECHOS Y OBLIGACIONES

ARTÍCULO 67.- Los/as docentes de todo el sistema educa-
tivo tendrán los siguientes derechos y obligaciones, sin 
perjuicio de los que establezcan las negociaciones colec-
tivas y la legislación laboral general y específica:

Derechos:

a. Al desempeño en cualquier jurisdicción, mediante 
la acreditación de los títulos y certificaciones, de 
acuerdo con la normativa vigente.

b. A la capacitación y actualización integral, gratuita 
y en servicio, a lo largo de toda su carrera.

c. Al ejercicio de la docencia sobre la base de la 
libertad de cátedra y la libertad de enseñanza, en el 
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marco de los principios establecidos por la Constitución 
Nacional y las disposiciones de esta Ley.

d. A la activa participación en la elaboración e im-
plementación del proyecto institucional de la escuela.

e. Al desarrollo de sus tareas en condiciones dignas 
de seguridad e higiene.

f. Al mantenimiento de su estabilidad en el cargo en 
tanto su desempeño sea satisfactorio de conformidad 
con la normativa vigente.

g. A los beneficios de la seguridad social, jubilación, 
seguros y obra social.

h. A un salario digno.

i. A participar en el gobierno de la educación por sí 
y/o a través de sus representantes.

j. Al acceso a programas de salud laboral y prevención 
de las enfermedades profesionales.

k. Al acceso a los cargos por concurso de antecedentes 
y oposición, conforme a lo establecido en la legisla-
ción vigente para las instituciones de gestión estatal. 

l. A la negociación colectiva nacional y jurisdiccional.

m. A la libre asociación y al respeto integral de todos 
sus derechos como ciudadano/a.

Obligaciones:

a. A respetar y hacer respetar los principios cons-
titucionales, las disposiciones de la presente Ley, 
la normativa institucional y la que regula la tarea 
docente.

b. A cumplir con los lineamientos de la política edu-
cativa de la Nación y de la respectiva jurisdicción y 
con los diseños curriculares de cada uno de los niveles 
y modalidades.
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c. A capacitarse y actualizarse en forma permanente.

d. A ejercer su trabajo de manera idónea y responsable.

e. A proteger y garantizar los derechos de los/as ni-
ños/as y adolescentes que se encuentren bajo su res-
ponsabilidad, en concordancia con lo dispuesto en la 
Ley Nº 26.061.

f. A Respetar la libertad de conciencia, la dignidad, 
integridad e intimidad de todos los miembros de la 
comunidad educativa.

ARTÍCULO 68.- El personal administrativo, técnico, auxi-
liar, social, de la salud y de servicio es parte integrante 
de la comunidad educativa y su misión principal será con-
tribuir a asegurar el funcionamiento de las instituciones 
educativas y de los servicios de la educación, conforme 
los derechos y obligaciones establecidos en sus respectivos 
estatutos.

ARTÍCULO 69.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
definirá los criterios básicos concernientes a la carre-
ra docente en el ámbito estatal, en concordancia con lo 
dispuesto en la presente Ley. La carrera docente admitirá 
al menos dos (2) opciones: (a) desempeño en el aula y (b) 
desempeño de la función directiva y de supervisión. La for-
mación continua será una de las dimensiones básicas para 
el ascenso en la carrera profesional.

A los efectos de la elaboración de dichos criterios, se 
instrumentarán los mecanismos de consulta que permitan la 
participación de los/as representantes de las organiza-
ciones gremiales y entidades profesionales docentes y de 
otros organismos competentes del Poder Ejecutivo Nacional.

ARTÍCULO 70.- No podrá incorporarse a la carrera docente 
quien haya sido condenado/a por delito de lesa humanidad, 
o haya incurrido en actos de fuerza contra el orden insti-
tucional y el sistema democrático, conforme a lo previsto 
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en el artículo 36 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y el Título X 
del Libro Segundo del CÓDIGO PENAL, aun cuando se hubieren 
beneficiado por el indulto o la conmutación de la pena.

CAPÍTULO II
LA FORMACIÓN DOCENTE

ARTÍCULO 71.- La formación docente tiene la finalidad 
de preparar profesionales capaces de enseñar, generar y 
transmitir los conocimientos y valores necesarios para la 
formación integral de las personas, el desarrollo nacional 
y la construcción de una sociedad más justa. Promoverá la 
construcción de una identidad docente basada en la auto-
nomía profesional, el vínculo con la cultura y la sociedad 
contemporánea, el trabajo en equipo, el compromiso con la 
igualdad y la confianza en las posibilidades de aprendizaje 
de los/as alumnos/as.

ARTÍCULO 72.- La formación docente es parte constitutiva 
del nivel de Educación Superior y tiene como funciones, 
entre otras, la formación docente inicial, la formación 
docente continua, el apoyo pedagógico a las escuelas y la 
investigación educativa.

ARTÍCULO 73.- La política nacional de formación docente 
tiene los siguientes objetivos:

a. Jerarquizar y revalorizar la formación docente, 
como factor clave del mejoramiento de la calidad de 
la educación.

b. Desarrollar las capacidades y los conocimientos 
necesarios para el trabajo docente en los diferentes 
niveles y modalidades del sistema educativo de acuerdo 
a las orientaciones de la presente Ley.



• 229

c. Incentivar la investigación y la innovación educa-
tiva vinculadas con las tareas de enseñanza, la experi-
mentación y sistematización de propuestas que aporten 
a la reflexión sobre la práctica, y a la renovación de 
las experiencias escolares.

d. Ofrecer diversidad de propuestas y dispositivos de 
formación posterior a la formación inicial que forta-
lezcan el desarrollo profesional de los/as docentes en 
todos los niveles y modalidades de enseñanza.

e. Articular la continuidad de estudios en las insti-
tuciones universitarias.

f. Planificar y desarrollar el sistema de formación 
docente inicial y continua.

g. Acreditar instituciones, carreras y trayectos for-
mativos que habiliten para el ejercicio de la docencia.

h. Coordinar y articular acciones de cooperación aca-
démica e institucional entre los institutos de educa-
ción superior de formación docente, las instituciones 
universitarias y otras instituciones de investigación 
educativa.

i. Otorgar validez nacional a los títulos y las cer-
tificaciones para el ejercicio de la docencia en los 
diferentes niveles y modalidades del sistema.

ARTÍCULO 74.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología y el Consejo Federal de Educación acordarán:

a. Las políticas y los planes de formación docente 
inicial.

b. Los lineamientos para la organización y adminis-
tración del sistema y los parámetros de calidad que 
orienten los diseños curriculares.

c. Las acciones que garanticen el derecho a la forma-
ción continua a todos/as los/as docentes del país, en 
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todos los niveles y modalidades, así como la gratuidad 
de la oferta estatal de capacitación.

ARTÍCULO 75.- La formación docente se estructura en dos 
(2) ciclos:

a. Una formación básica común, centrada en los fun-
damentos de la profesión docente y el conocimiento y 
reflexión de la realidad educativa; y 

b. Una formación especializada, para la enseñanza de 
los contenidos curriculares de cada nivel y modalidad.

La formación docente para el Nivel Inicial y Primario 
tendrá cuatro (4) años de duración y se introducirán for-
mas de residencia, según las definiciones establecidas por 
cada jurisdicción y de acuerdo con la reglamentación de la 
presente Ley. Asimismo, el desarrollo de prácticas docen-
tes de estudios a distancia deberá realizarse de manera 
presencial.

ARTÍCULO 76.- Créase en el ámbito del Ministerio de 
Educación, Ciencia y Tecnología el Instituto Nacional de 
Formación Docente como organismo responsable de:

a. Planificar y ejecutar políticas de articulación del 
sistema de formación docente inicial y continua.

b. Impulsar políticas de fortalecimiento de las re-
laciones entre el sistema de formación docente y los 
otros niveles del sistema educativo.

c. Aplicar las regulaciones que rigen el sistema de 
formación docente en cuanto a evaluación, autoeva-
luación y acreditación de instituciones y carreras, 
validez nacional de títulos y certificaciones, en todo 
lo que no resulten de aplicación las disposiciones 
específicas referidas al nivel universitario de la Ley 
Nº 24.521.



• 231

d. Promover políticas nacionales y lineamientos bá-
sicos curriculares para la formación docente inicial 
y continua.

e. Coordinar las acciones de seguimiento y evaluación 
del desarrollo de las políticas de formación docente 
inicial y continua.

f. Desarrollar planes, programas y materiales para la 
formación docente inicial y continua y para las carre-
ras de áreas socio-humanísticas y artísticas.

g. Instrumentar un fondo de incentivo para el desa-
rrollo y el fortalecimiento del sistema formador de 
docentes.

h. Impulsar y desarrollar acciones de investigación y 
un laboratorio de la formación.

i. Impulsar acciones de cooperación técnica interins-
titucional e internacional.

ARTÍCULO 77.- El Instituto Nacional de Formación Docente 
contará con la asistencia y asesoramiento de un Consejo 
Consultivo integrado por representantes del Ministerio 
de Educación, Ciencia y Tecnología, del Consejo Federal 
de Educación, del Consejo de Universidades, del sector 
gremial, de la educación de gestión privada y del ámbito 
académico.

ARTÍCULO 78.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
establecerá los criterios para la regulación del sistema 
de formación docente y la implementación del proceso de 
acreditación y registro de los institutos superiores de 
formación docente, así como de la homologación y registro 
nacional de títulos y certificaciones.
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TÍTULO V
POLÍTICAS DE PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD EDUCATIVA

ARTÍCULO 79.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
fijará y desarrollará políticas de promoción de la igual-
dad educativa, destinadas a enfrentar situaciones de in-
justicia, marginación, estigmatización y otras formas de 
discriminación, derivadas de factores socioeconómicos, 
culturales, geográficos, étnicos, de género o de cualquier 
otra índole, que afecten el ejercicio pleno del derecho a 
la educación.

ARTÍCULO 80.- Las políticas de promoción de la igualdad 
educativa deberán asegurar las condiciones necesarias para 
la inclusión, el reconocimiento, la integración y el logro 
educativo de todos/as los/as niños/as, jóvenes y adultos en 
todos los niveles y modalidades, principalmente los obli-
gatorios. El Estado asignará los recursos presupuestarios 
con el objeto de garantizar la igualdad de oportunidades y 
resultados educativos para los sectores más desfavoreci-
dos de la sociedad. El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
proveerá textos escolares y otros recursos pedagógicos, 
culturales, materiales, tecnológicos y económicos a los/as 
alumnos/as, familias y escuelas que se encuentren en si-
tuación socioeconómica desfavorable.

ARTÍCULO 81.- Las autoridades jurisdiccionales adopta-
rán las medidas necesarias para garantizar el acceso y la 
permanencia en la escuela de las alumnas en estado de gra-
videz, así como la continuidad de sus estudios luego de la 
maternidad, evitando cualquier forma de discriminación que 
las afecte, en concordancia con el artículo 17 de la Ley Nº 
26.061. Las escuelas contarán con salas de lactancia. En 
caso de necesidad, las autoridades jurisdiccionales podrán 
incluir a las alumnas madres en condición de pre y posparto 
en la modalidad de educación domiciliaria y hospitalaria.
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ARTÍCULO 82.- Las autoridades educativas competentes par-
ticiparán del desarrollo de sistemas locales de protección 
integral de derechos establecidos por la Ley Nº 26.061, jun-
to con la participación de organismos gubernamentales y no 
gubernamentales y otras organizaciones sociales. Promoverán 
la inclusión de niños/as no escolarizados/as en espacios 
escolares no formales como tránsito hacia procesos de re-
inserción escolar plenos. Asimismo, participarán de las 
acciones preventivas para la erradicación efectiva del tra-
bajo infantil que implementen los organismos competentes.

ARTÍCULO 83.- EL Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología y las autoridades jurisdiccionales diseñarán 
estrategias para que los/as docentes con mayor experiencia y 
calificación se desempeñen en las escuelas que se encuentran 
en situación más desfavorable, para impulsar una mejora en 
los niveles de aprendizaje y promoción de los/as alumnos/as 
sin perjuicio de lo que establezcan las negociaciones co-
lectivas y la legislación laboral.

TÍTULO VI
LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 84.- El Estado debe garantizar las condiciones 
materiales y culturales para que todos/as los/as alumnos/as 
logren aprendizajes comunes de buena calidad, independien-
temente de su origen social, radicación geográfica, género 
o identidad cultural.

ARTÍCULO 85.- Para asegurar la buena calidad de la edu-
cación, la cohesión y la integración nacional y garantizar 
la validez nacional de los títulos correspondientes, el 
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Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo 
con el Consejo Federal de Educación:

a. Definirá estructuras y contenidos curriculares co-
munes y núcleos de aprendizaje prioritarios en todos 
los niveles y años de la escolaridad obligatoria.

b. Establecerá mecanismos de renovación periódica to-
tal o parcial de dichos contenidos curriculares comu-
nes. Para esta tarea contará con la contribución del 
Consejo de Actualización Curricular previsto en el 
artículo 119 inciso c) de esta Ley.

c. Asegurará el mejoramiento de la formación inicial 
y continua de los/as docentes como factor clave de la 
calidad de la educación, conforme a lo establecido en 
los artículos 71 a 78 de la presente Ley.

d. Implementará una política de evaluación concebida 
como instrumento de mejora de la calidad de la educa-
ción, conforme a lo establecido en los artículos 94 a 
97 de la presente Ley.

e. Estimulará procesos de innovación y experimentación 
educativa.

f. Dotará a todas las escuelas de los recursos mate-
riales necesarios para garantizar una educación de 
calidad, tales como la infraestructura, los equipa-
mientos científicos y tecnológicos, de educación física 
y deportiva, bibliotecas y otros materiales pedagógi-
cos, priorizando aquellas que atienden a alumnos/as en 
situaciones sociales más desfavorecidas, conforme a lo 
establecido en los artículos 79 a 83 de la presente Ley.

ARTÍCULO 86.- Las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires establecerán contenidos curriculares acordes 
a sus realidades sociales, culturales y productivas, y 
promoverán la definición de proyectos institucionales que 
permitan a las instituciones educativas postular sus propios 
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desarrollos curriculares, en el marco de los objetivos y 
pautas comunes definidas por esta Ley.

CAPÍTULO II
DISPOSICIONES ESPECÍFICAS

ARTÍCULO 87.- La enseñanza de al menos un idioma ex-
tranjero será obligatoria en todas las escuelas de nivel 
primario y secundario del país. Las estrategias y los pla-
zos de implementación de esta disposición serán fijados por 
resoluciones del Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 88.- El acceso y dominio de las tecnologías 
de la información y la comunicación formarán parte de los 
contenidos curriculares indispensables para la inclusión 
en la sociedad del conocimiento.

ARTÍCULO 89.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
dispondrá las medidas necesarias para proveer la educación 
ambiental en todos los niveles y modalidades del Sistema 
Educativo Nacional, con la finalidad de promover valores, 
comportamientos y actitudes que sean acordes con un ambiente 
equilibrado y la protección de la diversidad biológica; que 
propendan a la preservación de los recursos naturales y a 
su utilización sostenible y que mejoren la calidad de vida 
de la población. A tal efecto se definirán en dicho ámbito 
institucional, utilizando el mecanismo de coordinación que 
establece el artículo 15 de la Ley Nº 25.675, las políticas 
y estrategias destinadas a incluir la educación ambiental 
en los contenidos curriculares comunes y núcleos de apren-
dizaje prioritario, así como a capacitar a los/as docentes 
en esta temática.

ARTÍCULO 90.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología promoverá, a través del Consejo Federal de 
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Educación, la incorporación de los principios y valores del 
cooperativismo y del mutualismo en los procesos de enseñan-
za-aprendizaje y la capacitación docente correspondiente, 
en concordancia con los principios y valores establecidos 
en la Ley Nº 16.583 y sus reglamentaciones.

Asimismo, se promoverá el cooperativismo y el mutualismo 
escolar.

ARTÍCULO 91.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
fortalecerá las bibliotecas escolares existentes y ase-
gurará su creación y adecuado funcionamiento en aquellos 
establecimientos que carezcan de las mismas. Asimismo, 
implementará planes y programas permanentes de promoción 
del libro y la lectura.

ARTÍCULO 92.- Formarán parte de los contenidos curricu-
lares comunes a todas las jurisdicciones:

a. El fortalecimiento de la perspectiva regional lati-
noamericana, particularmente de la región del Mercosur, 
en el marco de la construcción de una identidad nacio-
nal abierta, respetuosa de la diversidad.

b. La causa de la recuperación de nuestras Islas 
Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur, de 
acuerdo con lo prescripto en la Disposición Transitoria 
Primera de la Constitución Nacional.

c. El ejercicio y construcción de la memoria colectiva 
sobre los procesos históricos y políticos que quebra-
ron el orden constitucional y terminaron instaurando 
el terrorismo de Estado, con el objeto de generar en 
los/as alumnos/as reflexiones y sentimientos democrá-
ticos y de defensa del Estado de Derecho y la plena 
vigencia de los Derechos Humanos, en concordancia con 
lo dispuesto por la Ley Nº 25.633.
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d. El conocimiento de los derechos de los/as niños/as 
y adolescentes establecidos en la Convención sobre los 
Derechos del Niño y en la Ley Nº 26.061.

e. El conocimiento de la diversidad cultural de los 
pueblos indígenas y sus derechos, en concordancia con 
el artículo 54 de la presente Ley. 

f. Los contenidos y enfoques que contribuyan a gene-
rar relaciones basadas en la igualdad, la solidaridad 
y el respeto entre los sexos, en concordancia con la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, con rango consti-
tucional, y las leyes Nº 24.632 y Nº 26.171.

ARTÍCULO 93.- Las autoridades educativas jurisdiccio-
nales organizarán o facilitarán el diseño de programas 
para la identificación, evaluación temprana, seguimiento y 
orientación de los/as alumnos/as con capacidades o talentos 
especiales y la flexibilización o ampliación del proceso de 
escolarización.

CAPÍTULO III
INFORMACIÓN Y EVALUACIÓN DEL SISTEMA EDUCATIVO

ARTÍCULO 94.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología tendrá la responsabilidad principal en el de-
sarrollo e implementación de una política de información y 
evaluación continua y periódica del sistema educativo para 
la toma de decisiones tendiente al mejoramiento de la ca-
lidad de la educación, la justicia social en la asignación 
de recursos, la transparencia y la participación social.

ARTÍCULO 95.- Son objeto de información y evaluación las 
principales variables de funcionamiento del sistema, tales 
como cobertura, repetición, deserción, egreso, promoción, 
sobreedad, origen socioeconómico, inversiones y costos, los 
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procesos y logros de aprendizaje, los proyectos y progra-
mas educativos, la formación y las prácticas de docentes, 
directivos y supervisores, las unidades escolares, los 
contextos socioculturales del aprendizaje y los propios 
métodos de evaluación.

ARTÍCULO 96.- La política de información y evaluación se 
concertará en el ámbito del Consejo Federal de Educación. 
Las jurisdicciones participarán en el desarrollo e imple-
mentación del sistema de evaluación e información periódica 
del sistema educativo, verificando la concordancia con las 
necesidades de su propia comunidad en la búsqueda de la 
igualdad educativa y la mejora de la calidad.

Asimismo, apoyará y facilitará la autoevaluación de las 
unidades educativas con la participación de los/as docentes 
y otros/as integrantes de la comunidad educativa.

ARTÍCULO 97.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología y las jurisdicciones educativas harán públicos 
los datos e indicadores que contribuyan a facilitar la 
transparencia, la buena gestión de la educación y la inves-
tigación educativa. La política de difusión de la informa-
ción sobre los resultados de las evaluaciones resguardará 
la identidad de los/as alumnos/as, docentes e instituciones 
educativas, a fin de evitar cualquier forma de estigmatiza-
ción, en el marco de la legislación vigente en la materia.

ARTÍCULO 98.- Créase el Consejo Nacional de Calidad de la 
Educación, en el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia 
y Tecnología, como órgano de asesoramiento especializado, 
que estará integrado por miembros de la comunidad acadé-
mica y científica de reconocida trayectoria en la materia, 
representantes de dicho Ministerio, del Consejo Federal de 
Educación, del Congreso Nacional, de las organizaciones del 
trabajo y la producción, y de las organizaciones gremiales 
docentes con personería nacional.

Tendrá por funciones:
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a. Proponer criterios y modalidades en los procesos 
evaluativos del Sistema Educativo Nacional.

b. Participar en el seguimiento de los procesos de 
evaluación del Sistema Educativo Nacional, y emitir 
opinión técnica al respecto.

c. Elevar al Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología propuestas y estudios destinados a mejorar 
la calidad de la educación nacional y la equidad en la 
asignación de recursos.

d. Participar en la difusión y utilización de la in-
formación generada por dichos procesos.

e. Asesorar al Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología con respecto a la participación en opera-
tivos internacionales de evaluación.

ARTÍCULO 99.- El Poder Ejecutivo Nacional, a propuesta 
del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, elevará 
anualmente un informe al Honorable Congreso de la Nación 
dando cuenta de la información relevada y de los resultados 
de las evaluaciones realizadas conforme a las variables 
estipuladas en el artículo 95 de la presente, y de las ac-
ciones desarrolladas y políticas a ejecutar para alcanzar 
los objetivos postulados en esta Ley.

TÍTULO VII
EDUCACIÓN, NUEVAS TECNOLOGÍAS Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN

ARTÍCULO 100.- El Poder Ejecutivo Nacional, a través del 
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, fijará la 
política y desarrollará opciones educativas basadas en el 
uso de las tecnologías de la información y de la comunica-
ción y de los medios masivos de comunicación social, que 
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colaboren con el cumplimiento de los fines y objetivos de 
la presente Ley.

ARTÍCULO 101.- Reconócese a Educ.ar Sociedad del Estado 
como el organismo responsable del desarrollo de los conteni-
dos del Portal Educativo creado en el ámbito del Ministerio 
de Educación, Ciencia y Tecnología, o bajo cualquier otro 
dominio que pueda reemplazarlo en el futuro. A tal efecto, 
Educ.ar Sociedad del Estado podrá elaborar, desarrollar, 
contratar, administrar, calificar y evaluar contenidos pro-
pios y de terceros que sean incluidos en el Portal Educativo, 
de acuerdo con los lineamientos respectivos que apruebe su 
directorio y/o le instruya dicho Ministerio.

ARTÍCULO 102.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología encargará a Educ.ar Sociedad del Estado, a tra-
vés de la señal educativa “Encuentro” u otras que pudieran 
generarse en el futuro, la realización de actividades de 
producción y emisión de programas de televisión educativa 
y multimedial destinados a fortalecer y complementar las 
estrategias nacionales de equidad y mejoramiento de la 
calidad de la educación, en el marco de las políticas ge-
nerales del Ministerio.

Dicha programación estará dirigida a:

a. Los/as docentes de todos los niveles del Sistema 
Educativo Nacional, con fines de capacitación y actua-
lización profesional.

b. Los/as alumnos/as, con el objeto de enriquecer el 
trabajo en el aula con metodologías innovadoras y como 
espacio de búsqueda y ampliación de los contenidos 
curriculares desarrollados en las clases.

c. Los/as adultos/as y jóvenes que están fuera del 
sistema educativo, a través de propuestas de formación 
profesional y técnica, alfabetización y finalización de 
la Educación Primaria y Secundaria, con el objeto de 
incorporar, mediante la aplicación de nuevos procesos 
educativos, a sectores sociales excluidos.
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d. La población en general mediante la emisión de con-
tenidos culturales, educativos y de divulgación cien-
tífica, así como también cursos de idiomas en formato 
de educación a distancia.

ARTÍCULO 103.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología creará un Consejo Consultivo constituido por 
representantes de los medios de comunicación escritos, 
radiales y televisivos, de los organismos representativos 
de los anunciantes publicitarios y del Consejo Federal de 
Educación, con el objeto de promover mayores niveles de 
responsabilidad y compromiso de los medios masivos de co-
municación con la tarea educativa de niños/as y jóvenes.

TÍTULO VIII
EDUCACIÓN A DISTANCIA

ARTÍCULO 104.- La Educación a Distancia es una opción 
pedagógica y didáctica aplicable a distintos niveles y 
modalidades del Sistema Educativo Nacional, que coadyuva 
al logro de los objetivos de la política educativa y puede 
integrarse tanto a la educación formal como a la educación 
no formal.

ARTÍCULO 105.- A los efectos de esta Ley, la educación 
a distancia se define como la opción pedagógica y didáctica 
donde la relación docente-alumno se encuentra separada en 
el tiempo y/o en el espacio, durante todo o gran parte del 
proceso educativo, en el marco de una estrategia pedagógica 
integral que utiliza soportes materiales y recursos tecno-
lógicos diseñados especialmente para que los/as alumnos/as 
alcancen los objetivos de la propuesta educativa.

ARTÍCULO 106.- Quedan comprendidos en la denominación 
Educación a Distancia los estudios conocidos como educación 
semipresencial, educación asistida, educación abierta, 
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educación virtual y cualquiera que reúna las características 
indicadas precedentemente.

ARTÍCULO 107.- La Educación a Distancia deberá ajustarse 
a las prescripciones de la presente Ley, a la normativa 
nacional, federal y jurisdiccional vigente en la materia, y 
a los procedimientos de control que emanen de los distintos 
niveles del Estado.

ARTÍCULO 108.- El Estado nacional y las jurisdicciones, 
en el marco del Consejo Federal de Educación, diseñarán es-
trategias de educación a distancia orientadas a favorecer su 
desarrollo con los máximos niveles de calidad y pertinencia 
y definirán los mecanismos de regulación correspondientes.

ARTÍCULO 109.- Los estudios a distancia como alternativa 
para jóvenes y adultos sólo pueden impartirse a partir de 
los dieciocho (18) años de edad. Para la modalidad rural y 
conforme a las decisiones jurisdiccionales, los estudios 
a distancia podrán ser implementados a partir del Ciclo 
Orientado del Nivel Secundario.

ARTÍCULO 110.- La validez nacional de títulos y certi-
ficaciones de estudios a distancia se ajustará a la norma-
tiva del Consejo Federal de Educación y a los circuitos 
de control, supervisión y evaluación específicos, a cargo de 
la Comisión Federal de Registro y Evaluación Permanente 
de las ofertas de Educación a Distancia y en concordancia 
con la normativa vigente.

ARTÍCULO 111.- Las autoridades educativas deberán su-
pervisar la veracidad de la información difundida desde 
las instituciones, la estricta coincidencia entre dicha 
información y la propuesta autorizada e implementada y 
el cumplimiento de la normativa federal y jurisdiccional 
correspondiente.
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TÍTULO IX
EDUCACIÓN NO FORMAL

ARTÍCULO 112.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires promoverán propuestas de Educación no Formal desti-
nadas a cumplir con los siguientes objetivos:

a. Desarrollar programas y acciones educativas que 
den respuesta a los requerimientos y necesidades de 
capacitación y reconversión productiva y laboral, la 
promoción comunitaria, la animación sociocultural y 
el mejoramiento de las condiciones de vida.

b. Organizar centros culturales para niños/as y jóvenes 
con la finalidad de desarrollar capacidades expresi-
vas, lúdicas y de investigación mediante programas no 
escolarizados de actividades vinculadas con el arte, 
la cultura, la ciencia, la tecnología y el deporte.

c. Implementar estrategias de desarrollo infantil, 
con la articulación y/o gestión asociada de las áreas 
gubernamentales de desarrollo social y de salud para 
atender integralmente a los/as niños/as entre los cua-
renta y cinco (45) días y los dos (2) años de edad, con 
participación de las familias y otros actores sociales.

d. Coordinar acciones con instituciones públicas o 
privadas y organizaciones no gubernamentales, comuni-
tarias y sociales para desarrollar actividades forma-
tivas complementarias de la educación formal.

e. Lograr el máximo aprovechamiento de las capacidades 
y recursos educativos de la comunidad en los planos 
de la cultura, el arte, el deporte, la investigación 
científica y tecnológica.

f. Coordinar acciones educativas y formativas con los 
medios masivos de comunicación social.
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TÍTULO X
GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 113.- El Gobierno y Administración del Sistema 
Educativo Nacional es una responsabilidad concurrente 
y concertada del Poder Ejecutivo Nacional a través del 
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y de los 
Poderes Ejecutivos de las Provincias y del Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El organismo de concerta-
ción de la política educativa nacional es el Consejo Federal 
de Educación.

ARTÍCULO 114.- El Gobierno y Administración del Sistema 
Educativo asegurará el efectivo cumplimiento de los prin-
cipios y objetivos establecidos en esta Ley, conforme 
a los criterios constitucionales de unidad nacional y 
federalismo.

CAPÍTULO II
EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CIENCIA Y TECNOLOGÍA

ARTÍCULO 115.- El Poder Ejecutivo Nacional, a través del 
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, será auto-
ridad de aplicación de la presente Ley.

Serán sus funciones:

a. Fijar las políticas y estrategias educativas, con-
forme a los procedimientos de participación y consulta 
de la presente Ley.
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b. Asegurar el cumplimiento de los principios, fines, 
objetivos y previsiones establecidos por la presente 
Ley para el Sistema Educativo Nacional a través de la 
planificación, ejecución, supervisión y evaluación de 
políticas, programas y resultados educativos. En caso 
de controversia en la implementación jurisdiccional de 
los aludidos principios, fines y objetivos, someterá la 
cuestión al dictamen del Consejo Federal de Educación 
de conformidad con el artículo 118 de la presente Ley.

c. Fortalecer las capacidades de planificación y gestión 
educativa de los gobiernos provinciales para el cum-
plimiento de las funciones propias y aquellas emanadas 
de la presente Ley.

d. Desarrollar programas de investigación, formación 
de formadores e innovación educativa, por iniciati-
va propia o en cooperación con las instituciones de 
Educación Superior y otros centros académicos.

e. Contribuir con asistencia técnica y financiera a 
las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
para asegurar el funcionamiento del sistema educativo.

f. Declarar la emergencia educativa para brindar asis-
tencia de carácter extraordinario en aquella jurisdic-
ción en la que esté en riesgo el derecho a la educación 
de los/as alumnos/as que cursan los niveles y ciclos 
de carácter obligatorio, conforme a lo establecido 
por el artículo 2º de la presente Ley. Esta decisión y 
las medidas que se instrumenten deberán contar con el 
acuerdo de la jurisdicción involucrada y del Consejo 
Federal de Educación, y serán comunicadas al Poder 
Legislativo Nacional.

g. Dictar normas generales sobre equivalencias de pla-
nes de estudios y diseños curriculares de las juris-
dicciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 
85 de la presente Ley y otorgar validez nacional a los 
títulos y certificaciones de estudios.
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h. Dictar normas generales sobre revalidación, equi-
valencia y reconocimiento de títulos expedidos y de 
estudios realizados en el extranjero.

i. Coordinar y gestionar la cooperación técnica y 
financiera internacional y promover la integración, 
particularmente con los países del Mercosur.

CAPÍTULO III
EL CONSEJO FEDERAL DE EDUCACIÓN

ARTÍCULO 116.- Créase el Consejo Federal de Educación, 
organismo interjurisdiccional, de carácter permanente, como 
ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la políti-
ca educativa nacional, asegurando la unidad y articulación 
del Sistema Educativo Nacional. Estará presidido por el 
Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología e integrado por 
las autoridades responsables de la conducción educativa de 
cada jurisdicción y tres (3) representantes del Consejo de 
Universidades, según lo establecido en la Ley Nº 24.521.

ARTÍCULO 117.- Los órganos que integran el Consejo Federal 
de Educación son:

a. La Asamblea Federal es el órgano superior del 
Consejo. Estará integrada por el/la ministro del área 
del Poder Ejecutivo Nacional como presidente, por los/as 
ministros o responsables del área Educativa de las 
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y tres 
(3) representantes del Consejo de Universidades.

En las reuniones participarán con voz y sin voto dos 
(2) representantes por cada una de las Comisiones de 
Educación de las Honorables Cámaras de Senadores y 
Diputados de la Nación, uno por la mayoría y otro por 
la primera minoría.
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b. El Comité Ejecutivo ejercerá sus actividades en el 
marco de las resoluciones adoptadas por la Asamblea 
Federal. Estará presidido por el ministro del área del 
Poder Ejecutivo Nacional e integrado por los/as miem-
bros representantes de las regiones que lo componen, 
designados por la Asamblea Federal cada dos (2) años. 
A efectos de garantizar mayor participación según el 
tipo de decisiones que se consideren, podrá convocarse 
al Comité Ejecutivo ampliado, integrado por las auto-
ridades educativas jurisdiccionales que se requieran.

c. La Secretaría General tendrá la misión de condu-
cir y coordinar las actividades, trabajos y estudios 
según lo establezcan la Asamblea Federal y el Comité 
Ejecutivo. Su titular ejercerá asimismo las funcio-
nes de Coordinador Federal de la Comisión Federal de 
Registro y Evaluación Permanente de las Ofertas de 
Educación a Distancia y de la implementación, durante 
su vigencia, del Fondo Nacional de Incentivo Docente 
y del Programa de Compensación Salarial Docente, con-
forme a la Ley Nº 26.075. Será designado cada dos (2) 
años por la Asamblea Federal.

ARTÍCULO 118.- Las resoluciones del Consejo Federal de 
Educación serán de cumplimiento obligatorio, cuando la 
Asamblea así lo disponga, de acuerdo con la Reglamentación 
que la misma establezca para estos casos. En cuanto a las 
resoluciones que se refieran a transferencias de partidas del 
presupuesto nacional, regirán los mecanismos de supervisión 
y control establecidos por la Ley Nº 26.075.

ARTÍCULO 119.- El Consejo Federal de Educación contará 
con el apoyo de los siguientes Consejos Consultivos, cuyas 
opiniones y propuestas serán de carácter público:

a. El Consejo de Políticas Educativas, cuya misión 
principal es analizar y proponer cuestiones priori-
tarias a ser consideradas en la elaboración de las 
políticas que surjan de la implementación de la pre-
sente Ley.
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Está integrado por representantes de la Academia 
Nacional de Educación, representantes de las orga-
nizaciones gremiales docentes con personería nacio-
nal, de las entidades representativas de la Educación 
de Gestión Privada, representantes del Consejo de 
Universidades, de las organizaciones sociales vincu-
ladas con la educación, y autoridades educativas del 
Comité Ejecutivo del Consejo Federal de Educación. 
La Asamblea Federal podrá invitar a personas u or-
ganizaciones a participar de sesiones del Consejo de 
Políticas Educativas para ampliar el análisis de temas 
de su agenda.

b. El Consejo Económico y Social, participará en aque-
llas discusiones relativas a las relaciones entre 
la educación y el mundo del trabajo y la producción. 
Está integrado por representantes de organizaciones 
empresariales, de organizaciones de trabajadores, de 
organizaciones no gubernamentales, de organizaciones 
socio-productivas de reconocida trayectoria nacional 
y autoridades educativas del Comité Ejecutivo del 
Consejo Federal de Educación.

c. El Consejo de Actualización Curricular, a cargo de 
proponer innovaciones en los contenidos curriculares 
comunes estará conformado por personalidades califica-
das de la cultura, la ciencia, la técnica y el mundo 
del trabajo y la producción, designadas por el ministro 
de Educación, Ciencia y Tecnología en acuerdo con el 
Consejo Federal de Educación.

ARTÍCULO 120.- La Asamblea Federal realizará como míni-
mo una (1) vez al año el seguimiento y la evaluación del 
cumplimiento de la presente Ley. Asimismo, convocará como 
mínimo dos (2) veces al año a representantes de organi-
zaciones gremiales docentes con personería nacional para 
considerar agendas definidas de común acuerdo.



• 249

CAPÍTULO IV
LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS DE LAS PROVINCIAS 

Y LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

ARTÍCULO 121.- Los gobiernos provinciales y de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, en cumplimiento del mandato cons-
titucional, deben:

a. Asegurar el derecho a la educación en su ámbito 
territorial. Cumplir y hacer cumplir la presente Ley, 
adecuando la legislación jurisdiccional y disponiendo 
las medidas necesarias para su implementación.

b. Ser responsables de planificar, organizar, adminis-
trar y financiar el sistema educativo en su jurisdic-
ción, según sus particularidades sociales, económicas 
y culturales.

c. Aprobar el currículo de los diversos niveles y 
modalidades en el marco de lo acordado en el Consejo 
Federal de Educación.

d. Organizar y conducir las instituciones educativas 
de gestión estatal.

e. Autorizar, reconocer, supervisar y realizar los 
aportes correspondientes a las instituciones educa-
tivas de gestión privada, cooperativa y social, con-
forme a los criterios establecidos en el artículo 65 
de esta Ley.

f. Aplicar las resoluciones del Consejo Federal 
de Educación para resguardar la unidad del Sistema 
Educativo Nacional.

g. Expedir títulos y certificaciones de estudios.
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CAPÍTULO V
LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA

ARTÍCULO 122.- La institución educativa es la unidad 
pedagógica del sistema responsable de los procesos de en-
señanza-aprendizaje destinados al logro de los objetivos 
establecidos por esta Ley. Para ello, favorece y articula 
la participación de los distintos actores que constituyen 
la comunidad educativa: directivos, docentes, padres, ma-
dres y/o tutores/as, alumnos/as, ex alumnos/as, personal 
administrativo y auxiliar de la docencia, profesionales de 
los equipos de apoyo que garantizan el carácter integral de 
la educación, cooperadoras escolares y otras organizaciones 
vinculadas a la institución.

ARTÍCULO 123.- El Consejo Federal de Educación fijará 
las disposiciones necesarias para que las distintas juris-
dicciones dispongan la organización de las instituciones 
educativas de acuerdo a los siguientes criterios generales, 
que se adecuarán a los niveles y modalidades:

a. Definir, como comunidad de trabajo, su proyecto edu-
cativo con la participación de todos sus integrantes, 
respetando los principios y objetivos enunciados en 
esta Ley y en la legislación jurisdiccional vigente.

b. Promover modos de organización institucional que 
garanticen dinámicas democráticas de convocatoria y 
participación de los/as alumnos/as en la experiencia 
escolar.

c. Adoptar el principio de no discriminación en el 
acceso y trayectoria educativa de los/as alumnos/as.

d. Brindar a los equipos docentes la posibilidad de 
contar con espacios institucionales destinados a ela-
borar sus proyectos educativos comunes.
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e) Promover la creación de espacios de articulación 
entre las instituciones del mismo nivel educativo y de 
distintos niveles educativos de una misma zona.

f. Promover la vinculación intersectorial e interins-
titucional con las áreas que se consideren pertinentes, 
a fin de asegurar la provisión de servicios sociales, 
psicológicos, psicopedagógicos y médicos que garanti-
cen condiciones adecuadas para el aprendizaje.

g. Desarrollar procesos de autoevaluación institucio-
nal con el propósito de revisar las prácticas pedagó-
gicas y de gestión.

h. Realizar adecuaciones curriculares, en el marco 
de los lineamientos curriculares jurisdiccionales y 
federales, para responder a las particularidades y 
necesidades de su alumnado y su entorno.

i. Definir su código de convivencia.

j. Desarrollar prácticas de mediación que contribuyan 
a la resolución pacífica de conflictos.

k. Promover iniciativas en el ámbito de la experimen-
tación y de la investigación pedagógica.

l. Mantener vínculos regulares y sistemáticos con el 
medio local, desarrollar actividades de extensión, 
tales como las acciones de aprendizaje-servicio, y 
promover la creación de redes que fortalezcan la cohe-
sión comunitaria e intervengan frente a la diversidad 
de situaciones que presenten los/as alumnos/as y sus 
familias.

m. Promover la participación de la comunidad a través 
de la cooperación escolar en todos los establecimientos 
educativos de gestión estatal.

n. Favorecer el uso de las instalaciones escolares para 
actividades recreativas, expresivas y comunitarias.
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o. Promover experiencias educativas fuera del ámbito 
escolar, con el fin de permitir a los/as estudiantes 
conocer la cultura nacional, experimentar actividades 
físicas y deportivas en ambientes urbanos y naturales 
y tener acceso a las actividades culturales de su lo-
calidad y otras.

ARTÍCULO 124.- Los institutos de educación superior ten-
drán una gestión democrática, a través de organismos cole-
giados, que favorezcan la participación de los/as docentes 
y de los/as estudiantes en el gobierno de la institución y 
mayores grados de decisión en el diseño e implementación 
de su proyecto institucional.

CAPÍTULO VI
DERECHOS Y DEBERES DE LOS/AS ALUMNOS/AS

ARTÍCULO 125.- Todos/as los/as alumnos/as tienen los mis-
mos derechos y deberes, sin más distinciones que las deri-
vadas de su edad, del nivel educativo o modalidad que estén 
cursando o de las que se establezcan por leyes especiales.

ARTÍCULO 126.- Los/as alumnos/as tienen derecho a:

a. Una educación integral e igualitaria en términos 
de calidad y cantidad, que contribuya al desarrollo 
de su personalidad, posibilite la adquisición de co-
nocimientos, habilidades y sentido de responsabilidad 
y solidaridad sociales y que garantice igualdad de 
oportunidades.

b. Ser respetados/as en su libertad de conciencia, en 
el marco de la convivencia democrática.

c. Concurrir a la escuela hasta completar la educación 
obligatoria.
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d. Ser protegidos/as contra toda agresión física, 
psicológica o moral.

e. Ser evaluados/as en su desempeño y logros, confor-
me a criterios rigurosa y científicamente fundados, en 
todos los niveles, modalidades y orientaciones del 
sistema, e informados/as al respecto.

f. Recibir el apoyo económico, social, cultural y 
pedagógico necesario para garantizar la igualdad de 
oportunidades y posibilidades que le permitan comple-
tar la educación obligatoria.

g. Recibir orientación vocacional, académica y pro-
fesional-ocupacional que posibilite su inserción en 
el mundo laboral y la prosecución de otros estudios.

h. Integrar centros, asociaciones y clubes de es-
tudiantes u otras organizaciones comunitarias para 
participar en el funcionamiento de las instituciones 
educativas, con responsabilidades progresivamente ma-
yores, a medida que avancen en los niveles del sistema.

i. Participar en la toma de decisiones sobre la for-
mulación de proyectos y en la elección de espacios 
curriculares complementarios que propendan a desarro-
llar mayores grados de responsabilidad y autonomía en 
su proceso de aprendizaje.

j. Desarrollar sus aprendizajes en edificios que res-
pondan a normas de seguridad y salubridad, con insta-
laciones y equipamiento que aseguren la calidad del 
servicio educativo.

ARTÍCULO 127.- Son deberes de los/as alumnos/as:

a. Estudiar y esforzarse por conseguir el máximo de-
sarrollo según sus capacidades y posibilidades.

b. Participar en todas las actividades formativas y 
complementarias.
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c. Respetar la libertad de conciencia, la dignidad, 
integridad e intimidad de todos/as los/as miembros de 
la comunidad educativa.

d. Participar y colaborar en la mejora de la conviven-
cia escolar y en la consecución de un adecuado clima 
de estudio en la institución, respetando el derecho de 
sus compañeros/as a la educación y las orientaciones de 
la autoridad, los/as docentes y los/as profesores/as.

e. Respetar el proyecto educativo institucional, las 
normas de organización, convivencia y disciplina del 
establecimiento escolar.

f. Asistir a clase regularmente y con puntualidad.

g. Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones, 
equipamiento y materiales didácticos del estableci-
miento educativo.

CAPÍTULO VII
DERECHOS Y DEBERES DE LOS PADRES, MADRES, TUTORES/AS

ARTÍCULO 128.- Los padres, madres o tutores/as de los/as 
estudiantes tienen derecho a:

a. Ser reconocidos/as como agentes naturales y prima-
rios de la educación.

b. Participar en las actividades de los estableci-
mientos educativos en forma individual o a través de 
las cooperadoras escolares y los órganos colegiados 
representativos, en el marco del proyecto educativo 
institucional.

c. Elegir para sus hijos/as o representados/as, la 
institución educativa cuyo ideario responda a sus 
convicciones filosóficas, éticas o religiosas.
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d. Ser informados/as periódicamente acerca de la evolu-
ción y evaluación del proceso educativo de sus hijos/as 
o representados/as.

ARTÍCULO 129.- Los padres, madres o tutores/as de los/as 
estudiantes tienen los siguientes deberes:

a. Hacer cumplir a sus hijos/as o representados/as la 
educación obligatoria.

b. Asegurar la concurrencia de sus hijos/as o repre-
sentados/as a los establecimientos escolares para el 
cumplimiento de la escolaridad obligatoria, salvo ex-
cepciones de salud o de orden legal que impidan a los/as 
educandos/as su asistencia periódica a la escuela.

c. Seguir y apoyar la evolución del proceso educativo 
de sus hijos/as o representados/as. 

d. Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o repre-
sentados/as la autoridad pedagógica del/de la docente 
y las normas de convivencia de la unidad educativa.

e. Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o repre-
sentados/as la libertad de conciencia, la dignidad, 
integridad e intimidad de todos/as los/as miembros de 
la comunidad educativa.

TÍTULO XI
CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS DE LA LEY

ARTÍCULO 130.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en su carácter de autoridad de aplicación de 
esta Ley, acordará con las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, en el ámbito del Consejo Federal de Educación, 
la implementación y seguimiento de las políticas educativas 
destinadas a cumplir con lo establecido en la presente Ley. 
A tal fin, se establecerán:
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a. El calendario de implementación de la nueva estruc-
tura unificada del Sistema Educativo Nacional, conforme 
a lo dispuesto por los artículos 15 y 134 de esta Ley.

b. La planificación de los programas, actividades y 
acciones que serán desarrollados para coadyuvar al 
cumplimiento de los objetivos de esta Ley, con sus 
respectivas metas, cronogramas y recursos.

c. Dicha planificación asegurará la convergencia, com-
plementación e integración de los objetivos de esta Ley 
con los fijados en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075, 
que rigen hasta el año 2010.

d. Los mecanismos de seguimiento y evaluación del cum-
plimiento de los objetivos de esta Ley y de los fijados 
en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075.

e. La definición e implementación de procedimientos 
de auditoría eficientes que garanticen la utilización 
de los recursos destinados a educación en la forma 
prevista.

ARTÍCULO 131.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en su carácter de autoridad de aplicación de 
esta Ley, llevará a cabo convenios bilaterales con las 
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en los que 
se establecerán:

a. Las metas anuales destinadas a alcanzar los obje-
tivos propuestos por esta norma, que no se encuentren 
incluidos en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075; 

b. Los recursos de origen nacional y provincial, o en 
su caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que se 
asignarán para su cumplimiento; y

c. Los mecanismos de evaluación destinados a verificar 
su correcta asignación.
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TÍTULO XII
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 132.- Derógase la Ley Nº 25.030, la Ley Nº 24.195, 
la Ley Nº 22.047 y su Decreto reglamentario Nº 943/84, y 
demás normas complementarias y aclaratorias.

ARTÍCULO 133.- Sustitúyese, en el artículo 5º y sucesivos 
de la Ley Nº 24.521 y sus modificatorias, la denominación 
“instituciones de educación superior no universitaria” por 
la de “institutos de educación superior”.

ARTÍCULO 134.- A partir de la vigencia de la presente 
Ley cada jurisdicción podrá decidir sólo entre dos opcio-
nes de estructura para los niveles de Educación Primaria y 
Secundaria de la educación común:

a. Una estructura de seis (6) años para el nivel de 
Educación Primaria y de seis (6) años para el nivel de 
Educación Secundaria; o

b. Una estructura de siete (7) años para el nivel de 
Educación Primaria y cinco (5) años para el nivel de 
Educación Secundaria.

Con respecto a la Educación Técnica rige lo dispuesto 
por el artículo 24 de la Ley Nº 26.058.

Se establece un plazo de seis (6) años, a partir de la 
sanción de la presente Ley, para que, a través de acuerdos 
entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y 
el Consejo Federal de Educación, se defina la ubicación del 
séptimo (7º) año de escolaridad. El Ministerio de Educación, 
Ciencia y Tecnología y el Consejo Federal de Educación 
acordarán los criterios de unificación que, respetando las 
condiciones de las distintas jurisdicciones, aseguren los 
mecanismos necesarios de equivalencia y certificación de 
los estudios, movilidad de los/as alumnos/as y derechos 
adquiridos por los/as docentes.
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ARTÍCULO 135.- El Consejo Federal de Educación acordará 
y definirá los criterios organizativos, los modelos pedagó-
gicos y demás disposiciones necesarias para:

a. Universalizar progresivamente los servicios edu-
cativos para los niños/as de cuatro (4) años de edad, 
establecidos en el artículo 19 de la presente Ley, 
priorizando a los sectores más desfavorecidos.

b. Implementar la jornada extendida o completa, esta-
blecida por el artículo 28 de esta Ley, con el objeto 
de introducir los nuevos contenidos curriculares pro-
puestos para la Educación Primaria.

Dicha implementación se planificará y ejecutará conforme 
a las disposiciones de los incisos b), c) y d) del artículo 
130 de la presente Ley; y hasta tanto haya concluido este 
proceso, las distintas jurisdicciones deberán garantizar 
un mínimo de veinte (20) horas de clase semanales para las 
escuelas primarias que no cuenten aún con la jornada ex-
tendida o completa.

ARTÍCULO 136.- El Consejo Federal de Educación deberá 
acordar en el término de un (1) año, a partir de la sanción 
de la presente Ley, una resolución de cumplimiento obli-
gatorio de lo dispuesto por el artículo 32 de esta Ley, 
acompañada de los estudios técnicos y presupuestarios que 
faciliten su implementación.

ARTÍCULO 137.- Los servicios educativos de la modalidad 
de Educación en Contextos de Privación de Libertad son las 
propias del nivel que corresponda a la población destina-
taria y podrán ser implementadas a través de estrategias 
pedagógicas flexibles, que garanticen la igualdad en la 
calidad de los resultados.

Las certificaciones corresponderán a los modelos de la 
educación común.

ARTÍCULO 138.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, de acuerdo con el Consejo Federal de Educación, 
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diseñará programas a término destinados a garantizar 
la erradicación del analfabetismo y el cumplimiento de la 
educación obligatoria prescripta en el artículo 16 de 
la presente Ley, para la población mayor de dieciocho (18) 
años de edad que no la haya alcanzado a la fecha de la pro-
mulgación de la presente Ley. Dicho programa contará con 
servicios educativos presenciales y a distancia, integrando 
un sistema de becas para jóvenes y adultos, y provisión 
gratuita de materiales de aprendizaje, que asegure la ca-
lidad educativa, así como la permanencia y egreso de los/as 
participantes.

Asimismo, y en el marco de lo establecido en el artículo 
47 de la presente Ley, impulsará la adopción de programas de 
relevamiento, difusión, comunicación, orientación y apoyo a 
dichas personas cuando efectúen gestiones administrativas 
y participen de programas tales como la tramitación del 
Documento Nacional de Identidad, licencia para conducir y 
campañas de vacunación, entre otros.

ARTÍCULO 139.- La concertación técnica de las políticas 
de formación docente, acordadas en el Consejo Federal de 
Educación, se realizará a través de encuentros federales 
que garanticen la participación y consulta de los/as di-
rectores/as o responsables de la Educación Superior de cada 
jurisdicción, bajo la coordinación del Instituto Nacional 
de Formación Docente.

ARTÍCULO 140.- El Consejo Federal de Educación acordará 
los criterios generales y comunes para orientar, previo aná-
lisis y relevamiento de la situación en cada jurisdicción, 
el encuadramiento legal de las instituciones educativas de 
gestión cooperativa y social y las normas que regirán su 
reconocimiento, autorización y supervisión.

ARTÍCULO 141.- Invitar a las jurisdicciones provinciales 
y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a efectuar las re-
formas necesarias en la legislación que regula la actividad 
laboral y profesional docente, con el objeto de incorporar 
la inhabilitación para el ejercicio de la docencia a quien 
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haya sido condenado/a por delitos contra la integridad se-
xual, conforme a lo establecido en el Título III, Capítulos 
II, III, IV y V del Libro Segundo del Código Penal, aun 
cuando se hubieren beneficiado por el indulto o la conmuta-
ción de la pena.

ARTÍCULO 142.- Educ.ar Sociedad del Estado, los bienes 
que integran su patrimonio, actos y contratos que celebre 
a título oneroso o gratuito, estarán exentos de todo gra-
vamen, arancel o impuesto nacional, cualquiera fuera su 
denominación, toda vez que su objeto social excede la mera 
búsqueda de un fin de lucro y constituye una herramienta 
esencial para la educación pública argentina y la difusión 
del conocimiento igualitario de todos/as los/as habitantes, 
a través de internet y la televisión educativa.

ARTÍCULO 143.- El Estado nacional, las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán garantizar a las 
personas migrantes sin Documento Nacional de Identidad 
(DNI), el acceso y las condiciones para la permanencia y 
el egreso de todos los niveles del sistema educativo, me-
diante la presentación de documentos emanados de su país 
de origen, conforme a lo establecido por el artículo 7º de 
la Ley Nº 25.871.

ARTÍCULO 144.- Los/as niños/as y jóvenes radicados/as 
temporariamente en el exterior podrán cumplir con la edu-
cación obligatoria a través de servicios de educación a 
distancia.

ARTÍCULO 145.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 27.204/15 
DE IMPLEMENTACIÓN EFECTIVA DE LA RESPONSABILIDAD 
DEL ESTADO EN EL NIVEL DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Ley Nº 27.204/15
Ley Nº 24.521. Modificación.

Sancionada: Octubre 28 de 2015
Promulgada: Noviembre 09 de 2015

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

LEY DE IMPLEMENTACIÓN EFECTIVA DE LA RESPONSABILIDAD 
DEL ESTADO EN EL NIVEL DE EDUCACIÓN SUPERIOR

ARTÍCULO 1º.- Sustitúyese el artículo 1º de la Ley 24.521, 
de educación superior, por el siguiente:

ARTÍCULO 1º.- Están comprendidas dentro de la presente 
Ley las universidades e institutos universitarios, esta-
tales o privados autorizados y los institutos de educación 
superior de jurisdicción nacional, provincial o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, de gestión estatal o privada, to-
dos los cuales forman parte del Sistema Educativo Nacional, 
regulado por la Ley 26.206 —Ley de Educación Nacional—.

El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, tienen la responsabilidad principal e 
indelegable sobre la educación superior, en tanto la edu-
cación y el conocimiento son un bien público y un derecho 
humano personal y social en el marco de lo establecido por 
la Ley 26.206.

ARTÍCULO 2º.- Sustitúyese el artículo 2º de la Ley 24.521, 
por el siguiente:
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ARTÍCULO 2º.- El Estado nacional es el responsable de 
proveer el financiamiento, la supervisión y fiscalización de 
las universidades nacionales, así como la supervisión y 
fiscalización de las universidades privadas. Las provincias 
y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires son los responsables 
de proveer el financiamiento, la supervisión y fiscalización 
de los institutos de formación superior de gestión estatal 
y de las universidades provinciales, si las tuviere, de su 
respectiva jurisdicción.

Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires son 
los responsables de la supervisión, la fiscalización y, en 
los casos que correspondiere, la subvención de los insti-
tutos de formación superior de gestión privada en el ámbito 
de su respectiva jurisdicción.

La responsabilidad principal e indelegable del Estado 
nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, sobre la educación superior, implica:

a. Garantizar la igualdad de oportunidades y condicio-
nes en el acceso, la permanencia, la graduación y el 
egreso en las distintas alternativas y trayectorias 
educativas del nivel para todos quienes lo requieran 
y reúnan las condiciones legales establecidas en esta 
Ley.

b. Proveer equitativamente, en la educación superior 
de gestión estatal, becas, condiciones adecuadas de 
infraestructura y recursos tecnológicos apropiados 
para todas aquellas personas que sufran carencias 
económicas verificables.

c. Promover políticas de inclusión educativa que re-
conozcan igualitariamente las diferentes identida-
des de género y de los procesos multiculturales e 
interculturales.

d. Establecer las medidas necesarias para equiparar 
las oportunidades y posibilidades de las personas con 
discapacidades permanentes o temporarias.
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e. Constituir mecanismos y procesos concretos de ar-
ticulación entre los componentes humanos, materiales, 
curriculares y divulgativos del nivel y con el resto 
del Sistema Educativo Nacional, así como la efectiva 
integración internacional con otros sistemas educa-
tivos, en particular con los del Mercosur y América 
Latina.

f. Promover formas de organización y procesos 
democráticos.

g. Vincular prácticas y saberes provenientes de dis-
tintos ámbitos sociales que potencien la construcción 
y apropiación del conocimiento en la resolución de 
problemas asociados a las necesidades de la pobla-
ción, como una condición constitutiva de los alcances 
instituidos en la Ley 26.206 de educación nacional 
(título VI, “La calidad de la educación”, capítulo I, 
“Disposiciones generales”, artículo 84).

ARTÍCULO 3º.- Incorpórase como artículo 2º bis, de la 
Ley 24.521, el siguiente:

ARTÍCULO 2º BIS.- Los estudios de grado en las institu-
ciones de educación superior de gestión estatal son gra-
tuitos e implican la prohibición de establecer sobre ellos 
cualquier tipo de gravamen, tasa, impuesto, arancel o tarifa 
directos o indirectos.

Prohíbase a las instituciones de la educación superior 
de gestión estatal suscribir acuerdos o convenios con otros 
Estados, instituciones u organismos nacionales e interna-
cionales públicos o privados, que impliquen ofertar edu-
cación como un servicio lucrativo o que alienten formas de 
mercantilización.

ARTÍCULO 4º.- Sustitúyese el artículo 7º de la Ley 24.521, 
por el siguiente:

ARTÍCULO 7º.- Todas las personas que aprueben la educa-
ción secundaria pueden ingresar de manera libre e irres-
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tricta a la enseñanza de grado en el nivel de educación 
superior. Excepcionalmente, los mayores de veinticinco (25) 
años que no reúnan esa condición podrán ingresar siempre que 
demuestren, a través de las evaluaciones que las provincias, 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o las universidades en 
su caso establezcan, que tienen preparación o experiencia 
laboral acorde con los estudios que se proponen iniciar, así 
como aptitudes y conocimientos suficientes para cursarlos 
satisfactoriamente.

Este ingreso debe ser complementado mediante los procesos 
de nivelación y orientación profesional y vocacional que 
cada institución de educación superior debe constituir, 
pero que en ningún caso debe tener un carácter selectivo 
excluyente o discriminador.

ARTÍCULO 5º.- Sustitúyese el artículo 50 de la Ley 24.521, 
por el siguiente:

ARTÍCULO 50.- Cada institución universitaria nacional 
dictará normas sobre regularidad en los estudios que esta-
blezcan las condiciones académicas exigibles.

ARTÍCULO 6º.- Sustitúyese el artículo 58 de la ley 24.521, 
por el siguiente:

ARTÍCULO 58.- El aporte del Estado nacional para las ins-
tituciones de educación superior universitaria de gestión 
estatal no puede ser disminuido ni reemplazado en ningún 
caso mediante recursos adicionales provenientes de otras 
fuentes no contempladas en el presupuesto anual general de 
la administración pública nacional.

ARTÍCULO 7º.- Sustitúyese el artículo 59 de la Ley 24.521, 
por el siguiente:

ARTÍCULO 59.- Las instituciones universitarias nacio-
nales tienen autarquía económico-financiera que ejercerán 
dentro del régimen de la Ley 24.156, de administración fi-
nanciera y sistemas de control del sector público nacional. 
En ese marco corresponde a dichas instituciones:
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a. Administrar su patrimonio y aprobar su presupuesto. 
Los recursos no utilizados al cierre de cada ejercicio 
se transferirán automáticamente al siguiente.

b. Fijar su régimen salarial y de administración de 
personal.

c. Podrán dictar normas relativas a la generación de 
recursos adicionales a los aportes del Tesoro nacio-
nal, mediante la venta de bienes, productos, derechos 
o servicios, subsidios, contribuciones, herencias, 
derechos o tasas por los servicios que presten, así 
como todo otro recurso que pudiera corresponderles por 
cualquier título o actividad.

Los recursos adicionales que provinieren de contribu-
ciones deberán destinarse prioritariamente a becas, 
préstamos, subsidios o créditos u otro tipo de ayuda 
estudiantil y apoyo didáctico; estos recursos adi-
cionales no podrán utilizarse para financiar gastos 
corrientes.

Los sistemas de becas, préstamos u otro tipo de ayuda 
estarán fundamentalmente destinados a aquellos estu-
diantes que por razones económicas no pudieran acce-
der o continuar los estudios universitarios, de forma 
tal que nadie se vea imposibilitado por ese motivo de 
cursar tales estudios.

d. Garantizar el normal desenvolvimiento de sus unida-
des asistenciales, asegurándoles el manejo descentra-
lizado de los fondos que ellas generen, con acuerdo a 
las normas que dicten sus consejos superiores y a la 
legislación vigente.

e. Constituir personas jurídicas de derecho público 
o privado, o participar en ellas, no requiriéndose 
adoptar una forma jurídica diferente para acceder a 
los beneficios de la Ley 23.877, de promoción y fomento 
de la innovación tecnológica.
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f. Aplicar el régimen general de contrataciones, de 
responsabilidad patrimonial y de gestión de bienes 
reales, con las excepciones que establezca la reglamen-
tación. El rector y los miembros del Consejo Superior 
de las Instituciones Universitarias Nacionales serán 
responsables de su administración según su partici-
pación, debiendo responder en los términos y con los 
alcances previstos en los artículos 130 y 131 de la Ley 
24.156. En ningún caso el Estado nacional responderá 
por las obligaciones asumidas por las instituciones 
universitarias que importen un perjuicio para el Tesoro 
nacional.

ARTÍCULO 8º.- Incorpórase como artículo 59 bis a la Ley 
24.521, el siguiente:

ARTÍCULO 59 BIS.- El control administrativo externo 
de las instituciones de educación superior universitarias de 
gestión estatal es competencia directa e indelegable 
de la Auditoría General de la Nación que, a tales efectos, 
dispondrá de un área específica con los recursos humanos y 
materiales adecuados para llevar a cabo esta tarea. Todas 
las instituciones de educación superior universitarias de 
gestión estatal deben generar mecanismos de auditoría in-
terna que garanticen transparencia en el uso de los bienes 
y recursos.

ARTÍCULO 9º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
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Ley de Educación Sexual Integral Nº 26.150/06

La Ley Nº 26.150 establece el derecho de niñas, niños y ado-
lescentes a recibir Educación Sexual Integral en la escuela 
y, al mismo tiempo, crea el Programa Nacional de ESI, con el 
propósito de garantizar el acceso a este derecho en todas 
las escuelas del país.

Esta norma plantea un cambio de paradigma en el abor-
daje de los derechos de las niñeces, fue muy debatida en las 
distintas provincias. Varias de ellas, como la de Buenos Ai-
res, avanzaron en leyes de ESI propias, tal como se ve en 
páginas que preceden.. 

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY DE EDUCACIÓN SEXUAL 
INTEGRAL Nº 26.150/06

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL
Ley Nº 26.150

Establécese que todos los educandos tienen derecho a 
recibir educación sexual integral en los establecimientos 
educativos públicos, de gestión estatal y privada de las 
jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires y municipal. Creación y Objetivos de dicho 
Programa.

Sancionada: Octubre 4 de 2006
Promulgada: Octubre 23 de 2006
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EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACIÓN SEXUAL INTEGRAL

ARTÍCULO 1º.- Todos los educandos tienen derecho a re-
cibir educación sexual integral en los establecimientos 
educativos públicos, de gestión estatal y privada de las 
jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires y municipal. A los efectos de esta Ley, 
entiéndase como educación sexual integral la que articula 
aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y 
éticos.

ARTÍCULO 2º.- Créase el Programa Nacional de Educación 
Sexual Integral en el ámbito del Ministerio de Educación, 
Ciencia y Tecnología, con la finalidad de cumplir en los 
establecimientos educativos referidos en el artículo 1º 
las disposiciones específicas de la Ley 25.673, de crea-
ción del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación 
Responsable; Ley 23.849, de Ratificación de la Convención 
de los Derechos del Niño; Ley 23.179, de Ratificación de 
la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer, que cuentan con rango 
constitucional; Ley 26.061, de Protección Integral de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y las leyes 
generales de educación de la Nación.

ARTÍCULO 3º.- Los objetivos del Programa Nacional de 
Educación Sexual Integral son:

a. Incorporar la educación sexual integral dentro de 
las propuestas educativas orientadas a la formación 
armónica, equilibrada y permanente de las personas.

b. Asegurar la transmisión de conocimientos perti-
nentes, precisos, confiables y actualizados sobre los 
distintos aspectos involucrados en la educación sexual 
integral.
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c. Promover actitudes responsables ante la sexualidad.

d. Prevenir los problemas relacionados con la salud en 
general y la salud sexual y reproductiva en particular.

e. Procurar igualdad de trato y oportunidades para 
varones y mujeres.

ARTÍCULO 4º.- Las acciones que promueva el Programa 
Nacional de Educación Sexual Integral están destinadas a 
los educandos del Sistema Educativo Nacional, que asisten 
a establecimientos públicos de gestión estatal o privada, 
desde el nivel inicial hasta el nivel superior de formación 
docente y de educación técnica no universitaria.

ARTÍCULO 5º.- Las jurisdicciones nacional, provincial, de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal garantizarán 
la realización obligatoria, a lo largo del ciclo lectivo, 
de acciones educativas sistemáticas en los establecimien-
tos escolares, para el cumplimiento del Programa Nacional 
de Educación Sexual Integral. Cada comunidad educativa 
incluirá en el proceso de elaboración de su proyecto ins-
titucional, la adaptación de las propuestas a su realidad 
sociocultural, en el marco del respeto a su ideario insti-
tucional y a las convicciones de sus miembros.

ARTÍCULO 6º.- El Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología definirá, en consulta con el Consejo Federal de 
Cultura y Educación, los lineamientos curriculares básicos 
del Programa Nacional de Educación Sexual Integral, de modo 
tal que se respeten y articulen los programas y actividades 
que las jurisdicciones tengan en aplicación al momento de 
la sanción de la presente Ley.

ARTÍCULO 7º.- La definición de los lineamientos curricula-
res básicos para la educación sexual integral será asesorada 
por una comisión interdisciplinaria de especialistas en la 
temática, convocada por el Ministerio de Educación, Ciencia 
y Tecnología, con los propósitos de elaborar documentos 
orientadores preliminares, incorporar los resultados de 
un diálogo sobre sus contenidos con distintos sectores del 
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Sistema Educativo Nacional, sistematizar las experiencias 
ya desarrolladas por estados provinciales, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires y municipalidades, y aportar al Consejo 
Federal de Cultura y Educación una propuesta de materia-
les y orientaciones que puedan favorecer la aplicación del 
programa.

ARTÍCULO 8º.- Cada jurisdicción implementará el programa 
a través de:

a. La difusión de los objetivos de la presente Ley, en 
los distintos niveles del sistema educativo.

b. El diseño de las propuestas de enseñanza, con se-
cuencias y pautas de abordaje pedagógico, en función de 
la diversidad sociocultural local y de las necesidades 
de los grupos etarios.

c. El diseño, producción o selección de los materia-
les didácticos que se recomiende utilizar a nivel 
institucional.

d. El seguimiento, supervisión y evaluación del de-
sarrollo de las actividades obligatorias realizadas.

e. Los programas de capacitación permanente y gratuita 
de los educadores en el marco de la formación docente 
continua.

f. La inclusión de los contenidos y didáctica de la 
educación sexual integral en los programas de forma-
ción de educadores.

ARTÍCULO 9º.- Las jurisdicciones nacional, provincial, de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal, con apoyo 
del programa, deberán organizar en todos los estableci-
mientos educativos espacios de formación para los padres 
o responsables que tienen derecho a estar informados. Los 
objetivos de estos espacios son:

a. Ampliar la información sobre aspectos biológicos, 
fisiológicos, genéticos, psicológicos, éticos, jurídicos 
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y pedagógicos en relación con la sexualidad de niños, 
niñas y adolescentes.

b. Promover la comprensión y el acompañamiento en 
la maduración afectiva del niño, niña y adolescente 
ayudándolo a formar su sexualidad y preparándolo para 
entablar relaciones interpersonales positivas.

c. Vincular más estrechamente la escuela y la familia 
para el logro de los objetivos del programa.

ARTÍCULO 10º.- Disposición transitoria:

La presente Ley tendrá una aplicación gradual y progre-
siva, acorde al desarrollo de las acciones preparatorias 
en aspectos curriculares y de capacitación docente.

La autoridad de aplicación establecerá en un plazo de 
ciento ochenta (180) días un plan que permita el cumpli-
miento de la presente Ley, a partir de su vigencia y en un 
plazo máximo de cuatro (4) años. El Ministerio de Educación, 
Ciencia y Tecnología integrará a las jurisdicciones y co-
munidades escolares que implementan planes similares y que 
se ajusten a la presente Ley.

ARTÍCULO 11.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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Ley Nº 26.695/11 de Ejecución de la Pena Privativa 
de la Libertad

La norma procura que el Estado asuma su responsabilidad 
principal de garantizar los derechos educativos de todas las 
personas, incluso de aquellas que se encuentran privadas 
de la libertad en cumplimiento de una condena penal. En este 
sentido, establece que el Ministerio de Educación nacional 
será el que acordará y coordinará todas las acciones, “estra-
tegias y mecanismos necesarios para la adecuada satisfac-
ción de las obligaciones de este capítulo con las autoridades 
nacionales y provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, con institutos de educación superior de gestión estatal 
y con universidades nacionales”. El artículo 148 plantea una 
una modificación de la Ley Nº 24.660/96, de Ejecución de la 
Pena Privativa de la Libertad. 

El proyecto fue presentado por la presidencia de la Comi-
sión de Educación de la Cámara de Diputados de la Nación, 
a cargo del Frente para la Victoria, y fue aprobado por una 
amplia mayoría de legisladores de todos los partidos. 

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 26.695/11 
DE EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD

Modifícase la Ley Nº 24.660.

Sancionada: Julio 27 de 2011
Promulgada de hecho: Agosto 24 de 2011

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:
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ARTÍCULO 1º.- Sustitúyase el capítulo VIII, artículos 
133 a 142, de la Ley 24.660 por el siguiente:

ARTÍCULO 133.- Derecho a la educación. Todas las personas 
privadas de su libertad tienen derecho a la educación públi-
ca. El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires tienen la responsabilidad indelegable de 
proveer prioritariamente una educación integral, permanente 
y de calidad para todas las personas privadas de su libertad 
en sus jurisdicciones, garantizando la igualdad y gratuidad 
en el ejercicio de este derecho, con la participación de 
las organizaciones no gubernamentales y de las familias.

Los internos deberán tener acceso pleno a la educación 
en todos sus niveles y modalidades de conformidad con las 
leyes 26.206 de Educación Nacional, 26.058 de Educación 
Técnico-Profesional, 26.150 de Educación Sexual Integral, 
24.521 de Educación Superior y toda otra norma aplicable.

Los fines y objetivos de la política educativa respecto 
de las personas privadas de su libertad son idénticos a los 
fijados para todos los habitantes de la Nación por la Ley 
de Educación Nacional. Las finalidades propias de esta Ley 
no pueden entenderse en el sentido de alterarlos en modo 
alguno. Todos los internos deben completar la escolaridad 
obligatoria fijada en la ley.

ARTÍCULO 134.- Deberes. Son deberes de los alumnos es-
tudiar y participar en todas las actividades formativas 
y complementarias, respetar la libertad de conciencia, la 
dignidad, integridad e intimidad de todos los miembros de 
la comunidad educativa, participar y colaborar en la me-
jora de la convivencia y en la consecución de un adecuado 
clima de estudio en la institución, respetando el derecho 
de sus compañeros a la educación y las orientaciones de la 
autoridad, los docentes y los profesores, respetar el pro-
yecto educativo institucional, las normas de organización, 
convivencia y disciplina del establecimiento, asistir a 
clase regularmente y con puntualidad y conservar y hacer 
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un buen uso de las instalaciones, equipamiento y materiales 
didácticos del establecimiento.

ARTÍCULO 135.- Restricciones prohibidas al derecho a la 
educación. El acceso a la educación en todos sus niveles 
y modalidades no admitirá limitación alguna fundada en 
motivos discriminatorios, ni en la situación procesal de 
los internos, el tipo de establecimiento de detención, la 
modalidad de encierro, el nivel de seguridad, el grado de 
avance en la progresividad del régimen penitenciario, las 
calificaciones de conducta o concepto, ni en ninguna otra 
circunstancia que implique una restricción injustificada del 
derecho a la educación.

ARTÍCULO 136.- Situaciones especiales. Las necesidades 
especiales de cualquier persona o grupo serán atendidas a 
fin de garantizar el pleno acceso a la educación, tal como 
establece la Ley de Educación Nacional 26.206. La mujer pri-
vada de su libertad será especialmente asistida durante el 
embarazo, el parto, y se le proveerán los medios materiales 
para la crianza adecuada de su hijo mientras este perma-
nezca en el medio carcelario, facilitándose la continuidad 
y la finalización de los estudios, tal como lo establece el 
artículo 58 de la Ley de Educación Nacional.

ARTÍCULO 137.- Notificación al interno. El contenido de 
este capítulo será puesto en conocimiento de todas las per-
sonas privadas de libertad, en forma fehaciente, al momento 
de su ingreso a una institución. Desde el momento mismo del 
ingreso se asegurará al interno su derecho a la educación, 
y se adoptarán las medidas necesarias para mantener, fomen-
tar y mejorar sus capacidades e instrucción. Cada vez que 
un interno ingrese a un establecimiento, las autoridades 
educativas y penitenciarias deberán certificar su nivel de 
instrucción dejando constancia en el legajo personal y en 
los registros pertinentes.

En caso de ingresar con algún nivel de escolaridad in-
completo, la autoridad educativa determinará el grado de 
estudio alcanzado mediante los procedimientos estipulados 
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para los alumnos del sistema educativo y asegurará la con-
tinuidad de esos estudios desde el último grado alcanzado 
al momento de privación de libertad.

ARTÍCULO 138.- Acciones de implementación. El Ministerio 
de Educación acordará y coordinará todas las acciones, 
estrategias y mecanismos necesarios para la adecuada sa-
tisfacción de las obligaciones de este capítulo con las au-
toridades nacionales y provinciales y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, con Institutos de educación superior de 
gestión estatal y con Universidades Nacionales.

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y sus equi-
valentes provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, la autoridad penitenciaria, y los organismos res-
ponsables de las instituciones en que se encuentran niños 
y adolescentes privados de su libertad, deberán atender las 
indicaciones de la autoridad educativa y adoptar todas las 
medidas necesarias para el cumplimiento de lo establecido 
en el presente capítulo.

Entre otras acciones, deberán proveer de ámbitos apro-
piados para la educación, tanto para los internos como para 
el personal docente y penitenciario, adoptar las previsio-
nes presupuestarias y reglamentarias pertinentes, remover 
todo obstáculo que limite los derechos de las personas con 
discapacidad, asegurar la permanencia de los internos en 
aquellos establecimientos donde cursan con regularidad, 
mantener un adecuado registro de los créditos y logros edu-
cativos, requerir y conservar cualquier antecedente útil a 
la mejor formación del interno, garantizar la capacitación 
permanente del personal penitenciario en las áreas perti-
nentes, fomentar la suscripción de convenios de coopera-
ción con instituciones públicas y privadas, garantizar el 
acceso a la información y a los ámbitos educativos de las 
familias y de las organizaciones e instituciones vinculadas 
al tema, fomentar las visitas y todas las actividades que 
incrementen el contacto con el mundo exterior, incluyendo 
el contacto de los internos con estudiantes, docentes y 
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profesores de otros ámbitos, la facilitación del derecho 
a enseñar de aquellos internos con aptitud para ello, y la 
adopción de toda otra medida útil a la satisfacción plena 
e igualitaria del derecho a la educación.

En todo establecimiento funcionará, además, una biblio-
teca para los internos, debiendo estimularse su utilización 
según lo estipula la Ley de Educación Nacional.

ARTÍCULO 139.- Documentación y certificados. A los efectos 
de garantizar la provisión y la continuidad de los estu-
dios, se documentarán en el legajo personal del interno o 
procesado los créditos y logros educativos correspondien-
tes alcanzados de manera total o parcial que, además, se 
consignarán en la documentación de la institución educa-
tiva correspondiente. En caso de traslado del interno o 
procesado, la autoridad educativa deberá ser informada por 
la autoridad judicial correspondiente para proceder a tra-
mitar de manera automática el pase y las equivalencias de 
acuerdo a la institución educativa y al plan de estudios 
que se corresponda con el nuevo destino penitenciario o el 
educacional que se elija al recuperar la libertad. Los cer-
tificados de estudios y diplomas extendidos por la autoridad 
educacional competente durante la permanencia del interno 
en un establecimiento penitenciario, no deberán contener 
ninguna indicación que permita advertir esa circunstancia.

Artículo 140.- Estímulo educativo. Los plazos requeridos 
para el avance a través de las distintas fases y períodos de 
la progresividad del sistema penitenciario se reducirán de 
acuerdo con las pautas que se fijan en este artículo, respecto 
de los internos que completen y aprueben satisfactoriamente 
total o parcialmente sus estudios primarios, secundarios, 
terciarios, universitarios, de posgrado o trayectos de 
formación profesional o equivalentes, en consonancia con 
lo establecido por la Ley 26.206 en su capítulo XII:

a. Un (1) mes por ciclo lectivo anual.
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b. Dos (2) meses por curso de formación profesional 
anual o equivalente.

c. Dos (2) meses por estudios primarios.

d. Tres (3) meses por estudios secundarios.

e. Tres (3) meses por estudios de nivel terciario.

f. Cuatro (4) meses por estudios universitarios.

g. Dos (2) meses por cursos de posgrado.

Estos plazos serán acumulativos hasta un máximo de veinte 
(20) meses.

ARTÍCULO 141.- Control de la gestión educativa de las 
personas privadas de su libertad. El Ministerio de Educación 
y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y sus equi-
valentes provinciales deberán establecer, en el marco del 
Consejo Federal de Educación, un sistema de información 
público, confiable, accesible y actual, sobre la demanda y 
oferta educativa, los espacios y los programas de estudio 
existentes en cada establecimiento y mantener un adecuado 
registro de sus variaciones. Deberá garantizarse el amplio 
acceso a dicha información a la Procuración Penitenciaria de 
la Nación, a organizaciones no gubernamentales interesadas 
en el tema, y a abogados, funcionarios competentes, acadé-
micos, familiares de las personas privadas de su libertad, 
y a toda otra persona con legítimo interés.

ARTÍCULO 142.- Control judicial. Los obstáculos e incum-
plimientos en el acceso al derecho a la educación podrán ser 
remediados por los jueces competentes a través de la vía 
del hábeas corpus correctivo, incluso en forma colectiva. 
Excepcionalmente, los jueces podrán asegurar la educación 
a través de un tercero a cuenta del Estado, o, tratándose 
de la escolaridad obligatoria, de la continuación de los 
estudios en el medio libre.

ARTÍCULO 2º.- Disposiciones transitorias. El régimen del 
artículo 140 será aplicable a toda persona privada de su 
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libertad, que haya logrado las metas previstas con ante-
rioridad a su sanción.

El Poder Ejecutivo Nacional garantizará la creación de 
espacios y programas de estudio para todos los estableci-
mientos donde aún no existiesen, en el plazo máximo de dos 
(2) años.

ARTÍCULO 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

Ley Nº 27.064/14

Regulación y Supervisión de Instituciones 
de Educación no Incluidas en la Enseñanza Oficial. 

Disposiciones Generales.

Sancionada: Diciembre 4 de 2014
Promulgada de hecho: Enero 9 de 2015

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley tiene por objeto regular las 
condiciones de funcionamiento y supervisar pedagógicamente 
las instituciones no incluidas en la enseñanza oficial que 
brindan educación y cuidado de la primera infancia desde 
los cuarenta y cinco (45) días hasta los cinco (5) años de 
edad. Estas instituciones podrán ser de gestión estatal, 
privada, cooperativa y social. Dichas instituciones podrán 
pertenecer a organizaciones con y sin fines de lucro, so-
ciedades civiles, gremios, sindicatos, cooperativas, or-
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ganizaciones no gubernamentales, organizaciones barriales, 
universidades, comunitarias y a otras similares.

ARTÍCULO 2º.- En el caso de los establecimientos no 
incorporados a la enseñanza oficial cuya organización o 
financiamiento dependan de organismos oficiales de salud, 
desarrollo social u otros, será la autoridad educativa com-
petente en cada jurisdicción la que articule sus acciones 
con dichos organismos pertinentes, para el cumplimiento de 
la presente.

ARTÍCULO 3º.- Los centros de desarrollo infantil, ins-
tituciones reguladas por la Ley 26.233, de Promoción y 
Regulación de los Centros de Desarrollo Infantil, deberán 
recibir supervisión pedagógica por parte de la autoridad 
educativa competente de cada jurisdicción en articulación 
con la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia, depen-
diente del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.

CAPÍTULO II
DE LAS INSTITUCIONES

ARTÍCULO 4º.- El nivel inicial constituye una unidad pe-
dagógica. Las instituciones que brindan educación y cuidado 
a la primera infancia deben garantizar los objetivos para 
el nivel inicial establecidos en el título II, capítulo II 
de la Ley 26.206, de Educación Nacional.

Las instituciones comprenden los siguientes tipos 
organizativos:

a. Jardines maternales: las instituciones que atienden 
a los niños/as desde los cuarenta y cinco (45) días 
hasta los dos (2) años de edad, inclusive.

b. Jardines de infantes: aquellas instituciones que 
atienden a los niños/as entre los tres (3) y los cinco 
(5) años inclusive.
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c. Escuelas infantiles: aquellas instituciones que 
atienden a los niños desde los cuarenta y cinco (45) 
días hasta los cinco (5) años de edad inclusive.

d. Centros de desarrollo infantil: aquellas institu-
ciones creadas según lo establecido por la Ley 26.233 
—Promoción y Regulación de los Centros de Desarrollo 
Infantil—.

e. Diversas formas organizativas que brindan cuidado 
y educación sistemática a niños/as desde los cuarenta 
y cinco (45) días a los cinco (5) años inclusive. Son, 
entre otras: salas de juego, servicios de atención a 
la primera infancia a domicilio u hospitalarios, en 
contexto de privación de la libertad de niños y niñas 
nacidos/as o criados/as en estos contextos, o cual-
quiera sea su denominación como persona legal.

ARTÍCULO 5º.- Las instituciones definidas en el artículo 
4º deben hacer pública la denominación recibida en confor-
midad con lo establecido, asumiendo las responsabilidades 
indelegables en materia educativa y asistencial que les 
cabe para cada caso.

ARTÍCULO 6º.- Las instituciones comprendidas en el 
artículo 4º de la presente Ley que cuenten con salas que 
atiendan la obligatoriedad del nivel deben gestionar y 
obtener la incorporación a la enseñanza oficial conforme a 
los alcances de la Ley 26.206.

ARTÍCULO 7º.- Todas las instituciones comprendidas por 
la presente Ley deben seguir los lineamientos curriculares 
y disposiciones pedagógicas establecidas para la educación 
inicial por la autoridad educativa de la Nación y de las 
jurisdicciones, según corresponda, conforme a los alcances 
de la Ley 26.206.

ARTÍCULO 8º.- Las actividades están a cargo de personal 
con título docente en todas las secciones, conforme lo 
establezca la normativa vigente en cada jurisdicción, a 
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excepción de los Centros de Desarrollo Infantil, institu-
ciones reguladas por la Ley 26.233.

CAPÍTULO III
DEL RELEVAMIENTO DE SERVICIOS Y LA CREACIÓN 

DE LOS REGISTROS JURISDICCIONALES DE INSCRIPCIÓN

ARTÍCULO 9º.- El Ministerio de Educación, en el marco 
del Consejo Federal de Educación, promoverá la creación, 
en el ámbito de las jurisdicciones educativas, de sistemas 
de relevamiento y registro de instituciones de gestión pú-
blica, estatal, privada, cooperativa y social, no incluidas 
en la enseñanza oficial, que brindan educación y cuidado a 
la primera infancia.

ARTÍCULO 10º.- El registro deberá contemplar la posi-
bilidad de consulta pública y gratuita y su actualización 
anual atento a las nuevas inscripciones y los resultados de 
las supervisiones periódicas a las instituciones.

CAPÍTULO IV
DE LA SUPERVISIÓN DE LAS INSTITUCIONES

ARTÍCULO 11.- La supervisión pedagógica estará a cargo 
de docentes o profesionales del área de educación, conforme 
lo establezca la normativa vigente en cada jurisdicción.

ARTÍCULO 12.- El Ministerio de Educación, en el marco 
del Consejo Federal de Educación, promoverá acciones para 
que el control sobre las condiciones edilicias, de seguri-
dad y de higiene de las instituciones, esté a cargo de las 
autoridades educativas jurisdiccionales, y se efectúe en 
articulación con las autoridades educativas designadas por 
las jurisdicciones a tal efecto.
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ARTÍCULO 13.- A los efectos de esta Ley, la función de su-
pervisión pedagógica debe considerar aspectos tales como el 
proyecto institucional, los principios, normas y valores, 
las propuestas de enseñanza, los vínculos con los niños/as 
y sus familias, la organización del espacio, la distribución 
del tiempo, y todas aquellas cuestiones que se deriven de 
los lineamientos curriculares y de la normativa vigente.

CAPÍTULO V
DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 14.- El Ministerio de Educación y las autori-
dades educativas jurisdiccionales competentes, en el marco 
del Consejo Federal de Educación, son los responsables de 
regular las condiciones de funcionamiento de las institu-
ciones comprendidas por la presente Ley.

ARTÍCULO 15.- El Ministerio de Educación, en el marco 
del Consejo Federal, promoverá la creación del organismo 
responsable del seguimiento y la implementación que cada 
provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires hagan en 
cumplimiento de la presente Ley.

CAPÍTULO VI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO 16.- En los casos en que no sea posible cum-
plir con la obligación de cubrir los cargos con personal 
con título docente, las instituciones deberán contar con 
un coordinador pedagógico como mínimo cada cinco (5) sec-
ciones, el que podrá tener sala a cargo. Cada jurisdicción 
dictaminará los plazos, criterios y procesos necesarios 
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para avanzar progresivamente en la cobertura de los cargos 
docentes necesarios para todas las secciones del nivel.

ARTÍCULO 17.- El Ministerio de Educación, en el marco 
del Consejo Federal de Educación, promoverá los acuerdos 
necesarios para que las jurisdicciones educativas esta-
blezcan un plan estratégico para el cumplimiento de la 
presente, que contemple la adopción progresiva por parte 
de las instituciones que brindan educación y cuidado de la 
primera infancia de las características y la denominación 
de jardines maternales, de infantes o escuelas infantiles 
según corresponda. Este plan debe dar prioridad a las ins-
tituciones que atienden a los sectores más desfavorecidos 
en cada jurisdicción.

ARTÍCULO 18.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, A LOS CUATRO DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL 
AÑO DOS MIL CATORCE.
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Ley Nº 26.233/07 de Primera Infancia

Esta ley, sancionada en 2007, formó parte de los amplios 
debates que tuvieron lugar en esos años, a partir de la con-
sideración de la niña y del niño como sujetos de derecho; 
y que se vieron reflejados en la aprobación de normativas 
diversas tanto a nivel nacional como provincial. Procura la 
promoción y regulación de los centros de desarrollo infantil, 
definidos en la legislación como espacios de atención inte-
gral de niñas y niños de hasta cuatro años, donde, además, 
se realicen acciones para instalar, en los ámbitos familiares 
y comunitarios, capacidades que favorezcan la promoción y 
protección de los derechos de niñas y niños.

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 26.233/07

Sancionada: Marzo 28 de 2007
Promulgada: Abril 24 de 2007

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL

I – OBJETO

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley tiene como objeto la pro-
moción y regulación de los Centros de Desarrollo Infantil.

ARTÍCULO 2º.- Se entenderá por Centro de Desarrollo 
Infantil a los espacios de atención integral de niños y 
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niñas de hasta CUATRO (4) años de edad, que además realicen 
acciones para instalar, en los ámbitos familiar y comunita-
rio, capacidades que favorezcan la promoción y protección 
de los derechos de niños y niñas.

ARTÍCULO 3º.- Los Derechos de las niñas y niños en estas 
instituciones quedan garantizados por la Ley Nº 26.061, sus 
decretos reglamentarios y los tratados internacionales de 
los que la Nación es parte.

II – CARACTERES DE LOS CENTROS

ARTÍCULO 4º.- Los principios rectores de los Centros de 
Desarrollo Infantil son:

a. Integralidad de los abordajes.

b. Atención de cada niña y niño en su singularidad e 
identidad.

c. Estimulación temprana a fin de optimizar su desa-
rrollo integral.

d. Igualdad de oportunidad y trato.

e. Socialización e integración con las familias y los 
diferentes actores del nivel local.

f. Respeto a la diversidad cultural y territorial.

g. Desarrollo de hábitos de solidaridad y cooperación 
para la convivencia en una sociedad democrática.

h. Respeto de los derechos de niños y niñas con nece-
sidades especiales, promoviendo su integración.

ARTÍCULO 5º.- Los Centros de Desarrollo Infantil, sean 
estos gubernamentales o no gubernamentales, deberán adecuar 
su funcionamiento a los principios de esta Ley y sus normas 
reglamentarias.
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ARTÍCULO 6º.- Los Centros de Desarrollo Infantil deberán 
garantizar:

a. La idoneidad del personal a cargo de los Centros 
para la atención de la primera infancia.

b. Las normas de higiene, seguridad y nutrición.

c. Instalaciones físicas adecuadas para su correcto 
funcionamiento.

d. Los controles periódicos de crecimiento y desarrollo 
requeridos para cada edad.

e. Las condiciones de admisibilidad y permanencia que 
bajo ningún concepto podrán discriminar por origen, 
nacionalidad, religión, ideología, nivel socioeconó-
mico, género, sexo o cualquier otra causa.

f. La organización del servicio atendiendo a las ne-
cesidades de cada grupo etario;

g. Una relación adecuada entre número de niños y niñas 
asistentes y la cantidad de personal a su cargo.

h. Un sistema de registro que permita el seguimiento 
del crecimiento y desarrollo de cada niño y niña.

ARTÍCULO 7º.- Del Personal: Conforme lo normado en el ar-
tículo 6º de la presente Ley, la reglamentación establecerá 
los perfiles correspondientes al personal interviniente y 
el sistema de capacitación necesario para que la totalidad 
de los Centros de Desarrollo Infantil puedan cumplir con 
este requisito.
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III – DE LAS POLÍTICAS

ARTÍCULO 8º.- Para el cumplimiento de sus objetivos los 
Centros podrán complementariamente interactuar en sus ins-
talaciones con servicios educativos o sanitarios, o articu-
lar con otras instituciones y servicios del espacio local 
actividades culturales, educativas, sanitarias y toda otra 
actividad que resulte necesaria para la formación integral 
de los niños y niñas.

ARTÍCULO 9º.- La acción del Centro de Desarrollo Infantil 
debe asimismo integrar a las familias para fortalecer la 
crianza y el desarrollo de sus hijos, ejerciendo una función 
preventiva, promotora y reparadora.

IV – AUTORIDAD DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 10º.- Será autoridad de aplicación de la presen-
te Ley la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia de-
pendiente del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.

ARTÍCULO 11.- La autoridad de aplicación deberá, en el 
marco del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, 
elaborar los planes requeridos para la aplicación de la 
presente Ley, cuya implementación estará a cargo de los 
órganos administrativos de protección de derechos de cada 
jurisdicción según lo establecido por la Ley Nº 26.061, en 
su artículo 42.

ARTÍCULO 12.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente Ley en un plazo de CIENTO VEINTE (120) días, con-
tados a partir de su sanción.

ARTÍCULO 13.- Se invita a las provincias y a la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires a adherir a la presente Ley.

ARTÍCULO 14.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 25.808 
GARANTIZAR LA PROSECUCIÓN NORMAL DE LOS ESTUDIOS 
A LAS ESTUDIANTES EN ESTADO DE GRAVIDEZ O DURANTE 
EL PERÍODO DE LACTANCIA, Y A LOS ESTUDIANTES 
EN SU CARÁCTER DE PROGENITORES

Sancionada: Noviembre 5 de 2003
Promulgada: Noviembre 27 de 2003

HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN ARGENTINA

Ley Nº 25.808

Modifícase el artículo 1º de la Ley Nº 25.584, esta-
bleciéndose que los directivos o responsables de los es-
tablecimientos oficiales y privados de educación pública 
no podrán adoptar acciones institucionales que impidan la 
prosecución normal de los estudios a las estudiantes en 
estado de gravidez o durante el período de lactancia, y a 
los estudiantes en su carácter de progenitores.

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN ARGENTINA 
REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

ARTÍCULO 1º.- Modifícase el artículo 1º de la Ley Nº 
25.584, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 1º.- Se prohíbe a los directivos o responsa-
bles de los establecimientos oficiales y privados de 
educación pública de todo el país, en todos los nive-
les del sistema y de cualquier modalidad, la adopción 
de acciones institucionales que impidan o perturben 
el inicio o prosecución normal de sus estudios a las 
estudiantes en estado de gravidez o durante el pe-
ríodo de lactancia y a los estudiantes en su carácter 
de progenitores. Las autoridades educativas del res-
pectivo establecimiento estarán obligadas, en cuanto 
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a la estudiante embarazada, a autorizar los permisos 
que, en razón de su estado sean necesarios para ga-
rantizar tanto su salud física y psíquica como la del 
ser durante su gestación y el correspondiente período 
de lactancia.

ARTÍCULO 2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 26.892 
PARA LA PROMOCIÓN DE LA CONVIVENCIA Y EL ABORDAJE 
DE LA CONFLICTIVIDAD SOCIAL EN LAS INSTITUCIONES 
EDUCATIVAS

Ley Nº 26.892
Sancionada: Septiembre 11 de 2013

Promulgada: Octubre 1 de 2013

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

LEY PARA LA PROMOCIÓN DE LA CONVIVENCIA 
Y EL ABORDAJE DE LA CONFLICTIVIDAD SOCIAL 

EN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS

CAPÍTULO I
OBJETO, PRINCIPIOS Y OBJETIVOS

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley establece las bases para la 
promoción, intervención institucional y la investigación y 
recopilación de experiencias sobre la convivencia así como 
sobre el abordaje de la conflictividad social en las insti-
tuciones educativas de todos los niveles y modalidades del 
Sistema Educativo Nacional.

ARTÍCULO 2º.- Son principios orientadores de esta Ley, en 
el marco de lo estipulado por Ley 23.849 —Convención sobre 
los Derechos del Niño—, Ley 26.061, de Protección Integral 
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de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes, Ley 
26.206, de Educación Nacional:

a. El respeto irrestricto a la dignidad e intimidad 
de las personas.

b. El reconocimiento de los valores, creencias e iden-
tidades culturales de todos.

c. El respeto y la aceptación de las diferencias, el 
rechazo a toda forma de discriminación, hostigamiento, 
violencia y exclusión en las interacciones entre los 
integrantes de la comunidad educativa, incluyendo las 
que se produzcan mediante entornos virtuales y otras 
tecnologías de la información y comunicación.

d. El derecho a participar de diferentes ámbitos y 
asuntos de la vida de las instituciones educativas.

e. La resolución no violenta de conflictos, la utiliza-
ción del diálogo como metodología para la identificación 
y resolución de los problemas de convivencia.

f. El respeto por las normas y la sanción de sus trans-
gresiones como parte de la enseñanza socializadora de 
las instituciones educativas.

g. La contextualización de las transgresiones en las 
circunstancias en que acontecen, según las perspecti-
vas de los actores, los antecedentes previos y otros 
factores que inciden en las mismas, manteniendo la 
igualdad ante la ley.

h. El derecho del estudiante a ser escuchado y a for-
mular su descargo ante situaciones de transgresión a 
las normas establecidas.

i. La valoración primordial del sentido formativo de 
las eventuales sanciones o llamados de atención.

j. El reconocimiento y reparación del daño u ofensa 
a personas o bienes de las instituciones educativas 
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o miembros de la comunidad educativa por parte de la 
persona o grupos responsables de esos hechos.

ARTÍCULO 3º.- Son objetivos de la presente Ley:

a. Garantizar el derecho a una convivencia pacífica, 
integrada y libre de violencia física y psicológica.

b. Orientar la educación hacia criterios que eviten 
la discriminación, fomenten la cultura de la paz y la 
ausencia de maltrato físico o psicológico.

c. Promover la elaboración o revisión de las normas 
de las jurisdicciones sobre convivencia en las insti-
tuciones educativas, estableciendo así las bases para 
que estas últimas elaboren sus propios acuerdos de 
convivencia y conformen órganos e instancias de par-
ticipación de los diferentes actores de la comunidad 
educativa.

d. Establecer los lineamientos sobre las sanciones a 
aplicar en casos de transgresión de las normas.

e. Impulsar estrategias y acciones que fortalezcan a 
las instituciones educativas y sus equipos docentes, 
para la prevención y abordaje de situaciones de vio-
lencia en las mismas.

f. Promover la creación de equipos especializados 
y fortalecer los existentes en las jurisdicciones, 
para la prevención e intervención ante situaciones de 
violencia.

g. Desarrollar investigaciones cualitativas y cuan-
titativas sobre la convivencia en las instituciones 
educativas y el relevamiento de prácticas significati-
vas en relación con la problemática.
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CAPÍTULO II
PROMOCIÓN DE LA CONVIVENCIA EN LAS INSTITUCIONES 

EDUCATIVAS

ARTÍCULO 4º.- El Ministerio de Educación de la Nación, 
con el acuerdo del Consejo Federal de Educación, debe pro-
mover la elaboración y revisión de las normas sobre convi-
vencia en las instituciones educativas en cada una de las 
jurisdicciones educativas del país para todos los niveles 
y modalidades de la enseñanza, a partir de los siguientes 
lineamientos:

a. Que se orienten las acciones de los integrantes de 
la comunidad educativa hacia el respeto por la vida, 
los derechos y responsabilidades de cada persona, la 
resolución no violenta de los conflictos, el respeto y 
la aceptación de las diferencias.

b. Que se propicien vínculos pluralistas, basados en 
el reconocimiento y el respeto mutuo, que impulsen el 
diálogo y la interrelación en lo diverso.

c. Que se reconozca la competencia de las instituciones 
educativas para elaborar y revisar periódicamente sus 
propios códigos o acuerdos de convivencia garantizando 
la participación de la comunidad educativa, adecuándo-
se a las características específicas de los diferentes 
niveles, modalidades y contextos.

d. Que se impulsen modos de organización institucio-
nal que garanticen la participación de los alumnos en 
diferentes ámbitos y asuntos de la vida institucional 
de la escuela, según las especificidades de cada nivel 
y modalidad.

e. Que se prevea y regule la conformación y funcio-
namiento de órganos e instancias de participación, 
diálogo y consulta en relación con la convivencia en 
las instituciones educativas, que resulten adecuados a 
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la edad y madurez de los estudiantes. Los mismos deben 
ser de funcionamiento permanente y deben estar repre-
sentados todos los sectores de la comunidad educativa.

f. Que se impulse la constitución de un sistema de 
sanciones formativas dentro de un proceso educativo 
que posibilite al niño, niña, adolescente o joven a 
hacerse responsable progresivamente de sus actos.

ARTÍCULO 5º.- Queda expresamente prohibida cualquier 
norma o medida que atente contra el derecho a la partici-
pación de los docentes, estudiantes o sus familias en la 
vida educativa institucional.

ARTÍCULO 6º.- El Ministerio de Educación de la Nación, con 
el acuerdo del Consejo Federal de Educación, debe regular 
las sanciones a ser aplicadas a los educandos en caso de 
transgresión considerando las siguientes pautas:

a. Deben tener un carácter educativo, enmarcándose en 
un proceso que posibilite al educando hacerse respon-
sable progresivamente de sus actos, según las carac-
terísticas de los diferentes niveles y modalidades.

b. Deben ser graduales y sostener una proporcionalidad 
en relación con la transgresión cometida.

c. Deben aplicarse contemplando el contexto de las 
transgresiones en las circunstancias en que acontecen, 
según los diferentes actores, los antecedentes previos 
y otros factores que inciden en las mismas, manteniendo 
la igualdad ante las normas.

d. Deben definirse garantizando el derecho del estu-
diante a ser escuchado y a formular su descargo.

ARTÍCULO 7º.- Quedan expresamente prohibidas las sancio-
nes que atenten contra el derecho a la educación o que impi-
dan la continuidad de los educandos en el sistema educativo.
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CAPÍTULO III
FORTALECIMIENTO DE LAS PRÁCTICAS INSTITUCIONALES 

ANTE LA CONFLICTIVIDAD SOCIAL EN LAS INSTITUCIONES 
EDUCATIVAS

ARTÍCULO 8º.- El Ministerio de Educación de la Nación, 
con el acuerdo del Consejo Federal de Educación debe:

a. Promover junto con los equipos jurisdiccionales el 
desarrollo de estrategias y acciones para fortalecer 
a las instituciones educativas y los equipos docentes 
y de supervisión, brindándoles herramientas y capaci-
tación para la prevención y el abordaje de situaciones 
de violencia en las instituciones educativas; y debe 
impulsar la consolidación de espacios de orientación 
y reflexión acerca de la conflictividad social.

b. Promover el fortalecimiento de los equipos especia-
lizados de las jurisdicciones para el acompañamiento a 
la comunidad educativa ante la prevención y abordaje 
de situaciones de violencia en la institución escolar.

c. Fortalecer a los equipos especializados de las ju-
risdicciones a fin de que estos puedan proveer acompa-
ñamiento y asistencia profesional, tanto institucional 
como singular, a los sujetos y grupos que forman parte 
de situaciones de violencia o acoso en contextos esco-
lares, de modo de atender las diferentes dimensiones 
sociales, educativas, vinculares y subjetivas puestas 
en juego.

d. Elaborar una guía orientadora que establezca líneas 
de acción, criterios normativos y distribución de res-
ponsabilidades para los diferentes actores del sistema 
y las instituciones educativas de modo de prevenir y 
actuar ante situaciones de violencia producidas en 
el contexto escolar. En esta guía se hará particular 
hincapié en la necesidad de desplegar acciones insti-
tucionales tendientes a generar condiciones que inhi-
ban el maltrato, la discriminación, el acoso escolar 
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o cualquier otra forma de violencia entre pares y/o 
entre adultos y niños, niñas, adolescentes y jóvenes.

e. Crear una línea telefónica nacional gratuita para la 
atención de situaciones de violencia en las escuelas. 
Una vez recepcionadas, estas deberán ser remitidas a 
la jurisdicción escolar que corresponda.

f. Promover junto con los equipos jurisdiccionales la 
articulación con la autoridad local y los servicios 
locales de protección integral de derechos de niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes, con vistas a garantizar 
la atención de la problemática en toda su magnitud y 
complejidad.

CAPÍTULO IV
INVESTIGACIÓN Y RECOPILACIÓN DE EXPERIENCIAS

ARTÍCULO 9º.- El Ministerio de Educación de la Nación 
tiene a su cargo la responsabilidad de:

a. Realizar investigaciones cualitativas y cuanti-
tativas sobre las múltiples facetas que adquiere la 
problemática de la conflictividad en las instituciones 
educativas a fin de generar y difundir información ofi-
cial, pública y confiable sobre las dimensiones y ca-
racterizaciones de los fenómenos con especial énfasis 
en los aspectos pedagógicos.

b. Identificar y desplegar iniciativas de diagnóstico 
de las formas que adquiere la violencia en las institu-
ciones educativas, ante los nuevos modos de interacción 
en entornos virtuales.

c. Identificar, sistematizar y difundir a través de los 
organismos correspondientes, prácticas que han permi-
tido crear condiciones favorables para la convivencia 
en las instituciones educativas, el encuentro y la 
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comunicación y para abordar los conflictos o disputas 
que se expresan en las instituciones educativas, des-
plegadas por docentes, comunidades y organizaciones 
de la sociedad civil.

ARTÍCULO 10º.- El Ministerio de Educación de la Nación, 
con el acuerdo del Consejo Federal de Educación, debe ela-
borar un informe bienal de carácter público acerca de los 
resultados de las investigaciones sobre convivencia y con-
flictividad en las instituciones educativas, así como sobre 
las medidas y acciones llevadas a cabo en el marco de la 
presente Ley, con el objetivo de evaluar el estado de si-
tuación para el desarrollo y orientación de las políticas 
educativas.

ARTÍCULO 11.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, A LOS ONCE DÍAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 
DOS MIL TRECE.
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TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 26.877 
REPRESENTACIÓN ESTUDIANTIL. CREACIÓN 
Y FUNCIONAMIENTO DE LOS CENTROS DE ESTUDIANTES

Sancionada: Julio 3 de 2013
Promulgada: Agosto 1 de 2013

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO, ETC. 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:

ARTÍCULO 1º.- Las autoridades jurisdiccionales y las 
instituciones educativas públicas de nivel secundario, los 
institutos de educación superior e instituciones de modali-
dad de adultos incluyendo formación profesional de gestión 
estatal y privada, gestión cooperativa y gestión social, 
deben reconocer los centros de estudiantes como órganos 
democráticos de representación estudiantil.

ARTÍCULO 2º.- Las autoridades educativas jurisdicciona-
les y las instituciones educativas deben promover la parti-
cipación y garantizar las condiciones institucionales para 
el funcionamiento de los centros de estudiantes.

ARTÍCULO 3º.- Las autoridades jurisdiccionales deben 
arbitrar los medios correspondientes a los efectos de que 
en las instituciones educativas se ejecuten las siguientes 
acciones:

a. Poner en conocimiento de la comunidad educativa la 
presente Ley, y la normativa que se dicte a tal efec-
to, asesorando y facilitando los medios necesarios que 
estén a su alcance para la creación y funcionamiento 
del centro de estudiantes;

b. Brindar el apoyo para el desarrollo de las acti-
vidades de los centros de estudiantes que se podrán 
realizar en el espacio y tiempo institucional, previo 
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acuerdo entre los representantes estudiantiles y el 
equipo de conducción; y

c. Proporcionar un espacio físico determinado para el 
funcionamiento del centro de estudiantes, de acuerdo 
a la disponibilidad de la institución.

ARTÍCULO 4º.- Los centros de estudiantes surgen como 
iniciativa de los estudiantes de cada establecimiento. 
Cada una de las instituciones educativas tendrá su centro 
de estudiantes.

ARTÍCULO 5º.- Participarán del centro de estudiantes 
todos aquellos que acrediten ser estudiantes de la insti-
tución educativa, sin otro tipo de requisito.

ARTÍCULO 6º.- Los centros de estudiantes tendrán como 
principios generales:

a. Fomentar la formación de los estudiantes en los 
principios y prácticas democráticas, republicanas y 
federales, así como en el conocimiento y la defensa 
de los derechos humanos.

b. Afianzar el derecho de todos los estudiantes a la 
libre expresión de sus ideas dentro del pluralismo 
que garantizan la Constitución Nacional y las leyes.

c. Defender y asegurar el cumplimiento y pleno ejer-
cicio de los derechos estudiantiles.

d. Contribuir al cumplimiento de las garantías vincu-
ladas al derecho de aprender y al reconocimiento de la 
educación como bien público y derecho social.

e. Colaborar con la inserción de los estudiantes en 
su ámbito social orientada al desarrollo de acciones 
en beneficio del conjunto de la comunidad.

f. Contribuir al mejoramiento de la calidad de la edu-
cación y al logro de un clima institucional democrático 
que permita el mejor desarrollo de las actividades 
educativas.
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g. Promover la participación activa y responsable del 
alumnado en la problemática educativa.

h. Gestionar ante las autoridades las demandas y ne-
cesidades de sus representados.

i. Proponer y gestionar actividades tendientes a fa-
vorecer el ingreso, la permanencia y el egreso de sus 
representados.

ARTÍCULO 7º.- Los centros de estudiantes elaborarán su 
propio estatuto en correspondencia con la legislación na-
cional y de cada jurisdicción, el que debe contener, al 
menos:

a. Objetivos;

b. Órganos de gobierno y cargos que lo componen;

c. Funciones;

d. Procedimientos para la elección por voto secreto, 
universal y obligatorio y renovación de autoridades;

e. Implementación de instancias de deliberación en la 
toma de decisiones;

f. Previsión de órganos de fiscalización; y

g. Representación de minorías.

ARTÍCULO 8º.- En aquellos casos en que las disposiciones 
de esta Ley se vieran incumplidas, los estudiantes y sus 
órganos de conducción podrán elevar su reclamo a la auto-
ridad jurisdiccional o nacional, según corresponda.

ARTÍCULO 9º.- Los centros de estudiantes reconocidos 
pueden nuclearse en federaciones jurisdiccionales, regio-
nales y nacionales.

ARTÍCULO 10º.- El Ministerio de Educación y las autorida-
des educativas de cada jurisdicción diseñarán las campañas 
de difusión y promoción alentando la creación y funciona-
miento de los centros de estudiantes.
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ARTÍCULO 11º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, A LOS TRES DÍAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO DOS 
MIL TRECE.
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Ley Nº 26.061 de Protección Integral de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes

Se menciona la importancia de la Ley Nº 26.061, sancionada 
en 2005, ya que representó un nuevo paradigma normativo 
y cultural que se vincula a las leyes educativas en la materia; 
al concebir a las niñas, niños y adolescentes como sujetos de 
derechos, modificando de este modo también la concepción 
del Estado, las familias y la comunidad con relación a las in-
fancias. La norma derogó la Ley de Patronato de Menores, 
vigente desde 1919.

A su vez, en 2005, la provincia de Buenos Aires sancionó 
la Ley Nº 13.298 (que puede verse en el apartado de las leyes 
provinciales), De la Promoción y Protección Integral de los 
Derechos de los Niños (modificada por las leyes Nº 13.634 y 
14.537) y la Ley complementaria Nº 13.634. 

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 26.061 
DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

LEY Nº 26.061
Ley de Protección Integral de los Derechos 

de las Niñas, Niños y Adolescentes

Sancionada: 28 de septiembre de 2005
Promulgada de hecho: 21 de octubre de 2005

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS 
DE LA NACIÓN ARGENTINA REUNIDOS EN CONGRESO 

SANCIONAN CON FUERZA DE LEY:
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TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º.- Objeto. Esta Ley tiene por objeto la pro-
tección integral de los derechos de las niñas, niños y ado-
lescentes que se encuentren en el territorio de la República 
Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, 
efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordena-
miento jurídico nacional y en los tratados internacionales 
en los que la Nación sea parte.

Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su 
máxima exigibilidad y sustentados en el principio del in-
terés superior del niño.

La omisión en la observancia de los deberes que por la 
presente corresponden a los órganos gubernamentales del 
Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones 
administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio 
y goce de tales derechos, a través de medidas expeditas y 
eficaces.

ARTÍCULO 2º.- Aplicación obligatoria. La Convención sobre 
los Derechos del Niño es de aplicación obligatoria en las 
condiciones de su vigencia, en todo acto, decisión o medida 
administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que se 
adopte respecto de las personas hasta los dieciocho años 
de edad. Las niñas, niños o adolescentes tienen derecho 
a ser oídos y atendidos cualquiera sea la forma en que se 
manifiesten, en todos los ámbitos.

Los derechos y las garantías de los sujetos de esta Ley 
son de orden público, irrenunciables, interdependientes, 
indivisibles e intransigibles.

ARTÍCULO 3º.- Interés superior. A los efectos de la pre-
sente Ley se entiende por interés superior de la niña, niño 
y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea 
de los derechos y garantías reconocidos en esta Ley.
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Debiéndose respetar:

a. Su condición de sujeto de derecho.

b. El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser 
oídos y que su opinión sea tenida en cuenta.

c. El respeto al pleno desarrollo personal de sus de-
rechos en su medio familiar, social y cultural.

d. Su edad, grado de madurez, capacidad de discerni-
miento y demás condiciones personales.

e. El equilibrio entre los derechos y garantías de 
las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del 
bien común.

f. Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el 
lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen 
transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte 
de su existencia.

Este principio rige en materia de patria potestad, pautas 
a las que se ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, 
restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, 
emancipación y toda circunstancia vinculada a las anterio-
res cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse.

Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de 
las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e 
intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.

ARTÍCULO 4º.- Políticas públicas. Las políticas públicas 
de la niñez y adolescencia se elaborarán de acuerdo a las 
siguientes pautas:

a. Fortalecimiento del rol de la familia en la efec-
tivización de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes.

b. Descentralización de los organismos de aplicación y 
de los planes y programas específicos de las distintas 
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políticas de protección de derechos, a fin de garantizar 
mayor autonomía, agilidad y eficacia.

c. Gestión asociada de los organismos de gobierno en 
sus distintos niveles en coordinación con la sociedad 
civil, con capacitación y fiscalización permanente.

d. Promoción de redes intersectoriales locales.

e. Propiciar la constitución de organizaciones y or-
ganismos para la defensa y protección de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 5º.- Responsabilidad gubernamental. Los orga-
nismos del Estado tienen la responsabilidad indelegable de 
establecer, controlar y garantizar el cumplimiento de las 
políticas públicas con carácter federal.

En la formulación y ejecución de políticas públicas y su 
prestación, es prioritario para los organismos del Estado 
mantener siempre presente el interés superior de las per-
sonas sujetos de esta Ley y la asignación privilegiada de 
los recursos públicos que las garanticen.

Toda acción u omisión que se oponga a este principio 
constituye un acto contrario a los derechos fundamentales 
de las niñas, niños y adolescentes.

Las políticas públicas de los organismos del Estado de-
ben garantizar con absoluta prioridad el ejercicio de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes.

La prioridad absoluta implica:

1) Protección y auxilio en cualquier circunstancia.

2) Prioridad en la exigibilidad de la protección jurí-
dica cuando sus derechos colisionen con los intereses 
de los adultos, de las personas jurídicas privadas o 
públicas.

3) Preferencia en la atención, formulación y ejecución 
de las políticas públicas.
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4) Asignación privilegiada e intangibilidad de los 
recursos públicos que las garantice.

5) Preferencia de atención en los servicios esenciales.

ARTÍCULO 6º.- Participación comunitaria. La comunidad, 
por motivos de solidaridad y en ejercicio de la democracia 
participativa, debe y tiene derecho a ser parte activa en 
el logro de la vigencia plena y efectiva de los derechos y 
garantías de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 7º.- Responsabilidad familiar. La familia es 
responsable en forma prioritaria de asegurar a las niñas, 
niños y adolescentes el disfrute pleno y el efectivo ejer-
cicio de sus derechos y garantías.

El padre y la madre tienen responsabilidades y obliga-
ciones comunes e iguales en lo que respecta al cuidado, 
desarrollo y educación integral de sus hijos.

Los organismos del Estado deben asegurar políticas, pro-
gramas y asistencia apropiados para que la familia pueda 
asumir adecuadamente esta responsabilidad, y para que los 
padres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabi-
lidades y obligaciones.

TÍTULO II
PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTÍAS

ARTÍCULO 8º.- Derecho a la vida. Las niñas, niños y ado-
lescentes tienen derecho a la vida, a su disfrute, protec-
ción y a la obtención de una buena calidad de vida.

ARTÍCULO 9º.- Derecho a la dignidad y a la integridad 
personal. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a 
la dignidad como sujetos de derechos y personas en desarro-
llo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, 
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vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a 
ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos 
o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico 
para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel 
o degradante.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su in-
tegridad física, sexual, psíquica y moral.

La persona que tome conocimiento de malos tratos o de 
situaciones que atenten contra la integridad psíquica, 
física, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o 
cualquier otra violación a sus derechos, debe comunicar a 
la autoridad local de aplicación de la presente Ley. 

Los organismos del Estado deben garantizar programas 
gratuitos de asistencia y atención integral que promuevan 
la recuperación de todas las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 10º.- Derecho a la vida privada e intimidad 
familiar. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a 
la vida privada e intimidad de y en la vida familiar.

Estos derechos no pueden ser objeto de injerencias ar-
bitrarias o ilegales.

ARTÍCULO 11.- Derecho a la identidad. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a un nombre, a una nacionalidad, 
a su lengua de origen, al conocimiento de quiénes son sus 
padres, a la preservación de sus relaciones familiares de 
conformidad con la ley, a la cultura de su lugar de origen 
y a preservar su identidad e idiosincrasia, salvo la excep-
ción prevista en los artículos 327 y 328 del Código Civil.

Los organismos del Estado deben facilitar y colaborar en 
la búsqueda, localización u obtención de información, de 
los padres u otros familiares de las niñas, niños y adoles-
centes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiar. 
Tienen derecho a conocer a sus padres biológicos y a crecer 
y desarrollarse en su familia de origen, a mantener en for-
ma regular y permanente el vínculo personal y directo con 
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sus padres, aun cuando estos estuvieran separados o divor-
ciados, o pesara sobre cualquiera de ellos denuncia penal 
o sentencia, salvo que dicho vínculo amenazare o violare 
alguno de los derechos de las niñas, niños y adolescentes 
que consagra la ley.

En toda situación de institucionalización de los padres, 
los organismos del Estado deben garantizar a las niñas, 
niños y adolescentes el vínculo y el contacto directo y 
permanente con aquellos, siempre que no contraríe el inte-
rés superior del niño.

Solo en los casos en que ello sea imposible y en forma 
excepcional tendrán derecho a vivir, ser criados y desa-
rrollarse en un grupo familiar alternativo o a tener una 
familia adoptiva, de conformidad con la ley.

ARTÍCULO 12.- Garantía estatal de identificación. 
Inscripción en el Registro del Estado y Capacidad de las 
Personas. Los organismos del Estado deben garantizar pro-
cedimientos sencillos y rápidos para que los recién nacidos 
sean identificados en forma gratuita, obligatoria, oportuna 
e inmediatamente después de su nacimiento, estableciendo 
el vínculo filial con la madre, conforme al procedimiento 
previsto en la Ley 24.540.

Ante la falta de documento que acredite la identidad de 
la madre o del padre, los organismos del Estado deberán 
arbitrar los medios necesarios para la obtención de la iden-
tificación obligatoria consignada en el párrafo anterior, 
circunstancia que deberá ser tenida especialmente en cuenta 
por la reglamentación de esta Ley.

Debe facilitar la adopción de medidas específicas para la 
inscripción gratuita en el Registro del Estado y Capacidad 
de las Personas, de todos aquellos adolescentes y madres, 
que no hayan sido inscriptos oportunamente.

ARTÍCULO 13.- Derecho a la documentación. Las niñas, 
niños, adolescentes y madres indocumentadas tienen dere-
cho a obtener los documentos públicos que comprueben su 
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identidad, de conformidad con la normativa vigente y en 
los términos que establece el procedimiento previsto en la 
Ley 24.540.

ARTÍCULO 14.- Derecho a la salud. Los organismos del 
Estado deben garantizar:

a. El acceso a servicios de salud, respetando las pau-
tas familiares y culturales reconocidas por la fami-
lia y la comunidad a la que pertenecen siempre que no 
constituyan peligro para su vida e integridad.

b. Programas de asistencia integral, rehabilitación 
e integración.

c. Programas de atención, orientación y asistencia 
dirigidos a su familia.

d. Campañas permanentes de difusión y promoción de 
sus derechos dirigidas a la comunidad a través de los 
medios de comunicación social.

Toda institución de salud deberá atender prioritariamente 
a las niñas, niños y adolescentes y mujeres embarazadas.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la aten-
ción integral de su salud, a recibir la asistencia médica 
necesaria y a acceder en igualdad de oportunidades a los 
servicios y acciones de prevención, promoción, información, 
protección, diagnóstico precoz, tratamiento oportuno y re-
cuperación de la salud.

ARTÍCULO 15.- Derecho a la educación. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a la educación pública y gra-
tuita, atendiendo a su desarrollo integral, su preparación 
para el ejercicio de la ciudadanía, su formación para la 
convivencia democrática y el trabajo, respetando su iden-
tidad cultural y lengua de origen, su libertad de creación 
y el desarrollo máximo de sus competencias individuales; 
fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto por los 
derechos humanos, tolerancia, identidad cultural y conser-
vación del ambiente.
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Tienen derecho al acceso y permanencia en un estable-
cimiento educativo cercano a su residencia. En el caso de 
carecer de documentación que acredite su identidad, se los 
deberá inscribir provisoriamente, debiendo los organismos 
del Estado arbitrar los medios destinados a la entrega ur-
gente de este documento.

Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la 
educación debiendo entregar la certificación o diploma 
correspondiente.

Las niñas, niños y adolescentes con capacidades espe-
ciales tienen todos los derechos y garantías consagrados 
y reconocidos por esta Ley, además de los inherentes a su 
condición específica.

Los organismos del Estado, la familia y la sociedad deben 
asegurarles el pleno desarrollo de su personalidad hasta 
el máximo de sus potencialidades, así como el goce de una 
vida plena y digna.

ARTÍCULO 16.- Gratuidad de la educación. La educación 
pública será gratuita en todos los servicios estatales, 
niveles y regímenes especiales, de conformidad con lo es-
tablecido en el ordenamiento jurídico vigente.

ARTÍCULO 17.- Prohibición de discriminar por estado de 
embarazo, maternidad y paternidad. Prohíbase a las insti-
tuciones educativas públicas y privadas imponer por causa 
de embarazo, maternidad o paternidad, medidas correctivas o 
sanciones disciplinarias a las niñas, niños y adolescentes.

Los organismos del Estado deben desarrollar un sistema 
conducente a permitir la continuidad y la finalización de 
los estudios de las niñas, niños y adolescentes.

La mujer privada de su libertad será especialmente asis-
tida durante el embarazo y el parto, y se le proveerán los 
medios materiales para la crianza adecuada de su hijo mien-
tras este permanezca en el medio carcelario, facilitándose 
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la comunicación con su familia a efectos de propiciar su 
integración a ella.

ARTÍCULO 18.- Medidas de protección de la maternidad y pa-
ternidad. Las medidas que conforman la protección integral 
se extenderán a la madre y al padre durante el embarazo, el 
parto y al período de lactancia, garantizando condiciones 
dignas y equitativas para el adecuado desarrollo de su em-
barazo y la crianza de su hijo.

ARTÍCULO 19.- Derecho a la libertad. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a la libertad.

Este derecho comprende:

a. Tener sus propias ideas, creencias o culto reli-
gioso según el desarrollo de sus facultades y con las 
limitaciones y garantías consagradas por el ordena-
miento jurídico y ejercerlo bajo la orientación de sus 
padres, tutores, representantes legales o encargados 
de los mismos.

b. Expresar su opinión en los ámbitos de su vida co-
tidiana, especialmente en la familia, la comunidad y 
la escuela.

c. Expresar su opinión como usuarios de todos los ser-
vicios públicos y, con las limitaciones de la ley, en 
todos los procesos judiciales y administrativos que 
puedan afectar sus derechos.

Las personas sujetos de esta Ley tienen derecho a su 
libertad personal, sin más límites que los establecidos en 
el ordenamiento jurídico vigente. No pueden ser privados 
de ella ilegal o arbitrariamente.

La privación de libertad personal, entendida como ubi-
cación de la niña, niño o adolescente en un lugar de donde 
no pueda salir por su propia voluntad, debe realizarse de 
conformidad con la normativa vigente.
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ARTÍCULO 20.- Derecho al deporte y juego recreativo. 
Los organismos del Estado con la activa participación de 
la sociedad, deben establecer programas que garanticen el 
derecho de todas las niñas, niños y adolescentes a la re-
creación, esparcimiento, juegos recreativos y deportes, 
debiendo asegurar programas específicos para aquellos con 
capacidades especiales.

ARTÍCULO 21. Derecho al medio ambiente. Las niñas, niños 
y adolescentes tienen derecho a un ambiente sano y ecológi-
camente equilibrado, así como a la preservación y disfrute 
del paisaje.

ARTÍCULO 22.- Derecho a la dignidad. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a ser respetados en su digni-
dad, reputación y propia imagen.

Se prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informa-
ciones o imágenes que permitan identificar, directa o indi-
rectamente a los sujetos de esta Ley, a través de cualquier 
medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad 
y la de sus padres, representantes legales o responsables, 
cuando se lesionen su dignidad o la reputación de las niñas, 
niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbi-
trarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar.

ARTÍCULO 23.- Derecho de libre asociación. Las niñas, 
niños y adolescentes tienen derecho de asociarse libremente 
con otras personas, con fines sociales, culturales, depor-
tivos, recreativos, religiosos, políticos, laborales o de 
cualquier otra índole, siempre que sean de carácter lícito 
y de conformidad a la legislación vigente. Este derecho 
comprende, especialmente, el derecho a:

a. Formar parte de asociaciones, inclusive de sus ór-
ganos directivos.

b. Promover y constituir asociaciones conformadas ex-
clusivamente por niñas, niños, adolescentes o ambos, 
de conformidad con la ley.



• 313

ARTÍCULO 24.- Derecho a opinar y a ser oído. Las niñas, 
niños y adolescentes tienen derecho a:

a. Participar y expresar libremente su opinión en los 
asuntos que les conciernan y en aquellos que tengan 
interés.

b. Que sus opiniones sean tenidas en cuenta conforme 
a su madurez y desarrollo.

Este derecho se extiende a todos los ámbitos en que 
se desenvuelven las niñas, niños y adolescentes; en-
tre ellos, al ámbito estatal, familiar, comunita-
rio, social, escolar, científico, cultural, deportivo 
y recreativo.

ARTÍCULO 25.- Derecho al trabajo de los adolescentes. Los 
organismos del Estado deben garantizar el derecho de las 
personas adolescentes a la educación y reconocer su derecho 
a trabajar con las restricciones que imponen la legislación 
vigente y los convenios internacionales sobre erradicación 
del trabajo infantil, debiendo ejercer la inspección del 
trabajo contra la explotación laboral de las niñas, niños 
y adolescentes.

Este derecho podrá limitarse solamente cuando la acti-
vidad laboral importe riesgo, peligro para el desarrollo, 
la salud física, mental o emocional de los adolescentes.

Los organismos del Estado, la sociedad y en particular 
las organizaciones sindicales coordinarán sus esfuerzos 
para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de 
trabajo legalmente autorizada cuando impidan o afecten su 
proceso evolutivo.

ARTÍCULO 26.- Derecho a la seguridad social. Las niñas, 
niños y adolescentes tienen derecho a obtener los beneficios 
de la seguridad social.

Los organismos del Estado deberán establecer políticas y 
programas de inclusión para las niñas, niños y adolescentes, 
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que consideren los recursos y la situación de los mismos y 
de las personas que sean responsables de su mantenimiento.

ARTÍCULO 27.- Garantías mínimas de procedimiento. 
Garantías en los procedimientos judiciales o administra-
tivos. Los organismos del Estado deberán garantizar a las 
niñas, niños y adolescentes en cualquier procedimiento 
judicial o administrativo que los afecte, además de todos 
aquellos derechos contemplados en la Constitución Nacional, 
la Convención sobre los Derechos del Niño, en los tratados 
internacionales ratificados por la Nación Argentina y en 
las leyes que en su consecuencia se dicten, los siguientes 
derechos y garantías:

a. A ser oído ante la autoridad competente cada vez que 
así lo solicite la niña, niño o adolescente.

b. A que su opinión sea tomada primordialmente en cuen-
ta al momento de arribar a una decisión que lo afecte.

c. A ser asistido por un letrado preferentemente es-
pecializado en niñez y adolescencia desde el inicio 
del procedimiento judicial o administrativo que lo 
incluya. En caso de carecer de recursos económicos 
el Estado deberá asignarle de oficio un letrado que lo 
patrocine.

d. A participar activamente en todo el procedimiento.

e. A recurrir ante el superior frente a cualquier de-
cisión que lo afecte.

ARTÍCULO 28.- Principio de igualdad y no discriminación. 
Las disposiciones de esta Ley se aplicarán por igual a todas 
las niñas, niños y adolescentes, sin discriminación alguna 
fundada en motivos raciales, de sexo, color, edad, idioma, 
religión, creencias, opinión política, cultura, posición 
económica, origen social o étnico, capacidades especiales, 
salud, apariencia física o impedimento físico, de salud, 
el nacimiento o cualquier otra condición del niño o de sus 
padres o de sus representantes legales.
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ARTÍCULO 29.- Principio de efectividad. Los organismos 
del Estado deberán adoptar todas las medidas administrati-
vas, legislativas, judiciales y de otra índole, para garan-
tizar el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías 
reconocidos en esta Ley.

ARTÍCULO 30.- Deber de comunicar. Los miembros de los 
establecimientos educativos y de salud, públicos o privados 
y todo agente o funcionario público que tuviere conoci-
miento de la vulneración de derechos de las niñas, niños o 
adolescentes deberá comunicar dicha circunstancia ante la 
autoridad administrativa de protección de derechos en el 
ámbito local, bajo apercibimiento de incurrir en responsa-
bilidad por dicha omisión.

ARTÍCULO 31.- Deber del funcionario de recepcionar de-
nuncias. El agente público que sea requerido para recibir 
una denuncia de vulneración de derechos de los sujetos 
protegidos por esta Ley, ya sea por la misma niña, niño o 
adolescente, o por cualquier otra persona, se encuentra 
obligado a recibir y tramitar tal denuncia en forma gra-
tuita, a fin de garantizar el respeto, la prevención y la 
reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento de consi-
derarlo incurso en la figura de grave incumplimiento de los 
deberes del funcionario público.

TÍTULO III
SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS 

DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

ARTÍCULO 32.- Conformación. El Sistema de Protección 
Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
está conformado por todos aquellos organismos, entidades 
y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, 
ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión 
estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y mu-
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nicipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, 
protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de 
las niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a 
través de los cuales se asegura el efectivo goce de los de-
rechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, 
la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados 
de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y 
el ordenamiento jurídico nacional.

La Política de Protección Integral de Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes debe ser implementada median-
te una concertación articulada de acciones de la Nación, 
las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los 
municipios.

Para el logro de sus objetivos, el Sistema de Protección 
Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
debe contar con los siguientes medios:

a. Políticas, planes y programas de protección de 
derechos.

b. Organismos administrativos y judiciales de protec-
ción de derechos.

c. Recursos económicos.

d. Procedimientos.

e. Medidas de protección de derechos.

f. Medidas de protección excepcional de derechos.

ARTÍCULO 33.- Medidas de protección integral de derechos. 
Son aquellas emanadas del órgano administrativo competente 
local ante la amenaza o violación de los derechos o garantías 
de uno o varias niñas, niños o adolescentes individualmente 
considerados, con el objeto de preservarlos, restituirlos 
o reparar sus consecuencias.

La amenaza o violación a que se refiere este artículo puede 
provenir de la acción u omisión del Estado, la sociedad, 
los particulares, los padres, la familia, representantes 
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legales, o responsables, o de la propia conducta de la niña, 
niño o adolescente.

La falta de recursos materiales de los padres, de la fa-
milia, de los representantes legales o responsables de las 
niñas, niños y adolescentes, sea circunstancial, transito-
ria o permanente, no autoriza la separación de su familia 
nuclear, ampliada o con quienes mantenga lazos afectivos, 
ni su institucionalización.

ARTÍCULO 34.- Finalidad. Las medidas de protección de 
derechos tienen como finalidad la preservación o restitu-
ción, a las niñas, niños o adolescentes, del disfrute, goce 
y ejercicio de sus derechos vulnerados y la reparación de 
sus consecuencias.

ARTÍCULO 35.- Aplicación. Se aplicarán prioritariamente 
aquellas medidas de protección de derechos que tengan por fi-
nalidad la preservación y el fortalecimiento de los vínculos 
familiares con relación a las niñas, niños y adolescentes. 
Cuando la amenaza o violación de derechos sea consecuencia 
de necesidades básicas insatisfechas, carencias o dificul-
tades materiales, económicas, laborales o de vivienda, las 
medidas de protección son los programas dirigidos a brindar 
ayuda y apoyo incluso económico, con miras al mantenimiento 
y fortalecimiento de los vínculos familiares.

ARTÍCULO 36.- Prohibición. En ningún caso las medidas a 
que se refiere el artículo 33 de esta Ley podrán consistir 
en privación de la libertad conforme lo establecido en el 
artículo 19.

ARTÍCULO 37.- Medidas de protección. Comprobada la ame-
naza o violación de derechos, deben adoptarse, entre otras, 
las siguientes medidas:

a. Aquellas tendientes a que las niñas, niños o adoles-
centes permanezcan conviviendo con su grupo familiar.
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b. Solicitud de becas de estudio o para jardines ma-
ternales o de infantes, e inclusión y permanencia en 
programas de apoyo escolar.

c. Asistencia integral a la embarazada.

d. Inclusión de la niña, niño, adolescente y la fa-
milia en programas destinados al fortalecimiento y 
apoyo familiar.

e. Cuidado de la niña, niño y adolescente en su propio 
hogar, orientando y apoyando a los padres, represen-
tantes legales o responsables en el cumplimiento de 
sus obligaciones, juntamente con el seguimiento tem-
poral de la familia y de la niña, niño o adolescente 
a través de un programa.

f. Tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de 
la niña, niño o adolescente o de alguno de sus padres, 
responsables legales o representantes.

g. Asistencia económica.

La presente enunciación no es taxativa.

ARTÍCULO 38.- Extinción. Las medidas de protección pue-
den ser sustituidas, modificadas o revocadas en cualquier 
momento por acto de la autoridad competente que las haya 
dispuesto y cuando las circunstancias que las causaron va-
ríen o cesen.

ARTÍCULO 39.- Medidas excepcionales. Son aquellas que se 
adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieran 
temporal o permanentemente privados de su medio familiar o 
cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio.

Tienen como objetivo la conservación o recuperación por 
parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vul-
nerados y la reparación de sus consecuencias.

Estas medidas son limitadas en el tiempo y solo se pue-
den prolongar mientras persistan las causas que les dieron 
origen.
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ARTÍCULO 40.- Procedencia de las medidas excepcionales. 
Solo serán procedentes cuando, previamente, se hayan 
cumplimentado debidamente las medidas dispuestas en el 
artículo 33.

Declarada procedente esta excepción, será la autoridad 
local de aplicación quien decida y establezca el procedi-
miento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente fun-
dado, debiendo notificar fehacientemente dentro del plazo 
de veinticuatro (24) horas la medida adoptada a la auto-
ridad judicial competente en materia de familia de cada 
jurisdicción.

El funcionario que no dé efectivo cumplimiento a esta 
disposición será pasible de las sanciones previstas en el 
capítulo IV del Código Penal de la Nación.

La autoridad competente de cada jurisdicción, en pro-
tección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes 
dentro del plazo de setenta y dos (72) horas de notificado, 
con citación y audiencia de los representantes legales, 
deberá resolver la legalidad de la medida; resuelta esta, 
la autoridad judicial competente deberá derivar el caso a 
la autoridad local competente de aplicación para que esta 
implemente las medidas pertinentes.

ARTÍCULO 41.- Aplicación. Las medidas establecidas en 
el artículo 39 se aplicarán conforme a los siguientes 
criterios:

a. Permanencia temporal en ámbitos familiares con-
siderados alternativos. Las medidas consisten en la 
búsqueda e individualización de personas vinculadas a 
ellos, a través de líneas de parentesco por consangui-
nidad o por afinidad, o con otros miembros de la familia 
ampliada o de la comunidad, según costumbre local, en 
todos los casos teniendo en cuenta la opinión de las 
niñas, niños y adolescentes.

b. Solo en forma excepcional, subsidiaria y por el 
más breve lapso posible puede recurrirse a una forma 
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convivencial alternativa a la de su grupo familiar, 
debiéndose propiciar, a través de mecanismos rápidos y 
ágiles, el regreso de las niñas, niños y adolescentes 
a su grupo o medio familiar y comunitario. Al consi-
derar las soluciones se prestará especial atención a 
la continuidad en la educación de las niñas, niños y 
adolescentes, y a su origen étnico, religioso, cultural 
y lingüístico. Estas medidas deberán ser supervisadas 
por el organismo administrativo local competente y 
judicial interviniente.

c. Las medidas se implementarán bajo formas de inter-
vención no sustitutivas del grupo familiar de origen, 
con el objeto de preservar la identidad familiar de 
las niñas, niños y adolescentes.

d. Las medidas de protección excepcional que se tomen 
con relación a grupos de hermanos deben preservar la 
convivencia de los mismos. 

e. En ningún caso, las medidas de protección excepcio-
nales pueden consistir en privación de la libertad.

f. No podrá ser fundamento para la aplicación de una 
medida excepcional, la falta de recursos económi-
cos, físicos, de políticas o programas del organismo 
administrativo.

TÍTULO IV
ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS DE PROTECCIÓN DE DERECHOS

ARTÍCULO 42.- Sistema de protección integral. Niveles. 
El sistema de protección integral se conforma por los si-
guientes niveles:
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a. Nacional. Es el organismo especializado en materia 
de derechos de infancia y adolescencia en el ámbito 
del Poder Ejecutivo Nacional;

b. Federal. Es el órgano de articulación y concerta-
ción, para el diseño, planificación y efectivización 
de políticas públicas en todo el ámbito del territorio 
de la República Argentina.

c. Provincial. Es el órgano de planificación y ejecución 
de las políticas de la niñez, cuya forma y jerarquía 
determinará cada provincia y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, respetando las respectivas autonomías 
así como las instituciones preexistentes.

Las provincias podrán celebrar convenios dentro del 
marco jurídico vigente para municipios y comunas en 
las jurisdicciones provinciales, como asimismo im-
plementar un organismo de seguimiento de programas de 
protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes en coordinación articulada con las orga-
nizaciones no gubernamentales de niñez, adolescencia 
y familia.

CAPÍTULO I
SECRETARÍA NACIONAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 43.- Secretaría nacional. Créase en el ámbito 
del Poder Ejecutivo Nacional, la Secretaría Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia, organismo especializado 
en materia de derechos de infancia y adolescencia, la que 
funcionará con representación interministerial y de las 
organizaciones de la sociedad civil.

La misma será presidida por un secretario de Estado de-
signado por el Poder Ejecutivo Nacional.
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ARTÍCULO 44.- Funciones. Son funciones de la Secretaría:

a. Garantizar el funcionamiento del Consejo Federal 
de Niñez, Adolescencia y Familia y establecer en forma 
conjunta la modalidad de coordinación entre ambos or-
ganismos con el fin de establecer y articular políticas 
públicas integrales.

b. Elaborar con la participación del Consejo Federal 
de Niñez, Adolescencia y Familia un plan nacional de 
acción como política de derechos para el área específi-
ca, de acuerdo a los principios jurídicos establecidos 
en esta Ley.

c. Ejercer la representación necesaria ante todos los 
organismos oficiales de asesoramiento y contralor en 
materia de medios de comunicación.

d. Ejercer la representación del Estado nacional en 
las áreas de su competencia.

e. Participar en forma conjunta con el Consejo Federal 
de Niñez, Adolescencia y Familia en la celebración y 
ejecución de los instrumentos de carácter interna-
cional que la Nación suscriba o a los cuales adhiera, 
cuando estos afecten o se refieran a la materia de su 
competencia.

f. Realizar los informes previstos en el artículo 44 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño, y ejercer la 
representación del Estado nacional en su presentación, 
constituyéndose en depositario de las recomendaciones 
que se efectúen.

g. Promover el desarrollo de investigaciones en materia 
de niñez, adolescencia y familia.

h. Diseñar normas generales de funcionamiento y prin-
cipios rectores que deberán cumplir las instituciones 
públicas o privadas de asistencia y protección de de-
rechos de los sujetos de esta Ley.
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i. Apoyar a las organizaciones no gubernamentales en 
la definición de sus objetivos institucionales ha-
cia la promoción del ejercicio de derechos de las 
niñas, niños y adolescentes, y la prevención de su 
institucionalización.

j. Promover políticas activas de promoción y defensa 
de los derechos de las niñas, niños, adolescentes y 
sus familias.

k. Coordinar acciones consensuadas con los poderes del 
Estado, organismos gubernamentales y organizaciones no 
gubernamentales, fomentando la participación activa 
de las niñas, niños y adolescentes.

l. Propiciar acciones de asistencia técnica y capa-
citación a organismos provinciales y municipales y 
agentes comunitarios participantes en servicios de 
atención directa o en el desarrollo de los procesos 
de transformación institucional.

m. Gestionar juntamente con el Consejo Federal de 
Niñez, Adolescencia y Familia, la obtención de re-
cursos financieros nacionales e internacionales para 
la efectivización de las políticas públicas de niñez, 
adolescencia y familia.

n. Efectivizar juntamente con el Consejo Federal de 
Niñez, Adolescencia y Familia la transferencia de los 
fondos a los Estados provinciales para la financiación 
de dichas políticas.

o. Organizar un sistema de información único y descen-
tralizado que incluya indicadores para el monitoreo, 
evaluación y control de las políticas y programas de 
niñez, adolescencia y familia.

p. Fortalecer el reconocimiento en la sociedad de 
niñas, niños y adolescentes como sujetos activos de 
derechos.
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q. Impulsar mecanismos descentralizados para la ejecu-
ción de programas y proyectos que garanticen el ejerci-
cio de los derechos de las niñas, niños, adolescentes 
y sus familias.

r. Asignar juntamente con el Consejo Federal de Niñez, 
Adolescencia y Familia los recursos públicos para la 
formulación y ejecución de las políticas previstas en 
el Plan Nacional de Acción.

s. Establecer en coordinación con el Consejo Federal 
de Niñez, Adolescencia y Familia mecanismos de se-
guimiento, monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas destinadas a la protección de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes.

CAPÍTULO II
CONSEJO FEDERAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA

ARTÍCULO 45.- Créase el Consejo Federal de Niñez, 
Adolescencia y Familia, el que estará integrado por quien 
ejerza la titularidad de la Secretaría Nacional de Niñez, 
Adolescencia y Familia, quien lo presidirá y por los repre-
sentantes de los órganos de protección de derechos de niñez, 
adolescencia y familia existentes o a crearse en cada una 
de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia dic-
tará su propio reglamento de funcionamiento, el cual deberá 
ser aprobado en la primera reunión.

ARTÍCULO 46.- Funciones. El Consejo Federal de Niñez, 
Adolescencia y Familia tendrá funciones deliberativas, 
consultivas, de formulación de propuestas y de políticas 
de concertación, cuyo alcance y contenido se fijará en el 
acta constitutiva.
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Tendrá las siguientes funciones:

a. Concertar y efectivizar políticas de protección 
integral de los derechos de las niñas, niños, adoles-
centes y sus familias.

b. Participar en la elaboración en coordinación con la 
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia 
de un Plan Nacional de Acción como política de derechos 
para el área específica, de acuerdo a los principios 
jurídicos establecidos en la presente Ley.

c. Proponer e impulsar reformas legislativas e insti-
tucionales destinadas a la concreción de los princi-
pios establecidos en la Convención sobre los Derechos 
del Niño.

d. Fomentar espacios de participación activa de los 
organismos de la sociedad civil de las provincias y de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, reconocidas por su 
especialidad e idoneidad en la materia, favoreciendo 
su conformación en redes comunitarias.

e. Promover la supervisión y control de las institucio-
nes privadas de asistencia y protección de derechos.

f. Gestionar en forma conjunta y coordinada con la 
Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia 
la obtención de recursos financieros nacionales e in-
ternacionales para la efectivización de las políticas 
públicas de niñez, adolescencia y familia.

g. Efectivizar juntamente con la Secretaría Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia la transferencia de los 
fondos a los Estados provinciales para la financiación 
de dichas políticas.

h. Gestionar la distribución de los fondos presupuesta-
riamente asignados para la formulación y ejecución de 
las políticas previstas en el Plan Nacional de Acción.
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i. Promover en coordinación con la Secretaría Nacional 
de Niñez, Adolescencia y Familia mecanismos de se-
guimiento, monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas destinadas a la protección integral de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes.

CAPÍTULO III
DEFENSOR DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES

ARTÍCULO 47.- Creación. Créase la figura del Defensor 
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, quien 
tendrá a su cargo velar por la protección y promoción 
de sus derechos consagrados en la Constitución Nacional, 
la Convención sobre los Derechos del Niño y las leyes 
nacionales.

ARTÍCULO 48.- Control. La defensa de los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes ante las instituciones públicas 
y privadas y la supervisión y auditoría de la aplicación del 
sistema de protección integral se realizará en dos niveles:

a. Nacional: A través del defensor de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes.

b. Provincial: Respetando la autonomía de las provin-
cias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como 
las instituciones preexistentes.

Las legislaturas podrán designar defensores en cada una 
de las jurisdicciones, cuya financiación y funciones serán 
determinadas por los respectivos cuerpos legislativos.

ARTÍCULO 49.- Designación. El Defensor de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes será propuesto, designado 
y removido por el Congreso Nacional, quien designará una 
Comisión bicameral que estará integrada por diez miembros, 
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cinco de cada Cámara respetando la proporción en la repre-
sentación política, quienes tendrán a su cargo la evaluación 
de la designación que se llevará a cabo mediante un concur-
so público de antecedentes y oposición. Las decisiones de 
esta Comisión se adoptarán por el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros.

El Defensor deberá ser designado dentro de los noventa 
(90) días de sancionada esta Ley y asumirá sus funciones 
ante el Senado de la Nación, prestando juramento de desem-
peñar fielmente su cargo.

ARTÍCULO 50.- Requisitos para su elección. El Defensor 
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, deberá 
reunir los siguientes requisitos:

a. Ser argentino.

b. Haber cumplido treinta (30) años de edad.

c. Acreditar idoneidad y especialización en la defensa 
y protección activa de los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes y familia.

ARTÍCULO 51.- Duración en el cargo. El Defensor de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes durará en sus 
funciones cinco (5) años, pudiendo ser reelegido por una 
sola vez.

ARTÍCULO 52.- Incompatibilidad. El cargo de Defensor de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes es incompa-
tible con el desempeño de cualquier otra actividad pública, 
comercial o profesional a excepción de la docencia, están-
dole vedada, asimismo, la actividad política partidaria.

Dentro de los diez (10) días siguientes a su nombramiento 
y antes de tomar posesión del cargo, el defensor debe cesar 
en toda situación de incompatibilidad que pudiere afectar-
lo, bajo apercibimiento de remoción del cargo.
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Son de aplicación al Defensor, en lo pertinente, las 
normas en materia de recusación y excusación previstas en 
el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

ARTÍCULO 53.- De la remuneración. El Defensor de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes percibirá la 
remuneración que establezca el Congreso de la Nación, por 
resolución de los presidentes de ambas Cámaras.

ARTÍCULO 54.- Presupuesto. El Poder Ejecutivo Nacional 
destinará una partida presupuestaria para solventar los 
gastos del funcionamiento administrativo del Defensor de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

ARTÍCULO 55.- Funciones. Son sus funciones:

a. Promover las acciones para la protección de los 
intereses difusos o colectivos relativos a las niñas, 
niños y adolescentes.

b. Interponer acciones para la protección de los de-
rechos de las niñas, niños y adolescentes en cualquier 
juicio, instancia o tribunal.

c. Velar por el efectivo respeto a los derechos 
y garantías legales asegurados a las niñas, niños y 
adolescentes, promoviendo las medidas judiciales y ex-
trajudiciales del caso. Para ello puede tomar las de-
claraciones del reclamante, entenderse directamente 
con la persona o autoridad reclamada y efectuar re-
comendaciones con miras a la mejoría de los servicios 
públicos y privados de atención de las niñas, niños y 
adolescentes, determinando un plazo razonable para su 
perfecta adecuación.

d. Incoar acciones con miras a la aplicación de las 
sanciones por infracciones cometidas contra las nor-
mas de protección de las niñas, niños y adolescentes, 
sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal del 
infractor, cuando correspondiera.
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e. Supervisar las entidades públicas y privadas que 
se dediquen a la atención de las niñas, niños o ado-
lescentes, sea albergándolos en forma transitoria o 
permanente, sea desarrollando programas de atención 
a los mismos, debiendo denunciar ante las autorida-
des competentes cualquier irregularidad que amenace o 
vulnere los derechos de todas las niñas, los niños o 
los adolescentes.

f. Requerir para el desempeño de sus funciones el auxi-
lio de la fuerza pública, de los servicios médico-asis-
tenciales y educativos, sean públicos o privados.

g. Proporcionar asesoramiento de cualquier índole a 
las niñas, niños y adolescentes y a sus familias, a 
través de una organización adecuada.

h. Asesorar a las niñas, niños, adolescentes y a sus 
familias acerca de los recursos públicos, privados y 
comunitarios donde puedan recurrir para la solución 
de su problemática.

i. Intervenir en la instancia de asesoramiento de me-
diación o conciliación.

j. Recibir todo tipo de reclamo formulado por los ni-
ños, niñas o adolescentes o cualquier denuncia que se 
efectúe con relación a las niñas, niños y adolescentes, 
ya sea personalmente o mediante un servicio telefónico 
gratuito y permanente debiéndose dar curso de inmediato 
al requerimiento de que se trate.

ARTÍCULO 56.- Informe anual. El Defensor de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes deberá dar cuenta anual-
mente al Congreso de la Nación de la labor realizada en un 
informe que presentará antes del 31 de mayo de cada año.

Dentro de los sesenta (60) días de iniciadas las sesiones 
ordinarias de cada año, el Defensor deberá rendir dicho 
informe en forma verbal ante la Comisión Bicameral a que 
se refiere el artículo 49.
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Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen 
podrá presentar un informe especial. Los informes anuales 
y especiales serán publicados en el Boletín Oficial, en los 
Diarios de Sesiones y en Internet.

El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes en forma personal, deberá concurrir trimes-
tralmente en forma alternativa a las comisiones permanentes 
especializadas en la materia de cada una de las Cámaras 
del Congreso Nacional a brindar los informes que se le re-
quieran, o en cualquier momento cuando la Comisión así lo 
requiera.

ARTÍCULO 57.- Contenido del informe. El Defensor de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes deberá dar 
cuenta en su informe anual de las denuncias presentadas y 
del resultado de las investigaciones. En el informe no de-
berán constar los datos personales que permitan la pública 
identificación de los denunciantes, como así tampoco de las 
niñas, niños y adolescentes involucrados.

El informe contendrá un anexo en el que se hará constar 
la rendición de cuentas del presupuesto del organismo en 
el período que corresponda.

ARTÍCULO 58.- Gratuidad. El Defensor de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes determinará en forma exclu-
siva los casos a que dará curso; las presentaciones serán 
gratuitas, quedando prohibida la participación de gestores 
e intermediarios.

ARTÍCULO 59.- Cese. Causales. El Defensor de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes cesa en sus funciones 
por alguna de las siguientes causas:

a. Por renuncia.

b. Por vencimiento del plazo de su mandato.

c. Por incapacidad sobreviniente o muerte.
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d. Por haber sido condenado mediante sentencia firme 
por delito doloso.

e. Por notoria negligencia en el cumplimiento de los 
deberes del cargo o por haber incurrido en la situación 
de incompatibilidad prevista por esta Ley.

ARTÍCULO 60.- Cese y formas. En los supuestos previstos 
por los incisos a), c) y d) del artículo anterior, el cese 
será dispuesto por los presidentes de ambas Cámaras. En el 
caso del inciso c), la incapacidad sobreviviente deberá 
acreditarse de modo fehaciente. En los supuestos previstos 
por el inciso e) del mismo artículo, el cese se decidirá 
por el voto de los dos tercios de los miembros presentes 
de la Comisión, previo debate y audiencia del interesado.

En caso de muerte del Defensor de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes, se procederá a reemplazarlo 
en forma provisoria según el procedimiento establecido en 
el artículo siguiente, promoviéndose en el más breve plazo 
la designación del titular en la forma establecida en el 
artículo 56.

ARTÍCULO 61.- Adjuntos. A propuesta del Defensor de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes y conforme el 
procedimiento establecido en el artículo 56, podrán desig-
narse dos adjuntos que auxiliarán a aquel en el ejercicio 
de sus funciones, pudiendo además, reemplazarlo en caso de 
cese, muerte, suspensión o imposibilidad temporal, en el 
orden en que fuesen designados.

ARTÍCULO 62.- Obligación de colaborar. Todas las enti-
dades, organismos y personas jurídicas, ya sean públicas 
o privadas, y las personas físicas están obligadas a pres-
tar colaboración a los requerimientos del Defensor de los 
Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes con carácter 
preferente y expedito.

ARTÍCULO 63.- Obstaculización. Todo aquel que desobedezca 
u obstaculice el ejercicio de las funciones previstas en los 
artículos precedentes incurrirá en el delito previsto en el 
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artículo 239 del Código Penal. El Defensor de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes debe dar traslado de los 
antecedentes respectivos al Ministerio Público Fiscal para 
el ejercicio de las acciones pertinentes. Puede requerir 
la intervención de la justicia para obtener la remisión de 
la documentación que le hubiera sido negada por cualquier 
organismo, ente, persona o sus agentes.

ARTÍCULO 64.- Deberes. Comprobada la veracidad de la de-
nuncia o reclamo, el defensor de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes deberá:

a. Promover y proteger los derechos de las niñas, niños 
y adolescentes mediante acciones y recomendaciones que 
efectuará ante las instancias públicas competentes, a 
fin de garantizar el goce y el ejercicio de los mismos.

b. Denunciar las irregularidades verificadas a los or-
ganismos pertinentes quienes tienen la obligación de 
comunicar al defensor de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes el resultado de las investiga-
ciones realizadas.

c. Formular recomendaciones o propuestas a los organis-
mos públicos o privados respecto de cuestiones objeto 
de su requerimiento.

d. Informar a la opinión pública y a los denunciantes 
acerca del resultado de las investigaciones y acciones 
realizadas. A tal efecto deberá establecerse un espacio 
en los medios masivos de comunicación.
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CAPÍTULO IV
DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES

ARTÍCULO 65.- Objeto. A los fines de la presente Ley se 
consideran organizaciones no gubernamentales de niñez y 
adolescencia a aquellas que, con personería jurídica y que 
en cumplimiento de su misión institucional, desarrollen 
programas o servicios de promoción, tratamiento, protección 
y defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

ARTÍCULO 66.- Obligaciones. Las organizaciones no gu-
bernamentales mencionadas en esta Ley deben cumplir con 
los derechos y garantías reconocidos en la Constitución 
Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, tra-
tados internacionales sobre los de derechos humanos en los 
que la República Argentina sea parte, y observar los si-
guientes principios y obligaciones:

a. Respetar y preservar la identidad de las niñas, 
niños y adolescentes y ofrecerles un ambiente de res-
peto, dignidad y no discriminación.

b. Respetar y preservar los vínculos familiares o de 
crianza de las niñas, niños y adolescentes y velar por 
su permanencia en el seno familiar.

c. No separar grupos de hermanos.

d. No limitar ningún derecho que no haya sido limitado 
por una decisión judicial.

e. Garantizar el derecho de las niñas, niños y ado-
lescentes a ser oídos y a que su opinión sea tenida en 
cuenta en todos los asuntos que les conciernan como 
sujetos de derechos.

f. Mantener constantemente informado a la niña, niño 
o adolescente sobre su situación legal, en caso de que 
exista alguna causa judicial donde se pueda tomar una 
decisión que afecte sus intereses, y notificarle, en 
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forma personal y a través de su representante legal, 
toda novedad que se produzca en forma comprensible cada 
vez que la niña, el niño o el adolescente lo requiera.

g. Brindar a las niñas, niños y adolescentes atención 
personalizada y en pequeños grupos.

h. Ofrecer instalaciones debidamente habilitadas y 
controladas por la autoridad de aplicación respecto 
de las condiciones edilicias, salubridad, higiene, 
seguridad y confort.

i. Rendir cuentas en forma anual ante la autoridad 
de aplicación, de los gastos realizados clasificados 
según su naturaleza; de las actividades desarrolladas 
descriptas en detalle, de las actividades programadas 
para el siguiente ejercicio descriptas en detalle, su 
presupuesto, los gastos administrativos y los recursos 
con que será cubierto. Se dará cuenta también de las 
actividades programadas para el ejercicio vencido que 
no hubieran sido cumplidas, y las causas que motivaron 
este incumplimiento.

ARTÍCULO 67.- Incumplimiento. En caso de incumplimiento 
de las obligaciones a que se hallan sujetas las organizacio-
nes no gubernamentales de niñez y adolescencia mencionadas 
por esta Ley, la autoridad local de aplicación promoverá 
ante los organismos competentes, la implementación de las 
medidas que correspondan.

ARTÍCULO 68.- Registro de las organizaciones. Créase en 
el ámbito de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia 
y Familia, el Registro Nacional de Organizaciones de la 
Sociedad Civil con personería jurídica que desarrollen pro-
gramas o servicios de asistencia, promoción, tratamiento, 
protección y defensa de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes.

Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires podrán 
implementar un sistema de registro de las organizaciones no 
gubernamentales con personería jurídica con el objeto de 
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controlar y velar en cada jurisdicción por el fiel cumpli-
miento de los principios que establece esta Ley, con comu-
nicación a la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia 
y Familia con miras a la creación del registro nacional de 
estas organizaciones.

TÍTULO V
FINANCIAMIENTO

ARTÍCULO 69.- La Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia 
y Familia y el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y 
Familia deberán en forma conjunta y coordinada garantizar la 
distribución justa y equitativa de las partidas presupues-
tarias y de todos los recursos nacionales o internacionales 
destinados a la efectivización de los objetivos de esta Ley.

ARTÍCULO 70.- Transferencias. El Gobierno nacional acor-
dará con los gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, la transferencia necesaria de los servi-
cios de atención directa y sus recursos, a las respectivas 
jurisdicciones en las que actualmente estén prestando ser-
vicios y se estén ejecutando.

Esta Ley será aplicable a las situaciones jurídicas pen-
dientes o en curso de ejecución.

ARTÍCULO 71.- Transitoriedad. En un plazo máximo de cien-
to ochenta (180) días corridos prorrogables por igual plazo 
y por única vez, el Poder Ejecutivo Nacional arbitrará las 
medidas necesarias incluidas las afectaciones presupuesta-
rias y edilicias, que garanticen la contención y protección 
de las niñas, niños y adolescentes, comprendidos dentro del 
marco de la Ley 10.903 que se deroga.

ARTÍCULO 72.- Fondos. El Presupuesto General de la Nación 
preverá las partidas necesarias para el funcionamiento 
del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, la 
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Secretaría Nacional de Niñez Adolescencia y Familia, el 
Defensor de los Derechos de las niñas, niños y adolescen-
tes y todas las que correspondan para el cumplimiento de 
la presente Ley, atendiendo lo previsto en el artículo 70.

La previsión presupuestaria en ningún caso podrá ser 
inferior a la mayor previsión o ejecución de ejercicios 
anteriores. Dispóngase la intangibilidad de los fondos des-
tinados a la infancia, adolescencia y familia establecidos 
en el presupuesto nacional.

Para el ejercicio presupuestario del corriente año, el 
jefe de Gabinete reasignará las partidas correspondientes.

TÍTULO VI
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 73.- Sustítuyese el artículo 310 del Código 
Civil, por el siguiente: 

ARTÍCULO 310.- Si uno de los progenitores fuera privado 
o suspendido en el ejercicio de la patria potestad, 
continuará ejerciéndola el otro. En su defecto, y no 
dándose el caso de tutela legal por pariente consan-
guíneo idóneo, en orden de grado excluyente, el juez 
proveerá a la tutela de las personas menores de edad.

ARTÍCULO 74.- Modifíquese el artículo 234 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, el que quedará 
redactado de la siguiente forma:

ARTÍCULO 234.- Podrá decretarse la guarda: 1. De in-
capaces mayores de dieciocho (18) años de edad aban-
donados o sin representantes legales o cuando estos 
estuvieren impedidos de ejercer sus funciones; 2. De 
los incapaces mayores de dieciocho (18) años de edad 
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que están en pleito con sus representantes legales, 
en el que se controvierta su curatela.

ARTÍCULO 75.- Modifíquese el artículo 236 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, el que quedará 
redactado de la siguiente forma:

ARTÍCULO 236.- En los casos previstos en el artícu-
lo 234, la petición podrá ser deducida por cualquier 
persona, y formulada verbalmente ante el asesor de 
menores e incapaces, en cuyo caso se labrará acta con 
las menciones pertinentes, la que será remitida al 
juzgado que corresponda.

ARTÍCULO 76.- Derógase la Ley 10.903, los decretos na-
cionales: 1.606/1990 y sus modificatorias, 1.631/1996 y 
295/2001.

ARTÍCULO 77.- Esta Ley deberá ser reglamentada en un 
plazo máximo de noventa (90) días, contados a partir de la 
sanción de la presente.

ARTÍCULO 78.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, EL VEINTIOCHO DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL CINCO.

Normas Citadas: Const. Nac. Ver Texto: LA 1995-A-26 - 
Código Penal -L 11.179 Ver Texto -: ALJA 1962-44 - Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación -L 17.454 Ver Texto, 
t.o. 1981-: LA 1981-B-1.472 - L 10.903 Ver Texto: ALJA 
1853/958-1-219 - L 24.540 Ver Texto: LA 1995-C-3.069 - D 
1.606/1990 Ver Texto: LA 1.990-B-1.542.
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Ley Nº 27.621 para la Implementación Integral 
de la Educación Ambiental en la República Argentina

Esta norma aprobada en 2021 tiene como fin establecer el 
derecho a la educación ambiental integral como política pú-
blica nacional, conforme a lo que establece la Constitución 
Nacional (Artículo 41). En este sentido, considera a la edu-
cación ambiental integral como parte del proceso educativo 
permanente que incorpora contenidos curriculares de la 
temática de manera transversal. 

Se vincula con un conjunto de normas que regulan en ma-
teria ambiental, como el Artículo 89 de la Ley de Educación 
Nacional Nº 26.206; la Ley General de Ambiente Nº 25.675; la 
Ley de Régimen de Gestión Ambiental del Agua Nº 25.688; 
la Ley de Bosques Nativos Nº 26.331 y la Ley de Gestión de 
Residuos Domiciliarios Nº 25.916, entre otras. 

A partir de esta norma se procura educar para la toma de 
conciencia ambiental como parte de los conocimientos re-
queridos para el ejercicio pleno de una ciudadanía fundada 
en valores, conocimientos, prácticas y saberes en materia 
de derechos ambientales.

TEXTO COMPLETO DE LA NORMA. LEY Nº 27.621 
PARA LA IMPLEMENTACIÓN INTEGRAL DE LA 
EDUCACIÓN AMBIENTAL EN LA REPÚBLICA ARGENTINA

Ley Nº 27.621/2021
CAPÍTULO I

OBJETO

ARTÍCULO 1º.- La presente Ley tiene por objeto esta-
blecer el derecho a la educación ambiental integral como 
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una política pública nacional conforme a lo dispuesto en 
el artículo 41 de la Constitución Nacional y de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 8º de la Ley General del 
Ambiente, 25.675; el artículo 89 de la Ley de Educación 
Nacional, 26.206; y otras leyes vinculadas tales como 
Ley Régimen de Gestión Ambiental del Agua, 25.688; Ley de 
Gestión de Residuos Domiciliarios, 25.916; Ley de Bosques 
Nativos, 26.331; Ley de Glaciares, 26.639; Ley de Manejo 
del Fuego, 26.815; y los tratados y acuerdos internaciona-
les en la materia.

CAPÍTULO II
DEFINICIONES

ARTÍCULO 2º.- A los efectos de la presente Ley, se esta-
blecen las siguientes definiciones:

Educación Ambiental Integral (EAI): es un proceso edu-
cativo permanente con contenidos temáticos específicos y 
transversales, que tiene como propósito general la for-
mación de una conciencia ambiental, a la que articulan e 
impulsan procesos educativos integrales orientados a la 
construcción de una racionalidad, en la cual distintos cono-
cimientos, saberes, valores y prácticas confluyan y aporten 
a la formación ciudadana y al ejercicio del derecho a un 
ambiente sano, digno y diverso. Se trata de un proceso que 
defiende la sustentabilidad como proyecto social, el desa-
rrollo con justicia social, la distribución de la riqueza, 
preservación de la naturaleza, igualdad de género, protec-
ción de la salud, democracia participativa y respeto por 
la diversidad cultural. Busca el equilibrio entre diversas 
dimensiones como la social, la ecológica, la política y la 
económica, en el marco de una ética que promueve una nueva 
forma de habitar nuestra casa común.
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Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
(ENEAI): es el instrumento de planificación estratégica y 
de la aplicación de una política pública nacional permanente 
y concertada que alcance a todos los ámbitos formales y no 
formales de la educación, de las Tecnologías de Información 
y Comunicación (TIC) y medios de comunicación. Está diri-
gida a todas las edades, grupos y sectores sociales, con 
el fin de territorializar la educación ambiental mediante 
acciones en el corto, mediano y largo plazo.

Estrategia Nacional para la Sustentabilidad en las 
Universidades Argentinas (ENSUA): es parte de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (ENEAI) y tiene 
como objetivo promover la gestión en las universidades pú-
blicas y privadas de todo el territorio nacional, a los fines 
de que dichas instituciones tengan herramientas para deci-
dir incorporar la dimensión ambiental en todos los ámbitos 
que hacen a la vida universitaria, desde lo curricular a la 
gestión edilicia, la extensión y la investigación, con miras 
a la construcción de una cultura ambiental universitaria.

Estrategia Jurisdiccional de Educación Ambiental Integral 
(EJEAI): es la instrumentación y adecuación de la imple-
mentación de la Estrategia Nacional de Educación Ambiental 
Integral (ENEAI) en el ámbito provincial y de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires mediante los mecanismos de arti-
culación correspondientes para la institucionalización y 
materialización de programas, proyectos, acciones y espa-
cios participativos que promuevan la expresión, visión y 
experiencia de los diferentes actores y sectores (especial-
mente estatales, académicos, educativos y de la sociedad 
civil), y que mediante su implementación generen líneas de 
acción en las políticas ambientales regionales y locales, la 
promoción de alianzas institucionales, la profundización y 
consolidación de procesos de gestión en el mediano y largo 
plazo en el campo de la educación ambiental.

Coordinación Ejecutiva de la Estrategia Nacional de 
Educación Ambiental Integral (CENEAI): es el ámbito de 
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articulación, de gestión y administración técnica intermi-
nisterial y federal orientada a la acción coordinada de las 
jurisdicciones para la eficaz concreción de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (ENEAI).

Coordinación Ejecutiva de la Estrategia Jurisdiccional 
de Educación Ambiental Integral (CEJEAI): es el ámbito 
en el que se implementa y promueve la articulación de la 
Estrategia Jurisdiccional de Educación Ambiental Integral 
(EJEAI) en el ámbito provincial y de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires.

CAPÍTULO III
PRINCIPIOS DE LA EDUCACIÓN AMBIENTAL INTEGRAL

ARTÍCULO 3º.- La educación ambiental, como proceso per-
manente, integral y transversal, ha de estar fundamentada 
en los siguientes principios:

a. Abordaje interpretativo y holístico: adoptar el 
enfoque que permita comprender la interdependencia de 
todos los elementos que conforman e interactúan en el 
ambiente, de modo de llegar a un pensamiento crítico 
y resolutivo en el manejo de temáticas y de problemá-
ticas ambientales, el uso sostenible de los bienes y 
los servicios ambientales, la prevención de la conta-
minación y la gestión integral de residuos.

b. Respeto y valor de la biodiversidad: debe entender-
se en el sentido de contrarrestar la amenaza sobre la 
sostenibilidad y la perdurabilidad de los ecosistemas 
y de las culturas que implica una relación estrecha con 
la calidad de vida de las personas y de las comunidades 
cuya importancia no es solo biológica.



342 •

c. Principio de equidad: debe caracterizarse por im-
pulsar la igualdad, el respeto, la inclusión, la jus-
ticia, como constitutivos de las relaciones sociales 
y con la naturaleza.

d. Principio de igualdad desde el enfoque de género: 
debe contemplar en su implementación la inclusión en 
los análisis ambientales y ecológicos provenientes de 
las corrientes teóricas de los ecofeminismos.

e. Reconocimiento de la diversidad cultural; el res-
cate y la preservación de las culturas de los pue-
blos indígenas: la educación ambiental debe contemplar 
formas democráticas de participación de las diversas 
formas de relacionarse con la naturaleza, valorando 
los diferentes modelos culturales como oportunidad de 
crecimiento en la comprensión del mundo.

f. Participación y formación ciudadana: debe promover 
el desarrollo de procesos educativos integrales que 
orienten a la construcción de una perspectiva ambien-
tal, en la cual los distintos conocimientos, saberes, 
valores y prácticas confluyan en una conciencia regional 
y local de las problemáticas ambientales, y permitan 
fomentar la participación ciudadana, la comunicación 
y el acceso a la información ambiental, promoviendo 
acciones de carácter global, aplicadas a la situación 
local.

g. El cuidado del patrimonio natural y cultural: debe 
incluir la valoración de las identidades culturales y 
el patrimonio natural y cultural en todas sus formas.

h. La problemática ambiental y los procesos sociohis-
tóricos: debe considerar el abordaje de las problemáti-
cas ambientales en tanto procesos sociohistóricos que 
integran factores económicos, políticos, culturales, 
sociales, ecológicos, tecnológicos y éticos y sus in-
terrelaciones; las causas y consecuencias, las impli-
cancias locales y globales y su conflictividad, para que 
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resulten oportunidades de enseñanza, de aprendizaje y 
de construcción de nuevas lógicas en el hacer.

i. Educación en valores: debe estar fundada en una 
ética educacional que permita a quien propicia el 
aprendizaje y a quien lo recibe la construcción de un 
pensamiento basado en valores de cuidado y justicia.

j. Pensamiento crítico e innovador: debe promover la 
formación de personas capaces de interpretar la reali-
dad a través de enfoques basados en la multidisciplina-
riedad, interdisciplinariedad, transdisciplinariedad 
y en la incorporación de nuevas técnicas, modelos y 
métodos que permitan cuestionar los modelos vigentes, 
generando alternativas posibles.

k. El ejercicio ciudadano del derecho a un ambiente 
sano: debe ser abordada desde un enfoque de derechos, 
promover el derecho a un ambiente sano, equilibrado 
y apto para el desarrollo humano y productivo de las 
presentes y futuras generaciones, en relación con la 
vida, las comunidades y los territorios.

CAPÍTULO IV
ESTRATEGIA NACIONAL 

DE EDUCACIÓN AMBIENTAL INTEGRAL (ENEAI)

ARTÍCULO 4º.- Establécese la Estrategia Nacional de 
Educación Ambiental Integral (ENEAI) como principal ins-
trumento de la política de la educación ambiental en todo 
el territorio nacional.

ARTÍCULO 5º.- En el marco de la presente Ley son objetivos 
de la implementación de la Estrategia Nacional de Educación 
Ambiental Integral (ENEAI):

a. Promover la elaboración y el desarrollo de la 
Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
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(ENEAI) y de las Estrategias Jurisdiccionales de 
Educación Ambiental Integral (EJEAIs); y su implemen-
tación operativa, garantizando la creación y existen-
cia de un área programática específica.

b. Determinar, por parte de la autoridad educati-
va, la modalidad de articulación del componente de 
la educación ambiental integral en el ámbito for-
mal, con el fin de dar cumplimiento a la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (ENEAI) y las 
Estrategias Jurisdiccionales de Educación Ambiental 
Integral (EJEAIs).

c. Desarrollar a nivel nacional y con participación 
de las jurisdicciones un estudio de percepción am-
biental sobre las distintas audiencias destino que 
permita establecer una línea de base orientada a ajus-
tar la Estrategia Nacional de Educación Ambiental 
Integral (ENEAI) y las correspondientes Estrategias 
Jurisdiccionales de Educación Ambiental Integral 
(EJEAIs) a la realidad de los territorios en referen-
cia a las necesidades y demandas de su implementación.

d. Fortalecer las capacidades técnicas para la imple-
mentación de la estrategia, a través de la profesio-
nalización de los recursos humanos involucrados en 
todas las jurisdicciones, mediante la capacitación y 
perfeccionamiento de grado y de posgrado.

e. Elaborar y diseñar políticas nacionales y orientar 
políticas jurisdiccionales, estrategias y acciones de 
educación ambiental integral, en todo de acuerdo con 
los enfoques prescritos en los capítulos I, II y III 
de la presente Ley.

f. Alcanzar la más amplia cobertura territorial, 
social y sectorial a nivel nacional y promover las 
Estrategias Jurisdiccionales de Educación Ambiental 
Integral (EJEAIs) juntamente con mecanismos de 
concertación social y gestión interinstitucional, 
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garantizando sistematicidad, coherencia, continuidad y 
sostenibilidad de la gestión permanente de la educación 
ambiental.

g. Generar consensos sociales básicos y fundamentales 
sobre los cuales establecer acuerdos temáticos y prio-
ridades estratégicas y coyunturales, referidas a los 
contenidos de la educación ambiental integral nacional 
y su federalización.

h. Crear un repositorio de experiencias de educación 
ambiental integral accesible por procedimientos in-
formáticos vía Internet.

i. Generar y gestionar los mecanismos que faciliten 
el cumplimiento sistemático de la Agenda 2030 con sus 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), y/o aquellos 
que en el futuro se acuerden.

j. Favorecer los consensos que garanticen la sustenta-
bilidad a largo plazo para la prevención y el control 
de los procesos susceptibles de producir impactos am-
bientales depredativos e irreversibles.

k. Impulsar programas de Educación Ambiental Integral 
en la capacitación de los agentes de la administra-
ción pública nacional, provincial y municipal y la 
asistencia técnica a los sectores gubernamentales que 
así lo requieran, para el desarrollo de sus programas 
y proyectos en el marco de la Estrategia Nacional de 
Educación Ambiental Integral (ENEAI).

l. Elaborar, publicar y distribuir materiales de 
Educación Ambiental oficiales y gratuitos en todos los 
soportes disponibles y apropiados de acuerdo con los 
principios establecidos en la presente Ley.

ARTÍCULO 6.º- Compromiso ambiental intergeneracional. 
Establécese que con motivo de celebrarse cada año el Día 
Mundial del Ambiente y con el propósito de afianzar el compro-
miso con el ambiente en toda la sociedad, cada jurisdicción 
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deberá promover una acción comunitaria en la que se fomente 
el “Compromiso Ambiental Intergeneracional” en el cual, en 
diferentes ámbitos de la sociedad, niños y niñas, jóvenes, 
personas adultas mayores, funcionarios y funcionarias de 
gobierno, atendiendo a la efectiva participación de pueblos 
indígenas, tengan la oportunidad de establecer un pacto de 
responsabilidad con el ambiente y las generaciones suce-
sivas. Cada jurisdicción dispondrá la modalidad de imple-
mentación en la agenda educativa de al menos una jornada 
o espacio de mejora institucional dedicada a la educación 
ambiental y dará debida difusión sobre la actividad, sus 
participantes, así como la entrega de las correspondientes 
menciones por la participación.

AUTORIDAD DE APLICACIÓN, 
COMPETENCIAS Y FACULTADES

ARTÍCULO 7º.- La Estrategia Nacional de Educación 
Ambiental Integral (ENEAI) es una responsabilidad compar-
tida, con competencias y facultades diferenciadas, entre 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
Ministerio de Educación, según lo normado en la Ley General 
del Ambiente, 25.675; en la Ley de Educación Nacional, 
26.206; en articulación con el Consejo Federal de Medio 
Ambiente (COFEMA) y el Consejo Federal de Educación (CFE).

ARTÍCULO 8º.- El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible de la Nación, las jurisdicciones provinciales, 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Consejo Federal de 
Medio Ambiente (COFEMA) tendrán la facultad de implemen-
tar la Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
(ENEAI) y las Estrategias Jurisdiccionales de Educación 
Ambiental Integral (EJEAIs) en el ámbito de la educación no 
formal, Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) y 
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medios de comunicación, según lo establecido en el artículo 
103 de la Ley 26.206.

ARTÍCULO 9º.- El Ministerio de Educación de la Nación, 
de las jurisdicciones provinciales y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, en articulación con el Consejo Federal de 
Educación (CFE), tendrán la facultad para implementar la 
Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral (ENEAI) 
y las Estrategias Jurisdiccionales de Educación Ambiental 
Integral (EJEAIs), en los ámbitos de la educación formal, 
no formal, Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) 
y medios de comunicación.

CAPÍTULO V
DE LA COORDINACIÓN EJECUTIVA DE LA ESTRATEGIA NACIONAL 

DE EDUCACIÓN AMBIENTAL INTEGRAL (CENEAI) 
Y EL CONSEJO CONSULTIVO

ARTÍCULO 10º.- La Estrategia Nacional de Educación 
Ambiental Integral (ENEAI) se hará operativa por medio 
de la articulación interministerial, interjurisdiccional 
e intersectorial permanente, a través de la Coordinación 
Ejecutiva de la Estrategia Nacional de Educación Ambiental 
Integral (CENEAI), asistida por un Consejo Consultivo in-
tegrado por organizaciones de la sociedad civil.

ARTÍCULO 11.- Créase la Coordinación Ejecutiva de 
la Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
(CENEAI). Dicha coordinación tendrá a su cargo hacer 
efectivas las prescripciones del artículo 5º de la presente 
Ley, mediante las siguientes acciones: la concertación 
de directrices, temáticas, prioridades y recursos que, 
según lo prescrito en esta Ley, sirvan al cumplimiento de 
la Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
(ENEAI). El diseño de planes y programas de alcance en 
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las distintas jurisdicciones, a través de los diferentes 
medios disponibles. El desarrollo de un sistema integrado de 
líneas de acción, objetivos, indicadores y metas con alcance 
en las distintas jurisdicciones, que orienten y permitan 
monitorear y evaluar la implementación de políticas y 
actividades en todo el territorio nacional.

ARTÍCULO 12.- La Coordinación Ejecutiva de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI) será 
compartida y coordinada sobre la base de sus competencias 
y estará integrada por representantes del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible de la Nación, del Ministerio 
de Educación de la Nación, del Consejo Federal de Medio 
Ambiente (COFEMA) y del Consejo Federal de Educación (CFE). 
Cada organismo contará con dos (2) representantes titulares 
y dos (2) suplentes, designados o designadas formalmente. 
En su conformación se deberá atender a la paridad de género. 
La presidencia de esta Coordinación será ocupada de mane-
ra rotativa por representantes del Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible de la Nación y del Ministerio de 
Educación de la Nación con jerarquía no menor a Director o 
Directora Nacional.

ARTÍCULO 13.- Se recomienda a las provincias y a la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires crear en sus jurisdicciones 
la Coordinación Ejecutiva de la Estrategia Jurisdiccional 
de Educación Ambiental Integral (CEJEAI) como ámbito de 
gestión, coordinación e implementación de la Estrategia 
Jurisdiccional de Educación Ambiental Integral (EJEAI).

ARTÍCULO 14.- Créase el Consejo Consultivo de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI), cuya 
función será la de asistir y asesorar a las autoridades de 
aplicación en la implementación de la Estrategia Nacional 
de Educación Ambiental Integral (ENEAI). En la conformación 
del organismo se deberá atender a la paridad de género.

ARTÍCULO 15.- Invítase a participar en el Consejo Consultivo 
a representantes de las siguientes entidades: organizaciones 
de segundo grado representativas de pueblos indígenas; 
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organizaciones gremiales docentes de la educación pública, 
privada y técnica con reconocimiento nacional; representantes 
del sector estudiantil y juvenil; representantes del sector 
científico nacional y de las distintas jurisdicciones; 
representantes de las universidades nacionales; representantes 
de universidades privadas; representantes de guardaparques 
del sector público (nacional y provincial); representantes 
de guardaparques del sector privado; representantes de 
las organizaciones de recicladores y recicladoras; y 
representantes de organizaciones de la sociedad civil con 
probado interés en la educación ambiental. La convocatoria de 
los y las participantes del Consejo Consultivo serán definidas 
en el seno de la Coordinación Ejecutiva de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI), con la 
participación de sus miembros.

Podrán integrarlo representantes de la Comisión de 
Educación, representantes de la Comisión de Recursos 
Naturales y Conservación del Ambiente Humano de la Cámara 
de Diputados de la Nación, representantes de la Comisión 
de Educación y Cultura y representantes de la Comisión de 
Ambiente y Desarrollo Sustentable del Senado de la Nación.

ARTÍCULO 16.- El Consejo Consultivo podrá ser convoca-
do ad hoc por la Coordinación Ejecutiva de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI) de manera 
virtual o presencial. Expresará sus opiniones por escrito y 
sus actas serán suscritas por las instituciones miembros y 
serán comunicadas fehacientemente a la citada Coordinación 
Ejecutiva, como un aporte a la Estrategia Nacional de 
Educación Ambiental Integral (ENEAI).

ARTÍCULO 17.- La representatividad de los y las integran-
tes del Consejo Consultivo atenderá los consensos previos 
surgidos en sus respectivos sectores.

ARTÍCULO 18.- Las personas miembros de la Coordinación 
Ejecutiva de la Estrategia Nacional de Educación Ambiental 
Integral (CENEAI) y de su Consejo Consultivo desempeñarán 
sus cargos ad honorem o como parte de sus competencias mi-



350 •

nisteriales, legislativas u organizacionales, por lo que 
no podrán percibir retribución ni contraprestación alguna 
por integrar dichos órganos.

ARTÍCULO 19.- La Coordinación Ejecutiva de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI) se convo-
cará formalmente y sus resoluciones se tomarán por consenso 
entre sus miembros. Una vez conformada, deberá dictar un 
reglamento interno de funcionamiento, que comunicará feha-
cientemente a todas sus instituciones miembros.

ARTÍCULO 20.- La Coordinación Ejecutiva de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI) tendrá 
la misión de generar los mecanismos apropiados para viabi-
lizar la concreción de las disposiciones de los artículos 
3º y 5º a través de las instancias correspondientes y de 
revisar periódicamente la Estrategia Nacional de Educación 
Ambiental Integral (ENEAI), atendiendo como mínimo y es-
pecíficamente a:

a. Asegurar la administración, gestión y concreción de 
la Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
(ENEAI) en todos los ámbitos de aplicación.

b. La efectiva incorporación y gestión transversal de 
la educación ambiental en todos los niveles y modali-
dades del Sistema Educativo Nacional.

c. La formulación de programas nacionales de educación 
ambiental en el ámbito de la formación docente inicial 
y continua, en todos los niveles y modalidades del 
Sistema Educativo Nacional.

d. La elaboración de lineamientos teóricos y metodo-
lógicos sobre educación ambiental para incorporar a 
la formación científica, tecnológica, técnica, en las 
ciencias sociales y la formación ciudadana.

e. La capacitación y asistencia técnica de los y las 
agentes de la administración pública de las distintas 
jurisdicciones.
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f. La elaboración y publicación de materiales de edu-
cación ambiental oficiales y gratuitos.

g. La identificación de necesidades e intereses de la 
comunidad y prioridades del país y sus regiones en la 
temática.

h. La promoción del fortalecimiento de las acciones de 
las organizaciones de la sociedad civil que incluyan 
la educación ambiental entre sus finalidades, procu-
rando su articulación con la Estrategia Nacional de 
la Educación Ambiental Integral (ENEAI).

i. El impulso en la ejecución de campañas públicas 
permanentes de comunicación y educación ambiental de 
amplio alcance.

j. La divulgación amplia y regular de la información 
y el conocimiento que el proceso de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (ENEAI) ge-
nere en las distintas instancias involucradas.

k. La generación de un informe anual sobre los avances de 
la Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral 
(ENEAI) para presentar ante el Poder Legislativo y la 
ciudadanía, conforme lo establece el artículo 18 de 
la Ley General del Ambiente, 25.675.

l. La producción de campañas de sensibilización y 
contenidos audiovisuales para ser difundidos por el 
sistema de medios de comunicación públicos o privados.

FUNCIONAMIENTO

ARTÍCULO 21.- La Coordinación Ejecutiva de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI) se con-
vocará en un plazo no mayor a noventa (90) días desde la 
entrada en vigencia de la presente Ley y realizará una 
revisión y actualización de la Estrategia Nacional de 
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Educación Ambiental Integral (ENEAI) que refleje los con-
sensos alcanzados y establezca el marco operativo para su 
implementación.

ARTÍCULO 22.- Se definirán los elementos esenciales para 
la elaboración de la línea de base de percepción y repre-
sentación ambiental comunitaria de alcance nacional y con 
participación de las jurisdicciones, y discutirá acerca de 
la modalidad de desarrollo de la misma conformando un do-
cumento orientador para la implementación de la Estrategia 
Nacional de Educación Ambiental Integral (ENEAI).

ARTÍCULO 23.- El documento de consenso resultante y los 
derivados producidos por la Coordinación Ejecutiva de la 
Estrategia Nacional de Educación Ambiental Integral (CENEAI) 
serán complementados por las Estrategias Jurisdiccionales 
de Educación Ambiental Integral (EJEAIs) con el fin de esta-
blecer el documento actualizado de la Estrategia Nacional de 
Educación Ambiental Integral (ENEAI) como Política Nacional 
de Educación Ambiental Integral.

CAPÍTULO VI
DERECHO A LA INFORMACIÓN

ARTÍCULO 24.- La autoridad de aplicación deberá garanti-
zar en todas las políticas, acuerdos y acciones derivados 
de la presente Ley el respeto de los derechos establecidos 
en el marco legal creado por la Ley 25.831, Régimen de Libre 
Acceso a la Información Pública Ambiental, y el Acuerdo 
Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación 
Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 
América Latina y el Caribe (Escazú) aprobado por Ley 27.566.
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CAPÍTULO VII
CONTENIDOS CURRICULARES

ARTÍCULO 25.- Incorporación. Incorpórese el inciso g) 
del artículo 92 de la Ley 26.206, de Educación Nacional, 
el que quedará redactado de la siguiente forma:

g. La toma de conciencia de la importancia del am-
biente, la biodiversidad y los recursos naturales, su 
respeto, conservación, preservación y prevención de 
los daños, en concordancia con el artículo 41 de la 
Constitución Nacional, Ley 25.675 y leyes especiales 
en la materia y convenios internacionales sobre el 
ambiente.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

ARTÍCULO 26.- Financiamiento. Los gastos que demande la 
aplicación de la presente Ley se asignarán anualmente a 
una partida específica asignada a tales efectos en la Ley de 
Presupuesto General de la Administración Nacional.

ARTÍCULO 27.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, A LOS TRECE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS 
MIL VEINTIUNO.
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La reforma constitucional de 1994 estableció la autonomía y autarquía 
de las universidades.

En nuestra Provincia existen universidades nacionales con asiento 
en el territorio bonaerense y universidades provinciales. Están regidas 
por lo que establece la Ley de Educación Superior Nº 24.521/95, y sus 
modificatorias posteriores.

En 1995 se sancionó dicha norma, que organizó el sistema nacional 
de educación superior, habilitó el arancel a criterio de cada universi-
dad (si bien muy pocas lo implementaron) y creó la Comisión Nacional 
de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU). Durante esa dé-
cada se fundaron nueve universidades nacionales, de las cuales seis 
están en territorio bonaerense: La Matanza, Quilmes, San Martín, Ge-
neral Sarmiento, Lanús y Tres de Febrero.

Hacia 2015, veinte años después, la norma fue modificada mediante 
la Ley Nº 27.204/15 y el Decreto Nº 2.358/2015, la Ley de Educación 
Superior Nº 24.521/95 garantizando así la gratuidad y el ingreso irres-
tricto como responsabilidad del Estado para asegurar los derechos 
educativos de la población argentina. Se trata de una modificación que 
asumió el espíritu de las otras leyes educativas sancionadas entre 
2003 y 2015, desde la perspectiva de concebir a la educación superior 
como una responsabilidad “indelegable y principal” del Estado, y en tal 
sentido un “bien público” y un “derecho humano”, tal como estableció 
en 2008 la Conferencia Regional de Educación Superior de América 
Latina y el Caribe.

En su artículo 2, por su parte, se destaca el establecimiento de la 
expresa gratuidad de los estudios de grado en las instituciones de edu-
cación superior de gestión estatal, y se prohíben sobre ellos cualquier 
tipo de gravamen, arancel o tarifa.

Actualmente, funcionan en la provincia de Buenos Aires, 22 univer-
sidades nacionales distribuidas en su territorio. De estas, 15 están ubi-
cadas en el Gran Buenos Aires (Burzaco, Florencio Varela, Avellaneda, 
San Martín, Los Polvorines, Villa Tesei, José C. Paz, San Justo, Lanús, 
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Lomas de Zamora, Moreno, Quilmes, Sáenz Peña, San Antonio de Padua 
y San Isidro) y 7 tienen su sede central en el llamado “interior”: La Plata, 
Tandil, Bahía Blanca, Luján, Mar del Plata, San Antonio de Areco y Junín.

También funciona la Universidad Provincial del Sudoeste (UPSO), que 
cuenta con 28 sedes en el territorio provincial, tales como Carmen de 
Patagones, Tornquist, Coronel Pringles, Laprida, entre otras.4 Fue crea-
da por la Ley Provincial Nº 11.465 y su modificatoria Nº 11.523. Su 
Estatuto fue aprobado por Decreto Nº 1139/04.

Universidades nacionales con sede en la provincia de Buenos 
Aires y año de creación

•	 Universidad Nacional de La Plata (1905)

•	 Universidad Nacional del Sur (1956)

•	 Universidad Nacional de Lomas de Zamora (1972)

•	 Universidad Nacional de Luján (1972)

•	 Universidad Nacional del Centro 
	 de la Provincia de Buenos Aires (1974)

•	 Universidad Nacional de Mar del Plata (1975)

•	 Universidad Nacional de La Matanza (1989)

•	 Universidad Nacional de Quilmes (1992) 

•	 Universidad Nacional de General San Martín (1992)

•	 Universidad Nacional de General Sarmiento (1993)

•	 Universidad Nacional de Tres de Febrero (1995) 

4   Cfr. https://www.upso.edu.ar/sedes-upso/

https://www.upso.edu.ar/sedes-upso/
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•	 Universidad Nacional de Lanús (1995)

•	 Universidad Nacional del Noroeste 
	 de la Provincia de Buenos Aires (2002)

•	 Universidad Nacional de Moreno (2009)

•	 Universidad Nacional del Oeste (2009)

•	 Universidad Nacional de Avellaneda (2009)

•	 Universidad Nacional Arturo Jauretche, 
	 Florencio Varela (2009)

•	 Universidad Nacional de José Clemente Paz (2009)

•	 Universidad Nacional de Hurlingham (2014)

•	 Universidad Nacional de San Isidro 
	 Raúl Scalabrini Ortiz (2015)

•	 Universidad Nacional San Antonio de Areco (2015)

•	 Universidad Nacional Almirante Guillermo Brown (2015)

Universidad Tecnológica Nacional (UTN)

La UTN tiene una organización federal: en la actualidad está constituida 
por 29 unidades académicas, de las cuales, 22 tienen rango de facul-
tades regionales distribuidas a lo largo y ancho del país. 

En la provincia de Buenos Aires, sus sedes son las facultades regio-
nales de Bahía Blanca, Delta, Campana, La Plata, Mar del Plata y Bahía 
Blanca.
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Universidad Pedagógica. De la Provincia a la Nación

En agosto de 2006, la Legislatura bonaerense sancionó la Ley Provin-
cial Nº 13.511/06, mediante la cual se creó la Universidad Pedagógica 
Provincial,5 destinada a la formación permanente de las y los docentes 
en ejercicio de los distintos niveles y modalidades del sistema. Desde 
el comienzo el proyecto planteó “incidir fuertemente en una transfor-
mación de la cultura pedagógica del sistema educativo, a través de la 
renovación de la formación de sus agentes”.6 

Luego de atravesar distintas etapas, el 7 de octubre de 2015 se san-
cionó la Ley de Nacionalización de la UNIPE, creándose de este modo la 
Universidad Pedagógica Nacional, mediante la Ley Nº 27.194/15. Esta 
institución posee sedes en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la 
localidad bonaerense de Pilar.

5   La Universidad Pedagógica fue creada durante la gobernación del Ing. Felipe Solá, siendo 

Adriana Puiggrós la Directora General de Educación durante 2006 y 2007.

6   Cfr. “Historia de la Universidad Pedagógica Nacional”. Disponible en: https://unipe.edu.ar/

institucional/historia. Quienes deseen ampliar sobre aquella etapa, pueden referenciarse en el 

ejemplar Nº 7 de la revista Anales de la Educación Común, dedicado, a la legislación educativa 

nacional y provincial relevante, publicado en 2007 por la Dirección General de Cultura y 

Educación (DGCyE).

https://unipe.edu.ar/institucional/historia
https://unipe.edu.ar/institucional/historia
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nales/login, perteneciente a la Dirección General de Cultura 
y Educación de la Provincia de Buenos Aires.
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•	 https://normas.gba.gob.ar, perteneciente a la Provincia 
de Buenos Aires.

•	 https://unipe.edu.ar/, perteneciente a la Universidad Pe-
dagógica Nacional.

https://normas.gba.gob.ar
https://unipe.edu.ar/
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